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ADVERTENCIA. 



Nos proponemos en estos Comentarios presentar las dispo* 
siciones contenidas en la Ley Orgánica de nuestros Tribunales 
en una forma que las haga más fáciles de penetrar y de ser re- 
tenidas en las inteligencias jóvenes de los estudiantes de Dere- 
cho Procesal, ó de Práctica Forense, como más usual mente se 
dice todavía entre nosotros , 

Existe en verdad una obra magistral que contiene los ante- 
cedentes, la concordancia con otras leyes y otras legislaciones. 
y la aplicación práctica que la jurisprudencia de nuestros tribu- 
nales ha ido dando á la ley que nos ocupa, que es la publicada 
en 1890 por ei señor don Manuel E. Ballesteros, ministro jubi- 
lado de la Excma. Corte Su prisma. Ese libro» por su importan- 
cia, no debe faltar en ningún estudio de abogado, Pero, por lo 
mismo que condene tantos puntos de ilustración de la ley, su 
misma extensión lo hace más adecuado para los abogados y los 
jueces que necesiten consultarlo, que para los estudiantes de 
Derecho^ á los cuales no debe imponérseles una tarea abruma- 
dora, por cuanto necesitan compartir su tiempo en el estudio 
simultáneo de tres ó cuatro asignaturas, á cual más exigente de 
trabajo y contracción. 
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Por el contrario, poner en manos de los jóvenes el texto des _ 
carnado de la ley» tal como se acostumbra dictar los Códigos 
por los legisladores d^l presente siglo, sin que junto con sus dis- 
posiciones se vean los principios de equidad ó justicia que los 
motivan, es someterlos áotro inconveniente que peca por el lado 
opuesto; porque se les exigiría otra clase de labor, que consiste 
en descubrir por sí mismos los fundamentos y la conexión 
filosófica de sus disposiciones, para lo cual suele ser indispen- 
sable alguna luz auxiliar, que no siempre hallan en sus solas 
inteligencias. Esa especie de luz auxiliar podrán encontrarla en 
los profesores encargados de la enseñanza, cuando los tienen á 
mano; pero esto no siempre sucede* 

Pues bien, para esos casos en que los jóvenes estudiosos, 
que bien pueden ser ya abogados en ejercicio» se encuentren sin 
más consultor que el texto mismo de la Ley Orgánica, hemos 
procurado que junto con él encuentren, como medio conducente 
á la claridad, una comparación ó concordancia, en lo posible 
congruente, con las otras que la han precedido y con las poste- 
riores que han venido á complementar algunas de sus disposi- 
cioneSí ó á modificarlas ó derogarlas. Porque es de advertir que 
en los veinticuatro años que lleva de vigencia dicha ley, no son 
pocas las que se han dictado, introduciendo á varias de sus dis- 
posiciones cambios sustanciales, sin embargo de haberse dictado 
sobre materias que al parecer le son accidentales. Por esto mis- 
mo hemos procurado, cuando en sus disposiciones se contienen 
reglas de general aplicación, darles un orden numérico y apro- 
piadOi que las haga más fáciles para ser comprendidas y de ser 
recordadas cuando llegue el caso de aplicarlas. 

En cuanto á la jurisprudencia resultante de las sentencias 
de los tribunales, no ha entrado ni podido entrar á completar 
nuestro plan. Por una parte^ ella es de suyo variable, no siempre 
uniforme, y para descartar lo que la hace aprovechable, que es 
la interpretación doctrinal de la ley en ella contenida, necesita 
criterios más ejercitados en desentrañar los principios de derecho 
y las razones legales ó de equidad, que son los que dan á las 
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sentencias su valor jurídico é ilustrativo de la ley. Y por otra 
parte, ella es tan múltiple y voluminosa, qoe es preciso reser- 
varla para obras de mucho mayor extensióui y de ningún modo 
para una exposición didáctica, que es á lo que aspiramos al ofre- 
cer el presente estudio á la buena voluntad de nuestros jóvenes, 
tanto aspirantes, como ya en ejercicio, de la noble profesión de 
abogado, SÍ todavía fuera útil este libro á otras personas más 
caracterizadas ó más altamente colocadas, nuestra aspiración 
quedaría superabundan temen te recompensada. 
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LEY DE ORGANIZACIÓN 



ATRIBUCIONES DE LOS TRIBUNALES. 



PRELIMINAR. 

1. La ley dictada con este título para la República de Chiles que 
vamos á comentar, fué promulí^ada con fecha de ig de octubre de 1875, 
en forma de Libro ó Códi[j;o especia!, á virtud de la de 13 del mismo mes 
que en su artículo único la aprobó diciendo: ^Se aprueba el proyecto de 
Ley de O romanización y Atribuciones de los Tribunales, que comenzara á 
regir el i.** de marzo de 1876, con las siguientes modificaciones: i? 

Se continúa redactando textualmente todos los artículos en la for- 
ma que deben quedar con las modíñcacione'; recibidas, ya consistan estas 
en correcciones, supresiones, adiciones, alteraciones, y se concluye auto- 
rizando al Presidente de la República, en el 8.^ artículo transitorio, para 
arreglar la numeración y las referencias de los artículos, que las dichas 
modificaciones hacían indispensables- 

El proyecto en esta forma aprobado fué el organizado y revisado por 
las Comisiones nombradas con este objeto, que el Supremo Gobierno 
pasó al Congreso Nacional con mensaje de 3 de Junio de 1874, siendo 
Presidente de la República el Excelentísimo señor don Federico Errázu- 
riz, y Ministro de Justicia el señor don José María Barceló. 
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TtTULO PRIMERO. 

Del Poder Judieial y de )a Admimstracik de Justicia. 



Artículo Primero. 

La facultad de conocer de las causas civiles y crimina 
les, de juzgarlas y de hacer ejecutar lo juzgado pertenece ex* 
elusivamente á los tribunales que establece la ley- 

Art. 2. 

También corresponde á los tribunales intervenir en todos 
aquellos actos no contenciosos en que una ley expresa requiera 
su intervención. 

Art, 3, 

Los tribunales tienen además las facultades conservado- 
ras, disciplinarias y económicas que á cada uno de ellos se asig- 
nan en los respectivos títulos de esta ley- 

Art, 4. 

Es prohibido al Poder Judicial mezclarse en las atribucio- 
nes de otros poderes públicos y en general ejercer otras fun- 
ciones que las determinadas en los artículos precedentes. 
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Art. 5. 

A los tribunales que establece k presente ley estará sujeto 
el conocimiento de todos los asuntos judiciales que se promue- 
van en el orden temporal dentro del territorio de la República, 
cualquiera que sea su naturaleza ó la calidad de las personas 
que en ellos intervengan, con las solas excepciones siguientes: 

i.^ Las acusaciones que se entablen con arreglo á lo 
dispuesto por los artículos 38 y 83 de la Constitución de la 
República; 

2.* Las causas cuyo conocimiento corresponde al Consejo 
de Estado, con arreglo al artículo 104 de dicho Código; 

j,"* Las causas sobre abusos de la libertad de imprenta, cuyo 
conocimiento corresponde á las autoridades que designan la 
parte 7." del artículo 12 del mismo Código y la ley respectiva; 

4,* Las causas por delitos meramente militares ó que con- 
sistan en la infracción de las leyes especiales del ramo, y no en 
la de las leyes comunes, de las cuales conocerán los tribunales 
que el Código Militar designa; 

5." Las causas por delitos comunes que cometan los mi- 
litares estando en campaña ó en actos del servicio militar» ó 
dentro de sus cuarteles, todas las cuales quedarán sujetas al 
conocimiento de los tribunales que el Código designa; 

Quedarán asimismo sujetas á los tribunalns que el Código 
Militar designa las demandas por deudas procedentes de la 
adniinistración militar, cuyo valor no exceda de doscientos pe- 
sos, siempre que fueren interpuestas por los subalternos contra 
sus superiores; 

6.*^ Las causas sobre cuentas fiscales, de las cuales conoce* 
rán la Contaduría Mayor y el Tribunal Superior de Cuentas; 

7/ Las causas sobre cuentas municipales, de las cuales co- 
nocerán las autoridades que designa la ley. 

Corresponde también á los tribunales que esta ley estable- 
ce, el conocimiento de las causas que versen sobre validez ó 
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nulidad de un matrimonio no católico, ó sobre divorcio tempo- 
ral ó perpetuo entre cónyuges casados conforme á ritos no ca- 
tólicos. 

Las penas que la autoridad eclesiástica imponga en virtud 
de su jurisdicción espiritual no se entenderá que dejan de ser 
espirituales porque produzcan efectos temporales, como, por 
ejemplo, la suspensión ó privación de un beneficio eclesiástico, 
ó de sus frutos. 

Art. 6. 

Los tribunales sólo podrán ejercer su potestad en los nego- 
cios y dentro del territorio que la ley les hubiere respectiva- 
mente asignado. 

Lo cual no impide que en los negocios de que conocen pue- 
dan dictar providencias que hayan de llevarse á efecto en 
otro territorio- 

Art, 7, 

Ningún tribunal puede avocarse el conocimiento de causas 
ó negocios pendientes ante otro tribunal, á menos que la ley le 
confiera expresamente esta facultad. 

Akr, S. 

Los actos de los tribunales son públicos, salvo las excepcio- 
nes expresamente establecidas por la ley. 

Art. 9. 

Los tribunales no podrán ejercer su ministerio sino á peti- 
ción de parte, salvo los casos en que la ley los faculte para pro* 
ceder de oficio. 

Reclamada su intervención en forma legal y en negocios 
de su competencia j no podrán excusarse de ejercer su autoridad 
ni aun por falta de ley que resuelva la contienda sometida á su 
decisión. 
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Art. i o. 

Para hacer ejecutar sus sentencias y para practicar ó hacer 
practicar los actos de instrucción que decreten, podrán los tri- 
bunales requerir de las demás autoridades el auxilio de la fuerza 
pública que de ellas dependiere, ó los otros medios de acción 
conducentes de que dispusieren. 

La autoridad legalmente requerida debe prestar el auxilio, 
sin que le corresponda calificar el fundamento con que se le pide 
ni la justicia ó legalidad de la sentencia ó decreto que se trata 
de ejecutar- 

Art. II. 

El poder judicial es independiente de toda otra autoridad 
en el ejercicio de sus funciones, 

Art. 12. 

Las decisiones ó decretos que los jueces expidieren en los 
negocios de que conocen no tes imponen responsabilidad sino 
en los casos expresamente determinados por la ley. 



COMENTARIO 

íiffFJén Frímera 

Sobre ¿a Jurisdicción 

SUMARIO, — 2. La promulgación de esta Ley Orgánica obedece a un precepto 
constitucional^ — 3, La jurlsdiccíóa scgtíti los tres primeros arti culos. — 4» 
Ella comprende el imperio. — 5. A! ejercicio de éste cooperan las demás au- 
toridadest — 6. Independencia del poder judicial. Jurisdicción privativa,— 7, 
Jurisdicción contenciosa, voluntaria, forzosa^ di*;ciplinaria. 

2, La Ley de Organización y Atribuciones de los Tribunales se 
dictó con fecha í g de octubre de 1875, en cumplimiento, que sólo enton- 
ces vino á dársele, del precepto -contenido en el artículo 105 de nuestra 
Constitución Política de 1835, que dice: «Una ley especial determinará la 
organización y atribuciones de todos los tribunales y juzgados que fueren 
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necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia en todo 
el territorio de la República.» Este precepto guarda conformidad con el 
principio establecido, poco antes, en el artículo IOO| de que "¿solo en vir- 
tud de una ley podrá hacerse innovación en las atribuciones de los tribu* 
nales, ó en e! numero de sus miembros. » 

3. El TÍTULO PRI^fERG, que trata: — DelPaderJifdiciaiy de la Ad* 
ministración de Justicia en gefieral. 

Dice, en sus tres primeros artículos, que esta potestad comprende: 

i.o «La facultad de conocer en las causas civiles y criminales, de 
juzgarlas y hacer ejecutar !o juzgado,» 

a.^ «Intervenir en todos aquellos actos no contenciosos en que una 
ley expresa requiera su intervención,» y 

3.^ «Las facultades conservadoras, d i se Ip linarias y económicas que 
á cada uno de ellos (los tribunales) se asignan en los respectivos títulos 
de esta ley.)» 

De aquí se derivan las tres principales denominaciones que se dan á 
\b. jurisdicción (que viene úq jurisdicere ó jure' dicendo)^ ó facultad de ad- 
ministrar justicia, que, correspondiendo á cada uno de los tres números 
indicados, se distinguen con las palabras: jurisdicción contenciosa^ volun- 
taría y disciplinaria. 

4. Es digno de advertir: 

Sobre la prirptera^ que ella comprende el imperio^ pues así se llama 
lo que nuestro artículo primero expresa con las palabras «hacer ejecutar 
lo juzgado, ip El imperio se distingue en ntero, relativo á las sentencias de 
expatriación y de sangre, y mixto ^ que se refiere á las demás sentencias 
criminales de menor gravedad y á las civiles. Esta distinción ya no tiene 
interés, por /alta de aplicación, entre nosotros. 

6. ¿Y cómo podrán los tribunales ejercer esta potestad llamada im- 
perio, siendo que no tienen á sus ordenes fuerza publica eficaz para hacer 
cumplir sus resoluciones ó hacer practicar los actos de instrucción que 
decretaren? Esta pregunta está resuelta en el artículo 10, que los auto- 
riza para requerir de las demás autoridades el auxilio de la fuerza pública 
que de ellas dependiere, ó los otros medios de acción conducentes de que 
dispusieren, y que obliga á dichas autoridades, una vez requeridas le- 
galmente^ á prestar el auxilio, sin que puedan calificar la justicia ó lega- 
lidad del decreto ó resolución que se trata de ejecutar. 

0. Esta prescripción del artículo i o es consecuencia natural de la 
independencia de toda otra autoridad que e! artículo 1 1 reconoce al po- 
der judicial en el ejercicio de sus funciones. 

Y debe notarse, además, que esa independencia del poder judicial es 
uno de los principios de nuestro Derecho Público, establecido en el ar* 
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tícvilo 99 de la Constitución de 1S33, diciendo: ^La facultad de juzgar las 
causas civiJes y criminales pertenece excbisivanunte á los tribunales es- 
tablecidos por la ley. Ni el Congreso^ ni el Presidente de la República 
pueden en ningún caso ejercer funciones judiciaícs, ó avocarse causas 
pendientes, ó hacer revivir procesos fenecidos.* 

De Jo expuesto se deriva una 4.» denominación, aplicable a la juris- 
dicción judicial como a la de los demás poderes públicos en su respectiva 
esfera» que es \b. privativa^ así Haniada por cuanto aleja ó excíuye á los 
demás poderes y aun á ios demás funcionarios del mismo orden judicial, 
de inmiscuirse en el asunto en que es llamado á conocer y juzgar el tri- 
bunal de que se trata. Así lo dispone el artículo 7.^, exceptuando sola- 
mente el caso en que la ley le confiera expresamente á un tribunal la 
facultad de avocarse la causa ó ne^^^ocío que ya pende ante otro. Esta 
misma jurisdicción suele llamarse también propia^ por cuanto el Juez ó 
Tribunal la ejerce respecto de personas ó cosas sometidas á su potestad 
por designaeión ó mandato de la ley, 

7. Sobre la segunda clase de jurisdicción, la llamada voluniaria^ 
debe advertirse: \P que solamente se llama asi en contraposición á la 
contenciosa, por cuanto se ejerce en asuntos en que no hay oposición 
ó contienda de dos partes que ejerciten ó hagan valer derechos contrarios, 
sino una sola, que solicita la declaración ó ejecución de algún acto 
en que es necesaria la intervención del tribunal. Pero una vez que 
se presenta otra persona oponiéndose á ese acto, el asunto pasa á ser con- 
tencioso y la jurisdicción deja de ser voluntaria ó no contenciosa, pues 
que ya hay contienda de partes; y iP que, propiamente hablando, no 
hay en los tribunales jurisdiccic3n verdaderamente vúlaníaria^ sino que, 
por el contrario, la que les corresponde siempre q^ forzosa^ puesto que, 
una vez reclamada su inter\^ención en negocios de su competencia, no 
pueden excusarse de ejercer su autoridad, según el artículo ^P en su se- 
gundo inciso, ni aun por falta de ley que resuelva la contienda sometida 
á su decisión. Solo hay una clase de jueces cuya jurisdicción puede lla- 
marse verdaderamente volmüarm^ que son los arbitros; por cuanto reci- 
biendo sus facultades del nombramiento de las partes^ que es un verda- 
dero mandato, pueden libremente aceptar ó no antes de entrar á ejercerlo. 

En cuanto á la tercera clase de jurisdicción, lo que puede advertirse 
es que todas sus facultades se comprenden bajo la denominación de dh- 
cipiínariü^ por cuanto tienen por objeto, ya reprimir los abusos que se 
cometan en las salas de despacho de los jueces ó tribunales, ó en las peti- 
ciones escritas que se les presenten, ya en contener ó reprimir á los 
funcionarios de su dependencia para su buena conducta ministerial, todo 
con el fin de mantener la disciplina judki ai. 
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SeeriAn Segunda. 

Limües de ¡a Jurisdicción, 

SUMARIO. — 8. Primer límite de Ja jur[sdiccí6ni el orden espiritual. Artículo 5." 
— 5. Origen histórico de esta limitación. -10. Acuerdo de ía Santa Sede* Su 
Memurándiim." n. Su curaplimiento, implícita y explícitamente- — 12- La 
ley sobre matrimonio civil en reiacióií con esta materia. 

f 

8. La prhnera limitación, por ser la referente á su mayor extensión 
es la que reconoce el artículo ^P de esta ley en la jurisdicción judiciah 
cual es el conocer de todos los asuntos que se promuevan en el orden 
temporal dentro del territorio de la Repiibllca, cualquiera que sealaca* 
lidad de las personas que en ellos intervengan. 

Esta limitación, que es la misma que tiene la soberanía nacional, es 
común á los demás poderes públicos, como que éstos tampoco pueden 
legislar ni g^obernar á los ciudadanos en los intereses que corresponden 
al orden espiritual que es el contrapuesto en el citado artículo al orden 
temporal, como se ve en su acápite final. 

9, Conviene tener conocimiento de los antecedentes que dieron lu- 
gar á que el artículo referido consignase este principio. 

Antes de la Ley Orgánica gozaban los clérigos y otras personas 
eclesiásticas el privilegio de ser juzgados por los jueces eciesíásticoSj y 
era una aspiración de los legisladores chilenos de entonces el hacer des- 
aparecer ese privilegio, por creerlo contrario al principio de igualdad 
con que todos los habitantes deben estar sometidos á los mismos jueces 
establecidos como representantes de la soberanía nacional para juzgarlos 
á todos, 

Al mismo tiempo se reconocía como vigente en la Excma. Corte 
Suprema la facultad, que venía desde los tiempos de la Monarquía Es- 
pañola, de dejar sin efecto las sentencias ó resoluciones dictadas por los 
Tribunales Eclesiásticos, siempre que uno de los interesados, secular ó 
eclesiástico, recurriese á ella, diciendo que se le hacía fuerza por cono- 
cer con incompetencia ó por hacerlo faltando a algitn requisito esencial 
para la validez de los juicios. 

Este recurso era para ia autoridad eclesiástica motivo de constante 
protesta, por considerarlo una intromisión, dentro de la esfera de acción 
que le es propia, contraria á la independencia de la Iglesia. Y por razón 
análoga estimaba que debía conservarse el fuero eclesiástico, como con- 
ducente á mantener la disciplina del clero con independencia de los jua- 
nees que no son sus jefes naturales. 



Digitized by 



Google 



j8 título primero, AKT. S-^ 

AI Episcopado Chileno acompañaban en sus protestas las familias 
y personas que veían en la independencia de la Iglesia la única garantía 
de la independencia de sus propias conciencias, respecto de poderes 
incapaces de enseñarlas y dirigirlas; y, por el contrario, las familias y 
personas que daban más importancia á las ideas que dominaban en el 
Legislador Chileno, lo acompañaban también en sus esfuerzos por la 
abolición del referido fuero privilegiado, 

10. En este conflicto, el Supremo Gobierno recurrió á la Santa Se- 
de, encargando la gestión conducente al Ministro Plenipotenciario de 
Chile en Francia, y de esta manera se obtuvo la aquiescencia condicional, 
comprensiva de los dos puntos de la dificultad ^ que se contiene en el si- 
guiente documento, el cual se encuentra en la sesión de la Cámara de 
Diputados de 6 de junio de 1874» (Araucano^ niim. 4,302 de dicho año): 

.MEMORÁNDUM. 

ft En atención á lo expuesto por el Ministro de Chile á nombre de su 
Gobierno, 

iíLa Santa Sede no se opone á que quede abolido en la República 
de Chile el fuero privilegiado de los clérigos, ó sea el fuero eclesiástico, 
en las causas meramente (empúraUs^ tanto civiles como criminales, con tal 
que se suprima el recurso de fuerza, y que en las sentencias capitales con- 
tra clérigos se pase una copia autorizada de dichas sentencias á la respec^ 
tí va curia eclesiástica, para los efectos de ía degradación canónica. 

< Roma , j ul i o 3 de 1 8 7 3 . — ( F i rm ad o) . — G. Cnrd, A ntomíii. » 

Es copia conforme del original, que queda archivado en esta Lega- 
ción, — Pan s, julio 11 de 1873- — A. Biest Gana.^ 

11. En conformidad á esta resolución, quedó suprimido el fuero pri- 
vilegiado de los clérigos, por cuanto se dejó sometidos á los tribunales 
establecidos en esta ley todos los asuntos judiciales del orden temporal y 
todas las personas que en eílos intervx^ngan, sin ninguna excepción. 

Al mismo tiempo que se declaró esta universalidad de jurisdicción, 
extensiva á todos los asuntos judiciales, se díó cumplimiento á la condi- 
ción sustancia I mente contenida en el documento pontificio, de que eso 
fuese en las causas mcramenie temporales, agregando en el artículo la 
expresión: en el orden nwranwnte temporal, con la cual, como que es con- 
trapuesta en su significación al orden espiritual^ quedó claramente, deslin- 
da do el terreno que abarcan respectivamente la jurisdicción el vi i, que re- 
presenta á la soberanía temporal de la nación y la jurisdicción eclesiástica, 
emanada de la soberanía espiritual, referente á todo lo que dice relación 
con la salud espiritual de las almas. 
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Para mayor claridad de dicha expresión, se declaró a CQuirario sensu^ 
ea los incisos finales del artículo, que no pertenecen al orden temporal 
dos clases de asuntos que podían prestarse á dudas, a saber: los matrimo- 
nios celebrados conforme á los ritos de la Iglesia Católica, y laspenas de 
suspensión ó privación de beneficio eclesiástico, ó de sus frutos, impuestaií 
por la autoridad eclesiástica en virtud de su jurisdicción espiritual Con 
la primera declaración se reconoce que el contrato de los cónyuges, que 
es materia del sacramento del matrimonio, es asunto verdaderamente 
espiritual, por cuanto se refiere á intereses más altos que los meramente 
transitorios y terrenales, únicos en que podría ser admisible la disolución 
por mutuo disenso- Y con la segunda se establece que el hecho de com- 
prender un asunto objetos meramente materiales no basta para desnatu* 
ralizar el carácter espiritual que propiamente le pertenece. 

En cuanto á la condición expresa contenida en la aquiescencia pon- 
tificia para la abolición del fuero referido, consistente en que se suprimiese 
el recurso de fuerza, ella fué también cumplida de dos maneras: la una 
implícita, que consiste en no poner entre las atribuciones de la Corte Su- 
prema, ni de otro tribunal, la de conocer en el aludido recurso, medida 
que habría podido mirarse como bastante para el efecto, atendido el pre- 
cepto constitucional del artículo 151, que prohibe á toda magistratura 
atribuirse míis autoridad que la que expresamente le concede la \t^y. Pero 
además se le dio cumplimiento explícito, expresando en el articulo final 
ele la ley que desde su vigencia tquedan abolidos los recursos de fuerza.» 

Así deslindada la jurisdicción relativa al orden temporal, que corres- 
ponde á los tribunales establecidos en esta ley, se designan las siete clases 
de asuntos que, no obstante de ser pertenecientes al orden temporal, que- 
dan exceptuadas de la jurisdicción de dichos tribunales. 

12. No obstante esta declaración, emanada de un verdadero acuerdo 
con la Santa Sede, la ley sobre el Matrimonio Civil, dictada en 10 de 
enero de 1884, ha dispuesto en sus artículos 2.^ y 3.0 que corresponden 
á la jurisdicción civil el conocimiento y descisión de las cuestiones sobre 
divorcio ó nulidad de los matrimonios contraídos antes de la vigencia de 
dicha ley y de todas aquellas á que diere margen su observancia. 

listo da lugar á preguntar si esta disposición, posterior y contraria 
a la del artículo 5.0 que comentamos, la habrá derogado, como algunos 
afirman, ó si el fuero eclesiástico habrá recibido, como otros dicen, el gol- 
pe de gracia con la promulgación de dicha ley. 

Nos atrevemos á afirmar por nuestra parte que ninguna de estas dos 
cosas ha sucedido. 

Kn primfer lugar, dada la distinción de las dos jurisdicciones tempo- 
ral y espiritual, derivadas de las dos soberanías que por Derecho Público 
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y Natural son verdaderamente distintas, el Legislador del orden temporal 
no puede decirse que ha podido ni querido legislar dentro de la esfera 
que corresponde al Soberano del orden espiritual. 

En segundo lug^ar, el contrato constitutivo del matrinioaioT s¡ bien 
se refiere accidentalmente á intereses temporales y transitorios del orden 
civil, que son los únicos á que la ley civil ha podido extender su acción^ 
considerándolo revocable como los demás contratos civiles, ese contrato, 
decimos, es por su esencia indisoluble como inseparable del sacramento 
det matrimonio, por cuanto tiene por objeto unirse y ayudarse los contra- 
yentes á la consecución de otros intereses superiores á los accidentales 
ya expresados, intereses que no están circunscritos al tiempo limitado 
de la vida mortal, porque siendo su objetóla salud y el destino de las al- 
mas, son verdaderamente del orden espiritual. 

Alior:i bien, así como el legislador temporal tiene poder para pres^ 
cribir solemnidades sin las cuales un contrato meramente civil no puede 
producir efectos ni mirarse como válido, así también el legislador espi- 
ritual, que es la Iglesia Católica, tiene potestad para designar las solem- 
nidades canónicas esenciales para que valga y produzca efecto eí contrato 
sacramento del matrimonio entre los bautiiíados, á todos los cuales se ex- 
tiende su soberanía y jurisdicción espirituales. 

Por consiguiente, si las cuestiones matrimoniales son decididas por 
los tribunales civiles conforme á la citada ley de 1884, esas decisiones no 
salen de los intereses accidentales relativos á los bienes y á las relaciones 
civiles de los cónyuges entre sí y con la familia, Pero esas decisiones de- 
jan subsistente la necesidad de ocurrir á los tribunales eclesiásticos para 
la decisión de las cuestiones del orden espiritual, relativas á la esencia del 
sacramento del matrimonio. Por consiguiente, también, el fuero eclesiás- 
tico no está abolidtj en el orden espiritual, que le corresponde y le reco- 
noce nuestro articulo 5.^ 

Swfion Tercera. 
Excepciones al Primer Limite de la Jurisdicción^ 

SUMARIO.— 13. Excepciones A la generalidad da la jurisdicción temporaL Pri- 
mera, laque ejerce el Poder Legislativo. — 14. Segundadla del Consejo de 
Estadon — 15, Los Jurados de Imprenta. ^16. Cuarta y quinta, los Tribunales 
Militares,— '1 7. Sexta, las Cuentas Fiscales. — iS. Séptima, las Cuentas Muni- 
cipales.— 19, Diferencia entre estas excepciones. — 20, Octava^ inmunidad de 
los Senadores y Diputados. — 21. Limitación de su inviolabilidad. 

13. La i^ excepción, concerniente á las acusacmu's que se entapen 
Can arrecio á ¡o dtspuesfú en los artiaí/os 2p }' Sj de ia Consttimwn de la 
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Repiiblka. se refiere á las acusaciones que i a Cámara de Diputados pue- 
de hacer ante el Senado contra Ministros y Consejeros de Estado, Gene- 
raJes de un ejército ó armada, miembros de la Comisión Conservadora, 
Intendentes de las provincias y nia^strados de los Tribunales Superiores 
de Justicia, por los delitos cometidos en ejercicio de sus funciones^ mencio- 
nados en los artículos 29, 83, 98. El juzgamiento del Senado llega hasta 
declarar si es ó no culpable el acusado del deÜto que se le imputa, y des- 
pués de esa declaración pasa el acusado á ser juzgado con arreglo á las 
leyes por ei tribunal ordinario competente, para la aplicación de la pena 
y hacer efectiva la responsabilidad civil. 

Los Ministros dei Despacho pueden ser también acusados, segi^n los 
artículos go y 91, por cualquier individuo particular, por razón de per- 
juicios injustamente irrogados, y entonces la decisión del Senado se li- 
mita á declarar si ha ó no higar á admitir la acusación; con !o cual pasa 
la demanda al Tribunal de Justicia competente. 

Lo mismo que los Ministros, puede ser acusado, según el artículo 74» 
el Presidente de la República; pero solo en el año inmediato después de 
concluido el término de su presidencia. 

14. La 2J^ f.irr/r/íW la forma la atribución conferida en el artículo 95 
( 1 04) ai Consejo <k Estado para conocer en las materias de patronato y 
protección que se redujeren á contenciosas; para decidir las competencias 
entre autoridades administrativas, ó entre estas y las judiciales, y para 
declarar si ha lugar ó no á formación de causa criminal contra Intenden- 
tes y Gobernadores de plaza y de departamento, acusados por individuos 
particulares. 

15. j.^ Exccpdtnh Las causas sobre abusos de la libertad d€ im- 
prenta. — Éntrelos derechos que el articulo 10 (13) de la Constitución 

asegura á todos los habitantes de la República, expresa en su número 7,^ 
el de no poder ser condenados por abuso de la libertad de imprenta 
sino en virtud de un juicio por jurados en que se califique preinatneTtte 
el abuso. La ley que, para cumplir este precepto constitucional, rige 
sobre esta materia es la de 17 de septiembre de 1S72, Según ella, los 
Jurados que forman los tribunales llamados á conocer en estos juicios, 
son auxiliados por el respectivo juez de! crimen en todos los actos del 
procedimiento y presididos por él en las audiencias públicas en que 
son oídas las partes; con excepción de los acuerdos destinados á pro- 
nunciarse, tanto sobre dar ó no lugar á la acusación, cuanto sobre si el 
acusado es ó no es culpable y sobre el grado de la culpabilidad . En este 
último caso, el Jurado es presidido por uno de sus miembros, y el juez del 
crimen pronuncia la sentencia condenando á la pena que corresponde, 
arreglada al fallo del Jurado y á lo dispuesto en la citada ley. 



Digitized by 



Google 



¿2 TÍT. L ART. 5." 

16. Forman h ^.^r j.^ excepcioius ¿as causas de I fuero miliar. — Sí 
se trata del juzgamiento con motivo de delitos cometidos por militares, 
hay que distinguir si éstos son: i.^, meramente militares; 2.^, delitos 
comunes; ^P, comunes, pero cometidos en campaña ó en actos del ser- 
vicio militar ó dentro de sus cuarteles. En los casos \P y 3.° conocerán 
los tribunales que el Código Militar designa. Lo mismo sucede cuando 
se trata de demandas por deudas que no excedan de doscientos pesos, 
procedentes de la administración militar y deducidas por subalternos con- 
tra sus superiores. Así, pues, si se trata de otra clase de deudas ó de juz- 
gar por delitos comunes fuera de las circunstancias del número 3.*^, el 
asunto pertenece á los tribunales ordinarios. 

17. 6."^ Exicpcióír Las causas stén' cuentas fiscales. ~Vor la ley de 
20 de enero de 1888, se estableció el Tribunal de Cuentas, encargado de 
examinar y juzgar todas las cuentas que deben rendir los empleados, 
establecimientos ó personas que administran, recaudan ó invierten valo- 
res ñscales ó de beneficencia pública y, en general, las de los que, por 
leyes especiales, deben rendir cuentas al Tribunal. Dividido en dos sec- 
ciones, una encargada de examinar las cuentas y otra de juzgarlas, re- 
fundió en sí lo que en la fecha en que se dictó la Ley Orgánica de Tñ- 
bu nal es se conocía con el nombre de Contaduría Mayor y Tribunal 
Superior de Cuentas. La 2.* sección a que se dio el nombre de Corte de 
Cuentas, es ahora la que juzga todas las que dejamos mencionadas y á 
las cuales se refiere esta 6.^ excepción. 

18. Las causas sohre cuentas municipales son la 7.* excepción. — Desde 
que rige la ley de Organización y Atribuciones de las Munícij>alidades, 
dictada con fecha 22 de diciembre de 1891, las cuentas que el tesorero 
municipal debe rendir semestralmente serán examinadas y juzgadas (ar- 
tículos jj y 78) por una junta de tres vecinos nombrados anualmente por 
la Asamblea de los Electores, con apelación para ante la Corte de Cuen- 
tas, de que acaba de hablarse en la excepción precedente. 

19. Sobre estas siete excepciones haremos notar una diferencia 
entre las tres primeras y ías cuatro últimas. En estas el juicio principia y 
termina ante los tribunales de jurisdicción especial, sin que en él tengan 
que tomar parte los tribunales de la jurisdicción ordinaria; al paso que en 
aquellas, después de la declaración que son llamados á pronunciar los tri- 
bunales especiales, ya sobre haber ó no culpabilidad en el acusado, ya 
sobre darse ó no lugar á formación de causa, ya sobre ser competentes 
los tribunales ordinarios, éstos entran á conocer en el juicio hasta su fina- 
lización. Exceptúanse los juicios sobre protección y patronato que, por 
llegar á hacerse contenciosos, pasaren al Consejo de Estado, pues allí 
tendrían también su conclusión. 
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20- Podríase agregar una ociava excepción, que, stn embargo de no 
estar expresada en el artículo ^S\ 00 deja de existir en realidad, como 
que esta dispuesta en la Constitución. 

Después de declarar en el artículo 13 (14) que los diputados y sena- 
dores son imñolableSy es decir, no son justiciables civil ni criminalmente, 
por las opiniones que manifiesten y ios votos que emitan en ei desempeño 
de sus cargas, dice en los artículos 13 y 14 (15 y i6) que ninguno de ellos 
podrá ser acusado, perseguido ó arrestado, salvo el caso de delito hifra- 
gmiti, sí la Cámara á que pertenece, ó en receso de ésta la Comisión Con- 
serv^adora, no autor tt:a preinamaite la acusación declarando haber lugar 
á formación de causa; quedando el acusado, una vez hecha esta declara- 
ción, suspendido de sus funciones legislativas y sujeto al jue^; competente. 
Agrégase en el artículo 15 {17) que en caso de ser arrestado por delito 
infragemii, será puesto inmediatamente á disposición de la respectiva 
Cámara ó Comisión Conservadora, con la información sumaria, para que 
ésta pueda hacer la expresada declaración. i 

31. De lo dispuesto en los artículos citados, parecen deducirse cua- 
tro conclusiones: primera, que la inviolabilidad constitucional de los miem- 
bros de las Cámaras Legislativas, limitada á sus actos funcionarios, no se 
extiende a su responsabilidad proveniente de deütos comunes; segunda. 
que esta última debe hacerse efectiva ante los tribunales ordinarios, puesto 
que la Constitución se vale de la expresión sujeto al juez competente, que 
en todos los casos en que la usan las leyes significa el juez ó tribunal 
ordinario que corresponde; tercera^ que la información sumaría que debe 
remitirse á la Comisión Conservadora ó Cámara respectiva, al poner a su 
disposición al arrestado en caso de delito infraganti, debe ser instruida 
por el juez de letras en lo criminal del territorio en que el delito común 
se hubiere cometido, por ser el competente para conocer en él y juzgarlo, 
y porque sin ese antecedente, suministrado con la prontitud que es indis- 
pensable, no podría la Corporación Legislativa pronunciar la declaración 
que se le exige con los datos necesarios sobre la verdad y gravedad del 
hecho imputado. Por otra parte, no podría ser otra autoridad ó comisión 
nombrada después de puesto el detenido á disposición de la respectiva 
Cámara, porque ya no se cumpliría la exigencia preceptiva del artículo 
constitucional, de que la información vaya juntamente con el detenido, lo 
cual no puede cumplirse sino yendo instruida ya la información con la su- 
ficiencia que sea posible; cuarta^ que la excepción en el caso de que habla- 
mos, de juzgamiento por delito común, se reduce á la inmunidad del senador 
ó diputado para no ser juzgado por el tribunal de la jurisdicción ordinaria, 
mientras su respectiva Cámara ó la Comisión Conservadora no autorice 
previamente la acusación, declarando haber lugar á formación de causa. 
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Segunda Limitación de ¿a Jurisdicción. 

SUMARIO. — 22. Segundo limite de la jurisdicción: las facultades de los otros po- 
deres públicos. — 23. Su relación con preceptos constitucionales. — 74. L& 
concerniente h la jurisdicción es materia de ley, *- 25. El üerecho Procesal 
tiene dos partes. Falta la de Procediinientos, 

22. Esta se encuentra en las facultades ó atribuciones de otros po- 
deres públicos y en estar prohibido a los jueces ejercer más funciones que 
las expresamente determinadas en las leyes {Artículo 4.*^ de la que nos 
ocupa). 

La disposición de este artículo obedece á varios preceptos de la Cons- 
titución. En primer lugar, el articulo 3.*^ (4°) declara que la Nación delega 
el ejercicio de su soberanía en las autoridades que ella establece. Pues 
bien, al establecer las dos Cámaras en quienes reside (ó delega) el Poder 
legislativo, cuida de designar los asuntos que son materia de ley, como 
también cuáles son las atribuciones exclusivas del Congreso. El mismo 
cuidado tiene al determinar las atribuciones csfieáaks con que el Presí* 
dente de la República, á quien confía la administración y gobierno del 
Estado, debe ejercer lo que se llama el Poder Ejecutivo» como Jefe Supre- 
mo de la Nación. Al determinar las atribuciones de uno y otro poder 
(artículos 27 y yi^^ antes 36 y %2) les da los calificativos de exclusivas y 
especíales j que significan lo mismo que privaíiifas, esto es, que excluyen 
ó privan de ejercerlas á los funcionarios de poderes distintos. Hé aquí 
establecida la í^idepcíídencia con que cada uno de los poderes públicos 
debe ejercer el ramo especial de la soberanía que le delega la Nación. 

S33. Otro tanto sucede con los tribunales establecidos por la ley, a 
quienes confía el poder de juzgar las causas civiles y criminales, expre- 
sando el artículo 99 {108) que esa facultad les pertenece exclusivamente^ 
esto es, sin que el Congreso ni el Presidente de la República puedan ejer- 
cer funciones judiciales. Si, pues, dichos tribunales son independientes para 
ejerceriaSi por la misma razón tienen el deber de respetar por su parte la 
independencia de los otros poderes públicos, absteniéndose de mezclarse 
en las atribuciones que á esos otros les son propias. 

Este principio tiene además en su apoyo el artículo 151, que prohibe 
que ninguna magistratura pueda atribuirse otra autoridad ó derechos que 
los que expresamente les confieran las leyes, so pena de nulidad; y esto 
es sin duda lo que nuestro articulo 4,^ ha consignado en su parte finalp al 
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remitirse, en cuanto á las funciones que les son propias, á las determinadas 
en los tres artículos precedentes. 

24, Por Jo demás, al declarar dichos artículos que la jurisdicción de 
los tribunales en sus distintas especies, de contenciosa, voluntada y discj- 
plmaria, está circunscrita a las funciones establecidas, requeridas ó desig- 
nadas por la ley, ha dado cumplimiento, no sólo a los preceptos constitu- 
cionales consignados en los artículos que se dejan citados^ sino también 
á los artículos roo, 103 y 105* Estos establecen, como queda dicho al 
principio: el 105 que «una ley especial determinará la organización y atri- 
buciones de todos los tribunales y juzgados que fueren necesarios para la 
pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la 
República)'; el 103 que la ley determinará las calidades y aptitudes que 
deben tener los magistrados de los tribunales superiores para ser nombra- 
dos, » y el art, 1 00 que <íSÓlo en virtud de una ley podrá hacerse innovación 
en las atribuciones de los tribunales ó en el número de sus individuos.* 

25. En este lugar creemos oportuno consignar una idea que, por 
pertenecer al Uerecho Procesal, nos parece que no debemos omitir. 

Este Derecho comprende dos partes sustanciales: la primera es dar 
á conocer cuáles son los tribunales á quienes debemos acudir para que 
diriman nuestras contiendas, y cuáles las facultades que para ese y demás 
fines que les son propios les confieren las leyes, y la segunda consiste en 
saber los trámites y manera de proceder á que deben ajustarse para He- 
nar cumplidamente este deber con el pleno conocimiento de causa que es 
indispensable. La primera parte queda ya cumplida con haberse dictado 
la ley de Organización y Atribuciones que nos ocupa, llenando así el pre- 
cepto del artículo 105 que mandó dictarla. Pero en cuanto á la segunda, 
había también en la Constitución dé 1833 un precepto complementario 
del anterior, que era el artículo 3.® de los transitorios, el cual decía: «ín- 
terin no se dicte la ley de Organización y Atribuciones de los Tribunales 
y Juzgados, subsistirá el actual orden de administración de justicia.-^ 

Mediante este precepto, quedaban en vigor todas las Leyes Españolas 
anteriores á 18 10, que prescriben las reglas que deben observarse en la 
tramitación y manera de proceder en los juicios civiles y criminales, esto 
es, todo el conjunto existente de leyes de enjuiciamiento, mientras al res- 
pecto no se dictase otro código ú otra ley más adaptable al actual modo 
de ser ó estado de progreso de la República. Mas este artículo 3.0 tran- 
sitorio fué suprimido en la reforma constitucional dispuesta por la ley de 
14 de octubre de 1874. Y entre tanto, ¿qué otra ley reemplaza la disposi- 
ción de este artículo, mientras el Congreso Nacional no acuerde una Ley 
de Procedimientos para lo civil y para lo criminal que complemente 
nuestra Ley Orgánica? ¿Es éste un vacío que deja sin vigor las leyes ante- 
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riores á 1810? Creemos que no; porque á la fecha en que se dictó la cita- 
da ley de reforma de 1 874 existía ya el artículo final del Código Civili 
que declara en su segunda parte: * las leyes preexistentes sobre la pmeba 
de las obligaciones, procedimientos judiciales, confección de instrumentos 
públicos y deberes de los ministros de fe, sólo se entenderán derogadas 
en lo que sean contrarias á las disposiciones de este Código.* Esto basta 
para considerar que está vigente todo lo relativo á procedimientos judi^ 
ciales que el citado artículo 3.» transitorio de la Constitución había decla- 
rado subsistente en e¡ actual ordeti de Administración de Justicia. Pero esto 
no quita que ese actual orden de rosas de entonces no baste ya para satis- 
facer nuestro actual ordeft de cosas de ahora, en que las necesidades y exi- 
gencias claman por los medios más adecuados para hacer valer los dere- 
chos de los ciudadanos, los cuales están previstos en tos nuevos Proyectos 
de Enjuiciamiento que, tanto para lo civU como para !o criminal, tiene 
desde tiempo atrás el h^jecutivo presentados al Congreso Legislativo. Sería» 
pues, una grande obra la más pronta aprobación de esos Proyectos, 



Tercero y cuarta limites de la Jurisdicción, 

S UM ARIO; 36 . — Tercera 1 1 m t tación de I a j u risd i cció n ; cite rri to rio y los n ego- 
cios propios.— 27, Deber reciproca de auxiliarse Jos tribunales. — 28* Casos 
en que pueden avocarse negocios pendientes.— 39- Cuarta limitación: lo pe- 
dido por las partes. Excepción,— 30* Jurisdicción forzosa. — 31- La costumbre 
suple á la ley. — 32, Otras reglas para cuando falta ley positiva. 

26. La tercera limitacton de la jurisdicción, aun dentro de los asun- 
tos judiciales que no perturban las atribuciones de otros poderes públi- 
cos, la prescriben los artículos 6.^ y 7.0 de la Ley Orgánica. Consiste en 
no poder ejercerse fuera del territorio y de los negocios que la ley hubiere 
asignado á cada tribunal. Siendo múltiple el número de jueces y tribu- 
nales necesarios para administrar cumplidamente la justicia en toda la 
República, y no siendo posible que todos conozcan conjunta é indistin- 
tamente en todos los asuntos, es indispensable distribuir el servicio judi- 
cial entre tribunales y jueces de manera que se circunscriban á una 
prudente distribución del territorio y se haga más fácil el acceso de las 
personas que necesitan acudir á ellos; de aquí la designación legal del 
territorio ó distrito jurisdiccional en que respectivamente deben funcio- 
nar los tribunales. 

Por otra parte, aun dentro de ese territorio ó distrito, suele no bastar 
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ün solo juez ó tribunal para el oportuno despacho de todos los negocios, 
ya por la mayor población que debe ser atendida, ya por las diferentes 
cuantías de los valores cuestionados, y diversa gravedad de los hechos 
que deben ser juzgados; y de aquí la necesidad de que la ley acuda á 
remediar el aumento de trabajo, repartiéndolo entre dos ó más jueces de 
igual jerarquía o entre jueces que funcionen en ramos ó fueros diversos, 
unos en lo civil y otros en lo criminal, ó entre jueces ó tribunales de di- 
versa jerarquía: de aquí la otra designación legal según los negocios 
que respectivamente deben juzgar. 

S7_ Mas como estas limitaciones podrían llevar consigo el grave 
inconveniente de entrabar el cumplimiento de las disposiciones dictadas 
por los tribunales cuando ellas tuvieran que ser ejecutadas fuera del te- 
rritorio a que alcanza su jurisdicción^ el artículo 6,° en su 2.^ parte dis- 
pone que puedan llevarse a efecto fuera de él; y para este fin los jueces 
tienen el deber, por una regla de correcto procedimiento, de hacer eje- 
cutar las diligencias que les encargan los de territorios distintos, por me- 
dio de oficios ó cartas de ruego y encargo, con relación á personas ó 
cosas que se hallan en su territorio ó distrito jurisdiccional. 

28. Consecuencia natural de este principio es la regla dada en el 
artículo 7.^, de que ningún tribunal puede avocarse, esto es, atraer ó lla- 
mar para ante sí el conocimiento de causas ó negocios que penden ya 
ante otro tribunal, á menos que la ley le confiera expresamente esta 
facultad. De estos casos excepcionales podremos apuntar: i .0, el previs- 
to en el artículo 228, en que un juzgado que conoce de la causa contra 
un reo de crimen, debe pedir el proceso que al mismo reo se le sigue 
por simple delito ante juzgado distinto, para acumular ante un solo tribu- 
nal los diversos procesos seguidos al dicho reo; 2.0, el que puede ocurrir 
cuando una Corte Superior decreta visitas extraordinarias á un juzgado 
de letras, conforme á la ley de 4 de julio de 1893, pues que en tal caso 
el ministro visitador puede atraer así uno ó más procesos, queie indique 
el tribunal á que pertenece, de los que penden naturalmente del conoci- 
miento del juez visitado, y 3.0, cuando un juez, que se cree ser compe- 
tente según la ley para el conocimiento de un asunto en que ha empeza- 
do á conocer otro juez distinto, lo pide ó reclama de éste para que sea 
juzgado válidamente; debiendo entonces, si ambos están en desacuerdo, so- 
meterse la decisión de la competencia al tribunal superior que corresponda. 

29. La cuarta limitación de la jurisdicción, dentro todavía del terri- 
torio designado por la ley, es la que, según el artículo 9.0, la circunscribe á 
los puntos comprendidos en la petición de las partes que ocurren al tri- 
bunal á ventilar sus derechos ó á reclamar su intervención. 

No teniendo los derechos que sólo miran al interés individual de los 
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ciudadanos, mejortutorquesus propios dueños, no puede la ley oblicuarlos 
á ejercitar esos derechos cuando no tienen voluntad de hacerlo. Otra 
cosa sucede con los intereses que afectan á la Nación misma ó á la vin- 
dicta pública, los cuales carecen de representantes ó defensores natura- 
les, que velen por ellos y reclamen la vindicación de los derechos com- 
prometidos» arrostrando en muchas ocasiones inconvenientes y odiosida- 
des que, lejos de estimular, retraen de ejercitar esos derechos. En tales 
casos, como sucede en los crímenes ó delitos que requieren pronta re- 
presión, y con los bienes pertenecientes a ia Nación, la ley obliga á los jue- 
ces y tribunales á interponer su oficiú^ ya para hacer que los respectivos 
defensores públicos ayuden en la defensa de esos derechos, ó la promue- 
van y sostengan por sí mismos, y en su defecto, para que los tribunales 
dirijan por sí mismos todo el procedimiento, de manera que se recojan 
todas las pruebas y que se oigan todas las defensas, en cuanto fuere po- 
sible, para el efecto de juzgar el asunto con pleno conocimiento de causa. 
Sólo en estos casos, todos previstos por la ley, deben los tribunales 
ejercer su ministerio sin ser requeridos por las partes, esto es, de oficio, 
como dice el artículo g,'^ 

30. Pero una vex que por uno ú otro motivo se hallan en el deber 
de intervenir en los asuntos, no pueden excusarse de ejercer su autoridad, 
ni á pretexto de no encontrar ley expresa que decida la contienda; por- 
que en tal caso nunca faltarán principios jurídicos en que fundar las sen- 
tencias. Acerca de este punto existen entre nosotros los medios que pa- 
samos á indicar: 

31 . En primer lugar ^ la costumbre, solo cuando la ley se remite á 
ella^ según el artículo IP del Código Civil. Pero si el asunto es mercan- 
til, tiene mucha más aplicación la costumbre, con tal que reúna los re- 
quisitos de uniformidad, publicidad y autoridad que determinan losar 
t f culos 4.<>, 5.f* y d.o del Código de Comercio, 

32. En segítndú lugar^ los que se contienen en las respuestas fisca- 
les dadas á los puntos consultados y mandados regir como reglas en los 
tribunales y ju7.gados del Estado, en el decreto — ley de 1,° de mars^o de 
1837, que refundimos de la manera siguiente: 

I. La analogía con otras leyes positivas vigentes, con tal que se ex- 
prese el fundamento que decide al tribunal, si es que sobre eUas ha habido 
opiniones diversas^ á abraiíar el significado que le da aplicación á su 
fallo; 

II. Los principios jurídicos generales deducidos de otras leyes vi- 
gentes; 

III. Las reglas generales de derecho, en cuanto ayudan ó se confor- 
man al Derecho Natural; 
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IV. Nunca las sentencias de los tribunales ni fas opiniones de au- 
tores. Pero si las razones ó fundamentos de derecho que irnos ú otros 
hayan tenido para fallar ü opinar como lo han hecho» junto con el funda- 
mento que hace fuerza ó decide al juez á abrazarlos en el sentido de su 
resolución. 

Responsabilidad de los Jueces y Publicidad de sus Aciús. 

SUMARIO. — 35, La responsabilidad de los jueces es cotistitucioDal, — 34* Leyes 
que la hacen efectiva, — 35, Publicidad de los actos judiciales. Tres excep- 
ciones. EUa es materia de procedimiento. 

33. Aunque el artículo 12 dice que á los jueces no les imponen 
responsabilidad sus actos funcionarios sino en los casos expresamente de- 
terminados por la ley, esta disposición no es disconforme con la conte- 
nida en los artículos de la Constitución que les imponen en sentido afir- 
mativo esa responsabilidad. 

El 102 (antiguo iii)de la Constitución de 1S33 dice: ^ Los jueces 
son personalmente responsables por los crímenes de cohecho, falta de ob- 
servancia de las leyes que arreglan el proceso, y en general por toda 
prevaricación ó torcida administración de Justicia. La ley determinará 
los casos y el modo de hacer efectiva esta responsabilidad.» Y ya el ar- 
tículo 10 1 (lio) había establecido que los magistrados de los tribunales 
superiores y los jueces letrados permanecerán durante su buena compor- 
tación y que no podrán ser depuestos de sus destinos, sean temporales ó 
perpetuos, sino por causa le^almente sentenciada. Parece indudable que el 
10 1, al hablar en términos generales de la sentencia legalmente pronun- 
ciada deponiendo al juez de su destino, sin distinguir entre delitos funcio. 
narios y comunes, los comprendió todos, esto es, los de una y otra clase; y 
á la verdad no podía haber razón para establecer la impunidad respecto 
<ie personas que, precisamente por el elevado puesto que ocupan, dan 
mayor gravedad á los delitos comunes en que puedan incurrir, que el 
resto de sus conciudadanos. 

34. Esto sentado, ya el Código Penal ha cumplido en parte este 
precepto constitucional, prefijando en los artículos 222 hasta 230 los deli- 
tos funcionarios que imponen responsabilidad criminal á los jueces, y por 
otra parte el título IX de la Ley Orgánica determina las restricciones 
•que la necesidad de ponerlos á cubierto de acusaciones infundadas y rei- 
teradas con demasiada frecuencia, hace indispensables para evitar que 
€stas no sean más que una perturbación del buen servicio judicial. 
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A la ley de Procedimiento en lo criminal toca determinar las demás 

reglas de tramitación que deben llenar la exigencia, tanto del precepto 
constitucional, como del artículo 1 2 que nos ocupa. 

36. Solamente nos resta mencionar aquí la disposición contenida 
en el artículo 8,** que dice: *Los actos de los tribunales son públicos, 
salvo las excepciones expresamente establecidas por la ley.?^ Las únicas 
excepciones que conocemos son: i .°, la contenida en el artículo 27 del 
Reglamento de Administración de Justicia, que al disponer que en las 
causas criminales sean públicas, para que asistan las partes si quisieren, 
todas las providencias que sigan después de concluido el sumario con la 
confesión del tratado como reo, implícitamente establece que sean secre- 
tas todas las diligencias del sumario anteriores á esa publicación; 2,^^, la 
prueba testimonial en las causas ordinarias, no en las verbales, debe reci- 
birse en secreto, según prescriben las leyes 26 y 30 del título 16 partí- 
da 3,", y prometíendo el testigo en su juramento no revelar su dicho, 
según !a ley 24, todo hasta que se publique esa prueba agregándola al 
proceso para conocimiento de las partes; y ^.'^^ los acuerdos ele las Cor- 
tes deben celebrarse privadamente, según el artículo 94 de esta ley, sin 
perjuicio de que, según el artículo 95, todos los votos se hagan públicos 
una vez notificada la sentencia. 

Por lo demás, la publicidad establecida en este artículo 8.^ nos pa- 
rece ser más propia de la Ley de Procedimientos, la cual debe prescri- 
bir todo lo que pertenezca ri la manera de practicar todos los actos y 
diligencias requeridos en los juicios, como sea más conducente al descu- 
brimiento de la verdad, que tan necesaria relación tiene con Ja justicia 
de los fallos judiciales. 

hmiü üéptlmi. 
De ¿as demás especies de Jurisdicción. 

SUMARIO, — 36, Jurisdicción ordtnarifi, especial » temporal, militar, prevenlivM» 
delegadaj propia ^ prorrogada^ coíiCendoso-admiDistrativa. 

36- Además de los calificativos aplicables á la jurisdicción que de- 
jamos ex presados j hay otros de uso más ó menos frecuente, que tam- 
bién conviene conocer. Se llama comitn ú úr diñaría ta que se extiende á 
la generalidad de las personas y negocios, salvo algunas excepciones 
legales. 

Especial ó privilegiada la circunscrita por la ley á determinados 
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negocios, exceptuándolos de la que comunmente versa sobre I05 negocios 

temporales. 

La €Spiñtnaí y la temporal son las que corresponden respectiva- 
mente á los dos órdenes de negocios que se explican en el artículo 5.° Y 
como pertenecen á soberanías distintas, no puede con propiedad decirse 
que la una sea especial ó privilegiada respecto de la otra, sino que amba^ 
son igualmente ordinarias en el orden de cosas a que pertenecen. 

Militar la que comprende el ramo especial de asuntos temporales 
sometidos á los tribunales militares, según los números 3 ° y 4 ° del ar- 
tículo 5.*> Puede llamarse privilegiada en contraposición a ta común ú 
ordinaria. 

Preventiva la que pertenece a dos ó más tribunales para conocer 
válidamente sobre ciertos negocios; pero de manera que, ima vez que 
ha empegado á conocer uno de ellos, esto es^ que ha prevenido en su 
conocimiento, excluye á los demás de tomar parte en el mismo negocio, 

A esta jurisdicción algunos la llaman también acumulativa^ por 
cuanto reside en un juez en eomitn con otros. 

Delegada la que se ejerce por comisión ó delegación de los que la 
tienen propia. Fin nuestro sistema judicial ésta no tiene existencia IcgaL 
Solamente la tiene en los juzgados eclesiásticos, por cuanto el poder ju- 
dicial, que corr^sponÚG propiafnefile á los Prelados Diocesanos, ó Arqui- 
diocesanos, lo ejercen por delegación suya los Vicarios Generales llamados 
Provisores y también un Proif icario para ciertas demandas verbales entre 
nosotros. 

Prorrogada es la que, por voluntad de los litigantes, expresa ó tá- 
citamente manifestada, se extiende más allá de los límites de la jurisdic- 
ción propia del juez. Esta no tiene lugar en causas criminales. 

Por fin, es contencioso-administrativa la de la Corte de Cuentas, por- 
que la contienda judicial versa sobre negocios del orden ó poderes admi- 
nistrativos. 

Seeeiéfi Oetava. 

Nociones relativas al Fuero. 

SUMARIO.— 37. Sig:nificado de la voz fuero.— 38. Sus distintas clases.— 39. Se 
aplica á los negocios ó á las personas.- 40. Cuatro maneras de surtir fuero. 
—41. Fueros personal y real. — ^42. Fueros activo, pasivo y atractivo.— 43. 
Desafuero. 

37. Las principales significaciones, de entre las muchas que ha te- 
nido la palabra /«¿'rt?, son para nosotros las siguientes: 
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Como compilación de leyes se aplica á los Códigos españoles llama- 
dos Fuero Juzgo y Fuero Real, de muy poca aplicación actualmente en 
Ja República. 

También significa el lugar del juicio. E;itre los Romanos el Foro era 
la plaza pública, donde tenían lugar las juntas en que se trataban los ne- 
gocios públicos y se administraba justicia. De ahí se ha aplicado figura- 
damente al tribunal en que se juzgan los negocios pertenecientes á cada 
ramo determinado de la jurisdicción. 

33. . En este sentido, suele tomarse como sinónimo de jurisdicción» 
y admite los calificativos con que á ésta se la distingue. Así se óSz^ fuero 
ordinario ó fuero privilegiada^ según que e! tribunal conozca de la gene- 
rahdad de los negocios y personas que en ellos intervienen, ó solamente 
de asuntos especiales que, como exceptuados de la regla general, se repu- 
tan como una especie de privilegio. 

39. Además de estas dos acepciones de la palabra/¿/£»rí7, con las cua- 
les se significa el lugar en que se administra la justicia y el tribunal que 
instalado en él la administra, se le da otra tercera acepción, aplicándola 
también á los negocios de que deben conocer tales ó cuales tribunales y 
á las personas que tienen el derecho de ser juzgados por ellos. 

Así se dice: tribunales úqI fuero ordinario por los que conocen de 
todos los negocios comunes, en contraposición á tribunales de fuero 
de guerra ó miliiar y á€i fuero edesiásiico^ que juzgan respectivamente á 
Jas personas y negocios pertenecientes á esos ramos especiales, y di cese 
también que estas mismas personas gozan áe\ fuero militar o de guerra 
ó áú fuero eclesiástico, considerándose como una especie de privilegio el 
ser juzgados por tribunales compuestos de personas que pertenecen á su 
misma profesión ó al mismo orden de personas que ellos. 

40. Estas distinciones ayudan á conocer lo que los autores signifi- 
can con la frase surtir fuero, y las maneras como esto se verifica. Siendo 
grande el número de los modos de surtir fuero, esto es, de adquirir el 
privilegio de ser juzgado por tal o cual juez ó de quedar sujeto á él, men- 
cionamos los que tienen más aplicación. Estos son: i.<> la materia ó 
asunto controvertido; así, tratándose de cosas del orden espiritual, perte- 
necerán al fuero eclesiástico; si de intereses meramente temporales, al 
fuero ordinario; 2.^ el territorio, cuando, por ejemplo, se trata de un de- 
lito común, lo juzgará el juez del lugar en que se cometió; 3.0 el domicilio, 
cuando se trata de asuntos ordinarios, pues entonces por regla general 
conocerá el juez en que esté domiciliado el demandado; 4.<> las personas, 
según el carácter ó dignidad de los que litigan, como los intendentes de 
provincia, los jueces letrados por sus actos funcionarios, y otros, serán 
juzgados por las respectivas Cortes de Apelaciones. 
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41. De aquí nace otra división def fuero, en personal y real, siendo 
el primero el que se constituye en atennpn á la persona que de él goza, 
como eJ de un Intendente, un Agente *)iplomátLco, y d segundo e! que 
se funda en la naturaleza de la cosa litigada ó asunto controvertido, como 
son ¡os de hacienda» minería, etc. 

43 p También se divide el fuero en activa^ paswo y airad kw. Es activo 
el que corresponde al actor 6 persona demandante para instaurar su ac- 
ción ante tribuna! determinado; pasivo el de la i)eisona contra quien se 
reclama, para que la acción se instaure ante el tribunal que puede juzgarla, 
y atractivo el de las personas de fuero privilegiado para que su propio 
tribuna? juzgue también á sus correos^ aunque pertenezcan á jurisdicción 
distinta. Los fueros personales fundados en la dignidad ó condición je* 
rárquica de la persona reúnen los dos caracteres, de ser activos y pasivos, 
€S decir, que se gozan, tanto para demandar, como para ser demandado. 

43. Desafuero y desaforar^ son palabras que se aplican al caso en que 
las personas que gozan de fuero privilegiado lo pierden para quedar su- 
jetos al fuero ó tribunal ordinario. Así, un Diputado contra el cual de- 
clara la respectiva Cámara que ha lugar á formación de causa, quedando 
así sometido al juez ordinario, quedaría también por ese hecho desa- 
forado. 
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TITULO II. 

De los Joeces de Distrito y de los Jneces de Snbdelegadon. 



§ I. 

DE LOS JUECES DE DISTRITO. 
Art. i 3. 

En cada distrito de la República habrá un funcionario que 
con el título á^juez de distrito conocerá en primera ó en única 
instancia, conforme á la disposición del artículo 243, de las cau- 
sas civiles que se susciten dentro del distrito sobre cosa cuyo 
valor no exceda de cincuenta pesos. 

Art. 14. 

Para poder ser juez de distrito se requiere: 

I."* Tener veinticinco años de edad; 

2.^ Saber leer y escribir; 

3.** Tener la renta, capital, industria 6 propiedad necesarias 
para poder inscribirse en el registro de electores del departa- 
mento; 

4,^ Residir dentro del distrito. 
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Art- i 5, 

Los que hubieren obtenido el título de alguna profesión I i- 
beral podrán ser jueces de distrito, aun cuando les falten las 
condiciones requeridas en los incisos i." y i.° del artículo prece- 
dente, 

Art. i 6. 

No podrán ser jueces de distrito: 

t.'^ Los que se hallaren en interdicción por causa de demen- 
cia ó prodigalidad; 

2.** Los sordos; 

Sp'' Los mudos; 

4.^ Los ciegos; 

5.^ Los que se hallaren procesados por crimen ó simple 
delito; 

ó."* Los que ejercieren los cargos de subdelegados ó inspec- 
tores; 

7.' Los que estuvieren sufriendo la pena de inhabilitación 
para cargos y oficios públicos. 

La incapacidad de este último número no comprende á los 
que hubieren obtenido indulto de la pena. 

Art. 17. 

Las causas de incapacidad expresadas en ?1 artículo prece- 
dente que sobrevengan durante el período de las funciones del 
juez de distrito ponen fin á estas funciones. 

Art. 18. 

Los jueces de distrito serán nombrados por el gobernador 
del departamento á propuesta en terna del juez de letras. 
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Art. 19. 

Los jueces de distrito durarán dos años en el ejercicio de sus 
funciones; pero podrán indefinidamente volver á ser nombrados 
para el período sucesivo. 

Art. 20. 

El empleo de juez de distrito es carga concejil. 
En consecuencia, deberá servirse gratuitamente, y nadie po- 
drá excusarse de desempeñarlo sino con causa legal. 



Akt. 2 1 . 

Son causas bastantes para excusarse de servir el empleo de 
juez de distrito: 

I .** Estar desempeñando algún empleo público incompatible 
con las funciones de juez; 

2."* Tener sesenta años de edad; 

3.'' Ser director ó profesor de algún establecimiento fiscal 
ó municipal de educación; 

4."* Ser administrador principal de alguna casa de benefi- 
cencia ; 

5.** Ejercer la profesión de médico; 

6.° Estar haciendo servicio militar activo; 

7.** Haber servido seis años, continuos ó interrumpidos, en 
los empleos de juez de distrito, juez de subdelegación, alcalde, 
inspector ó subdelegado. 

Para computar estos seis años se tomarán en cuenta todos 
los años y meses que se hubieren servido en cualquiera de los 
empleos referidos, aun cuando en ninguno de ellos separada- 
mente se hayan completado los seis. 
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ArT* 2 2- 

De las incapacidades y excusas de los jueces de distrito co- 
nocerá el gobernador del departamento, oyendo previamente al 
juez letrado de turno en lo civil, 

Art. 23, 

Los jueces de distrito están autorizados para reprimir ó cas- 
tigar los abusos que se cometieren dentro de la sala de su des- 
pacho y mientras ejercen sus funciones de tales, con alguno de 
los medios siguientes: 

1° Amonestación verbal inmediata; 

2° Multa que no exceda de dos pesos; 

3.^ Arresto que no exceda de veinticuatro horas. 

No podrán los jueces de dlstriio hacer uso de ninguno de 
los dos últimos medios sino después de una amonestación que 
hubiere sido ineficaz. 

Akt. 24, 

Si dentro de la sala de despacho del juez de distrito y 
mientras ejerce sus funciones de tal se cometiere algún hecho 
calificado de delito por el Código Penal, hará dicho juez pren- 
der al reo ó reos y los remitirá á disposición del tribunal com- 
petente. 

Art. 25. 

En los distritos que estuvieren fuera de la cabecera del 
departamento deberán los jueces de distrito, de oficio ó á pe- 
tición de parte, formar el sumario para la averiguación y casti- 
go de los delitos que se cometieren dentro del mismo* 

En la formación de estos sumarios procederán con la asis- 
tencia del ministro de fe ó de los testigos de que trata el 
articulo 30* 
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Art- 26. 



Son obligados los jueces de distrito á llevar y conservar 
en su poder un libro en que asienten todas las sentencias que 
pronuncien en los negocios sujetos á su conocimiento. 

Extendida la sentencia, la firmará el juez, y hará que la 
firmen también las partes» s¡ supieren. 

Estos libros se en treguarán en los primeros días de marzo 
de cada año, para su custodia, al archivero del departamento 
si lo hubiere, y en su defecto al notario que sirviere en el 
oficio más antisiíuo. 



'^^ 



Art. 27. 

Los jueces de distrito deben administrar justicia en la casa 
de su morada ó en algún otro lugar fijo y conucidu de los 
vecinos. 

Art, 28. 

Deberán también los jueces de distrito designar tres ó 
mis días semanales para oír y despachar, durante una hora 
por lo menos en cada uno de ellos, las demandas y demás ne- 
gocios sujetos á su conocimiento. 

Art. 29* 

Las designaciones de lucrar y hora de que tratan los dos 
artículos anteriores las pondrá el juez de distrito en conoci- 
miento del público por medio de un aviso firmado de su mano 
y fijado en la puerta de su casa. 

Art. 30. 

Todos los decretos y resoluciones que los jueces de distrito 
expidieren por escrito deberán ser autorizados por el respectí- 
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vo mÍFiistro de fé, sí lo hubiere en el distrito. En caso que no 
hubiere ministro de fé, las sentencias definitivas pronunciadas 
por los jueces de distrito deberán ser autorizadas por dos tes- 
tigos* 



Art. 



Los jueces de distrito desempeñarán las funciones de lui- 
nistro de fé en todas las diligencias que les encomiende el juez 
de letras del departamento» 

En este caso podrán cobrar por las diligencias que practi- 
quen los derechos que, conforme á los aranceles judiciales, co- 
rresponden á los ministros de fé cuyas funciones ejercen. 

Art. 32. 

A los jueces de distrito corresponden las atribuciones pro- 
pias de ministro de fé que el Código Civil y otras leyes no de- 
rogadas por la presente confieren á los inspectores. 



§ n. 



DE LOS JUECES DE SUBDELEGACIÓN. 
Art. 33. 

En cada subdelegación de la República habrá un funcio- 
nario que con el título de juez de subdelegación conocerá: 

I .•* En primera instancia, de las causas civiles que se pro- 
movieren dentro de la subdelegación sobre cosa cuyo valor 
exceda de cincuenta pesos y no pase de doscientos; y dé las 
criminales por faltas, salvo los casos á que se refiere el núme- 
ro 4.'' del artículo 495 del Código Penal; 

2.** En segunda instancia, de las causas de que conocen 
en primera los respectivos jueces de distrito; 
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3.** En única instancia, de los recursos de casación que se 
interpusieren contra las sentencias pronunciadas por los jueces 
de distrito indicados en el námero anterior. 

Art. 34. 

Los jueces de subdelegación están autorizados para repri- 
mir ó castigar las faltas 6 abusos que se cometieren dentro de 
la sala de su despacho y mientras ejercen sus funciones de ta- 
les, con los medios siguientes: 

I.** Amonestación verbal é inmediata; 

2.° Multa que no exceda de cuatro pesos; 

3.** Arresto que no exceda de cuarenta y ocho horas. 

No podrán los jueces de subdelegación hacer uso de nin- 
guno de los dos últimos medios sino después de una amonesta- 
ción que hubiere sido ineficaz. 

Art. 35. 

A los jueces de subdelegación corresponden las atribuciones 
propias de ministros de fé que el Código Civil y otras leyes no 
derogadas por la presente confieren á los subdelegados. 

Art. 36. 

Son aplicables á los jueces de subdelegación las disposicio- 
nes de los artículos 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 25, 26, 
27, 28, 29, 30 y 31 de esta ley. 

Lo dispuesto en el artículo 25 se extiende á los jueces de 
subdelegación que residen en las cabeceras del departamento, 
respecto de los delitos que se cometieren dentro de la sala de 
su despacho. 
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COMENTAKIO. 
> ^mn Prünrra. 
Preliminar sadré ¿os Jueces en generaL 



SUMARIO. — 44. Razón del método- — ^45. División de la República en distritos 
judiciales. ^ — 46, Se completa con las Cortes Superiores y Suprem^n» — 47. Los 
Alcaldes llenaban el vacio de jueces de provincia* — 48, Principian á nom- 
brarse jueces de letras para simples departamentos, — 49, Cómo proveyóla 
Ley Org^ánica A la necesidad en todos los departamentos.— 50. Irregularidad 
del sbtema, que hizo cesar la ley de 31 de enero de i83S. 



44. De todas las personas que intervienen necesariamente en los jui- 
cnos las de mayor dignidad son los jueces^ por cuanto son ellos quienes 
ejercen ía potestad de administrar la justicia. Por eso conviene conicn- 
zar por elios el estudio délas atribuciones que á todas esas personas 
corresponden. 

46. En nuestro sistema judicial se ha procurado que las diferentes 
categorías de los jueces encargados de la administración del país en el 
ramo judicial, coincida con las divisiones de la administración pública en 
el ramo ó potestad gubernativa. Así, dividido constitucionalmente el te- 
rritorio en departamentos, cuyos jefes gubernativos son los Gobernadores; 
los departamentos en subdelegaciones, gobernadas por Subdelegados, y las 
subdelegaciones en distritos, gobernados por Inspectores, la Ley de Or- 
ganización y Atribuciones de los Tribunales, complementada en este 
punto por la de 31 de enero de 1888, ha establecido un juez de letras 
para cada departamento de la República^ xinjuez de subdelegación para 
cada subdelegación y wnjuez de distrito para cada distrito. 

46. Para las secciones mayores del territorio, que son las provincias, 
gobernadas por sus respectivos Intendentes, como representantes del Pre- 
sidente de la República, cuya potestad se extiende á toda ella, no hay 
en verdad un juez ó tribunal cuya jurisdicción coincida con los límites 
asignados á cada una de dichas provincias. Pero sí hay un Tribunal Su- 
premo, llamado la Corte Supre>na^ cuya jurisdicción abarca las de todos 
los tribunales de la Nación, coincidiendo así con los límites que compren* 
de el Poder Ejecutivo de la misma. Al propio tiempo hay establecidas, 
como Tribunales Superiores inmediatos de los jueces de letras, que 
atiendan en más ó menos proporcionadas secciones la administración 
judicial de todos los departamentos de la República, seis Cortes de 
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Apelaciones. A cada una de éstas se le ha asignado un distrito jurisdic- 
cional en que ejercer sus facultades judiciales; y aunque éstos difieren 
mucho entre sí por lo que hace al territorio y á la población que respec- 
tivamente les están sometidos, es un hecho importante que con ellos 
queda atendido el serv^icio judicial, conforme al precepto del artículo 105 
de la Constitución, en todo el territorio de la RepúbHca. 

47. Importa hacer una observación con respecto a la no existencia 
de jueces cuya jurisdicción coincida con los límites gubernativos de las 
provincias. 

Según el Reglamento de Administración de Justicia, dictado con 
fecha 2 de junio de 1824, los jueces de letras eran los jueces de primara 
instancia (art. 35), cuya jurisdicíón se hmitaba a los asuntos contenciosos 
del departamento, y en los demás pueblos donde no residía juez de le- 
tras ejercían los Alcaldes el cargo de jueces de primera instancia en ne- 
gocios de mayor cuantía (art. 46). Pero la jurisdicción propia de estos 
últimos se limitaba, por los artículos siguientes, á tramitar el proceso hasta 
ponerlo en estado de haberse de pronunciar sentencia, definitiva ó ínter- 
locutoria, y para que !a pronunciase debía remitirlo al juez de letras. Se- 
gún disposiciones declaratorias posteriores, ese juez de letras debía ser 
el de la capital de la provincia y, a falta de éste^ el del departamento 
más próximo. ^ 

48. Bajo este sistema, sólo se nombraban jueces letrados para las 
capitales de provincia, hasta que la importancia creciente, en población 
é intereses, de algunos departamentos fué dando á conocer la necesidad 
de nombrarles también sus jueces letrados, que atendiesen el múltiple 
servicio que ya no bastaba á desempeftar debidamente un solo juez, para 
toda una provincia. 

49. Así ias cosas a la fecha en que se promulgó la Ley Orgánica de 
los Tribunales, ésta adoptó en sus artículos 3S, 52, 53 y 54 el sistema del 
Reglamento de Administración de Justicia; pero con estas modiíicacioiies: 
t.* hizo á los Alcaldes que desempeñasen los juzgados de policía local. 

jueces jerárquicos superiores de los jueces de subdelegacion, para enmen- 
dar ó casar sus sentencias, en los departamentos donde no hubiese juez 
de letras; 2.*^ el juez de letras era obligado, siempre que una de las partes 
lo pidiese, á avocarse cualquiera causa pendiente ó por promoverse ante 
el alcalde de un departamento sujeto á su jurisdicción, Y se ha entendido 
en los tribunales que esta expresión: sujeto á su jurisdicción^ se refería á 
los departamentos cuyos alcaldes debían remitirles los procesos para sen- 
tencia; y 3.^ quedó autorizado el Presidente de la República para crear, 
con previo informe de la respectiva Corte de Apelaciones, un juez de le- 
tras en los departamentos de más de treinta mil habitantes y asimismo 
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para crear jueces de letras especiales de apelación en departamentos en 
que lueren necesarios. 

50. Todo este estado de cosas, existente desde el Reglamento de 
Justicia, que no podía ser sino provisional, por tener el inconveniente de 
conferir á un funcionario administrativo atribuciones judiciales, contrario á 
nuestro régimen constitucional de independencia de tos poderes públicos, 
lo ha hecho cesar enteramente ía ley de 31 de enero de 1S8S, disponiendo 
en su artículo 2.° que en cada departamento haya, a lo menos, un juez 
de íetras; y aunque no podían crearse más de diez juzg^ados en un mismo 
año, á la fecha presente están ya dotados de ellos todos los departamen- 
tos de la República, coincidiendo ya en toda ésta las circunscripciones 
judiciales con las administrativas en las tres clases de divisiones del terri- 
torio, en dé¡jar Lamentos, su b dele ilaciones y distritos. Y en cuanto á la 
autorización concedida para crearjueces de letras especiales para las ape- 
laciones de las sentencias pronunciadas por los jueces de siibdelegación, 
en «so de ella se ha dictado el supremo decreto de 22 de febrero de 1S76, 
que establece uno en Santiago y otro en Valparaíso. 



Seceión Segnnda. 

Di los Ju^xes d: Distrito y de los Juzces de Subdelegación, 

SUMARIO. — 51. Su creación. — 52. Su jurisdicción civil.— 53. Su jurisdicción cri- 
minal.— 54. Excepción. — 55. Su jurisdicción discipUnarU.— 56. Concordancia 
con la Ley de Garantías Individuales. — 57. Requisitos para ser nombrados. 
— 58 Sus incapacidades. — 59. Sus cargos son gratuitos. — 60. Sus excusas. — 

61. Autoridad que los nombra y que conoce de las incapacidades y exqusas. — 

62. Casos en que son ministros de fe. — 63. Sus obligaciones como jueces. — 
64. Su instalación. 

51. Para cada distrito de la República se establece un juez de distrito 
y para cada subdelegación un juez de subde legación. (Artículos 13 y 33). 

52. Uno y otro tienen jurisdicción para conocer en las causas civiles 
que se susciten en sus respectivos territorios. 

Los de distrito la ejercen en única instancia sobre cosa cuyo valor no 
exceda de veinte pesos. Excediendo de este valor y no pasando de cin- 
cuenta pesos, conocen en primera instancia, con apelación al juez de sub- 
delegación. 

Los de subdelegación conocen: 

1 .0 En primera instancia sobre cosa cuyo valor exceda de cincuenta 
pesos hasta de doscientos,, con apelación al juez de letras del departa- 
mento; 
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2. o £« segunda instancia de las causas de que han conocido en pri- 
mera los respectivos jueces de distrito; 

3.«> En única instancia de los recursos de casación contra las senten- 
cias de dichos jueces; como también de las recusaciones de los mismos, 
y de las competencias que se suscitaren entre dichos jueces de distrito. 
(Artículos 254 y 259). 

63. En cuanto ú, jurisdicción criminal^ no la tienen los jueces de dis* 
trito, sino únicamente los que funcionaren fuera de la cabecera del depar- 
tamento (artículo 25) y esto limitadamente, para formar el sutnario rela- 
tivo á la averiguación de los delitos cometidos dentro de su distrito, tanto 
de oficio como á petición de parte, y con asistencia del ministro de fe ó 
de dos testigos si no lo hubiere en la subdelegación á que pertenecen. 

Los jueces de subdelegación tienen, por su parte: 

En primer lugar, esta, mismdi jurisdicción crimina/y para la formación 
del sumario relativo á los delitos; mas no la tienen solamente los que fun- 
cionan fuera de la cabecera del departamento, sino también los que fun- 
cionan dentro de ella, respecto de los delitos que se cometieren dentro 
de la sala de su despacho (art. 36); 

En segundo lugas ^ jurisdicción criminal para juzgar en pritnera ins- 
tancia las faltas y con apelación al juez de letras; salvo las faltas de res- 
peto á que se refiere el número 4.^ artículo 495 del Código Penal. 

64. Debe notarse que estos jueces de distrito y de subdelegación 
carecen de jurisdicción voluntaria y aun de la contenciosa en lo civil so- 
bre asuntos de comercio, de hacienda ó de minas; porque el artículo 37 
defiere el conocimiento de estas clases de asuntos, cualquiera que sea su 
cuantía, á los jueces de letras. 

55. Unos y otros jueces, de distrito y de subdelegación, tienen ju- 
risdicción disciplinaria (arts. 23 y 34), para reprimir y castigar las faltas 
cometidas dentro de las salas de su despacho y mientras ejercen sus 
funciones de tales: 

1 .0 Con amonestación verbal inmediata; 

2.^ Con multa, que no exceda de dos pesos el de distrito ni de cua- 
tro el de subdelegación; 

3.0 Con arresto, que no exceda de veinticuatro horas el de distrito, 
ni de cuarenta y ocho horas el de subdelegación. 

Pero sólo pueden aplicar la multa y el arresto después de una amo- 
nestación que hubiere sido ineficaz. 

68. Hay que notar, con relación al caso de cometerse en la sala de 
despacho del juez y mientras éste ejerce sus funciones de tal, algún he- 
cho calificado de delito por el Código Penal, que la facultad concedida 
por los artículos 24 y 36 á estos jueces para prender al reo y remitirlo 
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á disposición del tribuna! comp^t^nte, ha recibido una confirmación por 
el artículo yp número 3.*' de la ley sobre Garantías Individuales de 25 
de septiembre de 18S4; pues autoriza en ese caso á los jueces que no 
ejercen jurisdicción criminal para a decretar el arresto ó prisión y hacer 
conducir ante el juez competente á los que se hubieren hecho culpa- 
bles... aun cuando no concurran las circunstancias del delito infraganti.» 

57. Para ser nombrado juez dedi.stritoó de subdelegación solamen- 
te se requiere haber obtenido el título de alguna profesión liberal, y a 
falta de ese título: 

1/* Tener veinticinco años de edad; 

2." Saber leer y escribir, y 

3.0 Rej;idir dentro del distrito ó subdelegacíón respectivamente 
(artículos 14^ 15 y 36). 

FA requisito que figuraba con el número 30 en la Ley Orgánica 
quedó de hecho suprimido junto con el artículo 7." (antes S°) de la 
Constitución reformada por la ley de 10 de agosto de 18SS. 

53. Son incapaces para ser nombrados jueces de distrito ó de sub- 
delegación: 

1 .^ Los entredichos por causa de demencia ó prodigalidad; 

2.^ Los sordos; 

3,° Los mudos; 

4,0 r,os ciegos; 

5,0 Los que se hallaren procesados por crimen ó simple delito; 

6p Los que estuvieren sufriendo la pena de inhabilitación para cap 
gos y oficios públicos; pero no si hubieren obtenido indulto de la 
pena; y 

7.0 Los que ejercen los cargos de subdelegados ó de inspectores 
(arts. 16 y 36). 

Si estas causas de incapacidad sobrevienen durante el período de 
las funciones del juez, ponen fin á éstas (arts. 17 y 36). 

59. Como estos empleos no tienen dotación ni emolumentos pecu- 
niarios, sino que deben servirse gratuitamente, la ley los declara cargos 
concejiles, que hay obligación de servirlos mientras no haya causa legal 
de excusa, conforme á la declaración que para un caso análogo (el car- 
go de municipal) hace el artículo 121 (130) de la Constitución. 

Exceptuánse los jueces de subdelegación de Pica, Noria y Tara- 
pacá, los cuales fueron creados por la ley de 15 de noviembre de 1884 
con la dotación anual de dos mil cuatrocientos pesos. 

60. Las causas bastantes para poder excusarse son: 

I .* Estar desempeñando algiin empleo publico incompatible con las 
funciones de juez; 
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2.» Tener sesenta aftos de edad; 

3 * Ser director ó profesor de algún establecimiento fiscal ó munici- 
pal de educación; 

4.* Ser administrador principal de alguna casa de beneficeocia; 

5** Ejercer la profe^iión de médico; 

6/'^ Estar haciendo servicio militar activo; 

7.* Haber servido seis anos» continuos ó interrumpidos, algunos de 
estos empleos, ó los de alcalde, inspector ó subdelegado; tomándose en 
cuenta para computarlos los años y meses servidos en cualquiera de ellos 
(arts. 21 y 36). 

61. Su nombramiento se hace por el gobernador del departamento^ 
á propuesta en terna del juez de letras. Su duración es por dos años, pu- 
diendo volver á ser nombrados indefinidamente para el período sucesivo 
(arts. 18, tg y 36). Y la autoridad llamada á conocer de las excusa.^, como 
también de las Incapacidades, es la misma que puede nombrarlos, esto es, 
el gobernador del departamento, oyendo previamente al juez de letras de 
tumo en lo civil (arLs. 20, 22 y 36). 

62. Como ligera compensación de la carga que imponen estos em- 
pleos, los artículos 3if 3-t 35 y 36 confieren á estos jueces el carácter de 
ministros de fe, primeramente para el desempeño de las diligencias que 
les encomienden los jueces de letras del departamento, y en segundo lugar 
para las que confieren á los inspectores y subdelegados el Código Civil y 
otras leyes no derogadas por la presente. 

En caso de practicar esas diligencias podran cobrar los emolumentos 
ó derechos que señalan los aranceles judiciales a los ministros de fe cuyas 
funciones ejercen. 

Esas comisiones dadas por los jueces de letras pueden ocurrir para 
lugares apartados del pueblo en que residen estos jueces y los receptores 
de mayor cuantía, y también dentro de dichos pueblos cuando éstos fal- 
tan ó están imposibilitados, 

63. Para el desempeño de sus funciones judiciales son obligados á: 
j° Llevar y conservar en su poder un libro en que extiendan todas 

las sentencias que pronuncien, las cuales serán firmadas por ellos y por 
las partes si supieren; debiendo entregar estos libros en los primeros días 
de mar7,o de cada año, al archivero del departamento para su custodia, 
y si no lo hubiere, al notario que sirviere en el oficio más antiguo (art. 26); 

2.^ Administrar justicia en la casa de su morada, ó en otro lugar fijo 
y conocido de los vecinos (art. 27); 

3.0 Designar tres ó más dtas semanales para oír y despachar, durante 
una hora por lo menos en cada uno de ellos, las demandas y demás nego- 
cios sujetos á su conocimiento (art. 28); 
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4.^ Poner en conocimiento del público las expresadas designaciones 
de lugar y horas por medio de un aviso firmado de su mano y fijado en 
la puerta de su casa (art. 29); y 

5.^ Hacer que sus decretos y resoluciones sean autorizados por el 
respectivo ministro de fe de la subdelegación; y si no lo hubiere, las sen- 
tencias definitivas lo serán por dos testigos (arts, 30 y 36). 

Los ministros de fe de que aquí se habla son los receptores de me* 
ñor cuantía que el artículo 353 establece para el servicio de los jueces de 
subdelegación y distrito, y cuyo número, según el artículo 354, será de- 
signado para cada subdelegación por el Presidente de la República. 

64. Oher-jactón, — ^ Entre las obligaciones de estos jueces, contenidas 
en los artículos que quedan citados, no está la de prestar para su instala- 
ción el juramento que prescribe á todo funcionario público, al tomar po- 
sesión de su destino, el artículo 154 ([63) de la Constitución. Y al con- 
trario, el artículo 137 de la Ley Orgánica, de que luego trataremos, dice 
que sólo han menester para quedar instalados dar al público el aviso que 
les prescribe el artículo 39. 
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TÍTULO III. 



De los Joeees de Letras y de los Akaldes. 



§ I- 

DE LOS JUECES DE LETRAS. 
Art. 37. 

Los jueces letrados conocerán: 

I.** En primera 6 en única instancia, con arreglo á lo dis- 
puesto en el artículo 243; 

De los actos judiciales no contenciosos, cualquiera que sea 
su cuantía, salvo lo dispuesto en el artículo 494 del Código 
Civil; 

De las causas civiles sobre cosas cuyo valor exceda de 
doscientos pesos; 

De las causas de comercio, de minas y de hacienda, cual- 
quiera que sea la cuantía; 

De las criminales por crimen ó simple delito; 

De las civiles ó criminales en qiie sean parte ó tengan in- 
terés los comandantes generales de armas, el comandante ge- 
neral de marina, los generales en jefe de ejército ó armada, el 
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inspector general del ejército, ei inspector general de la Guar- 
dia Nacional, los miembros de la Corte Suprema ó de alguna 
Corte de Apelaciones, los fiscales de estos tribunales, los jueces 
letrados, los párrocos ó vicepár róeos, los cónsules generales, 
cónsules ú vicecónsules de Jas naciones extranjeras reconocidos 
por el Presidente de la República, las corporaciones y funda- 
ciones de derecho público ó los establecimientos públicos de 
beneficencia, salvo lo dispuesto por los artículos 67, i t6 y 1 17; 

De las criminales por faltas, sin obstar á la jurisdicción de 
los jueces de subdelegación siempre que éstos hayan prevenido 
en su conocimiento, 

2° En segunda instancia, de las causas de que conocieren 
en primera los jueces de subdelegación del departamento. 

3.** En única instancia, de los recursos de casación que se 
interpusieren contra las sentencias de los mismos jueces de 
subdelegación. 

Art. 3S. 

Podrá e! Presidente de la República, á petición ó con el in- 
forme previo de la respectiva Corte de Apelaciones, crear un 
juzgado de letras en los departamentos que tengan más de 
treinta mü habitantes. 

Podrá del mismo modo, á petición ó previo informe de la 
respectiva Corte de Apelaciones, crear en los departamentos en 
que fuere necesario jueces letrados especiales que ejerzan las 
atribuciones conferidas á los jueces de letras por los dos últi- 
fExos incisos del artículo precedente. 



Art. 39. 

En los departamentos en donde hubiere más de un juez 
de letras, se dividirá el ejercicio de la jurisdicción, establecién- 
dose un turno entre todos los jueces, salvo que ta ley hubiere 

4 
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cometido á uno de ellos el conocimiento de determinadas espe- 
cies de causas. 

El turno se ejercerá por semanas. Comenzará á desempe- 
ñarlo el juez más antiguo, y seguirán desempeñándolo todos 
los demás por el orden de su antigüedad. 

Cada juez de letras deberá conocer de todos los asuntos 
judiciales que se promuevan durante su turno, y seguirá co- 
nociendo de ellos hasta su conclusión. 

Art. 40. 

Fué derogado por la ley de 19 de enero de 1889 y reemplazado en 
los términos siguientes: 

Para poder ser juez de letras se requiere: 

i.° Ciudadanía natural ó legal; 

2.** Tener veinticinco años de edad; 

3.*" Tener el título'de abogado. 

Se requiere además: 

Para ser juez de departamento donde no está ubicada la 
capital de la provincia: — Haber ejercido por dos años la profe- 
sión de abogado. 

Para ser juez de departamento donde está ubicada la ca- 
pital de provincia: — Haber ejercido por seis años la profesión 
de abogado ó servido por dos un juzgado de departamento. 

Para ser juez de departamento donde tiene su asiento una 
Corte de Apelaciones: — Haber ejercido por nueve años la pro- 
fesión de abogado, ó servido por cinco un juzgado de departa- 
mento, ó por dos uno de capital de provincia. 

Art. 41. 

No pueden ser jueces de letras: 

I.*' Los comprendidos en los números i, 2, 3 y 4 del 
artículo 16; 

2.° Los fallidos; 
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3/ Los que se hallaren procesados por crimen ó simple 
delito; 

4,** Los que hubieren sido condenados por crimen ó sim- 
ple delito. 

Ksta última incapacidad no comprende á los condenados 
por delito contra la seguridad interior del Estado. 

Art, 42. 

Los jueces de letras tienen la tuición de las personas po- 
bres y desvalidas que se hallen en el caso de entablar ante 
ellos culesquiera reclamaciones judiciales. 

Kn consecuencia, les incumbe otorgar á las dichas personas 
el privilegio de litigar como pobres. 

Les incumbe también, en los departamentos en donde no 
tengan su asiento las Cortes de Apelaciones, designar cada 
mes y por turno, entre los no exentos, un abogado que defien- 
da gratuitamente las causas civiles y otro que defienda las cri- 
minales de las personas que hubieren obtenido 6 debieren 
gozar el mencionado privilegio. 

En la misma forma y para los mismos fines harán los jueces 
de letras á quienes se refiere el inciso precedente las corres- 
pondientes designaciones de procuradores y receptores. 

Cuando alguna persona que goce del privilegio de pobreza 
no pueda ser servida por los abogados» procuradores y recep- 
tores nombrados, el juez de letras podrá designar un abogado, 
un procurador ó un receptor especial que la sirva. 

En los departamentos en donde hubiere dos ó más jueces 
de letras, hará las designaciones generales prevenidas en los 
incisos 3-^ y 4.** anteriores, el más antiguo, y las especiales de 
los incisos 2," y 5,^ el que conociere del negocio en que han de 
aplicarse. 
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COMENTARIO. 

^mUn Primera. 

De los Jueces de Letras. 

SUMARIO. — 65. Se establecen para todos lo.s departamentos.— 66. Su jurisdic- 
ción comprende lo contencioso y lo no contencioso.— 67. Personas someti- 
das privilegiadamente á su jurisdicción en primera instancia. — 68. Cuándo 
conocen en primera ó en única instancia en Jo civrt— 69. Casos en que su 
jurisdicción en primera instancia es privilegiada.— 70. Disposiciones sobre 
las causas de comercio. — 71. Disposiciones relativas á jefes militares. — 72. 
Regla para distribuir el despncho donde hay más de un juez. — 73. Requisito 
para ser juez de letras. — 74. Empleos asimilados á los de estos jueces. — 75. 
Incapacidades para serlo. — 76. Su jurisdicción tuitiva. 

65. Habrá en cada departamento de la República un juez de letras, 
según está dispuesto por la ley de 31 de enero de 1888. 

Con esta disposición, como se ha dicho en el número 44, queda lle- 
nado el vacío que encontró, al tiempo de promulgarse, la Ley Orgánica 
de Tribunales y que trató de remediar paulatinamente en su artículo 38, 
autorizando al Presidente déla República para ir nombrando estos jueces, 
á petición ó con previo informe de la respectiva Corte de Apelaciones, en 
los departamentos de más de treinta mil habitantes, y aun para nombrar- 
los especiales para conocer sobre las apelaciones y casación de las sen- 
tencias de los jueces de subdelegación. 

68. Los jueces letrados tienen jurisdicción para conocer de los 
asuntos que en seguida se expresan, con esta distinción: en ímica ins- 
tancia, si versan sobre cosas cuyo valor no excede de trescientos pesos, 
y ejt primera imiancia si la materia vale desde esa suma para arriba 
con apelación á la respectiva Corte de Apelaciones: 

1 .0 De los asuntos judiciales no contenciosos, cualquiera que sea su 
cuantía; exceptuándose la dación de curador ad litevi, que, según el ar- 
tículo 494 del Código Civil, corresponde á la judicatura que conoce en 
el pleitc ; 

2.0 De las causas civiles del fuero ordinario sobre cosas cuyo valor 
exceda de doscientos pesos; 

3.0 De las causas de comercio, de minas y de hacienda, cualquiera 
que sea la cuantía; 

4.0 En primera instancia, de las causas criminales por crimen ó sira. 
pie delito ó por faltas; pero sin obstar en las seguidas por faltas á la ju- 
risdicción de los jueces de subdelegación que hubieren prevenido en su 
conocimiento; 
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5-° En hnica msianda^ de los recursos de casación que se inteqiu- 
sieren contra las sentencias de los jueces de subdelegación, y además, 
según los artículos 254 y 259, de las recusaciones de dichos jueces y de 
las competencixs que se suscitaren entre dos de ellos ó entre uno de ellus 
y un juez de distrito; 

6.0 En segunda insfanctay de las causas de que conocieren en primera 
los dichos jueces de subdelegación. Mas, en los departamentos en que 
hay nombrados jueces letrados especiales para estas apelaciones^ serán 
éstos los que conozcan en esta segunda instancia. 

6". Conocen también, yp, en prínwra ó en única ¿nsiancia. segün sea 
¡acuantia expresada, de las causas civiles en quesean parte ó tengan inte- 
rés las personas que en seguida se expresan, y también de las criminales 
en que sean parte ó tengan ínteres las mismas personas, pero cft primera 
instancia: 

Comandantes generales de Armas ó Comandante general de Marina; 

Generales en jefe de Ejército ó Armada; 

Inspector general de Ejército ó Inspector general de la Guardia Na- 
cional; 

Miembros de la Corte Suprema ó de alguna Corte de Apelaciones ó 
Fiscales de estos tribunales ó Jueces letrados. Esto se entiende cuando 
las causas no tienen por objeto hacer efectiva la responsabilidad de estos 
magistrados, resultante del ejercicio de sus funciones ministeriales; porque 
entonces conocen en primera instancia otros tribunales, como .se verá en 
su lugar; 

Jímpleados en la Corte de Cuentas que no sean los miembros que 
componen dicho tribunal, según el artículo 39 de la ley de 20 de enero 
de 1888, por causas como las indicadas en el inciso precedente; 

Párrocos y vicepárrocos; 

Cónsules generales, cónsules y vicecónsules de las naciones extran- 
jeras reconocidos por el Presidente de la República; 

Corporaciones ó fundaciones de derecho público, ó establecimientos 
públicos de beneficencia (art. 37). 

63. Observaciones á este articulo jy. Primera. — De las causas civi- 
les expresadas en el número precedente, el juez de letras conoce, como 
en él dejamos indicado, en única instancia si su cuantía no excede de tres- 
cientos pesos, y si exceden conoce en priinera instancia con recurso á la 
respectiva Corte de Apelaciones; pero si son causas criminales conoce en 
primera instancia sin ninguna distinción, porque el artículo 243, que de- 
signa los casos que se juzgan en única instancia, no habla de causas cri- 
minales, sino de las civiles solamente. 

69. Segunda observación al articulo 37. — Á primera vista pudiera 
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parecer que la enumeración de causas hecha en dicho artículo, que deta- 
llamos en el número 66, está de más, por suponerlas comprendidas en los 
precedentes incisos del artículo; pero no es así, porque sin esta enumera- 
ción habrían podido juzgar los jueces de subdelegación y de distrito á las 
personas allí indicadas, si la cuantía del asunto no excedía de doscientos 
pesos; en tanto que el objeto de la ley es que todas estas personas gocen 
del fuero privüegisLáo personal, consistente en no ser juzgadas sino por 
el juez de letras, por mínima que sea la cuantía del asunto. Del mismo 
modo, las causas de comercio; de minas y de hacienda, en cuanto se ex- 
cluye de conocer en ellas á los jueces de subdelegación y de distrito, 
forman otro fuero especial privilegiado, constituido por razón de ¿a 
Platería. 

70. Acerca de las causas de comercio, conviene advertir, en tercer 
lugar, con relación el artículo 37, que la ley de 14 de enero de 1882 hizo 
una excepción sometiendo al conocimiento de los jueces de letras espe- 
ciales de apelaciones las que no excedan del valor de doscientos pesos, 
debiendo fallarlas en única instancia. La ley de 19 de julio de 1865 había 
hecho otra excepción sometiendo los juicios de concurso de Valparaíso 
y Casablanca al juez de letras de comercio y los de hacienda á los jueces 
del crimen. 

Y por fin, la de 13 de enero de 1897, número 892, ha dispuesto, 
como regla general, que todo juez de letras en el fuero civil conocerá de 
las causas de comercio, de minas y de hacienda. 

71. Cuarta observación al articulo 37, — Los empleos de inspectores 
generales del Ejército y de la Guardia Nacional fueron suprimidos en el 
decreto de la junta gubernativa de 7 de mayo de 1891, que los refundi<!? 
en el Estado Mayor General, cuyos dos primeros funcionarios son el jefe 
de Estado Mayor General y eí secretario general del mismo; y este cam- 
bio parece aceptado por la ley de sueldos del Ejército y Armada de i P 
de febrero de 1893, pues no menciona los anteriores destinos, y sí los del 
decreto de 1891, asignándoles la gratificación correspondiente a sus ser- 
vicios. Pero la ley de 12 de febrero de 1896, sobre la organización y 
servicio de la Guardia Nacional, en su artículo 49, establece una sección 
en el Estado Mayor General, denominada Inspección General de la Gjiar- 
dia Nacional, para todo lo relativo á este servicio y cuyo jefe deberá ser 
general ó coronel. De manera que est^ jefe de la Inspección General de la 
Guardia Nacional y A jefe del Estado Mayor General parecen ser en el 
día de hoy los que se comprenden en el tercer inciso del número 67. 

78. El artículo 39 prevé el caso en que la mayor población, riqueza 
y progreso de un departamento hagan insuficiente el servicio de un solo 
juez de letras, y dispone que entonces se reparta el oportuno despacho 
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de los negocios de dos maneras: ya sea estableciendo juzgados que co- 
nozcan distintamente de determinadas especies de causas, ya dos ó más 
jueces que conozcan juntamente de todas las del departamento, sin dis- 
tinción de materias. Si se adopta la segunda medida, entonces debe esta- 
blecerse un tumo semanal entre todos los jueces de jurisdicción análoga^ 
comentando á desempeñarlo el más antig\io y siguiendo los demás por 
orden de antigüedad. Cada juez conocerá de todos los asuntos judiciales 
que se promuevan durante su turno hasta la conclusión del juicio. 

Sin embargo, el expresado turno semanal tiene una excepción en los 
lugares de asienta de Corte en que hubiere más de un juez de letras en 
lo civil; pues en ellos, según prescribe la ley citada de 1 3 de enero de 
iSgy, debe presentarse toda demanda ó gestión judicial que se iniciare 
á la respectiva Corte, para que ésta le designe el juez que deba conocer, 
guardando en esto una distribución proporcionada en eí despacho de di- 
chos jueces. 

73. Para poder ser juez de letras requería el artículo 40 únicamente 
estas tres cosas: i,*, ciudadanía natural ó legal; 2,^, veinticinco años de 
edad, y 3.^» haber ejercido por dos años ía profesión de abogado con tí- 
tulo para ello. Mas, la ley de 19 de enero de 1SS9 establece una especie 
de jerarquía entre estos jueces y con ella cierta graduación en el tiempo 
de servicio requerido. Estableció tres categorías de jueces de letras, á 
saber: para las cabeceras de departamentú^ para las caphaies de provincia 
Y para las cap i ta Íes en que tiene asietiío una Corte de Apelaciones. 

Para los primeros basta haber ejercido dos aftús la profesión de 
abogado. 

Los segundos necesitan haberla ejercido seis afws, ó bien haber ejer- 
cido dos años un juzgado de departamento. 

Y a los terceros se les exigen nueve a fias de ejercicio de la profesión, 
6 haber servido cinco años algún juzgado de departamento, ó por dos 
años algún juzgado de capital de provincia. 

74. Es digno de conocer en este lugar que la citada ley asimiló los 
servicios prestados en algunos empleos judiciales con los que prestan los 
jueces de letras y con el ejercicio de la profesión de abogado, agregando 
ai final de su articulo 103 estos dos incisos: 

1 Ei servicio de los cargos de relatores, promotores fiscales y defen- 
sores públicos, se equipara al de los jueces de letras de la localidad res- 
pectiva, para el cómputo de los años requeridos en esta ley para obtener 
los puestos judiciales. 

t Los servicios que prestan los abogados en cualquiera otro empleo 
judicial se equiparan al ejercicio de dicha profesión para todos los casos 
indicados en esta !ey.> 
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75. No pueden ser jueces de letras: 

I .o Los sordos, los mudos, los ciegos y los entredichos por causa de 
demencia ó prodigalidad; 

2.0 Los fallidos; 

3,0 Los que se hallaren procesados por crimen ó pimple delito; 

4.0 Los que hubieren sido condenados por crimen ó simple delito, 
excepto si el delito ha sido contra la seguridad interior del Estado, que 
usualmente se denomina delito político; 

S.^ Los que hubieren desempeñado cargos del Poder Ejecutivo, 
desde secretario de Intendencia para arriba, esto es, cargos de Presidente 
de la República, Ministros de Estado, Intendentes de provincia. Gober- 
nadores de departamento, ó secretarios de Intendencia, según la ley de 
31 de agosto de i88d, sino tres años después de haber desempeñado 
esas funciones; 

6.0 Los que tengan parentesco de consanguinidad hasta el 4.0 gra- 
do ó de afinidad hasta el 2.^ inclusive, con alguno de los ministros de la 
Corte de Apelaciones de su respectiva jurisdicción, según la ley de 31 
de diciembre de 1889. 

76. Como consecuencia de /a tuición de las personas pobres y des- 
validas, que la ley les confiere para cuando éstas tienen que recurrir á 
ellos con sus reclamaciones judiciales, les incumbe otorgarles el privile- 
gio de litigar como pobres, y designar los abogados que los defiendan, 
los procuradores que los representen y los receptores correspondientes, 
y señalar un turno mensual para este servicio gratuito entre los no 
exentos. 

Esto se entiende con los jueces de letras de departamentos donde 
no hay Cortes de Apelaciones. Si hubiere en ellos dos ó más jueces de 
letras, designará los expresados turnos el más antiguo. Y si los designa- 
dos por esos turnos no pudieren servir á alguna persona que goza del 
privilegio de pobreza, el juez que conociere del negocio podrá nombrar- 
le un abogado, un procurador ó un receptor especial que la sirva (ar- 
tículo 42). 
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Continuación del Título III, § L 

De los Jueces de JLe/raf^ 

Art, 43, 

Los jueces de letras están autorizados para reprimir ó cas- 
tigar las faltas ó abusos que se cometieren dentro de la sala de 
su despacho, y mientras ejercen sus funciones de tales, con al 
gimo de los medios siguientes: 

I." Amonestación verbal inmediata; 

2.** Multa que no exceda de cincuenta pesos; 

3.° Arresto que no exceda de cuatro d[as< 

Deberán emplear estos medios en el orden aquí expresado, 
y sólo podrán hacer uso de los dos últimos en caso de inefica- 
cia ó insuficiencia de los primeros. 

Akt. 44. 

Podrán también ios jueces de letras para la represión ó 
castigo de las faltas de respeto que se cometieren en los escri- 
tos que se ie presentaren: 

I ."^ Mandar devolver el escrito con orden de que no se admi- 
ta mientras no se supriman las palabras ó pasajes abusivos; 

2.* Hacer tarjar por el secretarlo esas mismas palabras ó 
pasajes abusivos, y dejar copia de ellos en un libro privado que 
al efecto habrá en el juzgado; 

3.*' Exigir firma de abogado para ese escrito y los demás 
que en adelante presente la misma parte; 

4,*^ Apercibir á lá parte ó al abogado que hubiere redacta- 
do ó firmado el escrito, ó á uno y otro á la vez, con una multa 
que no exceda de cincuenta pesos, ó con una suspensión del 
ejercicio de su profesión al abogado por un término que no exce- 
da de un mes y extensiva ¿ todo el territorio dft la República; 
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5.** Imponer efectivamente al abogado, 6 á la parte, ó á 
ambos, las penas expresadas en el número anterior. 

Podrán los jueces de letras hacer uso de cualquiera de es- 
tos medios, ó de dos ó más de ellos simultáneamente, según 
lo estimaren necesario. 

Art. 45. 

A los jueces de letras corresponde inmediatamente mante 
ner la disciplina judicial en toda la extensión del departamento 
sujeto á su autoridad, haciendo observar las leyes relativas á la 
administración de justicia y á los deberes de los empleados 
subalternos y demás personas que ejercen funciones concernien- 
tes á ellas. 

Art. 46. 

Para el buen desempeño de la atribución que por el ar- 
ticulo anterior corresponde á los jueces de letras, deberán visi- 
tar, siempre que lo consideren conveniente al servicio público, 
con previo acuerdo de la Corte de Apelaciones respectiva, 6 
cuando ésta lo ordenare de oficio, todas las subdelegaciones é 
inspecciones de su respectivo departamento. En esta visita se 
informarán del modo como los jueces de subdelegación y dis- 
trito ejercen sus funciones, examinando los libros de sentencias, 
oyendo las quejas que contra dichos funcionarios interpusieren 
las partes agraviadas, y empleando todos los arbitrios que su 
prudencia les sugiera para adquirir 'sobre este punto un cono- 
cimiento cabal. 

Art. 47. 

Durante la visita podrán los jueces de letras fallar en una 
sola instancia las causas que estuvieren pendientes 6 que se 
promovieren en las subdelegaciones ó inspecciones visitadas. 
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AkT. 48, 

En los departamentos en que hubiere varios jueces de le- 
tras, la Corte de Apelaciones respectiva designará el que deba 
hacer la visita, distribuyendo este cargo equitativamente entre 
todos ellos. 

Igual designación hará la Corte de Apelaciones para las vi- 
sitas de que se trata en el artículo siguiente, inciso 2° 



Art. 49. 

Los jueces de letras, como encargados de mantener la dis- 
ciplina judicial, deberán vigilar la conducta ministerial de los 
procuradores, notarios y demás personas que ejerzan funciones 
concernientes á la administración de justicia y que se hallen su- 
jetos á su autoridad. 

Deberán, en consecuencia, visitar, por lo menos cada dos 
meses, los oficios de secretario, notario, conservador y archivero 
del departamento, para examinar Iqs archivos y libros que estos 
ministros tienen á su cargo, é informarse por otros medios pru- 
dentes del modo como desempeñan sus funciones. 

Las faltas ó abusos que en la conducta ministerial de las 
personas expresadas en el inciso i.** notaren los jueces de letras, 
podrán corregirlos con alguno de los dos últimos medios expre- 
sados en el artículo 44. 

Las providencias que en estos casos tomaren los jueces de 
letras se entenderán sin perjuicio de formarse el proceso corres- 
pondiente al empleado que hubiere faltado gravemente á sus 
deberes, ó cuya conducta diere lugar á presumir que ha habido 
dolo ó malicia. 

En los departamentos donde hubiere dos ó más jueces de 
letras, todos ellos practicarán la visita prevenida en el inciso 2.** 
de este artículo, conforme al turno que establece el artículo 48 ; 
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pero la visita del oficio del secretario se hará siempre por el juez 
respectivo. 

De estas visitas se levantará acta en un libro especial que 
al efecto habrá en el juzgado de letras más antiguo de cada de- 
partamento. 

En las ciudades en que hubiere Corte de Apelaciones, la 
visita prevenida en el inciso 2.** se practicará por uno de los mi- 
nistros conforme al turno que la misma Corte establezca. 

Art. 50. 

Todo juez de letras que ejerza jurisdicción en lo criminal 
deberá visitar el sábado de cada semana los lugares en que los 
procesados estuvieren detenidos, á fin de indagar si sufren algu- 
nas vejaciones indebidas, 6 si se pone algún embarazo á la li- 
bertad de su defensa. 

En estas visitas dictarán las providencias convenientes para 
remediar las faltas ó abusos que notaren. 

También se levantará acta de estas visitas en un libro espe- 
cial que habrá en el juzgado de letras más antiguo del departa 
mentó para el despacho de las causas criminales. 

Art. 51. 

Los jueces de letras son obligados á remitir á la respectiva 
Corte de Apelaciones: 

I .^ Cada dos meses, una copia de las actas de visita que levan- 
taren, con arreglo á lo dispuesto en el inciso 6.** del artículo 49. 

2.*" Los sábados de cada semana, una copia del acta de la 
visita que practiquen en los lugares de detención, con arreglo á 
lo dispuesto por el artículo 50. 

3.* Cada dos meses, una lista de las causas civiles y otra 
de las criminales pendientes en sus juzgados, indicando el estado 
en que se halla cada causa y los motivos del retardo ó paraliza- 
ción que alguna de ellas sufriere. 
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COMENTARKl 

Jurisdicción disdp/inaria de los Jueces de Letras. 

SUMAR.ro.— 77, Sobre qué personas se ejerce la jurisdií^cióri díscípHníiriA.— 7?, Có- 
mo la ejercen sobre Jas que cancurren á sn dei^píichci — 79. Sus media^i (Correc- 
tivos pnra Ion eí^critos abusivos. —So. Vitiitas á íos juz^^fados inferiorea. 
8í. Visitas á loíi archivos 11 oficios de los ministros de fe. Sus medios correc- 
tivos en unaíT y otras. — S2* Visitas á [as Ui^írares de deteticióti. — S^^. Necesidad 
de éstas — S4- nocumeiitüs tiue clebeti remitir al tribunal superior. — 85. Las 
medidas disciplinarías son apelables. 

77. A fin de mantener la disciplina judicial dentro de su tcrritoriu 
junsdiccional, están facultados para tomar tiieciidas correccionales» eco- 
nómicas y directivas^ tendentes, ya á reprimir faltas ó abusos que no cons- 
tituyen delitos, ya á prevenirlos 6 evitarlos, ya á instruir en su.s deberes 
A los distintos funcionarios de su dt^pendencía. Estas medidas pueden 
tener relación con variedad de personas; 1 .^, con tas que concurren á su 
despacho; 2.=*, con las que les presentan sus solicitudes por escrito; 3,^» 
con los jueces de menor y mínima cuantía de su circunscripción y fun- 
cionarios que de éstos dependan; 4.=*, con los funcionarios judiciales que 
cooperan á la administración de justicia. 

78. Sobre ias prímcnu^ están autorizados para reprimir las faltas 
ó abusos cometidos en la sala de su despacho y mientras ejercen sus 
funciones, con lastres medidas de ¿iWíV/^j';'iír/íí« verbal, muiia y arresiú^ las 
mismas que pueden emplear los jueces de subdelegaron y de distrito, con 
estas dos diferencias: pritm^ra^ que la multa puede llegar hasta cincuenta 
pesos y el arresto hasta cuatro días, sin exceder de estos límites, y segttft- 
da^ que para hacer uso del arresto deben haberse empleado antes la 
amonestación y la multa sin que hayan sido eficaces, y para aplicar la 
multa ha debido emplearse antes ineficazmente la amonestación (ar- 
tículo 43). 

79* En ios escritos ó memoriales que se les presentan, pueden con- 
tenerse faltas de respeto; y como represión ó castigo pueden emplear los 
correctivos siguientes: 

i.^ Devolverlos, con orden de no admitirlos mientras no se supri- 
man las palabras ó pasajes abusivos; 

2.^ Hacer tarjar esos pasajes y dejar copia de ellos en un libro pri- 
vado llevado al efecto, todo por el secretarlo; 
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3.^ Exigir firma de abogado para ése y demás escritos de la parte 
que los presenta; 

4.0 Apercibir á la parte ó al abogado, ó á ambos, con una multa 
que no exceda de cincuenta pesos ó con suspensión al abogado del ejer- 
cicio de la profesión que no exceda de un mes, extensiva á todo el te- 
rritorio de la República; 

5.0 Imponer efectivamente dichas penas. 

Podrán hacer uso de cualquiera de estos medios indistintamente ó 
de dos ó más de ellos simultáneamente (artículo 44). 

80. Tercera. — Correspóndeles mantener la disciplina judicial en 
todo el departamento de su jurisdicción, haciendo que los jueces su 
jetos á su autoridad y los subalternos de éstos observen las leyes del 
ramo y los deberes que éstas les imponen. 

En desempeño de esta atribución deben visitar todos los juzgados 
de subdelegación y de distrito siempre que lo consideren conveniente al 
servicio público, con previo acuerdo de la Corte de Apelaciones respec- 
tiva, ó cuando ésta lo ordenare de oficio. 

El objeto de esta visita será informarse del modo como ejercen sus 
funciones dichos jueces, y para conseguirlo examinarán sus libros de 
sentencias, oirán las quejas que contra ellos inter|)usieren las partes agra- 
viadas y emplearán todos los arbitrios que su prudencia les sugiera, 
conducentes á un conocimiento cabal. 

En estas visitas tienen jurisdicción para fallar en única insíanciay 
tanto las causas pendientes ante dichos juzgados, como las que se promo- 
vieren durante ellas. 

Cuando hay dos ó más jueces en el departamento, incumbe á la res- 
pectiva Corte de Apelaciones designar al que deba hacer las visitas, dis- 
tribuyendo este cargo equitativamente entre todos ellos (artículos 45, 
46, 47 y 48). 

Hoy, según el artículo 6.0 de la ley de 4 de julio de 1893, estas vi- 
sitas deben efectuarse cada tres años por lo menos, por los jueces letra- 
dos en lo civil, y por los especiales de apelaciones en los departamentos 
en que los hay, dando cuenta del resultado á la respectiva Corte de 
Apelaciones. 

81. Cuarta, — Visitas de archivos. — Del mismo modo les corres- 
ponde mantener la disciplina judicial vigilando la conducta ministerial 
de los procuradores, notarios y demás ministros de fe, que como auxi- 
liares de la administración de justicia, están sujetos á su autoridad (ar- 
tículo 49). 

Á conseguir este objeto conducen las visitas de los oficios de secre- 
tario, notario, conservador y archivero del departamento, para examinaa 
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los archivos y libros que estos ministros de fe tuvieren á su cargo, y 
para mformarse por otros medios prudentes dei modo como se des- 
empeñan. 

Si notaren faltas en ellos^ podrán apercibirlos con multa que no 
exceda de cincuenta pesos ó con suspenderlos del oficio hasta por un 
mes, y podrán también imponerles efectivamente alguno de estos dos 
correctivos. 

Lo cual no obsta para que^ si la falta ó abuso fuere de gravedad é hi- 
ciere presumir que ha habido el dolo ó malicia constitutivo de delito, se 
forme el proceso correspondiente contra el empleado responsable. 

Si hubiere más de un juez en el departamento,» todos ellos se turna- 
rán para practicar estas visitas de archivos, para las cuales habrá un solo 
libro en que se levantarán las actas respectivas, á cargo del juez más an- 
tiguo. Pero la visita al oficio del secretario se hará siempre por el juez de 
quien dependa. 

Lo dicho sobre esta visita no se aplica á los funcionarios de asiento 
de Corte de Apelaciones, á quien corresponde hacerla por medio de sus 
ministros conforme al turno que la misma establezca. 

83. Quinta. — Visitas de cárceles. — Estas deberán practicarse los sá- 
bados de cada semana por todo juez de letras que tenga jurisdicción en lo 
criminal, extendidas á todos los lugares en que los procesados estuvieren 
detenidos, á fin de indagar si sufren algunas vejaciones indebidas, ó si se 
pone algün embarazo á la libertad de su defensa (art. 50). 

En ellas dictarán las providencias convenientes para remediar las 
faltas ó abusos. Y de lo que en cada uno de ellos se notare y resolviere 
se levantará acta en un libro especial, que habrá en el juzgado más anti- 
guo con jurisdicción criminal en el departamento. 

83. La utilidad práctica de estas visitas es tal, que más bien puede 
decirse que son una verdadera necesidad. La vista personal de los reos, 
la oportunidad que á éstos les da la presencia de su propio juez, para ha- 
cerse oir de ellos sin obstáculos de personas intermediarias, da ocasión á 
los mismos jueces aun para decretar providencias de sustanciación que 
activen los procesos conforme á las exigencias de la verdadera gravedad 
de los delitos y de los antecedentes que existen en pro ó en contra de los 
tratados como reos. 

81. Obligacioius que itnpone esta jurisdicción disciplinaria. 

La naturaleza de las medidas, muchas veces discrecionales y de equi- 
dad y prudencia, por una parte, y por otra, la facilidad que encuentran 
los funcionarios inferiores para no dar cuenta oportuna á los superiores 
de los múltiples pormenores é incidencias que suelen originar demoras en 
perjuicio de los reos ó de la marcha natural de los procesos, exigen que 
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esta jurisdicción, que llamamos disciplinaria, no quede en manos de una 
sola jerarquía de jueces, sino que sea ejercida por todos los tribunales; 
de manera que los superiores puedan velar sobre las medidas que en ejer. 
cicio de ella adoptan ú omiten los inferiores. Este es el sistema de nues- 
tra Ley Orgánica, y conforme á él dispone en su artículo 5 1 que los 
jueces de letras estén obligados á remitir á la respectiva Corte de Apela- 
ciones: 

1 .0 Cada dos meses, una copia de las actas de visitas de archivos 
públicos á cargo de los ministros de fe, que levantaren en cumplimiento 
del inciso 6.^ artículo 49; 

2.^ Los sábados de cada semana, una copia del acta de la visita que 
practicaren en los lugares de detención, con arreglo á lo dispuesto en el 
artículo 50; y 

3.0 Cada dos meses, una lista de las causas civiles y otra de las 
criminales pendientes en sus juzgados, indicando el estado en que se 
halla cada causa y los motivos del retardo ó paralización de alguna de ellas. 

Podría agregarse una 4.*^ obligación, que sería la de remitir copia á 
la respectiva Corte del acta ó documento ó memoria que deben formar so- 
bre las visitas practicadas en los juzgados de menor y mínima cuantía en 
cumplimiento del artículo 46, y que conviene dejar en algún libro de su 
juzgado, ya que deben contener instrucciones aclaratorias de los deberes 
de dichos jueces. 

85, La utilidad práctica de estas últimas listas no es menor que la 
de las visitas de cárceles. Baste decir que ellas, al ser formadas, dan ocasión 
al juez de la causa para conocer los motivos de retardo que provienen de 
sus propios funcionarios subalternos y para dictar las medidas condu- 
centes á remediarlas y aun á evitarlas. 

Conforme al principio que dejamos expuesto, la ley de 16 de sep- 
tiembre, de 1884 ha declarado que son apelables los autos que se ex- 
pidan en uso de estas facultades, para ante el Tribunal Superior á quien 
competa conocer del recurso de casación contra las sentencias del que hu- 
biere expedido el auto. 

SMeiéa Tercera. 

I?^ los Jueces de Leti'as Especiales, 

SUMARIO.— 86. Creación de los jueces de. letras especiales.— 87. Aumento de sus 
atribuciones, y especiales de Matadero.— 88. Cuáles son hoy sus atribuciones. 

86. El artículo 38 de la Ley de Organización y Atribuciones de los 
Tribunales autorizó al Presidente de la República, en su inciso 2. o, para 
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crear, á petición ó con previo informe de la respectiva Corte de Apela- 
ciones, en los departamentos en que fuere necesario, jueces letrados espe- 
ciales para ejercer las atribuciones conferidas á los jueces de letras en los 
dos últimos incisos del artículo 37. 

Hasta ahora sólo se ha hecho uso de esa autorización para los dos 
departamentos de Santiago y Valparaíso, creándolos por el supremo de- 
creto de 22 de febrero de 1876, con las atribuciones indicadas, dotándolos 
de un secretario y dejando también á su servicio á ios receptores de menor 
cuantía de los juzgados de subdelegación del respectivo departamento. 

En todo lo demás gozarán las prerrogativas y tendrán los deberes 
propios de los jueces de letras del fuero común ú ordinario en cuanto les 
sean aplicables. 

87. Posteriormente, por ley de 14 de enero de 1882, se les defirió 
el conocimiento de las causas de comercio, donde ellos existan, cualquiera 
que sea la cuantía y hasta la suma de doscientos pesos, en ünica instancia. 
Más tarde, la ley de 9 de agosto de 1 894 creó un juez especial en el 
Matadero de Santiago, para conocer en todas las cuestiones provenientes 
de las obligaciones nacidas ó que deban cumplirse en él, hasta la cuantía 
de cincuenta pesos en ünica instancia y hasta la de trescientos pesos con 
apelación al juez de letras especial de apelaciones, y con la misma juris» 
dicción criminal, dentro del Matadero, que corresponde á los jueces de 
subdelegación. Y otro más con el mismo objeto y jurisdicción se estable- 
ció para el Matadero de Valparaíso, por ley de 31 de diciembre de 1897. 
Y por fin, el artículo 1 50 del Código de Minería dispone que los juzgados 
dé letras que conocen de causas de ese fuero especial, en caso de recargo 
de ocupaciones, podrán delegarles la recepción de la prueba. 

88. De manera que la jurisdicción propia de estos jueces especiales 
se extiende á los puntos siguientes: 

I. o Conocer en segunda instancia de las apelaciones interpuestas 
sobre las sentencias de los jueces de subdelegación; 

2P Conocer en ünica instancia de los recursos de casación contra las 
sentencias de los referidos jueces; 

3.0 Conocer, también en ímica instancia^ en las causas de comercio, 
cuyo valor no exceda de doscientos pesos, cualquiera que sea su cuantía 
inferior á esta suma; 

4.® Recibir la prueba en los juicios de minas por delegación del juz- 
gado de letras que conoce en la causa; y 

5.® Conocer los de Santiago y Valparaíso de las apelaciones inter- 
puestas contra las sentencias del juez especial del Matadero. 

A estas cinco atribuciones creemos que pueden agregarse otras dos, 
deducidas de la naturaleza propia de las atribuciones que dan origen á 

5 
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su creación en el artículo 38. Teniendo éstas por objeto el reformar y 
casar las sentencias de los jueces de subdelegación en los departamentos 
donde ellos existan, vienen á ser superiores jerárquicos inmediatos de 
los referidos jueces de subdelegación. Pues bien, en materia de recusa- 
ciones de jueces y de competencias por conflictos de jurisdicción, la idea 
dominante en los artículos 254 y 259 es que se resuelvan unas y otras 
por el tribunal inmediatamente superior al recusado y á aquellos que figu- 
ran en la competencia. Como consecuencia de esto parece deducirse que 
conocerán también: 

6.® De las recusaciones interpuestas contra jueces de subdelegación 
del departamento; y 

7.0 En las competencias suscitadas entre dos jueces de subdelega- 
ción, ó entre un juez de subdelegación y uno de distrito. 

Continuación del Título III. 

§ ". 

De ¿os Alcaldes, 
Akt. 52, 

En los departamentos en donde no hubiere juez de letras 
ejercerá las funciones de tal el alcalde que desempeñe el juz- 
gado de policía local, con arreglo á la ley. 

Art, 53. 

El alcalde que ejerza las funciones de juez de letras no 
fallará ninguna causa definitivamente y se limitará á tramitar 
con arreglo á la ley las que ante él se promuevan. Puestas en 
estado de sentencia, las remitirá al juez de letras respectiva 
para que éste pronuncie su fallo bajo su responsabilidad. 

Igual remisión hará el alcalde al juez de letras para la re- 
solución de los artículos que se promuevan en el juicio, siem- 
pre que una de las partes lo pidiere. 

Sin embargo, en los departamentos en que no hubiere juez 
de letras, los alcaldes ejercerán las atribuciones que los núme- 
ros 2.** y 3.*" del artículo 37 confieren á los jueces de letras. 
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Akt. 54. 

Todo juez de letras es obligado, siempre que una de las 
partes lo pidiere, á avocarse el conocimiento de cualquiera cau- 
sa que se halle pendiente ó que hubiere de promoverse ante el 
alcalde de un departamento sujeto á su jurisdicción. 



COMENTARIO. 
%mM Cuarta* 

De ios Alcaldes. 

SUMARtO.— 8g, Sti jurisdicción según el Reglamento de Justicia,— 90. Primera 
diferencia con la Ley Org:ánica de Tribunales,— 91, Segunda diferencia, — 
92. Tercera diferencia.— 93* Objeto de esta comparación. 

89. Como ya lo hemos dicho {46)» los alcaldes, según los artículos 
45 á 49 del Reglamento de Administración de Jastícra, eran en los de- 
partamentos en donde no residía el juez de letras los que ejercían el car- 
go de juez de primera instancia, con jurisdicción propia para conocer en 
las diligencias judiciales civiles mientras no se hiciesen contenciosas. En 
las causas contenciosas civiles y criminales lo eran para sustanciarlas 
conforme á las leyes, y para remitirlas, una vez puestas en estado de 
sentencia, al juez de letras, á fin de que éste le asesorase; lo cual se en- 
tendía tanto para las sentencias definitivas como para las interlocutorias. 
De este modo se suplía la falta de jueces de letras en los departamentos 
donde no estaba la capital de la provincia, que era donde existían di- 
chos jueces. 

90, Más tarde, la Ley Orgánica de las Municipalidades, dictada en 8 
de noviembre de 1 8 54, confirió á los alcaldes las facultades de jueces de 
policía local, para juzgar y castigar las faltas á las ordenanzas municipa- 
les. Esos cargos debían ejercerlos por turno los tres alcaldes» pero sólo 
en los pueblos en que no se constituyesen jueces especiales de policía ni 
donde los desempeñasen los jueces de letras. 

Ese estado de cosas fué aceptado, aunque con modificaciones, por la 
ley de Organización y Atribuciones de los Tribunales. 
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En su artículo 52 dispone que en los departamentos donde no hu- 
biere juez de letras ejercerá las funciones de tal el alcalde que desempe- 
ñe el juzgado de policía local: primer punto en que se diferencia del 
Reglamento de Justicia, que no daba al alcalde esta jurisdicción sobre 
las faltas de policía. 

91 . Por el artículo 53 se le limitan esas funciones de mayor cuan- 
tía, propias del juez de letras, á tramitar las causas que se promuevan 
ante él, sin distinción de civiles y criminales; debiendo, una vez puestas 
en estado de sentencia, remitirlas al respectivo juez de letras para que 
éste pronuncie su fallo bajo su responsabilidad, es decir, con jurisdicción 
propia: segunda diferencia del Reglamento de Justicia; porque según 
éste el juez de letras sólo asesoraba al alcalde, lo cual envuelve la facul- 
tad de éste para aceptar la resolución del juez letrado ó separarse de 
ella bajo su responsabilidad. Lo mismo se dispone para las resoluciones 
interlocutorias, toda vez que una de las partes lo pidiere. 

92. Por fin, el artículo 54 obliga al juez de letras, siempre que una 
de las partes lo pida, á avocarse el conocimiento de cualquiera causa 
pendiente ó por promoverse ante el alcalde de un departamento sujeto 
á su jurisdicción, es decir, de los que venimos hablando, en que los al- 
caldes son obligados á remitirle los procesos en estado de que pronun- 
cie con jurisdicción propia ó bajo su responsabilidad la sentencia que 
corresponda; lo cual constituye una tercera diferencia, pues que el Re- 
glamento antecítado no concedía esta facultad de avocarse las causas 
de otro departamento. 

93. Todas estas nociones relativas á las facultades judiciales de los 
alcaldes ya no tienen actualmente aplicación alguna; puesto que todos 
los departamentos de la República se hallan dotados de su correspon- 
diente juez de letras, á virtud del cumplimiento que se ha dado á la ley 
de 31 de enero de 1888, que así lo dispuso. A lo cual se agrega que la 
atribución concedida en el artículo 1 29 de suplir en ciertos casos al juez 
de letras de su propio departamento, le ha sido quitada por la ley de 2 
de febrero de 1895, que provee á estas suplencias de otra manera. 

No obstante creemos que conviene no olvidarlas, expuestas de la 
manera comparativa que precede, no sólo para conocimiento histó- 
rico del sistema judicial que nos ha regido, un tanto apartado, antes 
de la Ley de Organización y Atribuciones de los Tribunales, del sis- 
tema constitucional de independencia de todos los poderes públicos, 
sino también para definir mejor las atribuciones propias de nuestros jue- 
ces de letras. 
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TÍTULO IV. 

De las (!«rte8 <le Apeladones. 



§1. 

DE LA OxRGANIZACIÓN Y ATRIBUCIONES DE LAS CORTES 
DE APELACIONES. 

Art. 55. 

Habrá en la Repiiblica írgs Cortes de Apelaciones, resi- 
dentes, una en Santiago, otra en Concepción, y otra en la Serena. 

La Corte de Apelaciones de Santiago tendrá por distrito 
jurisdiccional el territorio de las provincias de Aconcagua, Val- 
paraíso, Santiago, Colchagua, Curicó y Ta¿c¿i y ¿as islas de 
Juan Fernandez-, la de la Serena, el de las provincias de Ataca- 
ma y Coquimbo; y la de Concepción, el de las provincias de 
Maule, Linares, Nuble, Concepción, Biobío, Arauco, Valdivia, 
Llanquihue y Chiloé, el departxmento de Angol y la colonia de 
Magallanes. 

Art. 56. 

La Corte de Apelaciones de Santiago se compondrá de diez 
miembros, y las de Concepción y la Serena de cinco cada una. 
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Cada uno de estos cuerpos estará regido por un presidente, 
que será uno de sus miembros propietarios. 

Las funciones del presidente durarán un año» contado desde 
el i.° de enero, y serán desempeñadas por los miembros del 
tribunal, turnándose cada uno por orden de antigüedad* 

En Santiago, será presidente del tribunal el presidente 
miembro más antiguo de cualquiera de sus salas. 

Los demás miembros de las Cortes de Apelaciones se lla- 
marán ministros, y tendrán el rango y precedencia correspon- 
dientes á su antigüedad en el servicio del tribunal. 



Art. 57. 

Lo dispuesto en el articulo anterior acerca del presidenie de 
las Cortes de Apelaciones no tendrá lugar mientras permanez- 
can en sus respectivos tribunales los actuales reg-enies de las Cor- 
tes de Apelaciones. 

Durante este tiempo, los dichos regentes serán presidentes de 
las respectivas Cortes, y el de Santiago lo será ademas de la sala 
de que forma parte. 

Art. 58. 

(Según lo reformó la ley de 119 de enero de rSSg). 

Para poder ser miembro de una Corte de Apelaciones se 
requiere: 

I.** Tener ciudadanía natural 6 legal; 

2.° Tener treinta y dos años de edad; 

3.^ Tener el título de abogado; y 

4.** Haber ejercido por doce años la profesión de abogado, 
ó servido por seis un juzgado de departamento, 6 por cuatro 
uno de capital de provincia, 6 por dos uno donde tenga su 
asiento una Corte de Apelaciones. 



Digitized by 



Google 



1 



DE LAS CORTES DE APELACIONES, ^f 



Art. 59. 

No pueden ser miembros de una Corte de Apelaciones los 
<jue no pueden ser jueces de letras, 

Art, 6o. 

Tampoco pueden ser simultáneamente jueces de una misma 
Corte de Apelaciones los parientes consanguíneos ó afines en 
línea recta, ni los colaterales que se hallen dentro del cuarto 
grado de consanguinidad ó segundo de afinidad, 

Art, 61. 

Cada una de las Cortes de Apelaciones de Concepción y la 
Serena tendrá nn refalar y un secretaríOp los cuales serán nom- 
brados y ejercerán sus funciones con arreglo á lo dispuesto en 
los títulos XV y XVI de esta ley. 

Art. 62, 

Tendrá también cada Corte de Apelaciones dos oficiales de 
Silla, á cuyo cargo estará el aseo y cuidado de la sala del des- 
pacho y el cumplimiento de todas las órdenes que el tribunal ó 
el presidente les diere en ejercicio de sus funciones, 

AiíT, 63- 

La Corte de Apelaciones de Santiago se dividirá, para el 
despacho de sus asuntos judiciales, en dos salas, una de las cua- 
les se denominará primera sala y la otra segunda sala. 

Esta denominación no establece preeminencia entre dichas 
salas. . 
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Art. 64. 

Ambas salas tendrán la misma jurisdicción, y la ejercerán 
estableciéndose entre ellas un turno mensual para conocer en 
los asuntos judiciales que se promuevan durante su turno y que 
les quedarán sometidos hasta su conclusión. 

Cada sala representa á la Corte de Apelaciones en los asun- 
tos que le están encomendados. 

Reunidas las dos salas ó funcionando un miembro de una 
en otra, los que la componen precederán entre sí por orden de 
antigüedad. 

Art. 65. 

Cada una de estas dos secciones del tribunal tendrá dos re- 
latores, un secretario y oficiales de sala independientes de la otra. 

Art. 66. 

Toda función que corresponda á la Corte de Apelaciones 
de Santiago y que no esté expresamente encomendada por la 
ley á una de las salas, será desempeñada por todo el tribunal, 
convocado al efecto por su presidente; salvo aquellas que la ley 
disponga que se desempeñen por medio de comisiones. 



Digitized by VjOOQ IC 



I 



ORGANIZACIÓN DE LAS CORTKS DK APELACIONES. "¡^ 

COMENTARIO, 
Título IV, 

§ I- 

DE LA ORGANIZACIÓN Y ATRIBUCIONES DE LAS CORTES 

DE APELACIONES 

^mm Primera- 
De la Organización de las Cortes de Apelaciones, 

SUMARIO. —94. Número de Cortes existentes.— 95. ÍBiis distrito-^ jurisdicciona- 
les. — 96. Cambios ocurridos en el terriiorio jurisdiccional de la Corte de 
Sñníiago. — 97. Cambios ocurridos en el distrito jurisdiccional de ííi Corte de 
Concepción.— 9S, Creación de [a Corte de Talca.— 99. Creación de la Corte 
de Iqnkjne. — 100. CreHción de la Corte de Valparaíso.- lor. Las de la Se- 
rena y de Talca no han sufrido cambio.— 103. Primera organización délas 
Cortes, señún la Ley (orgánica.— ro3. Modificaciones posterioras en la de 
Santiago. —104, Nuevo personal y nueva sala en la de Concepción. — 105. 
Personal de las demás Cortes. — to6. Cesación de los antiguos regentes. — 
107. Reglas para el funcionanijento en dos ó más salas-— 108, Requisitos 
para ser ministro de Corte de Apelaciones,— [ 09. Incapacidades para sedo. 

94- Hay seis Cortes de Apelaciones que desempeñan el servicio Ju- 
dicial en todo el territorio de la República. Tres de ellas se declaran 
existentes en el artículo 55 déla Ley de Organización y Atribuciones de 
los Tribunales^ que son las que tienen su asiento en Santiago, en Concep- 
ción y en la Serena, y más tarde se han creado otras tres por leyes pos- 
teriores, qne luego mencionaremos, residentes en Iquiquej en Talca y en 
Valparaíso. 

96- La Corte de Apelaciones de Santiago tiene actualmente por 
distrito jurisdiccional el territorio de las provincias de Santiago, Aconca- 
gua^ O'Higgíns, Colchagua y Curicó, 

La de la Serena el territorio de las provincias de Coquimbo, Ataca* 
ma y departamento de Taltal. 

La de Concepción el territorio de las provincias de Concepción, Bio- 
bío, A rauco, Malleco, Cautín, Valdivia, Llanquihue y Chiloé. 

La de Iquique, hoy residente en Tacna, las de las provincias de Tac- 
na y Arica, Tarapacá y Antofagasta, con exclusión del departamento de 
Taltal 
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La de Talca los de las provincias de Talca, Linares, Maule y Nuble. 
La de Valparaíso los de la provincia de este nombre, de la colonia 
de Magallanes y las islas de Juan Fernández. 

96. La Corte de Apelaciones de Santiago, que primitivamente 
comprendió todo el territorio de la República, sufrió su primera segre- 
gación jurisdiccional con la creación de las Cortes de Concepción y de 
la Serena, dispuesta por la ley de 25 de noviembre de 1845; quedando 
entonces limitada su jurisdicción al territorio central, comprendido entre 
las ríos Choapa y Maule. Su segunda segregación jurisdiccional fué la 
dispuesta por la ley de 28 de julio de 1888, que creó la Corte de Talca, 
y le separó, para someterla á ésta, la provincia que lleva este nombre. La 
tercera segregación vino con la creación de la Corte de Valparaíso, por 
las leyes de 2 de febrero de 1892 y 8 de octubre de 1898, que le separa- 
ron, para darla á la referida Corte, la provincia de Valparaíso, restituyén- 
dosele por la segunda ley la de Aconcagua, que se le había separado por la 
primera. 

97. La Corte de Apelaciones de Concepción fué establecida, como 
la de la Serena, por la ley de 26 de noviembre de 1845, dándosele como 
distrito jurisdiccional las provincias de Concepción, Maule, Valdivia y 
Chiloé, que eran entonces las que comprendían todo el territorio austral 
de la República desde el río Maule al Sur; pero al mismo tiempo se pre- 
vino que la de Chiloé quedase sujeta á la Corte de Santiago mientras el 
Presidente de la República lo creyese conveniente: medida fundada en 
que la comunicación marítima, única posible de esa provincia, era en- 
tonces más fácil y frecuente con Valparaíso que con Talcahuano y Con- 
cepción. Esto duró hasta que el supremo decreto de 1 5 de enero de 
1869 dispuso que empezara á regir sü dependencia legal de la Corte de 
Concepción desde el i.® de marzo de ese año. 

Á medida que iba adelantando la reducción del territorio ocupado 
por los Indígenas y juntamente con eso la población, el comercio y la 
industria de toda esa región austral, fueron creándose en él las provincias 
de Nuble, Llanquihue, Arauco, Biobío, Malleco y Cautín, todos sujetos á 
la referida Corte; como lo estaba todo el territorio de que forman 
parte. 

Vino la Ley de Organización y Atribuciones de los Tribunales, que 
sometió además á la jurisdicción de la misma, en el artículo 55, la colo- 
nia de Magallanes. Pero las primeras reclamaciones que de esa colonia 
vinieron patentizaron á dicho Tribunal que en ellas no había juez de le- 
tras, ni alcaldes, que conociesen en los asuntos civiles de mayor cuantía, 
ni en las criminales por delitos y crímenes, y que todavía los medios de 
comunicación eran mucho más tardíos y eventuales que con el juzgado 
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<ie Valparaíso y con la Corte de Santiago. Hecha la correspondiente re- 
presentación al Supremo Gobierno, éste no tardó en recabar y promul- 
gar la ley de 24 de agosto de 1S76, que sometió aquella colonia á la 
jurisdicción de la Corte de Santiago y de los jueces de letras de Valpa- 
raíso, y creó alcaldes para que se turnasen en el servicio de jueces de 
policía, que tramitasen los asuntos de mayor cuantía con la misma suje^ 
ción al avocamiento de juez de letras dispuesta en el articulo 54 y con 
íacultad de proponer al gobernador los nombramientos de los jueces de 
subdelegacíón y de distrito. Esto duró hasta la ley de 2 de febrero de 
1892, que creando la Curte de Valparaíso sujetó á su jurisdicción la 
referida Colonia de Magallanes, 

93. Entre tanto, las demás provincias del sur crecían considerable- 
mente en población, comercio, industria y en las consiguientes necesi- 
dades del servicio judicial, como sucedía al mismo tiempo en las provin- 
cias vecinas de la región austral. Esto htzo necesaria una nueva Corte^ 
que la ley citada de 28 de julio de 18S8 estableció en Talca, dándole 
como territorio jurisdiccional la provincia de este nombre, separada 
asi de la Corte de Santiago, y las de Linares, Maule y Nuble, que á su 
vez fueron segregadas de la de Concepción. 

99, La Corte de Iquique fué creada con este nombre por la ley de 
15 de noviembre de 1884, la cual sometió á su jurisdicción los territorios 
de Tacna y Arica, mientras estén sometidos á la de Chile, y los de la 
provincia de Tarapacá. 

Pero más tarde la ley de 12 de julio de iSSS, que formó la provin- 
cia de Antofagasta de los tres departamentos de Tocopilla, Antofagasta 
y Taltal, sometió á dicha Corte, que entonces tenía el nombre de Corte 
de Tacna, los dos departamentos de TocopÜIa y Antofagasta, dejando 
el otro departamento, el de Taltal, sujeto como estaba ya á la Corte de 
la Serena, 

Debe advertirse que el cambio de nombre de esta Corte provino de 
de que en la iey de su creación se autorizó al Presidente de la República 
para trasladarla, con acuerdo del Consejo de Estado, á otra localidad de 
los territorios sometidos á su jurisdicción, y que con esa autorización el 
supremo decreto de 12 de septiembre de 1887 la había trasladado á 
Tacna. Después el de iS de abril de 1S91 la hizo volver á Iquique, su pri- 
mitivo asiento, y allí ha funcionado hasta que últimamente, por supremo 
decreto, número 1296, de 33 de abril de 1900, se ha dispuesto que fun" 
cione desde el i." de junio próximo en la ciudad de Tacna. 

100. La Corte de Valparaíso, creada por ley de 2 de febrero de r 892, 
comprendió en su distrito jurisdiccional» segün esa ley, los territorios de 
las provincias de Valparaíso y Aconcagua, de la colonia de Magallanes 
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y las islas de Juan Fernández. Pero, atendido el recargo de su despacho, 
la ley de 8 de octubre de 1898 y la de 14 de enero de 1899, aclaratoria 
de la anterior, le segregaron la provincia de Aconcagua, restituyéndola, 
como queda dicho, á su antigua jurisdicción de la de Santiago. 

101. Las de la Serena y de Talca han continuado con el mismo 
territorio que les dio su primitiva fundación; siendo las ya citadas leyes 
de 26 de noviembre de 1845 y de 28 de julio de 1888 las que respecti- 
vamente han mandado establecerías, como queda ya expresado. 

102. Según el artículo 56, la Corte de Apelaciones de Santiago se 
compone de diez miembros, y la de Concepción y la Serena de cinco 
cada una. 

Cada una de ellas es regida por uno de sus miembros propietarios, 
como presidente durante un año, contado desde el i P de enero, y tur- 
nándose en el desempeño de esas funciones sus miembros por orden de 
antigüedad. Los que no presiden se llaman niinistroSy y tendrán el rango 
y prerrogativa correspondientes á su antigüedad en el servicio. 

La de Santiago se divide, para el despacho de los asuntos judiciales, 
en dos secciones, llamadas primera sala y segunda sala^ sin que esta de- 
nominación establezca preeminencia entre dichas salas (art. 63). Cada 
una es presidida por su miembro más antiguo, y en el primer año del tur- 
no, el presidente miembro más antiguo de cualquiera de ellas será el 
presidente de todo el tribunal. 

Cada una de las Cortes de Apelaciones de Concepción y la Serena 
(arts. 61 y 62) tendrá un relator y un secretario, que serán nombrados y 
ejercerán sus funciones conforme á lo dispuesto en los títulos XV y XVI, 
y dos oficiales de sala encargados del aseo y cuidado de ésta y de cum- 
plir todas las órdenes del tribunal ó su presidente en ejercicio de sus fun- 
ciones. Pero las salas de las de Santiago tendrán cada una los mismos 
empleados con independencia de la otra, con la diferencia de que tendrán 
dos relatores cada una (art. 65). 

103- La ley de 19 de enero de 1889 había dado á la Corte de San- 
tiago quinc^ministros para funcionar, en tres salas, con facultad de divi- 
dirse en cuatro salas cuando lo creyese necesario para mantener corriente 
el despacho, y aumentó á seis el número de sus relatores y oficiales de 
sala. Pero la de 2 de febrero de 1892, por cuanto creó la Corte de Val- 
paraíso, redujo á doce el número de ministros de la de Santiago, para 
funcionar en dos salas, con facultad de dividirse en tres cuando el buen 
servicio lo exigiere, y le dio dos fiscales, cinco relatores, los dos secreta- 
rios que ya tenía y cinco oficiales de sala para su funcionamiento, en 
conformidad á lo dispuesto en el título IV de la Ley Orgánica. En cuanto 
á la presidencia de esta Corte, quedó sin alteración el artículo 3.® de la 
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citada ley de 19 de enero, que dice: « Será desempeñada por turno, con 
arreglo á la !ey de 1 5 de octubre de 1875. — Cada una de Jas saías en que 
no funcione el presidente de la Corte, será presidida por el más antiguo 
de los ministros que la compongan.^ 

104^ Al mismo tiempo, con el ñn de proveer á las necesidades cre- 
cientes de la Corte de Apelaciones de Concepción, que no basto á re^ 
mediar la creación de la Corte de Talca, dispone la ley de 2 de fe 
brero de 1S92, en su articulo 10, que la de Concepción se compondrá en 
lo sucesivo de ocho ministros y se dividirá en dos salas para el despacln j 
de las causas deque debe conocer, y que tendrá un fiscal, el que ya tenia, 
cuatro relatores, dos secretarios y cuatro oficíales de sala. Kl funciona- 
miento en dos salas se conformará á lo dispuesto para la de Santiago en 
el artículo I .^ de diclia ley y en el título IV de la Ley Orgánica de 1 5 de 
octubre de 1875 en cuanto ambas sean compatibles. Aquí debe advertirse 
que el dicho artículo k° de la ley de 1892 dispone que corresponde á la 
Corte arreglar el trabajo de sus fiscales^ relatores y demás empleados 
como lo crea más convenicnÉc al mejor servicio > derogando así el artículí> 
! 2 de la de 1889» que daba esta facultad al presidente del tribunal. 

Más tarde se le dio un segundo fiscal» creándose al mismo tiempo eí 
empleo de escribiente de la fiscalía por la ley de 10 de enero de 1895. 

105. Las Cortes de Apelaciones de Talca y de Valparaíso fueron 
dotadas por las leyes de su creación, que quedan citadas, de cinco minis- 
tros, un fiscal, dos relatores, un secretario, un escribiente del fiscal y 
dos oficiales de sala. 

A la de Iquique, ó de Tacna, le dio la ley de su creación, también 
citada, cinco ministros, un fiscal, un relator, un secretario, un oficial de 
estadística, un auxiliar y solicitador fiscal y un portero. V no habiendo 
ocurrido modificación en la Corte de la Serena, subsiste ésta con los 
cinco ministros y demás funcionarios que le corresponden según la Ley 
Orgánica de Tribunales. 

108. La Ley Orgánica varió el sistema que encontró establecido, 
de que las Cortes de Apelaciones fuesen presididas permanentemente 
por Regentes que no cesaban en sus funciones por períodos determina- 
dos, y en su lugar estableció la presidencia anual por turno entre los 
miembros de la misma Corte. Pero respetando el derecho adquirido por 
los Regentes que existían en esa fecha, conforme al precepto constitu 
cional de ínamovilidad de los magistrados superiores de justicia, estable- 
ció en su artículo 57, que ese turno anual no tuviese tugar mientras per- 
maucciesen en sus respectivos tribunales los que en esa fecha eran 
Regentes de las tres Cortes de Apelaciones existentes, los cuates conti- 
nuarían presidiéndolas. 
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En la actualidad ese estado de cosas [ha cesado enteramente, por 
haber cesado legalmente en sus cargos los tres regentes de aquella fe- 
cha; con lo cual ya no tiene aplicación el referido artículo, y ai se halla 
en completa observancia en todas las Cortes de la República el sistema 
de ser presididas por turno anual de todos sus miembros. 

107. Las reglas que se contienen en los artículos 63, 64 y 66 y en 
teyes posteriores, para las Cortes que funcionan en dos ó más salas, son 
las siguientes: 

1 .a La denominación de primera y de secunda sala no establece 
entre ellas preeminencia alguna; 

2.a Las dos ó las tres salas tendrán la misma jurisdicción, y cada 
una representa á la Corte de Apelaciones en los asuntos que le están 
encomendados; 

3.a Ejercerán la jurisdicción estableciendo un turno anuat para co- 
nocer en los asuntos judiciales que se promuevan durante su turno, de 
los cuales continuarán conociendo hasta su conclusión; 

4.a Cuando se reúnan las dos ó las tres salas ó cuando funcione un 
miembro de una en otra, los que se encuentren reunidos precederán en- 
tre sí por orden de antigüedad; 

5.a Toda función correspondiente á la Corte, que por la ley no esté 
expresamente encomendada á una de las salas, será desempeñada por 
todo el tribunal, convocado al efecto por su presidente; salvo aquellas 
que la ley disponga se desempeñen por medio de comisiones; 

6.a La designación de los ministros que deben componer cada sata, 
según los artículos i.^, 10 y u de la ley de 2 de febrero de 1892, se 
hará por sorteo anual; salvo que la modificación en el número de salas 
exija nuevo sorteo, lo cual se aplica á la de Santiago, que según las 
exigencias del servicio, puede dividirse en dos ó en tres salas; 

7.a Cada sala en que no funcione el Presidente de la Corte, sera 
presidida por el más antiguo de los Ministros que la componen; 

8.a Las tablas que el Presidente de la Corte debe formar semanal* 
mente se distribuirán por sorteo, en audiencia pública, de manera que 
á cada sala corresponda una tabla (artículo 5.0 ley de 19 de enero 
de 1889); 

9.a El Presidente designará los relatores y demás empleados que 
deban servir en cada sala (artículo 1 2 de id.); 

10. A la sala en que funcione el Presidente de la Corte correspon- 
den las providencias de mera sustanciación y la audiencia pública (ar- 
tículo 8.0 de id). 

108. Los requisitos exigidos por el artículo 58 de la Ley Orgánica 
para poder ser miembro de una Corte de Apelaciones han sido modifi- 
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cados por la lei de 19 de enero de 1S89 en cuanto á ta edad y á los años 
de ejercicio de la profesión de abogado ó de desempeño del cargo de 
juez de letras. Segiín ambas leyes, se requiere hoy: 

I ^^ Tener ciudadanía natural ó lega!; 

2.^ Tener treinta y dos años de edad; 

3." Tener el título de abogado; y 

4,^ Haber ejercido por doce años la profesión, ó servido por seis 
años un juagado de departamento, ó por cuatro uno de capital de pro- 
vincia, ó dos años uno de asiento de Corte. 

El articulo primitivo de la Ley Orgánica exigjía veintiocho años de 
edad y haber ejercido seis años la profesión de abogado. 

109. No pueden ser miembros de una Corte de Apelaciones» se- 
giln [os artículos 59 y 60, los que no pueden ser jueces de letras, que, 
según lo dicho en el artículo 41, son los siguientes: 

I ° Los sordos, los mudos, los ciegos y los entredichos por causa 
de demencia ó prodigalidad; 

2^^ Los fallidos; 

3.*^ Los que se hallaren procesados por crimen ó simple delito; 

4.^ Los que hubieren sido condenados por crimen ó simple delito; 
excepto si el delito hubiere sido contra la seguridad ulterior del Estado; 

J.^ Los que hubieren desempeñado los cargos (según la ley de 31 
de agosto de i8to) de Presidente de la República, Ministros de Estado, 
Intendentes de provincia. Gobernadores de departamento ó secretarios de 
Intendencia, sino tres años después de haber desempeñado esas fun- 
ciones- 

6." Los que tengan parentesco de consanguinidad ó afinidad en 
hnea recta ó de colaterales dentro del cuarto grado de consanguinidad 
ó segundo de afinidad con alguno de los miembros de la misma Corte, 
según el artículo 60, ó con alguno de los miembros de la Corte Supre- 
ma» según la ley de 31 de diciembre de 1889, 
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Continuación del Título IV. § L 
De la Organización y Atribuciones de las Cortes de Apelaciones. 

Art. 67. 

Las Cortes de Apelaciones conocerán: 

I.** En segunda instancia, de las causas civiles y criminales 
de que conocieren en primera los juepes de letras de su respec- 
tivo distrito; 

2.** En única instancia, de los recursos de casación que se in- 
terpusieren contra las sentencias pronunciadas por los mismos 
jueces de letras; 

3.^ En primera instancia, de las causas civiles ó criminales 
en que sean parte ó tengan interés el Presidente de la Repilblica, 
los Ministros de Estado, los Intendentes de provincia y Gober- 
nadores de departamento, los agentes diplomáticos chilenos, los 
Ministros diplomáticos acreditados con el Gobierno de la Re- 
pública ó en tránsito por su territorio; el Arzobispo, los Obis- 
pos, los vicarios generales, los provisores y los vicarios capitu- 
lares; y de las acusaciones 6 demandas civiles que se entablaren 
contra los jueces de letras para hacer efectiva la responsabili- 
dad criminal ó civil resultante del ejercicio de sus funciones 
ministeriales. 

Art. 68. 

Corresponde á las Cortes Apelaciones mantener la disci- 
plina judicial en todo el distrito de su respectiva jurisdicción, 
velando inmediatamente la conducta ministerial de los jueces de 
letras y haciendo cumplir todos los deberes que las leyes les 
imponen. ^ 

Art. 69. 

En virtud de la atribución de que habla el artículo ante- 
rior, las Cortes de Apelaciones oirán y despacharán sumaria- 
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mente y sin forma de juicio las quejas que las partes agraviadas 
interpusieren contra los jueces de letras por cualesquiera faltas y 
abusos que cometieren en el ejercicio de sus funcioneSp y 
dictarán, con previa audiencia del juez respectivo, las medidas 
convenientes para poner pronto remedio al mal que motivare la 
queja* 

Art. 70, 

Las faltas ó abusos de que habla el artículo anterior podrán 
corregirlos las Cortes de Apelaciones por uno ó más de ios me- 
dios siguientes: 

I,' Amonestación privada; 

2,"* Censura por escrito; 

3," Pago de costas; 

4." Multa que no exceda de doscientos pesos* 

Lo dicho en este artículo se entiende sólo respecto de aque- 
lias faltas ó abusos que las leyes no califiquen de crimen ó sim- 
ple delito- 

Akt, 7 1 . 

Pueden las Cortes de Apelaciones ejercer de oficio las fa- 
cultades que se les confieren por los dos artículos anteriores, 

Art. 72, 

Corresponde también á las Cortes de Apelaciones hacer^ 
para el departamento en que tuvieren su residencia, las desig- 
naciones de abogados» procuradores y receptores de turno para 
pobres de que tratan los incisos 3.'' y 4.*^ del artículo 42. 

Art, 73. 

Para la represión y castigo de las faltas que se cometieren 
ante las Cortes de Apelaciones, mientras ejercen sus funciones, 
podrán emplear alguno de los medios siguientes: 
5 



Digitized by 



Google 



82 * TÍT. IV, § L 

I."" Amonestación privada; 
2.** Censura por escrito; 
3.** Multa que no exceda de cien pesos; 
4.** Arresto que no exceda de ocho días; 
Este arresto será siempre conmutable en multa, en propor- 
ción de veinticinco pesos por cada día. 

Art. 74* 

Si en las faltas de que habla el artículo anterior incurrieren 
los abogados, podrán también ser castigados con una suspen- 
sión del ejercicio de la profesión por un término que no exceda 
de dos meses y extensiva á todo el territorio de la República. 

Art. 75, 

Es aplicable á las faltas ó abusos que los ministros de las 
Cortes de Apelaciones cometan en el ejercicio de sus funciones 
la disposición del artículo 70. 

Art. 76. 

La conducta ministerial de los relatores, secretarios, nota- 
rios, conservadores, archiveros, procuradores y receptores se 
halla bajo la vigilancia de las Cortes de Apelaciones, quienes 
podrán imponer á dichos funcionarios, procediendo de plano, 
las penas correccionales que se especifican en los artículos 70 
y 73, y á más la de suspensión hasta por sesenta días de sus 
respectivos empleos ú oficios, siempre que la prudencia y la 
necesidad de mantener la disciplina as! lo exigieren* 

Art. 77. 

Las Cortes de Apelaciones deberán hacer cada cinco años, 
por medio de uno de sus miembros comisionado al efecto por 
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el mismo tribunal, una visita en todos los juzgados de letras 
del distrito de su jurisdicción, con el objeto de inspeccionar y 
vigilar de cerca la marcha de la administración de justicia en 
cada uno de ellos. 

El ministro visitador procurará informarse por cuantos 
medios conceptúe prudentes de la conducta ministerial de los 
jueces de letras, notarios, secretarios y demás personas que 
ejerzan funciones concernientes á la administración de justicia 
en cada departamento visitado, examinando los archivos y 
recogiendo cuantos datos crea conducentes al objeto de su 
visita. 

Oirá las quejas que las partes agraviadas interpusieren 
contra cualquiera de los indicados funcionarios, y expedirá sus 
resoluciones sin forma de juicio, bien sea absolviéndolos ó bien 
corrigiéndolos prudentemente cuando notare que han incurri- 
do en algún abuso. 

El Presidente de la República podrá decretar visitas ex- 
traordinarias en uno ó más juzgados, cuando lo creyere con- 
veniente. 

Art. 78. 

Para la corrección de que habla el artículo que precede ^ 
podrá usar el ministro visitador de las facultades que corres- 
ponden á las Cortes de Apelaciones por los artículos 70 y 76* 

Art. 79. 

Terminada la visita» el ministro que la hubiere practicada 
dará al tribunal cuenta por escrito de todo lo que hubiere no- 
tado con ocasión de ella, particularizando el juicio que haya 
formado sobre el estado de la administración de justicia en 
cada departamento, las medidas que haya dictado en uso 
de sus atribuciones, las corruptelas ó abusos que hubiere ad- 
vertido, los medios que á su juicio convenga emplear para ex- 
tirparlos^ y en general, todo lo que bajo cualquier aspecto pue- 
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da contribuir á ilustrar al tribunal sobre la marcha de la 
administración de justicia y sobre las mejoras que en ella sea 
conveniente introducir. 

Akt. 8o. 

Las medidas que dictare el ministro visitador se ejecutarán 
desde luego; pero podrán ser enmendadas 6 revocadas por 
el tribunal, si así lo juzgare prudente después de tomar cono- 
cimiento de los hechos. 

AkT. 8i. 

Las Cortes de Apelaciones, en vista de las actas de visita 
y de los estados bimestrales que deben pasarles los jueces de 
letras con arreglo á lo dispuesto por el artículo 5 1 , podrán, sin 
perjuicio de lo dispuesto por el artículo 76, dictar las medidas 
generales que sean menester para el recto desempeño de las 
funciones de los procuradores, notarios y demás personas que 
presten sus servicios en la administración de justicia y se hallen 
sujetas á su autoridad. 

Podrán asimismo dictar las medidas necesarias para la 
represión de las faltas ó abusos que se cometan en los lugares 
de detención, ó dar cuenta de ellos á la Corte Suprema. 

Deberán, por último, activar el despacho de las causas 
sometidas al conocimiento de dichos funcionarios; y- podrán 
hacerse dar cuenta, con la frecuencia que consideren conve- 
niente, de la marcha de alguna determinada causa, siempre 
que haya motivos especiales que así lo aconsejen. 

Art. 82. 

Las Cortes de Apelaciones tendrán diariamente una au- 
diencia pública para despachar las providencias de mera sus- 
tanciación de los procesos y oir las quejas que alguien quiera 
interponer contra los subalternos dependientes de ellas. 
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Art. 83. 

Durante los días feriados deberá permanecer en el lugar 
de la residencia de cada CorEe de Apelaciones uno de sus mi- 
nistros, á cuyo cargo estará la tramitación de las causas crimi- 
nales pendientes en el tribunal y la de toda causa urgente. 

Los ministros del tribunal se turnarán anualmente en el 
desempeño de este cargo. 

El ministro que ejerciere este cargo tendrá la facultad de 
convocar extraordinariamente al tribunal, siempre que algim 
asunto urgente y grave así lo exija. 



COMENTARIO. 

SefeíAn Segunda. 

Dé las Airibucionts de ¿as Caries de Apelacioíies, 

SUMARIO, — no. Jurisdicción conten ciosa y uü contenciosa de las Cortes de 
Apelacíoneis.— itr. Observación relativa h las causas criminales y A las de 
hacienda* — 1 1 2. Observación relativa á las personas y causas de fuero privi» 
ie^iado. — fi^. Id sobre los asiinlos no contenciosos. — 114. íd^obre las cau- 
sas de la Corte Marcial. — 115* Id sobre los asuntos de competencia y de re- 
cusación.^ 1 16 5e deducen cuatro números más que agregar al articulo 67. 

110. Las Corteí* de Apelaciones conocerán (artículo 67): 

i,*' En segunda itistanda^ de las causas civiles y criminales de que 
conocieren en primera los jueces de letras de su respectivo distrito; 

2.** En -knica hutmwiay de los recursos de casación que se interpu- 
sieren contra las sentencias pronunciadas por los mismos jueces de Jetraa; 

3.*^ En prvfiera insfaficta^ de lais causas civiles ó criminales en que 
sean parte ó tengan interés: 

El Presidente de la República; 

Los Ministros de Estado; 

Los Intendentes de provincia y Gobernadores de departamento; 

Los Agentes diplomáticos chilenos; 
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Los Ministros diplomáticos acreditados con el Gobierno de la Re 
publica ó en tránsito por su territorio; 

El Arzobispo, los Obispos, los Vicarios generales, los Provisores y 
los Vicarios capitulares; y 

De las acusaciones ó demandas civiles que se. entablaren contra los 
jueces de letras para hacer efectiva la responsabilidad criminal ó civil 
resultante del ejercicio de sus funciones. En igual caso se encuentran 
los miembros de la Corte de Cuentas, según el artículo 39 de la ley de 
20 de enero de 1888, que se compone de un presidente, tres ministros, 
un fiscal letrado, un relator-secretario, según el artículo 2/* de la misma, 
y un secretario, según la ley de 18 de diciembre de 1893* 

Son dignas de mencionarse las siguientes observaciones: 

111. Observación primera, — Antes de la Ley de Organización y 
Atribuciones de los Tribunales no conocía la Corte de Apelaciones de 
Santiago de las causas criminales, ni ella y las de Concepción y la Se- 
rena conocían de las causas de hacienda. No habiendo el afto 1835 más 
Cortes que la Suprema y la de Apelaciones de SantiagOj se dictó la ley 
de 22 de abril de aquel año, con el objeto de distribuir proporcional - 
mente entre ellas el despacho de todos los juicios, que comprendían el 
servicio judicial de toda la República. Dispuso, pues, esa ley que por 
entonces y mientras se dictaba la Ley de Organización de Tribunales. 
la Corte Suprema conociese de todos los procesos criminales y negocios 
de hacienda, de que por apelación ó cualquier otro recurso debiese cono- 
cer la de Apelaciones; exceptuando los criminales de que ésta conocía 
como Corte Marcial, que eran los procesos militares. Con lo cvial quedó 
conociendo la de Apelaciones, á más de las causas del fuero militar» de 
las civiles del fuero común, y de los fueros especiales de minas y de 
comercio, en segunda instancia. 

Cuando se dictó después la ley de 26 de noviembre de 1845, que 
creó las Cortes de Concepción y de la Serena, se les sometió, junto con 
el conocimiento de las causas civiles y militares que naturalmente les 
correspondía dentro de su respectivo distrito jurisdiccional, el de las 
criminales, pero no las de hacienda; pues que se dejó vigente sobre es- 
tas últimas la ley de 22 de abril de 1835. En consecuencia» quedó siem- 
pre la Corte de Santiago inhibida de conocer en las causas criminales 
y de hacienda de su respectivo distrito, y las de la Serena y Concepción 
conociendo de las criminales, pero inhibidas también de las de hacienda; 
porque siguió conociendo en todas las mencionadas la Corte Suprema. 

Este estado de cosas fué variado en parte por ei artículo 67 de la 
Ley Orgánica; pues que hizo general á todas las Cortes de Apelaciones 
el conocimiento de todas las causas civiles y crifninales: con lo cual ha- 
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bría quedado inhibida ya la Corte Suprema de conocer en las criminales 
de! territorio de la Corte de Santiago. 

Pero no fué así, porque en e! artículo L^ transitorio de la ley de 13 
de octubre de 1S75 se dispuso que continuase conociendo, como entotí- 
ees lo hacía, de todos los negocios de hacienda y de los criminales de 
la jurisdicción de Santiago hasta que comenzase á regir ei Código de 
Enjuiciamiento ClvlL Como este Código no se ha dictado, continuó co- 
nociendo de las de hacisiida de toda la República y de las criminales de 
!a Corte de Apelaciones de Santiago, hasta que la ley de 1889 vino á 
someter a ésta las criminales que le correspondían en segiintla instancia, 

lis. Observación segunda.— Kn la enumeración que hace el núme- 
ro 3.*^ de las personas sobre cuyas causas conocen las Cortes de Apela- 
ciones en primera instancia, conviene tener presente que esto constituye 
un fuero privilegiado personal, por cuanto, como queda dicho (número 69), 
todas estas personas son exceptuadas del fuero común que somete á toda 
clase de personas á la jurisdicción ordinaria de los jueces de letras y de 
los jueces inferiores según la cuantía del negocio. Debe advertirse también 
que eJ Código vigente de Minería, ley especial y posterior á nuestra Ley 
Orgánica, preceptúa en su artículo 1 49, relativo á los jueces, que no hay 
fuero privilegiado en los juicios sobre descubrimientos, pertenencias, 
mensuras y todo reclamo de derecho concedido [lor ese Código, En 
consecuencia, el número 3.° citado sólo puede referirse en lo civil, a íos 
asuntos de los fueros ordinario, de hacienda y ú^ comercio, mas no a 
los de minas, por conocer en elíos el juez de letras. 

113 Observación tercera. — -Siendo posible que las resoluciones dic- 
tadas en los asuntas na cúnienciosas ^ deferidos todos por la ley á los jueces 
de letras, den lugar al recurso de apelación, deben entenderse compren- 
didos dichos asuntos en los sometidos al conocimiento de estas Cortes 
en secunda instancia. 

114' Observación cuarta ^ — Las Cortes de Apelaciones, según el ti- 
tulo 79 de la Ordenanza General del Ejército, constituyen las Cortes Mar- 
ciales, á quienes incumbe conocer en segunda instancia de las apelacio- 
nes interpuestas contra las sentencias de los Consejos de guerra ordinarios 
y de oficiales generales y de los Comandantes generales de armas y de 
las consultas de las primeras. Aunque para este efecto se completaba su ' 
personal con dos vocales más, que debían ser generales ó coroneles, la 
ley de 26 de julio de 1S66 suprimió estos dos jueces especíales, junta- 
mente con los que completaban las mismas Cortes para las causas de co- 
mercio» de minas y de hacienda, y dispuso que dichas Cortes procediesen 
sin ellos en el conocimiento de las causas de dichos fueros, como en las 
demás del fuero común. Y no habiendo esta ley hecho alteración en la 
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facultad de conocer en segunda instancia sobre todos estos negocios es* 
peciales, está en vigor la disposición antes citada de la Ordenanza Gene- 
ral del Ejército con relación á las causas del fuero militar. 

115. Observación quinta. — En los artículos 254 y 259 ^e contieneo 
otros dos casos en que las Cortes de Apelaciones conocen tu única ins- 
tancia^ que son las competencias de jueces de letras suscitadas entre sí, ó 
bien entre éstos y los de las subdelegaciones, y las recusaciones de los 
primeros. Sobre las recusaciones de uno ó más miembros de la Corte 
Suprema conoce la Corte de Apelaciones de Santiago. 

116- De lo expuesto en las dos últimas observaciones se deduce; que 
para completar el artículo óy pueden agregarse á los tres números que ex- 
presan la jurisdicción contenciosa y la no contenciosa de las Cortes de 
Apelaciones otros cuatro, que son: 

4.0 En segiüida ijistancia de los recursos entablados contra las sen- 
tencias pronunciadas por los Comandantes generales de armas ó por los 
Consejos de guerra ordinarios ó de oficiales generales; 

5.0 También en segunda instancia y reunida en sala plena, de las 
sentencias que, conforme al artículo 116, pronunciare el Presidente de Ja 
misma en las causas civiles ó criminales seguidas contra uno ó más mi- 
nistros de la Corte Suprema para hacer efectiva su responsabilidad por 
sus actos funcionarios; 

6.0 E?í iinica instancia de las competencias suscitadas entre dos jue- 
ces de letras ó entre un juez de letras y uno de subdelegación ó de distrito 
de su dependencia; y 

7.0 También en única instancia de las recusaciones de los jueces de 
letras de su territorio jurisdiccional. Y asimismo, como atribución especial 
de la de Santiago, acerca de las recusaciones de uno ó más miembros de 
la Corte Suprema. 

S(H^ión Tercera. 
De las atribuciones de las Cortes de Apelaciones (continuación)- 

SUMARIO. — 117. Jurisdicción tuitiva de las Cortes de Apelaciones,^! 1 8. /uris^ 
dicción disciplinaria de las mismas: i.° En la Sala en que ejercen sus funcio- 
nes. — 119. En segundo lugar, velando la conducta funcionaría de los jueces 
de letras. — 120. Medidas correctivas que pueden emplear, extensivas á sus 
propios miembros. — 121. Igual corrección pueden aplicar á los demAs fun- 
cionarios. —122. Visitas ordinarias á los juzgados de letras, conducentes á 
este fin.— 123. Las medidas que en ellas se tomen pueden modificarse por la 
Ckírte. — 124. Visitas extraordinarias a dichos juzgados. Casos en que se orde- 
nan.->i25. Facultades del ministro visitador.— 126. Duración de estas visitas y 
cuenta que de ellas debe darse. — 127. Examen bimestral de documentos esta- 
dísticos y medidas que en él pueden tomarse. — 128. Otro medio conducente 
es la audiencia pública.— 129. Despacho en los días feriados por un ministro. 

117. Corresponde á las Cortes de Apelaciones (art. 72) hacer» en los 
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departamentos en que tuvieren su residencia, las designaciones de aboga- 
dos, procuradores y receptores de turno para pobres, de que tratan los 
incisos 3.<* y 4.0 del artículo 42, 

118* Para mantener la disciplina judicial con relación á los litigantes 
y abogados, á los jueces, funcionarios judiciales y ministros de fe de su 
dependencia, se hallan revestidas de facultades correctivas, económicas y 
directivas, tanto más necesarias en las Cortes de Apelaciones, cuanto 
mayor es el numero de funcionarios que pueden incurrir en abusos y ma- 
yores también los perjuicios que pueden irrogarse con tales faltas. 

En primer lugar se presenta la represión y castigo de las faltas que 
se cometieren ante ellas mientras ejercen sus funciones, y para ello, según 
Jos artículos 73 y 74^ podrán emplear alguno de los medios siguientes: 

IP Amonestación privada; 

2,^ Censura por escrito; 

3.** Mufta que no exceda de cien pesos; 

4.*^ Arresto que no exceda de ocho días; siendo conmutable en muí* 
ta, en proporción de veinticinco pesos por cada día; y 

5,*^ Suspensión del ejercicio de la profesión, si fueren abogados los 
que incurrieren en estas faltas, por un término que no exceda de dos me- 
ses y extensiva á todo el territorio de la República. 

Puede notarse que ta multa, el arresto y la suspensión son el doble 
de las que pueden imponer los jueces de letras. 

119- E^ segitndü lugar ^ es de la mayor importancia el poder velar 
inmediatamente la conducía ministerial de los jueces de letras, é inducir- 
los á cumplir todos los deberes que las leyes les imponen. Con este fin, 
las autorizan los artículos 68 y 69 para oir y despachar, sumariamente 
y sin forma de juicio, pero con previa audiencia del juez respectivo, tas 
quejas que las partes agraviadas interpusieren contra los jueces de letras, 
por cualesquiera faltas y abusos que cometieren en el ejercicio de sus fun- 
ciones; y dictarán, agrega el artículo 70, las medidas convenientes para 
poner pronto remedio al mal que motivare la queja. 

120. Podrán corregir tales faltas ó abusos por uno ó más de los me- 
dios siguientes: 

í P Amonestación privada; 

2.0 Censura por escrito; 

3.** Pago de costas; y 

4,^ Multa que no exceda de doscientos pesos. Entendiéndose que 
esto no se aplica á faltas ó abusos que las leyes caüfican de delitos ó crí- 
menes (art. 70), y que en el ejercicio de estas facultades pueden pro- 
ceder de oficio (art* 71). 

Esto es también aplicable á las faltas ó abusos que los ministros de 
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las Cortes de Apelaciones cometan en el ejercicio de sus funciones, según 
el artículo 75. 

121. En tercer lugar, es indispensable que la misma vigilancia y^ co- 
rrección que pueden y deben ejercer con los jueces de letras, las ejerzan 
de igual modo sobre la conducta ministerial de loa relatores, secretarios, 
notarios, conservadores, archiveros, procuradores y receptores; y en efecto, 
el artículo ^& los autoriza para ejercerlas y para que puedan imponer á 
estos funcionarios, procediendo de plano y con su previa audiencia» las 
penas correccionales indicadas, ya las del artículo 73 para los litigantes» 
ya las del artículo 70 para los jueces, esto es: 

I .<> Amonestación privada; 

2.0 Censura por escrito; 

3.0 Pago de costas; 

4.0 Multa que no exceda de doscientos pesoi^; 

5.0 Arresto que no exceda de ocho días, conmutable en veinticinco 
pesos por cada día; y 

6p Suspensión hasta por sesenta días de sus respectivos empleos ú 
oficios, según exigieren la prudencia y la necesidad de mantener la dis- 
ciplina. Entiéndese también que esto sólo se aplica á las faltas ó abusos 
que no constituyen delito ó crimen. 

122. Eit cuarto lugar, como medio conducente a la más oportuna 
corrección y vigilancia de que acaba de hablarse, el artículo 77 impone 
á las Cortes de Apelaciones el deber de hacer, por comisión conferida a 
uno de sus ministros, una visita en todos los juzgados de letras de su dis 
trito jurisdiccional; lo cual debe realizarse cada cinco años. 

El ministro visitador procurará informarse de la conducta mintste^ 
rial de los jueces de letras, notarios, secretarios y demás personas que 
ejercea funciones concernientes á la administración de justicia en cada de- 
partamento visitado, examinando los archivos y recogiendo cuantos da^ 
tos y medios de prudencia crea conducentes al objeto de su visita. 

Oirá las quejas que las partes agraviadas interpusiercu contra cua- 
lesquiera de los indicados funcionarios, y expedirá sus resoluciones sin 
forma de juicio, ya sea absolviéndolos, ó bien corrigiéndolos prudente- 
mente, cuando notare que han incurrido en algiVn abuso, con alguna de 
las medidas autorizadas por los artículos 70, 73 y 76, que son las expre 
sadas en el número 121 precedente, para que puedan aplicarse por las 
Cortes de Apelaciones (art. 78). 

123. El ministro visitador dará cuenta por escrito al tribunal, una 
vez terminada la visita, de lo que hubiere notado con ocasión de ella» 
particularizando las corruptelas ó abusos que hubiere advertido, las me- 
didas que hubiere adoptado en uso de sus atribuciones, los medios que i 



Digitized by 



Google 



ATRIBUCIONES DE LAS CORTES DE APELACIONES. 91 

SU juicio convenga emplear para extirpar aquellos y cuanto pueda ilustrar 
al tribunal sobre la marcha de la administración de justicia y sobre 
las mejoras que convenga introducir. Pues debe advertirse que las me- 
didas dictadas por el ministro visitador, si bien deben ejecutarse desde 
luego (art So), pueden ser enmendadas ó revocadas por el tribunal, si así 
lo Juzgare prudente, después de tomar conocimiento de los hechos. 

134' El Presidente de la República (art. 77) podrá decretar visitas 
extraordinarias á uno ó más juzgados cuando lo creyere conveniente. 

Mas, para circunstancias especiales, que pueden ocurrir dentro del 
periodo de cinco anos en que deben practicarse Jas visitas ordinarias, la 
ley de 4 de julio de ¡893 prescribe que los Tribunales Superiores de Jus- 
ticia decreten también visitas extraordinarias por medio de alguno de sus 
ministros, á los juzgados de su respectiva jurisdicción, siempre que el 
mejor servicio judicial lo exigiere, especialmente en los casos siguientes: 

I,*' Cuando se trata de investigar hechos ó pesquisar delitos que 
puedan afectar las relaciones internacionales de la República y de los que 
corresponda conocer y juzgar á tos Tribunales de Justicia; 

2." Cuando se trate de investigar ó juzgar crímenes ó delitos que 
produzcan alarma pública y exijan pronta represión por su gravedad y 
perjudiciales consecuencias; y 

3," Siempre que sea necesario investigar hechos que afecten a la 
conducta de los jueces en el ejercicio de sus funciones y cuando hubiere 
retardo notable en el despacho de los asuntos sometidos al conocimiento 
de dichos jueces. 

135. Las facultades del ministro en visita serán las de un juez de 
primera instancia, y contra sus resoluciones en los procesos que formare 
podran deducirse los recursos legales como si se dictaren por el juez de 
letras del departamento. 

Tendrá también bs atribuciones disciplinarias que la ley de Tribu- 
nales confiere á los visitadores y que la Corte, al decretar ía visita, expre- 
sando el objeto ú objetos determinados de ella, le autorizare para ejercer 
en el juzgado en que ésta se practica , 

Y se avocará el conocimiento de las causas que el tribunal le desig- 
nare para que las despache, quedando todas las demás á cargo del juez 
de letras del departamento (art. j.*^ de dicha ley.) 

126- Las Cortes señalarán el tiempo de duración de la visita, podrán 
prorrogarlo ó restringirlo» y conferir a otro ministro el cargo de conti- 
nuarla (art. 4,"), siempre que así lo estimaren conveniente. 

El ministro visitador dará cuenta de su visita siempre que lo exija 
el tribunal, ó á lo menos mensualmente. Y una vez terminada, informará 
sobre lo hecho en ella j y la Corte lo avisará al Presidente de la República. 
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Si hubiere sido decretada por la Corte Suprema, la de Apelaciones 
á que se hubiere insinuado, requerido, ü ordenado que constituya en visita 
á alguno de sus miembros, dará cuenta también á dicha Corte Suprema 
del informe del visitador. 

Y cuando la Corte Suprema constituye en visita á alguno de sus 
ministros, lo que sólo podrá hacer en negocios de su competencia, dará 
conocimiento del informe del visitador al Presidente de la República para 
los fines que corresponda (artículo 5.®). 

127. En sexto higar, pueden ejercer las Cortes esta jurisdicción dis- 
ciplinaria sobre los jueces de letras y funcionarios judiciales con ocasión 
de los documentos estadísticos que los referidos jueces deben remitirles 
y que ellas tienen el deber de examinar periódicamente. 

Conducen á este fin las actas de visitas de cárceles y de archivos 
públicos y las listas de causas civiles y criminales falladas y en tramita- 
ción que, según el artículo 51, deben los jueces remitirles, semanalmen- 
te las primeras y bimestralmente las demás. En vista de ellas, para lo 
cual acostumbran las Cortes, reunidas con todos sus miembros, hacer 
cada dos meses un examen especial, podrán: 

1 .0 Aplicar las medidas correccionales que en los números 1 20 y 
1 2 1 quedan expresadas; 

2.0 Dictar, como dice el artículo 81, las medidas generales que 
sean menester para el recto desempeño de las funciones de los procura- 
dores, notarios y demás ministros de fe y personas que prestan sus ser- 
vicios en la administración de justicia y que se hallan sujetas á su auto- 
ridad; 

IP Dictar asimismo las medidas necesarias para la represión de las 
faltas ó abusos que se cometan en los lugares de detención, ó dar cuen- 
ta de ellas á la Corte Suprema; 

4.0 Activar el despacho de las causas (deberá ^k dice en este lugar 
el artículo 81) sometidas al conocimiento de dichos funcíonaríosp y 

5.0 Hacerse dar cuenta, con la frecuencia que crean conveniente, 
de la marcha de alguna causa determinada, siempre que hallen motivos 
especiales que así lo aconsejen. 

128. Últimamente, la audiencia pública que el articulo 82 ordena 
que las Cortes de Apelaciones tengan diariamente , para despachar las 
providencias de mera sustaticiación de los procesos, es también una oca- 
sión que les facilita el oportuno ejercicio de esta jurisdicción disciplina 
ría; puesto que, según dispone el mismo artículo, otro de los objetos de 
esa audiencia pública es oir las quejas que alguien quiera interponer con* 
tra los subalternos que de ellas dependen. 

189- A fin de que el descanso de los días feriados no irrogue per- 
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juicios €ti los procesos de pronta tramitación, dispone el artículo 83 que 
durante esos días deberá permanecer en el lugar de la residencia de cada 
Corte de Apelaciones uno de sus ministros; y que éste tramite las causas 
criminales pendientes ante ella y las civiles urjentes. Dispone asimismo 
que en ese cargo se turnarán anualmente todos sus ministros, y que el 
que lo ejerza convocará extraordinariamente al tribunal, siempre que 
algün asunto urgente y grave así lo exija. 



I 11 DBL TÍTULO IV, 

De los acuerdos de ¿as Caries de Apelaciones. 

Art. 84. 

Para que una Corte de Apelaciohes pueda ejercer las fun- 
ciones que le corresponden, se requiere la concurrencia, por lo 
menos, de tres de sus miembros, salvo los casos en que la ley 
disponga otra cosa. 

Las funciones propias de la Corte de Apelaciones de San- 
tiago y que no estén encomendadas exclusivamente á una de 
sus salas, se ejercerán con la concurrencia de siete de sus 
miembros por lo menos, 

Art. 85. 

Para dictar las providencias de mera sustanctación de los 
procesos bastará un solo ministro* 

Se entienden por providencias de mera sustanciación las 
que tienen por objeto dar curso progresivo á los *autos» sin 
decidir Tai prejuzgar ninguna cuestión debatida entre partes. 

Akt. Só, 

Para ver en definitiva una causa civil sobre cosa cuyo va- 
lor exceda de diez mil pesos, ó una causa criminal sobre delito 
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que el Código Penal castigue con pena aflictiva, se requiere la 
concurrencia de cuatro jueces por lo menos. 

Art. 87. 

Todo acuerdo de una Corte de Apelaciones se constituye 
por los votos uniformes de la mayoría absoluta de los miem* 
bros concurrentes. 

Sin embargo, en las causas criminales, en caso de empate, 
formará resolución la opinión más favorable al acusado; bien 
entendido que esta opinión ha de ser uniforme* 

Art. 88. 

No podrán tomar parte en ningún acuerdo de las Cortes 
de Apelaciones los que no hubieren concurrido como jueces 
á la vista del negocio. 

Art. 89. 

Tampoco podrá dejar de intervenir en el acuerdo ninguno 
de los jueces que hubieren concurrido como tales á la vista de! 
negocio, salvo los casos de los artículos siguientes. 

Art. 90. 

Si antes del acuerdo falleciere ó fuere destituido de su em- 
pleo ó suspendido en el ejercicio de sus funciones alguno de 
los jueces -que concurrieron ala vista, se procederá á ver de 
nuevo el negocio como si no hubiera sido a isto anteriormente* 

Art. 91. 

Si antes del acuerdo se imposibilitare por enfermedad al- 
guno de los jueces que concurrieron á la vista del negocio, se 
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esperará hasta por treinta días su comparecencia al tribunal; 
y si transcurrido este término no pudiere comparecer personal- 
mente, se verá de nuevo el negocio. 

Podrá también en el caso expresado en el inciso preceden- 
te verse de nuevo el negocio antes de la expiración del plazo 
indicado, si todos los interesados en él convinieren. 

Art. 92. 

Si antes del acuerdo obtuviere jubilación alguno de los 
jueces que concurrieron á la vista del negocio, se procederá á 
verlo de nuevo, caso que el juez jubilado no esté, á juicio del 
tribunal, en aptitud de tomar parte en el debate. 

Art. 93. 

Los jueces temporalmente licenciados ó separados de su 
destino por renuncia admitida por el Presidente de la Repúbli- 
ca, quedan sujetos á la obligación que les impone el artículo 
89, á menos que se encuentren en la imposibilidad de que 
trata el artículo 91. 

Art. 94. 

Las Cortes de Apelaciones celebrarán sus acuerdos priva- 
damente. 

Lo cual no obsta para que llamen á ellos á los relatores 
siempre que lo estimen necesario. 

Art. 95. 

I." En las sentencias definitivas ó interlocutorias que pro- 
nunciaren los tribunales colegiados, se expresará nominalmente 
qué miembros han concurrido con su voto á formar sentencia 
y qué miembros han sostenido opinión contraria. 
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2."* Habrá en cada tribunal colegiado un Hbro, denomina- 
do de acuerdos, en el cual los miembros que no opinaren como 
la mayoría deberán exponer y fundar su voto particular en los 
asuntos en que hubiere conocido el tribunal* 

Podrán también consignar las razones especiales que algún 
miembro de la mayoría haya tenido para formar sentencia, y 
que no se hubieren insertado en ella. 

Este libro quedará en la secretaría y podrá ser consultado 
por cualquiera que muestre interés en ello. 

3."* El voto y fundamentos de que se trata en el inciso pre- 
cedente se publicarán en la Gaceta de los Tribunales á conti- 
nuación de la sentencia á que se refieren. 

Art. 96. 

En los acuerdos de las Cortes de Apelaciones dará primero 
su voto el ministro menos antiguo, y seguirán á su vez dando 
el suyo los demás miembros por orden inverso al de su antigüe- 
dad. El último voto será el del presidente. 

AuT. 97. 

Si alguno de los miembros del tribunal hiciere presente que 
necesita estudiar con más detenimiento el asunto que se vsl á 
fallar y pidiere que se suspenda el debate hasta que él haya lle- 
gado á adquirir las luces suficientes para poder dar su voto, el 
presidente lo mandará así y señalará un término que no exceda 
de quince días para que se proceda á la discusión y al acuerdo. 

Art. 98. 

Cada Corte de Apelaciones deberá llevar un libro copiador 
de las sentencias definitivas é interlocutorias, otro para consig- 
nar los acuerdos que el tribunal celebrare en asuntos adminis- 
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trativos y las diligencias de los juramentos que tome el presidente 
con arreglo al artículo 141 y los demás que sean necesarios- 
La Corte de Apelaciones de Santiago tendrá sus respectivos 
libros para cada sala y para todo el tribunal. 



COMENTARIO- 

HafdAn Cuarta, 

De los acuerdos de las Cortes de Apelaciones. 

SLTMARIO. — 130. Las reglas relativas á los acuerdos pertenecen ¿ la ley de pro- 
cedimientos; perü no es inoportuno estudiarlas aquí. — 15T. Se enumernn 
las quince regías contenidas en este párrafo de la Ley Orgánica. — 132, Co- 
rrección al articulo 93.— 133* Se enumeran otras nueve reglas que por conte- 
nerse en leyes especiales deben agregarse., 

130. El presente párrafo nos parece que no pertenece á la Ley Or- 
gánica de los Tribunales, sino más bien á la ley de Procedimientos. En 
él se dan las reglas que deben observar los tribunales cuando les llega el 
caso, después de tramitado el juicio en que conocen, de pronunciar su 
sentencia, y se les prescriben todos los pormenores relativos á la manera de 
proceder en la discusión de los diversos puntos, ya de hecho, ya de doc- 
trina ó de derecho, que pueden ocurrirles hasta ponerse de acuerdo en la 
decisión resultante, que ha de formar la sentencia. Nada hay en ellas de 
nuevas atribuciones, sino una determinación precisa de cómo deben ejer- 
cer las ya conferidas por la ley en este momento, que es el más importante 
y decisivo del juicio. 

Con razón, pues, en los dos proyectos de Ley de Procedimiento Civil 
formados por las comisiones autorizadas para proponerlos, se incluyen 
todas las reglas relativas á los acuerdos y se comprenden en ellas las que 
en el párrafo de la Ley Orgánica se prescriben, anticipándose, podremos 
decir, á la que está todavía por dictarse sobre Procedimientos. 

Sin embargo, como dichas reglas deben estudiarse precisamente al 
hacer el aprendizaje del Derecho Procesal, bien sea en este lugar, ó bien 
al estudiar la parte del juicio ordinario que se llama sentencia, conserva- 
remos el orden seguido en la Ley Orgánica y consignaremos en este lugar 
dichas reglas, tratando de completarlas con las que se contienen en las 

7 
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leyes de 19 de enero de 1889, de 2 de febrero de 1 892 y de I2 de septiem- 
bre de 1851, que también está vigente sobre el modo de Tundar y dictar 
las sentencias. 

131. Los quince artículos comprendidos en los números 84 hasta el 
98 son las primeras quince reglas que siguen, y todas ellas son aplicables 
á la Corte Suprema, según el artículo 115: 

Regla /.a Para ejercer las funciones que corresponden á una Corte 
de Apelaciones se requiere la concurrencia de tres de sus miembros por 
lo menos, salvo los casos en que la ley disponga otra cosa (art. 84). Para 
la Corte Suprema el artículo 1 1 3 requiere cinco de sus miembros por lo 
menos. 

En la de Santiago y en la de Concepción se necesita la concurrencia 
de la mayoría absoluta de sus miembros, que son siete en la primera y 
cinco en la segunda (arts. 10 de la de 1889 y 1 1 de la de 1892). Esto se 
entiende cuando funcionan como un solo tribunal, en asuntos que no son 
propios de una sola sala. 

2.a Para dictar providencias de mera sustanciación, que son las que 
dan curso progresivo al proceso, sin decidir ni prejuzgar ninguna cuestión 
debatida entre las partes, basta un solo ministro (art. 85). 

3.a Para ver en definitiva una causa civil sobre cosa que valga más 
de diez mil pesos, ó criminal sobre delito que el Código Penal castigue 
con pena aflictiva, se requieren cuatro jueces por lo menos (art. %ñy 

4.a Todo acuerdo se constituye por los votos uniformes de la mayo- 
ría absoluta de los miembros concurrentes. Pero en las causas criminales, 
en caso de empate, forma sentencia la opinión más favorable al acusado, 
con tal que ésta sea uniforme (art. 87). 

5.* No podrán tomar parte en ningún acuerdo los que no hubieren 
concurrido como jueces á la vista del negocio (art. 88). 

6.a Ni podrá dejar de intervenir en el acuerdo ninguno de los jueces 
que hubieren concurrido como tales a la vista del negocio, salvo los casos 
de las reglas siguientes (art. 89). 

7.a Si antes del ^c\xtxáo falleciere y fuere destituido de su empleo, ó 
suspendido de sus funciones alguno de los jueces que concurrieron á la 
vista, el negocio se verá de nuevo como si no hubiere sido visto anterior- 
mente (art. 90). 

8.a Si antes del acuerdo se imposibilitare por enfeníndad alguno de 
los jueces que concurrieron á la vista, se le esperará hasta por treinta 
días. Si trascurrido este término no pudieren concurrir personalmente, ó 
si antes de vencido todos los interesados convinieren, se verá de nuevo 
el negocio (art. 91). 

9.a Si antes del acuerdo obtuviere jubilación alguno de los jueces 
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que concurrieron á la vista, y no estuviere, á juicio del tribunal, en aptitud 
de tomar parte en el debate, se verá de nuevo el negocio (art. 92)- 

10.^ Si antes del acuerdo fueren ¡icenciados temporalmente ó separa- 
dos de su destino por renmma, admitida por el Presidente de la Repúbli- 
ca, algpjnos de los jueces que concurrieron á la vista, quedan obligados á 
intervenir en el acuerdo, á menos que se encuentren en la imposibilidad 
de que habla la regla 8.» (art. 93). 

1 1 .^ Los acuerdos deben celebrarse privadamente; lo cual no obsta 
para que sean llamados los relatores siempre que se estime necesario 
(art. 94). 

IS/'* En toda sentencia 5>e expresará nomina Imente qué miembros 
han concurrido con sus votos á formarla y cuáles han sostenido opinión 
contraria. 

Estos últimos deben exponer y fundar sus votos particulares en un 
libro, denominado de acuerdos, que habrá en cada tribunal. En él po- 
drán también los miembros de la mayoría consignar las ra;;ones especia- 
les de su opinión, que no se expresaren en la sentencia. 

Estos votos especiales se publicarán en la Gaceta de ios Tribunales 
á continuación de la respectiva sentencia, y el libro podrá ser consultado 
en la secretaría por cualquiera que muestre interés en ello {art. 95). 

133, Importa mucho advertir que en la edición oficial de esta Ley 
Orgánica, del año 1875, vienen al final del artículo 95 que contiene la 
regla 12.* cuatro líneas de más, en Jas cuales se repite la idea de que el 
juez exprese la ley en que funda su voto y se avanza la otra idea de que 
el voto especial se consigne en el proceso antes de la sentencia. Tales 
lineas no fueron aceptadas al sancionarse la Ley Orgánica de 15 de oc- 
tubre de 1875; porque en la de 13 del mismo octubre, que la sancionó^ 
se expresó que la aprobación del Proyecto era coit ias siguientes modificacio' 
nrs, y al trascribirse en ésta el artículo 95 aprobado se dice que en lugar 
de él se trascrihirá íntegra la iey de 20 de fioinembre de 18 jj sobre el voto 
piiblícú de los jueces; pues bien, en esta ley del 73 no están las cuatro lí- 
neas antedichas. Por lo tanto, habiéndose ellas puesto por un simple des- 
cuido del impresor, debe p rescindirse de ellas, como no pertenecientes á 
esta ley- 

15.^ En los acuerdos dará primero su voto el ministro menos anti- 
guo, y seguirán á su vez dando el suyo los demás miembros por orden 
inverso al de su antigüedad. El último será el del presidente (art. 96). 

14.* Si alguno de los miembros del tribunal pidiere que se suspenda 
el debate para hacer estudio más detenido del asunto que se va á fallar, 
el presidente señalará un término que no exceda de quince días para que 
nuevamente se proceda á la discusión y al acuerdo (art. 97). 
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15.* Cada Corte deberá llevar: 

Un libro copiador de sentencias definitivas é interlocu tonas. 

Otro para consignar los acuerdos que celebre en asuntos adminis- 
trativos y las diligencias de los juramentos que tome el presidente con 
arreglo al artículo 141, y 

Los demás que sean necesarios. 

La de Santiago tendrá sus respectivos libros, tanto para cada sala, 
cuanto para todo el tribunal (art. 98). Esto mismo se observará en la 
de Concepción, que tiene dos salas, según el artículo r i de la ley de 2 de 
febrero de 1892. 

133. Las precedentes reglas se completan con las nueve que siguen 
y que se contienen en las leyes especiales que en ellas se citan. 

Regla 1 6.a Las providencias de mera sustancíación y la audiencia 
pública corresponden á la sala en que funciona el presidente de la Corte 
(art. 8.0 de la ley- de 19 de enero de 1889). 

17.a Comenzada la vista de una causa, continuará en los días siguiea 
tes hasta su terminación (art. 6.° id). 

1 8.a La vista de una causa podrá suspenderse por acuerdo de los 
abogados ó de las partes, comunicado al secretario (art. 7.^ id). 

19.a Los acuerdos que quedaren pendientes, los distintos asuntos 
económicos y demás eñ que debe intervenir la Corte plena, como examen 
de datos estadísticos, concurso de opositores para empleos ú oficios pú- 
blicos, tendrán lugar fuera de las horas de despacho ordinario (art. 9.** id). 

Los artículos 6, 7 y 9 de la ley citada de 1889 que prescriben las 
tres reglas precedentes se ha dispuesto que rijan en todas las Cortes, 
Suprema y de Apelaciones de la República, por la ley do 21 de sep- 
tiembre de 1897. 

Como estas reglas se completan con las que tiene prescriptas la ley 
de 12 de septiembre de 185 1, consignamos en seguida las que no están 
en las precedentes. 

20.a Se resolverán separadamente todas las cuestiones, la.s de hecho 
antes que las de derecho, y las que, sin tocar al fondo del asunto princi- 
pal, requieran resolución previa, se resolverán previamente. 

2 1 .a Toda decisión de la mayoría sobre cualquiera cuestión debe 
aceptarse, aun por los que hubieren emitido voto contrario, como ante- 
cedente incontrovertible para la decisión de todas las demás. 

22.a En caso de empate, en causa no criminal, sobre cualquiera de 
las cuestiones que debe resolver el tribunal, se le pregará un juez y se 
procederá en nueva vista á resolverla. 

23.a Habiendo dispersión de votos sobre dichas cuestiones, se vota- 
rá separadamente cada una de ellas, y si todas fueren rechazadas por 
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mayoría absoluta, se llamarán para la resolución cuantos jueces crea e! 
tribunal necesarios para obtenerla, 

24.*! Si en la nueva vista hecha con esos llamamientos resultaren dos 
d más opiniones, y, votadas nuevamente, no se obtuviere sentencia, los 
míerubros que sostengan la opinión que cuente menos votos deberán 
abrazar cualquiera de las otras opiniones. Si más de una opinión se ha- 
llare en este caso, decidirá el tribunal cuál debe ser excluida, y el miem- 
bro ó miembros que la sostengan deberán optar entre las demás opi- 
niones. 

El resto de la ley no se refiere ya al acuerdo, sino á la redacción 
de la sentencia, y tendrá mejor lugar al estudiar e! recurso de nulidad. 



I in DEL Título IV. 

De ¿os Presidentes de /as Cor ¿es de Ape¿aciúnés. 

Art. 99. 

A los presidentes de las Cortes de Apelaciones, fuera de 
las atribuciones que por otros artículos de esta ley se les con- 
fieren, les corresponden las que en seguida se indican: 

1/ Presidir el respectiva tribunal en todas sus reuniones 
públicas; 

2,* Establecer entre los ministros los turnos de que habla 
eí artículo 83 de esta ley; 

3,** Abrir y cerrar las sesiones del tribunal, anticipar y pro- 
rrogar las horas del despacho en caso que así lo requiera algún 
asunto urgente y grave y convocar extraordinariamente al tri- 
bunal cuando fuere necesario; 

4,* Dar las órdenes convenientes para integrar el tribunalj 
cuando por impedimento, por licencia ó por cualquiera otro 
motivo faltare el número de miembros necesario; 

5." Determinar el orden en que deban verse los asuntos 
sujetos al conocimiento del tribunal, guardando la regla indica- 
da en el artículo 152 de esta ley; 

6.* Mantener el orden dentro de la sala del tribunal, amo- 
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nestando á cualquiera persona que lo perturbe, y aun hacién- 
dola salir de la sala en caso necesario; 

7.* Dirigir los debates del tribunal, concediendo la palabra 
á los miembros que la pidieren; 

8.* Fijar las cuestiones que hayan de debatirse y las pro- 
posiciones sobre las cuales haya de recaer la votación; 

9.* Poner á votación las materias discutidas cuando el tri- 
bunal haya declarado concluido el debate con arreglo á lo dis- 
puesto por el Código de Enjuiciamiento. 

Las resoluciones que el presidente dictare en uso de las 
atribuciones que se le confieren en este artículo no podrán en 
caso alguno prevalecer contra el voto del tribunal. 



Art. ico. 

En ausencia del presidente de una Corte de Apelaciones 
hará sus veces el ministro más antiguo de los que se encontra- 
ren actualmente reunidos en la sala del tribunal. 



Art. 10 i. 

Es atribución especial del presidente de la Corte de Ape- 
laciones de Santiago resolver, en caso de duda, á cuál de las 
dos salas del tribunal corresponde el conocimiento de un de- 
terminado asunto. 
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COMENTÁEIO. 

imiin Quinta. 
De ios Préndenles de las Cortes de Apelaciones. 

SUMARIO. — 134- Estas atribuciones se aplican á otros tribunales.— 135. Referen- 
cia de la atribución segfunda al artículo 83, — 136. Aclaración de \'h atríhución 
quinta. — 137. Referenciíi de la misma af articulo 152. — rjS. Referencia á las 
atribuciones cofitenidas en otros artículos y otras leyes. — 139 El despacho en 
la audiencia púbfica. — J40. Se enumeran otras sit:te atribuciones. — 141 Casos 
en que el presidente juzga como tribunal de primera Instiincia. — r42. Com- 
paración con el Reglamento de Administrnción de Justicia sobre este ptinto^ 

134. Es digno de advertirse en este lugar que todas las atribucio- 
nes enumeradas en el artículo 99, que acaba de transcribirse, son tam- 
bién aplicables á la Corte Suprema, según se dispone en el artículo 1 15, 
3 asimismo á la Corte de Cuentas, según el artículo 6.0 de la ley de 20 
de enero de 1SS8. 

135. Notaremos también, con relación á la atribución 2 .^ que el tur- 
no de que en ella se habla es el que corresponde anualmente á uno de los 
ministros de cada Corte de Apelaciones, para permanecer en el lugar 
donde ésta reside durante los días del feriado, teniendo á su cargo la 
tramitación de las causas crimínales y de toda causa urgente pendiente 
en el tribunal, con facultad de convocarlo extraordinariamente, siempre 
que la resolución de algún asunto urgente y grave así lo exija. 

136. La determinación del orden de los asuntos de que habla la 
atribución 5.=^, se hace por medio de las tablas que el presidente de la 
Corte debe formar semana I ni ente; las cuales, donde ésta funciona dividida 
en dos ó más salas, se distribuirán por sorteo en audiencia pública, de 
manera que á cada sala corresponda una tabla, según los artículos 5 .<> de 
la ley de 19 de enero de 18S9 y 11 de la de 2 de febrero de 1893. 

137. La regla del artículo 152 á que se refiere la misma atribución 
5.* se limita á imponer á los jueces la obligación de despachar los asun- 
tos sometidos á su conocimiento con toda la brevedad que fas atencio- 
nes de su ministerio les permitan y a guardar en este despacho el orden 
de antigüedad de los asuntos, salvo cuando motivos graves y urgentes 
exijan que dicho orden se altere. 

138. Como antes de enumerar el artículo 99 estas atribuciones pre- 
viene que ellas les corresponden á los presidentes, fuera de las que por 
otros artículos de esta ley se les confieren, debemos recordarlas en este 
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lugar, como contínuacíón de los números contenidos en dicho artículo. 
Son las siguientes: 

139. Décima, Despachar las providencias de mera substanciación 
de los procesos en la audiencia pública que las Cortes deben tener dia- 
riamente. 

Siendo el presidente el que rige al tribunal; correspondiendo las pro- 
videncias expresadas, en los que tienen más de una sala, á aquella en que 
funciona el presidente, y bastando para dictarlas un solo ministro, se si- 
gue que al presidente corresponde en la audiencia pública la atribución 
expresada (arts. 56, 82 y 85, completadas por el ZP de la ley de 19 de 
enero de 1*889). 

Esto no obsta á que, por falta del presidente del tribunal, presida 
la pública el ministro más antiguo de los que se hallan presentes en ella, 
y que ese ministro sea, por lo tanto, el que despache en ese acto las pro- 
vi dencias de mera substanciación; no obsta tampoco á la práctica obser- 
vada en todas las Cortes, por la cual el primer ministro que llega, al 
abrirse la audiencia del día, sea el que despache con el relator las pro- 
videncias de la clase indicada que corresponden al curso de cada proceso 
en vista de los antecedentes que expone el funcionario indicado; práctica 
perfectamente legal, por fundarse en la regla del artículo 85, que sólo re- 
quiere un ministro, sin exigir que sea el presidente, para dictar las provi- 
dencias de que hablamos. 

140. Undécima, Suspender el debate y señalar un término que no 
exceda de quince días para continuar el acuerdo, cuando alguno de los 
miembros del tribunal lo pida (art. 97). 

12.^ Recibir el juramento de buen desempeño de sus funciones, que 
deben prestar para instalarse los miembros y fiscales de las Cortes res- 
pectivas, los jueces de letras, promotores fiscales, defensores públicos^ 
relatores, secretarios del tribunal y de los juzgados de letras, receptores 
de mayor cuantía, notarios, conservadores, archiveros y procuradores del 
número, (arts. 141, 281, 310, 322, 342, 357, 363, 376, 381 y 339). 

13.a Tienen voto decisivo, en caso de empate, al formar las ternas 
para la provisión de los empleos de relatores ó secretarios del tribunal ó de 
los juzgados de letras, receptores de mayor cuantía, notarios, conserva- 
dores, archiveros y procuradores del número (arts. 320, 338, 355, 363, 
375, 380 y. 392). 

14.*^ Calificar las fianzas que deben rendir, antes de entrar á ejer- 
cer sus funciones, los secretarios de la respectiva Corte, y los de los juzga- 
dos de letras, receptores de mayor cuantía, notarios, conservadores y 
archiveros (arts. 343, 357, 363, 376 y 380). 

Correspondiendo fijar el monto de la fianza al Presidente de la Re- 
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pública, éste lo ha hecbo ya en ef supremo decreto de 21 de junio 
de 1876, 

15,^ Otorgjir permiso para no asistir ó ausentarse, por tiempo que no 
exceda de ocho días^ á los secretarios de la Corte respectiva. A los de- 
más funcionarios expresados en la regla 14.^ que residen en el departa- 
mento en que tiene su asiento la Corte de Apelaciones y no gozan de 
sueldo, pueden concederla hasta por un mes (arts- 347, 360, ^6j^ 376, 
3S7 y 398). 

16.^ Es atribución de los presidentes de las Cortes de Apelaciones 
de Santiago y de Concepción, que funcionan en más de una sala, resol- 
ver, en caso de duda, á cuál de las salas respectivas corresponde cono- 
cer de un determinado asunto (arts. 101 y ley de 2 de febrero de 1892 en 
su art. j 1). 

17.^ En ausencia del presidente de una Corte hará sus veces el mi- 
nistro más antiguo de los que se encontraren actualmente reunidos en la 
sala del tribunal (art. 100 aplicable á todas). 

141. Las dos atribuciones que siguen tienen de singular que en elJas 
se confiere a un solo miembro de Corte jurisdicción propia de tribunal de 
primera instancia. 

1 8.* Corresponde especialmente al presidente de la Corte de Apelacio- 
nes de Santiago conocer en primera instancia, con apelación á dicha Corte 
en tribunal pleno, de las acusaciones ó demandas civiles que se entablen 
contra uno ó más miembros, y también contra los fiscales, de la Corte 
Suprema, para hacer efectiva su responsabilidad criminal ó civil; de* 
biendo tramitar el juicio con arreglo á derecho (art n6 y 2S8). 

19.^ Finalmente, es atribución especial del presidente de la Corte 
Suprema, según el artículo 117, establecer el tumo conforme al cual los 
ministros de dicha Corte deben desempeñar el cargo de tribunal de pri- 
mera instancia, para conocer de las acusaciones y demandas contra los 
miembros y fiscales de las Cortes de Apelaciones derivadas de sus actos 
funcionarios, y de las causas que se juzgan con arreglo al derecho in- 
ternacional 

142, Terminaremos este párrafo recordando tres disposiciones que 
no han sido aceptadas del título del Reglamento de Administración de 
Justicia relativo á los Regentes de la Corte de Apelaciones. La f .^ era la 
facultad correctiva que éstos podían ejercer sobre los Ministros del Tribu- 
nal. La 2 *era el deber impuesto á los ministros, cuando tuvieren impedi- 
mento para asistir, de avisarlo al regente para que éste óicsc las órdenes 
convenientes á evitar el atraso en el despacho. La 3.^ que hacía al re- 
gente juez de subalternos. 

La primera ha sido expresamente alterada en el artículo 75 de la 
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Ley Orgánica, confiriendo esa atribución al tribunal^ y nos parece que es 
preferible de toda evidencia la modificación. Y todavía hallamos tan 
embarazoso el ejercicio de esta atribución para con un miembro del mismo 
tribunal, que por otra parte alguien deberá ejercerla, que desearíamos no 
llegarse jamás el caso de aplicarla. 

La segunda ha podido omitirse sin que ha^a falta. Siendo el presi- 
dente el que rige el tribunal y á quien incumbe ordenar lo conveniente 
para integrarlo cuando falta el número de miembros necesario» lo natu- 
ral es para cualquiera que falte dirigir su aviso al que tiene esta atri- 
bución. 

Respecto á la tercera nos abstenemos de emitir juicio sobre cuál de 
dos cosas será más conveniente, si ocupar á todo el tribunal en porme- 
nores que puede resolver por sí solo su jefe legal, ó dar á los subalternos 
para sus cuestiones de orden económico !a mayor garantía de que sean 
resueltas por todo el tribunal. 
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TITULO V. 

Ds la Corte Suprema* 

Art, 102, 

La Corte Suprema se compondrá de siete miembros, uno 
de los cuales será su presidente. 

Los demás miembros se llamará n ministros, y gozarán de 
precedencia tos unos respecto de los otros por el orden de su 
antíg^üedad. 

La elección del presidente se sujetará á lo dispuesto en e! 
artículo 56. 

Con todo, el actual presidente de la Gorte Suprerm conser- 
vará la presidemia del tribunal mientras pertenezca á éL 
'y 

Art. 103. 

(Según la ley de 19 de enero deiSSg). 

Para poder ser miembro de la Corte Suprema se requiere: 

I,** Ciudadanía natural ó legal; 

2-** Tener treinta y seis años edad; 

3,** Tener el título de abogado; y 

4.* Haber ejercido por quince años- la profesión de aboga- 
do» ó servido por ocho un juzgado de departamento, ó por seis 
uno de capital de provincia, ó por cuatro uno donde tenga su 
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asiento una Corte de Apelaciones, 6 por dos el cargo de miemn 
bro de una de estas Cortes. 

Es aplicable á los miembros de la Corte Suprema lo dis- 
puesto en los artículos 59 y 60. 

Art. 104. 

La Corte Suprema tendrá un relator y un secretario, los 
cuales serán nombrados y ejercerán sus funciones con arreglo á 
lo dispuesto en los títulos XV y XVI de esta ley. 

Art. 105. 

Tendrá también la Corte Suprema dos oficiales de sala, cu- 
yas funciones serán las designadas en el artículo 62 para los 
empleados de igual clase de las Cortes de Apelaciones, 

Art. 106. 

La Corte Suprema tendrá su residencia en la capital de la 
República. 

Art. 107. 

La Corte Suprema conocerá: 

I .® En única instancia, de los recursos de casación que se 
entablen contra las sentencias pronunciadas por las Cortes de 
Apelaciones; 

2.® En segunda instancia, de las causas de que conocen en 
primera las Cortes de Apelaciones 6 un ministro de la Corte 
Suprema, con arreglo á lo dispuesto en el artículo 117, 

Art. 108. 

Corresponde á la Corte Suprema, en virtud del artículo 1 1 3 
de la Constitución Política del Estado, ejercer la jurisdicción 
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correccional, discipHnana y económica sobre todos los tribu na- 
ics de la Nación. 

En razón de esta atribución puede la Corte Suprema, siem- 
pre que notare que algún juez ó funcionario del orden judicial 
ha cometido un delito que no ha recibido la corrección ó el cas- 
tig^o que corresponda según la ley, reconvenir al tribunal ó au- 
toridad que haya dejado impune el delito á fin de que le apli- 
que el castigo ó corrección debida, 

Puede asimismo amonestar á las Cortes de Apelaciones ó 
censurar su conducta, cuando alguno de estos tribunales ejer- 
ciere de un modo abusivo las facultades discrecionales que la 
ley les confiere, ó cuando faltare á cualquiera de los deberes 
anexos á su ministerio; sin perjuicio de formar el correspon- 
diente proceso al tribunal ó ministros delincuentes, si la natura- 
leza del caso así lo exigiere. 

Art. rog. 

La Corte Suprema puede además, siempre que lo juzgare 
conveniente á la buena administración de justicia, corregir por 
sí las faltas ó abusos que cualesquiera jueces ó funcionarios del 
orden judicial cometieren en el desempeño de su ministerio, 
usando para ello de las facultades discrecionales que correspon- 
den á las Cortes de Apelaciones con arreglo á los artículos 
69 y 70. 

Aar, 1 to. 

La Corte Suprema tiene también en su caso las facultades 
que corresponden á las Cortes de Apelaciones por los artículos 
73t 74* 75 y 76. 

Art. iu. 

La Corte Suprema es el tribunal superior de justicia cuyo 
dictamen debe oírse en los casos á que se refiere la parte 4/ del 
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artículo 104 de la Constitución Política dei Estado. Es también 
la magistratura á que se refiere el artículo 143 del mismo Código. 

Art. 112. 

Incumbe á la Corte Suprema dar su voto, siempre que el 
Presidente de la República se lo pida, sobre cualquier punto re* 
lativo á la administración de justicia y sobre el cual no exista 
cuestión de que deba conocer. 

Akt. 113. 

La Corte Suprema no podrá ejercer sus funciones sin la con* 
currencia de cinco de sus miembros por lo menos* 

Pero bastará un solo ministro para el despacho de las pro- 
videncias de mera sustanciación de los procesos, 

Art. 114. 

El despacho de las providencias de mera sustanciación se 
hará diariamente en audiencia publica y en ella se oirán también 
las quejas que alguien quiera interponer contra los subalternos 
dependientes de la Corte Suprema. 

Art. 115. 

Es aplicable á la Corte Suprema lo dispuesto por los artí- 
culos 87 y siguientes hasta el íoo inclusive. 

Art. 116. 

De las acusaciones y demandas civiles que se entablen con- 
tra uno ó más miembros de la Corte Suprema para hacer efec- 
tiva su responsabilidad criminal ó civil, conocerán en primera 
instancia el presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago* 
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y en segunda las dos salas reunidas de dicha Corte, con exclu- 
sión solo del presidente. Estos tribunales tramitarán el juicio 
con arreglo á derecho; declararán la responsabilidad ó la irres- 
ponsabilidad del juez ó jueces acusados ó demandados, é impon- 
drán á éstos la pena designada por la ley, ó los condenarán á 
pagar á las partes los daños que les hubieren causado. 

Art, 117. 

De las acusaciones ó demandas civiles que se entablen con- 
tra uno ó más miembros de las Cortes de Apelaciones para ha- 
cer efectiva su responsabilidad criminal ó civil, y de las causas 
de presas, de extradición y dem-is que deben juzgarse con arre- 
glo al derecho internacional, conocerá en primera instancia uno 
de los miembros de la Corte Suprema, conforme al turno que 
al efecto establezca el presidente del tribunal. 



COMENTARIO. 

Seccidn Primera. 

Organización de ¿a Corte Suprema, 

SUMARIO. — 143. Organización de la Corte Suprema y su jurisdicción anteriores 
A la Ley Org:ánira.-*i44. Su personal seg^ün dicha ley. 145. Requisitos ]i3ra 
ser miembros de ella, — 146. incapacidades. — 147. Funcionarios de su inme- 
diata dependencia*— 14ÍÍ- Residencia de esta Corte, 

143- Este Supremo Tribunal ha ejercido, desde antes de la Ley Or- 
gánica, su jurisdicción sobre todo el territorio de la República. Se com- 
ponía de cinco miembros, uno de los cuales era su presidente y los otros 
cuatro se denominaban minisirús. A más de sus atribuciones propias» co- 
nocía en segunda instancia de las causas criminales y de las </€' haci^fida 
de toda la República, por la ley^de 22 de abril de 1S3S* AI crearse por 
la ley de 36 de noviembre de 1845 las Cortes de Apelaciones de Concep- 
ción y de la Serena, se dio á éstas el conocimiento que, como era natu- 
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ral, debían ejercer sobre las causas criminales, lo mismo que sobre las 
civiles de sus respectivos territorios; pero no se dieron á la de Santiago 
las criminales correspondientes á su distrito, que continuaron sujetas á la 
Suprema. De manera que ésta siguió conociendo de las criminales corres- 
pondientes al territorio de la de Apelaciones de Santiago, hasta que la ley 
de 19 de enero de 1889 se las restituyó, diremos así, en su artículo 4.0 
Pero siempre en esta ley, como en la de 28 de julio de 1888 que creó la 
Corte de Tal¿a, y en la de 2 de febrero de 1892 que creó la de Valpa- 
raíso, se mantuvo en la Corte Suprema el conocimiento de las causas de 
hacienda de toda la República. Con todo, últimamente han sido excep- 
tuados de este régimen especial los juicios sobre comisos, que se juzgan 
por la Ordenanza de Aduanas, por la ley 901 de 20 de enero de 1897, 
la cual los ha restituido á su natural jurisdicción, que son las respec- 
tivas Cortes de Apelaciones. 

El presidente de la Suprema era vitalicio, y por lo tanto no se ejer- 
cía este cargo turnándose en él todos sus ministros. 

144. Ahora, según el artículo 102 de la Ley Orgánica, la Corte Su- 
prema se compone de siete miembros, uno de los cuales será 2m presidente . 
y los demás se llaman ministros y preceden entre sí por orden de anti- 
güedad en el servicio del tribunal. 

Las funciones del presidente sólo duran un año, contado desde el i .<>* 
de enero, y son desempeñadas por todos sus miembros, turnándose por 
orden de antigüedad. Y como antes eran vitalicios, fué necesario poner 
el inciso final del artículo 102, que hemos subrayado como transitorio, 
por cuanto era referente al presidente que regía la Corte á la fecha en 
que se dictó, para conservarlo en su puesto de por vida. 

Habiendo cesado, desde muchos años ha, la razón de la excepción 
puesta en favor del digno presidente de entonces, en respeto de su derecho 
adquirido con anterioridad, hoy está en pleno vigor la presidencia de to- 
dos los miembros del tribunal, desempeñada por cada uno de ellos du- 
rante un año, contado desde el i .0 de enero, turnándose cada uno por 
orden de antigüedad, como lo dispone el artículo 56. 

145. El primitivo artículo 103 de la Ley Orgánica sólo exigía 
entre los requisitos necesarios para poder se/ miembro de la Corte Su- 
prema, en cuanto á la edad, la de treinta años, y en cuanto á los servicios 
prestados, ocho años en el ejercicio de la profesión de abogado, ó bien, 
seis años en el cargo de juez de letras ó dos años en el de miembro de 
una Corte de Apelaciones. Pero reformado ese artículo por la ley de 19 
enero de 1889, quedó tal como lo hemos trascrito en el texto, en el cual 
se exigen sobre esos dos puntos. 

2.^ Tener treinta y seis años de edad; y 
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4.*^ Haber ejercido por quince años [a profesión de abogado, ó ser 
vi do por ocho un juzgado de departamento, ó por seis uno de capital de 
provincia, ó por cuatro uno donde tenga su asiento una Corte de Apeía- 
clones, ó por dos el cargo de miembro de una de estas Cortes. 

146. Los artículos 59 y 60, que e! dicho artículo 103 en su último 
inciso aplica á los miembros de la Corte Suprema» dicen que no pueden 
ser tates miembros los que no pueden ser jueces de letras, y qué rela- 
ciones de parentesco les impiden ser simultáneamente miembros de una 
misma Corte. Como esas incapacidades están contenidas en el artículo 
4 1 , refundiendo todas estas disposiciones en el presente número, resulta : 

Que no pueden ser miembros de las Cortes: los sordos; los mudos; 
los ciegos; los entredichos por demencia ó prodigalidad; tos fallidos; los 
procesados y los condenados por crimen ó simple delito, que no sea contra 
la seguridad interior del Estado; los que hubieren desempeñado cargos 
gubernativos, desde secretarios de Intendencia para arriba, antes de trans- 
curridos tres años; los consanguíneos hasta el 4.*^ grado ó los afines hasta 
el 2.^ con algún miembro de la misma Corte. Esos parentescos producen in- 
compatibilidad para ser simultáneamente miembros de ía Corte Suprema 
y de una de Apelaciones, según la ley de 31 de diciembre de 1389. 
(núm, 75}, 

147* Por ios artículos 104 y 105 la Corte Suprema tendrá: 

Un relator, 

Un secretario, y 

Dos oficiales de sala. 

Las prescripciones relativas á las funciones y demás concerniente á 
los relatores se contienen en el título XV, y lo concerniente á los secreta- 
rios en el XV^I; mas para Jos oficiales desala no hay más reglas que la con- 
tenida en el artículo Ó2, la cual hace innecesaria cualquiera otra más, 
tanto para esta Corte como para las de Apelaciones, puesto que se 
completan con las órdenes que para el servicio que les es propio deben 
recibir del tri bunal y de su presidente. 

La ley de 1 2 de agosto de 1 S76 dio á la Corte Suprema un segundo 
relator y poste rio mi ente la de 19 de enero de 1889, que la autorizó para 
funcionar dividida en dos salas, cuando lo creyere necesario para el 
más oportuno despacho de las causas, ie dio tres relatores y tres oficia- 
les de sala, y aumentó á cuatro los oficiales de su secretaría. En la ley de 
5 de enero de 1894, que aumentó los sueldos de los empleados judicia- 
les d que cita se rt fíete, sólo se asignó sueldo á dos relatores, á dos ofi- 
ciales de sala y á tres oñciales de la secretaría, Pero dispuso en su artí- 
culo transitorio, que el tercer relator cesaría una vez que cualquiera 
de las tres relator! a,s quedase vacante; lo cual se ha verificado ya por 
8 
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haber sido promovido el primer relator á ministro de la Corte de Ape- 
laciones de Santiago. No habiendo dicho cosa parecida sobre los oficia- 
les subalternos, la ley de Presupuestos ha continuado asignando sueldos 
á los tres oficiales de sala y á seis de la secretarla, que son los necesa- 
rios para el servicio de ésta. De manera que hoy estos funcionarios son: 

Dos relatores; 

Un secretario; 

Tres oficiales de número y tres auxiliares de la secretaríai y 

Tres oficiales de sala. 

Por lo que hace á las fiínciones de los últimos, ellas tienen por ob* 
jeto, como se ha visto respecto de las Cortes de Apelaciones, el aseo y 
cuidado de las salas, y cumplir lais órdenes que les den el tribunal ó su pre- 
sidente en ejercicio de sus funciones. 

148. La Corte Suprema, dice el artículo io6, tendrá su residencia 
en la capital de la República. 

Y ¿cuál es la capital de la República? Sólo se sabe que lo es la ciu- 
dad de Santiago, porque en ella tiene su asiento el Jefe del Poder Ejecu- 
tivo; porque ella es el lugar de las sesiones del Congreso, y es el asiento 
de las principales oficinas públicas en todos los ramos de la administra- 
ción del país, y por su mayor importancia y población. Pero ni la Cons- 
titución Política del Estado, ni ley alguna que conozcamos la tienen 
declarada como tal. Suplirá suficientemente á esta falta de designación 
legal, en nuestro concepto, el asentimiento y reconocimiento general, 
jamás puesto á prueba por la más ligera duda. 



Seetíón Segunda. 

Atribuciones de la Corte Suprema. 

SUMARIO. — 149. Jurisdicción de la Corte Suprema.— 150. Su jurisdicción con- 
tenciosa propia de Corte de Apelaciones. — 151. Su jurisdicción disciplinaría 
y directiva. — 152. Corrección análoga á la que ejercen las Cortes de Apela- 
ciones. — 153. Espide los títulos de abogados. — 154. Atribuciones de carácter 
informativo.— 155. Los recursos de amparo son jurisdiccionales. — r56. Pero 
no el emitir dictamen al Consejo de Estado. — 157,— Tampoco lo es el infor- 
mar cuando lo pida el Presidente de la República.— 158. Tercera atribución 
meramente informativa.— 159. Casos en que falta con tres, cuatro ó cinco 
miembros. — 160. Cuándo despacha con uno solo. — 161. Despacho en la pü* 
blica y en la cuenta. — 162. Objeto disciplinario de la audiencia pública. — 

163. Artículos referentes á los acuerdos y á los presidentes de la Suprema* — 

164. Fuero especial establecido en el articulo ir6. — 165. Carácter atractivo 
de este fuero. — 166. Las tres salas de la Corte de Apelaciones, — 167. Fue- 
ro especial de los miembros de la Corte Suprema. 

149. La Corte Suprema, segiin el artículo 107, conocerá: 
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t .'^ /í^ ihika hisiancia^ de los recursos de casación que se entablen 
contra las sentencias pronunciadas por las Cortes de Apelaciones. 

2.** Epi segunda hisíancia^ de las causas de que conocen en primera 
las Cortes de Apelaciones, ó un Ministro de la misma Corte Suprema, 
con arreglo á lo dispuesto en el artículo 1 17, 

exponiéndose en dicho artículo lo que corresponde á !a jurisdicción 
contenciosa que es propia de la Corte Suprema, como tribunal inmedia- 
tamente superior de las de Apelaciones, debemos agregar aquí los si- 
guientes números, en que también le corresponde conocer por otras leyes 
vigentes: 

3.^ Conocen también en única instancia: 

En los recursos de amparo con motivo de prisiones que se dicen in- 
debidas, con arreglo al artículo 134 de la Constitución, reglamentados por 
la ley Complementaria de la de Garantías Individúale:^, fecha 3 de di- 
ciembre de 1 89 1 . \ 

4.^ También en kjiica instancia, en las reclamaciones entabladas 
contra las resoluciones que se dicen ilegales de las Municipalidades, se- 
giin el artículo 99 de la Ley Orgánica de 22 de diciembre de 1891. 

5.^ Igualmente en itnica instancia^ de los recursos de nulidad de las 
sentencias pronunciadas por la Corte de Cuentas y de las recusaciones é 
implicancias dé los miembros de la misma, según los artículos 23 y 34 
de la ley de 20 de enero de 1SS8. 

6 ° Se comprenden en lo dicho sobre las Cortes de Apelaciones las 
sentencias que éstas pronunciaren como Cortes Marciales» sobre las cua- 
les conocerá la Suprema, en única insiancia^ si se trata de casación ó nu- 
lidad. 

'jp En tmica instancia^ según el artículo 2 5 Si resuelven las compe- 
tencias suscitadas entre dos Cortes de Apelaciones, ó entre una de éstas 
y*un juzgado de letras, ó entre un Comandante General de Armas y una 
Corte ó juzgado de letras ú otra autoridad judicial. 

?sP Del mismo modo expresado deciden las recusaciones de uno ó 
más miembros de las Cortes de Apelaciones, según el artículo 259, y de 
uno ó más miembros del Senado ó de la Comisión Conservadora, según 
el artículo 70 deí decreto-ley de 2 de febrero de 1837. 

9.*^ También se extiende el conocimiento en segunda instancia sobre 
los autos ó resoluciones de las Cortes de Apelaciones en uso de sus faculta- 
des correctivas ó disciplinarias, según la ley de 16 de septiembre de 1884; y 
150. Décimo. Finalmente conoce, no ya en su categoría de Corte 
Suprema, sino como si fuera simple Corte de Apelaciones, en segunda 
imtancia^ de las sentencias pronunciadas por los jueces de letras de toda 
la República en las causas fiscales ó de hacienda, en virtud de la comi- 
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sión conferida por la ley de 22 de abril de 1835, mantenida en vigencia 
por el artículo i.® transitorio de la de 13 de octubre de 1875; con excep- 
ción de la^ causas sobre comisos, que se juzgan por la Ordenanza de 
Aduanas, las cuales han sido restablecidas á su jurisdicción natural de las 
Cortes de Apelaciones respectivas, que son los tribunales inmediatamente 
superiores á los juzgados de letras. 

1 1. o De la misma manera que en el anterior, conoce en segunda ins- 
tancia de las sentencias pronunciadas por los jueces de letras, sobre las 
reclamaciones contra las Asambleas de Electores, á que se refiere eí ar- 
tículo IDO de la Ley Orgánica de las Municipalidades. 

161. El artículo 104 (que antes era el 113) de la Constitución deter- 
mina: «Habrá en la República una magistratura á cuyo carj^o esté la Su- 
perintendencia directiva, correccional y económica sobre todos los tribu- 
nales de la Nación, con arreglo á la ley que determine su organización y 
atribuciones. » 

En cumplimiento de este precepto, dice nuestra Ley Orgánica de 
Tribunales en sii artículo 104, que corresponde á la Corte Suprema ejer 
ccr la jurisdicción correccional, disciplinaria y económica sobre todos los 
tribunales de la Nación, y que en razón de ella, 

Puede, primeramente, siempre que notare que algijn juez ó funcio. 
nario del orden judicial ha cometido un delito que no ha recibido la 
corrección ó el castigo que corresponda según la ley, reconroenir al tribu- 
nal ó autoridad que haya dejado impune el delito, á fin de que le aplique 
el castigo ó corrección debida^ 

Puede, en segimdo lugar, amonestar á las Cortes de Apelaciones o 
censurar su conducta cuando alguno de estos tribunales ejerciere de un 
modo abusivo las facultades discrecionales que la ley les confiere, ó cuando 
faltare á cualquiera de los deberes anexos á su ministerio; sin perjuicio 
de formar el correspondiente proceso al tribunal ó ministros delincuentes, 
si la naturaleza del caso así lo exigiere. 

Y, en tercer lugar, según el artículo 109, puede además, siempre que 
lo juzgare conveniente á la buena administración de justicia, corregir por 
si las faltas ó abusos que cualesquiera jueces ó funcionarios de! orden ju 
dicial cometieren en el ejercicio de su ministerio, usando para ello de la^ 
facultades discrecionales que corresponden á las Cortes de Apelaciones 
con arreglo á los artículos 69 y 70. 

Conforme á esos artículos 69 y 70, puede dictar las medidas conve- 
nientes para poner pronto remedio al mal, oyendo á los interesados su- 
mariamí*«f*»^ y aplicar como correctivos de las faltas ó abusos: amonesta . 
i, censura por escrito, pago de costas y multa que no exceda 
Ds pesos. 
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152- La Corte Suprema tiene también en su caso, segün el artículo 
I i o, las facultades que corresponden á las Cortes de Apelaciones por los 
artículos 73^ 74, 73 y 7^^ 

I^s facultades á que se refieren estos cuatro artículos, aquí citados» 
son las que autorizan para corregir por sí misma, en su caso, las faltas 
que se cometan ante ella mientras funciona, como también vigilar la con- 
ducta ministerial de los relatores, secretarios, procuradores, de todos loü 
ministros de fe, é imponerles como penas correccionales las de amonesta- 
ción, censura, pago de costas, multa, arresto y suspensión de la profesión 
ó del oficio. 

163 . Finalmente^ como atríbiíciones propias de la superintendencia 
que consti tucionalmente debe ejercer sobre todos los tribunales de la Re- 
pública, nos parece corresponderle las que le confieren: i.", la ley de 9 
de enero de 1855 para que cada tres años revise y determine la tabla de 
términos de pruebas y emplazamientos que deben regir en los juicios se- 
guidos en todos los tribunales; y iPy el artículo 403» para expedir los títu- 
los de abogados, previo el examen de aptitudes. 

Puesto que ese título les habilita para ejercer su profesión ante todos 
los tribunales y para desempeñar Ioí^ puestos judiciales de toda la nación, 
natural es que la calificación de sus aptitudes, tanto más necesaria, cuanto 
mi^yor influencia han de tener en el más recto servicio judicial, se haga 
por la magistratura que extiende su jurisdicción á todos ellos. 

164. La Corte Suprema, dicen los artículos 1 1 1 y i 13, es el tribunal 
superior de justicia cuyo dictamen debe oírse en los casos a que se refiere 
la parte 4/^ del artículo 104 de la Constitución Política del Estado. V^ 
también la magistratura á que se refiere el artículo 143 (hoy 134) del mis- 
mo Código, y le incumbe dar su voto, siempre que el Presidente de la 
República se lo pida» sobre cualquier punto relativo á la administración 
de justicia y sobre el cual no exista cuestión de que deba conocer. 

En dichos dos artículos se determinan tres atribuciones distintas, de 
las cuales sólo una corresponde á la Corte Suprema en ejercicio de la 
jurisdicción que le es propia como tribunal de justicia. Tal es la que se 
le atribuye al declararse que es ella la magistratura á que se refiere el 
artículo 143 (hoy el 134) de la Constitución. 

155. Va se ha visto, al hablar de la jurisdicción contenciosa de la 
Corte Suprema (núm. i 50), que debe agregársele bajo el nóm. 3.'^ el co- 
nocimiento en única instaiicia de ¡os recursos que el citado artículo 1 34 
(que antes era el 143) de la Constitución, concede á ^ítodo individuo que 
se hallare preso ó detenido ilegal mente por haberse faltado á lo dis- 
puesto en los artículos 126, 128, 129 y 130, para ocurrir por sí, ó cual- 
quiera á su nombre, á ¿a magisirainra que señale la ley^ reclamando que 
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se guarden las formas legales, etc.» Pues bien, este recurso concedido 
como medio de reclamación contra las ilegalidades cometidas por cuales- 
quiera autoridades, sin <ieterm¡nar ni exceptuar ninguna, es un verdadero 
recurso de amparo, y esa magistratura á quien se concede la facultad de 
corregir el abuso en este precepto constitucional, y que debe ser señalada 
por la ley, es la que ahora señala la Ley Orgánica de Tribunales en el 
artículo III, diciendo que esa magistratura es la Corte Suprema. 

156. Las otras dos atribuciones, de que hablan estos artículos li i y 
1 12, consisten en emitir su dictamen al Consejo de Estado y dar su voto 
al Presidente de la República. 

En cuanto á la primera, dice la parte 4.^ artículo 104 (hoy 95) déla 
Constitución, que una de las atribuciones del Consejo de Estado es í: cono- 
cer en todas las materias de patronato y protección que se redujeren á 
contenciosas, oyendo el dictamen del Tribunal Superior de Justicia que 
señale la ley». Con esto último cumple nuestro artículo 1 1 1 al decir que 
la Corte Suprema es ese Tribunal Superior de Justicia cuyo dictamen 
debe ser oído. 

En materia de protección, hay que tener presente que la autoridad 
designada para prestar protección á las garantías i ndi\n duales contra 
abusos ó atentados cometidos por las autoridades, es la Comisión Con- 
servadora, según el artículo 49 (antes 58) de la Constitución; y que la 
posibilidad de que las reclamaciones que este alto Cuerpo haga se reali- 
zará, una vez que el funcionario contra quien se reclama intente ser oído, 
y sostenga que dichas reclamaciones no deben tener lugar. Suscitada de 
este modo una verdadera contienda, la autoridad llamada por la Consti- 
tución á decidirla es el Consejo de Estado, el cual no podrá hacerlo sino 
oyendo el dictamen de la Corte Suprema. Ahora, que el Consejo de Es- 
tado sea obligado á seguir ese dictamen, ó que pueda separarse de sus 
conclusiones, como puede hacerse con los que emiten Ioí; Fiscales repre- 
sentantes del ministerio público, no nos toca decidirlo, y nos limitamos 
á explicar en qué consiste esta atribución; pero sí nos atrevemos d ob- 
servar que no la hallamos propia de la jurisdicción que corresponde ejer- 
cer á un tribunal llamado por la misma Constitución á administrar justicia, 
esto es, á fallar y definir los asuntos en que le compete conocer, más no á 
tomar conocimiento de ellos sólo para opinar ó informar ante otros tri- 
bunales que, sin ocupar jerarquía más elevada, los decidan conforme á su 
propia opinión. 

La otra materia, la de patronato, puede de manera análoga llegar á 
hacerse contenciosa, si es que llegase á ocurrir en algún caso, que consi- 
deramos algo más que remoto. 

167. No diremos lo mismo acerca del voto que, conforme al ar- 
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tículo ir 2, debe darla Corte Suprema al Presidente de la República 
siempre que se lo pida* Hl ramo judicial de ios servicios piibUcns es tan 
perfectible como todos los demás de la administración del Kstado^ y 
por lo mismo puede ocurrir en él, como en todos los demis, la necesi- 
dad de remediar deficiencias, corregir abusos ó introducir mejoras, las 
cuales requieren medidas que debiendo ser de alcance é influencia gene- 
ral á todo el país, no pueden dictarse sino por medio de nuevas leyes, 
para que obliguen á todos los habitantes y funcionarios. Pues bien, In Corte 
Suprema, por el conocimiento y la expenencia que le dan el estudio y el 
funcionamiento constantes en los asuntos judiciales, como también por la 
supervigilancía que ejerce sobre todos los demás tribunales, es la magis- 
tratura que puede conocer mejor las medidas y reformas de carácter ge- 
neral que sean más oportunas y adecuadas para los objetos indicados, Y 
como, por otra parte, el Presidente de la República es la autoridad que 
tiene la principal iniciativa para la forniación de las leyes que el progreso 
y las necesidades generales requieren, puede encontrar la cooperación 
más competente en los votos ó dictámenesdcl Tribunal Supremo, el cual, 
por lo mismo que ellos son de carácter genera!, puede emitirlos sin nece- 
sidad de prejuzgar ninguna de las cuestiones que, en los asuntos especia- 
les en que conoce, tenga que resolver. 

158. Por esta misma raííón, no tiene el menor inconveniente de pre- 
juzgamiento en los asuntos de que conoce esta Corte, la obligación que, 
tanto a ella como á todas las Cortes de Alzada, les impone el artículo 5 .** 
del Código Civil, de dar cuenta anualmente al Presidente de la Repúbli- 
ca de las dudas y dificultades que les hayan ocurrido en la inteligencia 
y aplicación de las leyes, y de los vacíos que noten en ellas. 

Obligación que recordamos aquí, por su analogía con la disposición 
del artículo 1 1 2 y como complemento de estas atribuciones meramente 
informativas. 

159. En los artículos 113 y 114 se contienen cuatro disposiciones 
que en realidad no son propias de esta Ley Orgánica, sino que más bien 
pertenecen á la Ley de Procedimientos, la cual todav^ia está por dictarse» 
como queda visto en el número 130. Las recorreremos por su orden. 

Prupura. — Se recordará que la Corte Suprema conocía de las causas 
criminales y de hacienda, por la ley de 2 2 de abril de 1835 y que todavía 
conoce de las de haciejtda^ con excepción de las de comisos. Como estas 
causas son falladas por tos jueces de letras, cuyo tribunal de alzada es la 
respectiva Corte de Apelaciones, que es su tribunal superior jerárquico 
inmediato, resulta que al conocer en ellas la Suprema no ejerce funciones 
que sean suyas, ó le sean propias, sino funciones de Corte de Apelacio- 
nes. Por esta razón deben bastarle, para sentenciarlas, el mismo número 
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de miembros que para este efecto necesita una Corte de Apelaciones, 
que son, como prescribe el artículo 86, cuatro para las causas de mayor 
gravedad y tres para las demás; siendo esta misma la razón por que se 
la autoriza para dividirse en dos salas, una de cuatro y otra de tres miem- 
bros, según lo crea necesario para el oportuno despacho de dichas cau- 
sas, y la misma también por la cual le bastarán tres ó cuatro miembros 
para fallarlas. Mas como, fuera de ellas, le corresponde conocer en asun- 
tos que le son propios, como Corte de alzada respecto de las de Apela- 
ciones y como la primera magistratura de la nación, según queda expli- 
cado al hablar de sus atribuciones, era indispensable que la ley dijese 
cuántos de los siete miembros que le da la Ley Orgánica son necesarios 
para ejercer esas funciones suyas ó que le son propias. Hor esta razón, el 
artículo 1 1 3 prescribe que son necesarios cinco miembros concurrentes 
para que pueda ejercer sus funciones propias. 

160. Segunda. — Pero lo dicho no impide que para despachar las 
providencias de mera sustanciación baste un solo ministro, que es la mis- 
ma regla prescrita en el artículo 85 para las Cortes de Apelaciones. 

161. Tercera. — Aunque el artículo 114 dice que el despacho de las 
providencias de mera sustanciación debe hacerse diariamente en la 
audiencia pública, no debe olvidarse que la práctica de todas las Cortes 
modifica necesariamente esta regla. Observándose en todas ellas como 
un deber el despachar, al principio de la audiencia diaria, las providencias 
que el curso progresivo de los procesos requiere en vista de los antece- 
dentes que da á conocer la cuenta del relator, resulta que esta clase de 
providencias se despachan también en la primera liora de la audiencia, y 
que se reservan para la audiencia pública las que pueden dictarse sin más 
antecedente que la suma de los memoriales ó escritos, ó los que en breves 
palabras expone el secretario (número 1 39). 

162. Cuarta. — En el artículo 1 14 se prescribe para la Corte Supre- 
ma, lo mismo que hace el 82 con las de Apelaciones, á saber, que otro de 
los objetos de la audiencia pública sea el oir las quejas que ye interpon- 
gan contra los funcionarios dependientes de ella: prescripción de suma 
importancia para que los abusos que reclaman pronto remedio sean co- 
rregidos con la oportunidad de una correcta disciplina judicial 

163. En los artículos á que se hace referencia en el 1 1 5 se prescri- 
ben las reglas que deben observarse en los acuerdos de las Cortes para 
el pronunciamiento de sus sentencias, y también se determinan las atri- 
buciones especiales de los Presidentes de las Cortes; todo lo cual queda 
expuesto en los $ IV y V de la Ley Orgánica y en nuestros números 1 30 
á 142. Allí se ve que también son aplicables á la Corte Suprema los ar- 
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tículos 6, 7, g y 9 de la ley de ip de enero de xSSg, y la parte relativa á 
dichos acuerdos de la de 12 de septiembre de 1851. 

164, El articulo 1 16 nos sugiere una observación que no carece de 
importancia. Tratándose en el presente título de lo concerniente á la ma- 
nera de organizar la Corte Suprema y a las atribuciones que le corres- 
ponden, el citado artículo habla de una atribución conferida con especia- 
lidad á la Corte de Apelaciones de Santiago y á su Presidente. Su lugar 
apropiado habría sido, pues, el título relativo á las atribuciones de dicha 
Corte de Apelaciones; y al efecto hemos hecho figurar allí el conocimiento 
que le corresponde por estas causas á toda la Corte bajo eí núm. 5.^^ de 
las causas que juzga en segunda instancia, y asimismo hemos compren- 
dido en la atribución que lleva el núm, 1 8 la presente atribucrón que la 
ley da á su presidente. 

La última parte del artículo parece también ser más propia de la ley 
de Procedimientos, que no de la Orgánica que estudiamos. 

Sin embargo, hay un aspecto bajo el cua! el artículo i í6 tiene su lu* 
gar propio en este titulo dedicado á k Corte Suprema, y es c[ue aquí se 
confiere una prerrogativa, ó más bien un fuero especial privilegiado, a los 
miembros de esta Corte, al sacarlos de la jurisdicción general que corres- 
ponde á los jueces de letras por el artículo 57 para conocer de las causas 
civiles y crimínales de la generalidad de los ciudadanos, con tal que se 
trate de delitos comunes, pues que éstos siempre quedan sujetos á los 
respectivos jueces de letras. Pero, aun tratándose de las acciones civiles 
ó criminales derivadas de sus actos funcionarios, ya hemos visto (al ex- 
plicar el artículo 50, primera excepción}, que la Constitución somete, en 
en su artículo 29, uno de esos delitos, que denomina notable abandúno de 
sus deberes^ á otro tribunal especial formado para ese caso del Senado, 
siendo acusadora la Cámara de Diputados. Esa atribución se reduce á 
declarar si hay ó no culpabilidad, y á someter á los acusados, en caso 
de haberla, al tribunal ordinario competente para juzgarlos con arreglo 
á las leyes, tanto para la aplicación de la pena señalada al delito come- 
tido (art. 89, antes 98 de la Constitución), cuanto para hacer efec tiva la 
responsabilidad civil, por los daños y perjuicios causados al Estado ó á 
particulares. 

Ahora ¿cuáles son la ley que señala esa pena y el tribunal ordinario 
competente para aplicarla? Respondemos que esta misma Ley Orgánica 
en su artículo i 59 y el Código Penal en sus artículos 222 hasta el 230 re- 
sueíven lo primero, y el presente artículo 1 16 resuelve lo segundo; puesto 
que se trata, no ya de delitos comunes sujetos á los jueces de letras, sino 
de actos funcionarios que aquí se someten al presidente de la Corte de 




Digitized by 



Gpogle 



''i' wi^mwmr^^^ 



122 TÍT. V. 

Apelaciones de Santiago en primera instancia y i toda esta Corte en se- 
gunda. 

165. Este fuero privilegiado lo gozan también los fiscales de la Su- 
prema, según los artículos 281 y 288. Es además atractivo, por la Vegla 
dada en el articulo 233, el cual establece que los tribunales de fuero es- 
pecial atraen á su competencia á los cómplices ó encubridores del proce- 
sado ante ellos, aun cuando pertenezcan al fuero común. 

166. Queda una advertencia que hacer sobre las palabras del ar- 
tículo 116 que dicen ¿as dos salas reunidas de dicha Corte. Habiéndose 
dictado con posterioridad la ley de 2 de febrero de 1892, en virtud de la 
cual puede esta Corte funcionar también en tres salas, debe aplicarse á 
estas tres lo dicho sobre las dos en la expresión que queda subrayada 

167. En el artículo 1 17 se determinan cuáles son los tribunales que 
deben juzgar á los miembros de la Corte Suprema y á sus fiscales cuando 
se trata de hacer efectiva su responsabilidad civil y criminal derivada de 
sus actos ministeriales. A dicho artículo aplicamos aquí todo lo que he- 
mos expuesto (164 y 165) con relación al 1 16, esto es: que aquí se habla 
de las acciones derivadas de los actos funcionarios de estos magistrados, 
y no de los concernientes á delitos comunes, los cuales quedan siempre 
sujetos á la jurisdicción que el artículo 37 confiere á los jueces de letras» 
para conocer en primera instancia; que esta exención de la jurisdicción 
común es un werá^á^xo fuero privilegiado, constituido en razón de la ma- 
teria objeto del juicio; que éste se extiende á los fiscales de las Cortes; 
que este fuero es atractivo, conforme á lo expresado al final del artículo 
233, y, por fin, que en este artículo se confiere al presidente de la Corte 
Suprema una atribución especial, que la hemos designado bajo el nü 
mero 19 al exponer las que corresponden á los presidentes de las Cortea 
(núm. 141). 
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TITULO VI. 

Del Soraltramienk Subrosíadéa é Inskladén de los Jueces. 



§ 1^ 



DEL NOMBRAMIENTO DE LOS JUECES. 
Art. 118, 

Los jueces pueden ser nombrados en calidad de propieta* 
nos, de interinos 6 de suplentes. 

Ks propie¿ario el que es nombrado para ocupar perpetua-, 
mente ó por el período legal una plaza vacante. 

Es int€7'in0 el que es nombrado simplemente para que 
sirva una plaza vacante mientras se procede á nombrar el pro^ 
ptetario. 

Es suplente el que es nombrado para que desempeñe una 
plaza que no ha vacado, pero que no puede ser servida por el 
propietario en razón de hallarse suspenso ó impedido. 

Nombrado urt juez en la fornia prescrita por los artículos 
18, 36 ó 122 para ocupar una plaza vacante, y no expresándose 
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en su título con qué calidad es nombrado, se entiende que lo es 
con la de propietario, 

Art. 120. 

La ¡namovilidad de que habla el artículo 110 de la Cons- 
titución del Estado rige, no sólo respecto de los jueces propie- 
tarios, sino también respecto de los interinos ó suplentes. 

La inamovilidad de los interinos durará hasta el nombra- 
miento del respectivo propietario, y la de los suplentes hasta 
que expire el tiempo por el cual hubieren sido nombrados, 

Akt. 121. 

Ninguna plaza de la -magistratura podrá permanecer va- 
cante, ni aun en el caso de estar servida interinamente, por 
más de cuatro meses. Vencido este término, el juez interino 
cesará de hecho en el ejercicio de sus funciones, y el Presiden- 
te de la República proveerá la plaza en propiedad. 



COMENTARIO. 

Seeeiin Primera. 

De¿ Nmnbramiento de los Jueces, 

SUMARIO.— 168. Las tres calidades distintas de los nombramientos judiciales se 
armonizan con la inamovilidad constitucional.— 169. Casa<) en que se nom- 
bra propietario, interino ó suplente.— 170. La inamovilidad es una garantía 
necesaria.— 171. Si se extiende á los jueces temporales y á los inferiores. — 
172. Ella es inaplicable hoy á los alcaldes y jueces de comercio.- 173. El 
interinato limitado conduce al mismo fín. 

168. Hallamos tan íntimamente relacionados entre sí estos cuatro 
artículos, que no podemos menos de copiarlos juntos antes de hacerles 
ninguna observación. Se ajustan, además, al principio de inamovilidad 
judicial establecido en la Constitución, y mediante eso se explican y 
completan los unos por los otros. 
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Ri articulo 1 10 que se cita de la Constitución del Estado, dice: 
«Los magistrados de los Tribunales Superiores y los jueces letrados 
de primera instancia permanecerán durante su buena com portación. Los 
jueces de comercio, los alcaldes ordinarios y otros jueces inferiores des- 
empeñarán su respectiva judicatura por el tiempo que determinen las 
leyes. Los jueces no podrán ser depuestos de sus destinos, sean tempo- 
rales ó perpetuos, sino por causa legalmente sentenciada.» 

169. La clasificación que hace el artículo 118 parte del hecho de 
hallarse ó no vacante una plaza ó puesto judicial, Si está vacante, sólo 
puede nombrarse juez propietario, esto es, juez que la ocupe perpetua- 
mente; o bien, puede nombrársele ¿>//fr/W, pero por tiempo que no exceda 
de cuatro meses, durante el cual éste gozará también de inamovilidad. En 
el otro caso, de no estar vacante la plaza, por haber propietario, suspen- 
so ó impedido para desempeñarla, sólo se puede nombrar suplente que 
la sir\'a mientras dure el impedimento ó la suspensión del propietario; 
porque si se hiciese nombramiento con otra calidad, se violaría la ina- 
movilidad del propietario con el hecho de darse por vacante un puesto 
judicial que tenía jue?. nombrado para servirlo perpetuamente, V ese 
suplente ó suplentes nombrados temporalmente serán también respeti- 
dos en sus puestos por todo el tiempo de su nombramiento en observan- 
cia del mismo principio de inamovilidad. 

170. Esta garantía constitucional es de importancia inapreciable. 
La rectitud del magistrado que administra justicia se nos permitirá que 
la comparemos con la solidez y brillo transparente del diamante, que 
conviene poner á cubierto de todo lo que pretenda impedir que penetre 
la verdad ó que se refleje en ella la confianza publica; pues bien, las prolon- 
gadas Suplencias ó interinatos son una especie de plano inclinado en que 
á cada paso que se da suelen multiplicarse las seducciones que conducen 
á condescendencias peligrosas. Por eso los artículos 1 20 y 1 2 1 ponen 
un limite reducido á los interinatos y suplencias, límite que, garantizado 
con la inamovilídad relativa á su reducida duración, no deja de condu- 
cir al fin indicado. 

Contra esta garantía constitucional puede objetarse que un juez des- 
conocedor de sus deberes, escudado con ella, suele ser un azote para el 
pueblo que se ve obligado á soportarlo; pero también es cierto que las 
Cortes tienen medios disciplinarios y correctivos con que llamarlo al 
buen sendero, y que si la prude|jcia y discreción de esos medios no ba.s- 
tan, la Constitución en el artículo indicado tiene previsto el ca^so en que 
se le puede separar por causa legalmente sentenciada. 

17L Por lo demás, esta extensión de la inamovilídad á los intcri- 
nos y suplentes se conforma al precepto constitucional; pues que éste 
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la concede á los destinos judiciales, s^zxí temporales 6 perpettccs, y no son 
temporales sino los que no se dan con la calidad de propietarios. 

Por razón análoga, el artículo constitucional concede esta garantía 
á los jueces inferiores, que son ahora los jueces de subdeJegación y los 
de distrito, solamente por el tiempo de dos años á que se extiende su 
nombramiento. 

172. Y debemos advertir que los jueces de comercio de que habla 
el artículo constitucional eran entonces los jueces iletrados que con el título 
de Prior y Cónsules, acompañados de un asesor letrado del Consulado, juz- 
gaban las causas de comercio, y esos han cesado de existir desde que la 
ley de 29 de septiembre de 1855 suprimió al Prior y al asesor y la de 26 
de julio de i S66 suprimió á los Cónsules, que eran los que formaban ese 
tribunal, y sometió esa especie de causas á los jueces de letras. Ad- 
vertimos también que los alcaldes, que en aquella época conocían, aun- 
que limitadamente, de los juicios civiles y criminales, según se explica en 
el número 93, hoy ya no tienen atribuciones judicialeí?, desde que rige la 
Ley Orgánica de Municipalidades de 22 de diciembre de ¡891, Por lo 
cual la inamovilidad de que pudieron gozar, por el tiempo que duraba su 
nombramiento, hoy ya no tiene la menor aplicación. 

173. La limitación contenida en el artículo í 21, del tiempo que pue- 
de durar vacante una plaza de juez, no pudiendo exceder de cuatro me- 
ses, lejos de contrariar, obedece al principio de la inamovilidad; porque 
obligándose al juez interino á cesar de hecho y al Presidente de la Re- 
pública á proveer la vacante, para no mantener acéfalo un puesto judi- 
cial y evitar los consiguientes retardos en el ser\^icio público, obliga tam- 
bien á que se le haga desempeñar permanentemente por un propietario. 



Continuación del § I del Título VI, 

Del Nombramiento de los Jueces. 

Art. 122. 

(Reformado por la ley de 18 de enero de 1894), 

La atribución especial de nombrar los magistrados de los 
Tribunales Superiores de Justicia y los jueces letrados de pri- 
mera instancia, que corresponde al Presidente de ]a República 
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ren virtud de ta parte 7.* del artículo 73 de la Constitución, será 
ejercida en la forma siguiente: 
Para proveer cada puesto de Ministro ó Fiscal de la Corte 
Suprema ó de las Cortes de Apelaciones, la Corte Suprema 
formará una lista de diez personas que tengan las condiciones 
exigidas por el artículo 103 de la ley de 15 de octubre de 
1875, según la reforma verificada por el artículo 1/ de la ley 
de ig de enero de 1889, y la enviará al Consejo de Estado 

Ípara que de entre dichas personas forme la terna que debe 
presentar al Presidente de la República para los efectos del 
nombramiento. 
Para proveer los juzgados de letras, la Corte de Apelacio- 
nes del distrito jurisdiccional donde exista la acefalía formará 
una lista de quince personas que reúnan las condiciones que 
respectivamente exige para los diversos juzgados el artículo 40 
de la Ley de Organización y Atribuciones de los Tribunales, 
según la reforma introducida por el artículo i.^ de la ley de 19 
de enero de 1SS9, y la enviará al Consejo de Estado para 
que de entre dichas personas forme la terna que debe presen- 
tar al Presidente de la República para tos efectos de nombra- 
miento. 

En las listas se consignarán nominal y detalladamente la 
fecha del título de abogado y la de los diversos nombramientos 
judiciales que hubieren obtenido los que figuren en ellas. 

El Presidente de la República nombrará, para llenar el 
puesto vacante, á alguna de las personas que compongan la 
terna formada por el Consejo de Estado. 

Los nombres que figuren en las listas presentadas por el 
Consejo de Estado ó por las Cortes se colocarán por orden 
alfabético del apellido paterno. 

La formación de ias listas no podrá hacerse por los tribu- 
nales respectivos sino con asistencia de la mayoría absoluta del 
total de miembros de que legalmente deben componerse, y las 
elecciones se harán en votación secreta y por mayoría absolu- 
ta de los presentes* 
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Art. 123. 

(En su forma hoy vigente). 

Los Ministros y Fiscales de la Corte Suprema y de las 
Cortes de Apelaciones, sean propietarios^ interinos ó suplentes, 
serán nombrados en la forma establecida en el artículo an- 
terior. 

Sin embargo, los jueces letrados que hubieren de servir en 
calidad de interinos ó suplentes por un término que no pase de 
cuatro meses, serán nombrados por el Presidente de la Repú- 
blica á virtud de una terna formada por el Consejo de Estado 
compuesta de personas incluidas para los cargos análogos al 
que se trata de proveer en las listas presentadas por los diver- 
sos tribunales en el año anterior. 

En esas termas podrán figurar, ademáá de las personas á 
que se refiere la parte final de la ley de 18 de enero último» 
todas aquellas que reúnen las condiciones exigidas» respectiva- 
mente, para los diversos juzgados por el artículo 40 de la Ley 
de Organización y Atribuciones de los Tribunales* según la 
reforma introducida por el artículo i.'' de la ley de 19 de enero 
de 1889. 

Art. r 24. 

Del nombramiento de los jueces de distrito y de subdelega- 
ción se trata en los artículos 18 y 36 de esta ley. 
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COMENTARIO. 

Del Nombramiento de los Jueces. 



SUMARIO.— 174. Forma del artículo 132 hoy vigente. — 175, Artículos constitu- 
cionales á que él se refiere. — 1.76. Ley de 184a sobre esta materia. Indeter- 
minación que en ella se nota. — 177. Redacción primitiva del artículo 122 en 
la Ley Orgánica. Alteración que hizo á la de 1343.^178. Ley de 1SS9 que 
crea un Tribunal de Presidentes de Cortes^ sin satisfacer todavía la exigen- 
cia constitucional. — 179* La forma actual introducida por la ley de 1894 vino 
á satisfacer esa exigencia* — tSo. Forma actual del articulo 123 hoy vigente. 
Modificaciones sucesivas contenidas en las leyes de 1S42, la Orgánica, la de 
18S9, de rS94 y 1895- — 181. Constitución al i dad de la forma actuaL— íSa. Los 
jueces de subdelegacíón y de distrito, aunque su nombramiento es temporal* 
son relativamente inamovibles, 



174. El artículo 122 en la forma de redacción que le damoü en el 
texto es el que actualmente rií^e, según la refonna que hizo al primitiv^o 
artículo 122 de la Ley Orgánica la ley de iH de enero de 1894. Pero 
conviene tener conocimiento de las distintas disposiciones que han ve- 
nido dictándose sobre nombramiento de jueces en cumplimiento de lo 
prescrípto en la parte 7.^ del artículo 73 y en la 2. ^^ del artículo 95 de la 
Constitucirjn. Esos artículos dicen: 

175. íiSon atribuciones especiales del Presidente:.., 

^yp Nombrar los magistrados de los tribunales superiores de justi- 
cia y los jueces letrados de primera instancia á propuesta del Consejo de 
Kstado, conforme á la parte 2.^ del articulo 95. 

Y esa parte 2,«, hablando de las Atribnciones del Consejo de EstU' 
do^ dice: 

2.^ Presentar al Presidente de la República en las vacantes de jaeces 
letrados de primera instancia y utuíubros de los Tribunales Superiores 
d^ Justicia, los individuos que juzgue más idóneos, p reí' ras las propuestas 
itei Tribunal Superior que designe la ley y en la forma que ella ordene.* 

176. í^ primera ley que aparece dictada, en ejecución de estas 
prescripciones constitucionales, es la de 30 de diciembre de 1S42, 

Hn ella se disponía que la Corte de Apelaciones de Santiago, única 
existente entonces, celebrase el i 5 de noviembre de cada año un acuer- 
do extraordinario, reunida con su fiscal, para informar sobre los méritos 
y aptitudes de todos los jueces y abogados más distinguidos en el ejercí* 
cío de sus funciones» y proponer los que creyese más á propósito para 

9 
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jueces de letras, fiscales y miembros de las Cortes de Apelaciones y 
Suprema. 

Pasado este informe á la Corte Suprema, ésta, reunida también en 
acuerdo extraordinario, extendería otro informe análogo, agregando las 
personas y observaciones que creyese convenientes, y ambos los remiti- 
ría al Supremo Gobierno el 1 5 de diciembre. Para proveer los empleos 
referidos, el Consejo de Estado presentaría en cada vacante tres indivi- 
duos de los propuestos en esos informes, pudiendo también proponer 
alguna otra persona que reuniese los requisitos legales, con tal que lo 
acordase por mayoría de los dos tercios. El Presidente de la República 
nombraría á uno de esa terna, pudiendo por una sola vez exigir otra, y 
que se le anticipasen los informes cuando ocurriese vacante, y asimismo 
nombrar por sí solo los suplentes, pero con el acuerdo del Consejo de 
Estado si fuesen ministros de tribunales superiores. Ninguna judicatura 
podía permanecer vacante por más de seis meses. La misma ley declara- 
ba ser ella provisoria mientras se dictase la Orgánica de los Tribunales. 
Como se ve, en esta ley se ordenaba hacer propuestas anticipadas á 
las vacantes que podían ocurrir, y no con el objeto de proveer una vacan- 
te determinada ya ocurrida. 

177. El estado de cosas establecido por esta ley subsistió hasta la 
Ley Orgánica, la cual le hizo muy ligeras alteraciones en su artículo 
122, como se ve en el que textualmente copiamos á continuación: 

La facultad de nombrar los jueces que corresponde al' Presidente 
de la República en virtud de la parte 7.^ del artículo 82 (hoy 73) de la 
Constitución del Estado, será ejercida en la forma siguiente: 

«Cada Corte de Apelaciones formará al fin de cada año una lista 
de los jueces y abogados que á su juicio sean idóneos para desempeñar 
los cargos de miembros de la Corte Suprema, de miembros de las mis- 
mas Cortes de Apelaciones y de jueces de letras. 

«Cada Corte de Apelaciones pasará oportunamente su respectiva 
lista á la Corte Suprema, y este Tribunal, tomándolas todas en conside- 
ración, hará las observaciones que crea convenientes respecto de las 
aptitudes y méritos de los recomendados, y agregará á las dichas listas 
las personas que á su juicio sean acreedoras á alguno de los puestos de 
la magistratura. 

«La Corte Suprema remitirá una copia autorizada de todas estas 
listas y de sus propias observaciones al Ministerio de Justicia antes del 
día quince de enero de cada año; y el Ministerio de Justicia la hará pu- 
blicar en el periódico oficial para los efectos de los artículos 273, 303 
y 305 de esta ley. 

«El Consejo de Estado, siempre que se trate de proveer algún pues- 
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to vacante de i a magistratura, presentará al Presidente de la República 
una terna de las perdonas que se hallen incluidas en las Hstas de! t^lti- 
fiío año. Esta tema deberá precisamente componerse de personas re- 
comendadas para el puesto que se trata de proveer ó para otro de igual 
ó superior jerarquía. 

*E1 Presidente de Ja República elegirá para llenar el puesto vacante 
una de las personas que compongan la tema, 6 exigirá por una soJa vez 
que el Consejo de Estado le presente nueva terna para poder efectuar la 
elección,? 

La variación digna de notar que este artículo hizo a la ley de 1842, 
está en no autorizar al Consejo de Estado para que incluyera en su terna 
á personas que no estuviesen recomemíadas por los tribunales para el 
puesto que se trataba de proveer; pero siempre quedaba en pie la reco- 
mendación hecha en general para cualquiera de los puestos de una clase 
de magistratura, como de juez de letras por ejemplo, y no para un puesto 
ya vacante en higar determinado. 

IÍ8. La ley de 19 de enero de 1S89, al reformar este artículo, dio 
un paso más en cuanto á esta detemiinacion. Entendiendo que las pala- 
bras del artículo 95 parte 2.^ de ía Constitución ^ ^retf ¿as las propuestas 
del Tribunal Superior que designe la ley^ exigían la fijación de un tribunal 
úntcü que calificase á los abogados que debían servir tanto n las Cortes 
Superiores como al Consejo de Estado para hacer sus propuestas y pre- 
sentaciones en los casos de puestos vacantes, creó un tribunal compuesto 
de ios presidentes de todas las Cortes y Salas de Apelaciones^ presidido 
por el de la Corte Suprema, y le encargó la formación de cinco listas de 
abogados idóneos para desempeñar los cinco órdenes de la jerarquía ju- 
dicial. Le limito al mismo tiempo el número de abogados, siendo éste de 
treinta para Ministros y Fiscales de la Corte Suprema é igual número 
para jueces de asiento de Corte; de cincuenta para Ministros y Fiscales 
de la Corte de Apeíac iones c igual numero para jueces de cabecera de 
provincia y de ciento para jueces de departamento. De los nombres com- 
prendidos en esas listas únicamente podían las Cortes^ llegado el caso de 
algima vacante» foimarsus propuestas, la Corte Suprema de diez mdivi- 
dúos para miembros ó fiscales de ella misma ó de las de Apelaciones, y 
las Cortes de Apelaciones sus propuestas de quince abogados respectiva- 
mente para los juzgados de letras. De estas listas debía formar sus temas 
el Consejo de Estado, y por su parte el Presidente de la República debía 
llenar el puesto vacante con algún abogado de esas temas. 

Todavía este sistema de la ley de I $Bg no parece interpretar genui- 
namente el artículo constitucional. AI decir éste que en las vacantes de 
jfuces presente el Consejo de Estado los individuos que juzgue más idó- 
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neos, previas las propuestas del Iribunal Superior que señale la le)% 
quiere indudablemente tres cosas: i .^, que la presentación del Consejo y 
la propuesta del Tribunal Superior sean para llenar un puesto determinado 
que se halle ya vacante; 2.^, que la idoneidad de los que ,se presenten y 
propongan para ocuparlo sea proporcionada a la categoría, necesidades 
y exigencias de dicho puesto, que bien pueden diferir de las requeridas 
para otros aunque le sean análogas, y 3./^, que esa calificación la hagan» 
por sí mismas las autoridades llamadas por la ley á apreciar las aptitudes, 
méritos c idoneidad que dicho puesto especial exige. Y entretanto, el siste- 
ma de la ley de 1889 no llena cumplidamente estas exigencias; 1.*^ porque 
restringe á un numero limitado de abogados el personal mucho más numero, 
so de los abogados idóneos existentes entre los cuales puede elegirse acer- 
tadamente; 2.0, porque además esc número ha sido reducido por personas 
no directamente llamadas á hacer la apreciación que el puesta que trata de 
proveerse especialmente requiere^ y }^P porque la calificación de la ido* 
neidad viene á hacerse por criterio distinto del que puede tener el tribunal 
á quien la ley impone el deber y la responsabilidad consiguiente de ha- 
cer su propuesta. 

179. Todo esto nos parece que lo deja salvado la ley de 18 de 
enero de 1894 al dar al artículo 1 22 de la Ley Orgánica la nueva forma 
en que lo dejamos transcrito. 

También hallamos más conforme al precepto constitucional la su- 
presión de la facultad acordada al Presidente de la República en las 
leyes anteriores, de exigir una nueva terna para hacer la elección; aunque 
fuese por una sola vez, ella no se concedía expresamente en !os artículos 
TI parte 7. a, ni 95 parte 2.^ de la Constitución. . 

Finalmente, el artículo de 1894 suprimió acertadamente la restric- 
ción contenida en el de 1889, de que no pudiese figurar un mismo nom- 
bre en más de una lista. Ksa restricción^ de suyo ocasionada á embarazos 
para formar las listas, no podía menos de ser verdaderamente perjudicial 
cuando había que pasar simultáneamente dos ó más listas para otros tan- 
tos puestos diferentes, obligando á omitir en una ó más de ellas los abo* 
gados que el tribunal reputaba acaso los más idóneos. 

180. La redacción que hemos dado en el texto al articulo 123 es 
la que resulta de las modificaciones en él introducidas por las leyes de i % 
de enero de 1894 y su complementarianijm. 24S,dc 10 de enero de 1895. 

Las distintas ideas dominantes, que han venido á parar en el ar- 
tículo 123, tal como queda transcrito, son éstas: 

Se;gún la ley de 30 de diciembre de 1842, para proveer los interina- 
tos y suplencias estaba facultado á hacerlo por si solo el Presidente de la 
República, tratándose de jueces de letras; pero necesitaba el acuerdo del 
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Consejo de Estado si se trataba de miembros de ¡as Cortes Suprema ó 
de Apelaciones; no pudiendo ninguna judicatura permanecer vacante por 
más de seis meses. 

La Ley Orgánica en su primitivo artículo 122 la modificó en dos 
puntos: primero^ los interinatos y suplencias de los jueces de letras podrían 
proveerse sin necesidad de terna del Consejo de Estado, ni de propuesta 
en lista de las Cortes superiores, pero sólo por término de cuatro meses; 
y segundo, ía vacancia de esas judicaturas se reduce de seis á cuatro 
meses, en el hecho de limitarse á este menor plazo la facultad del Pre* 
sidente de la República para nombrar de esta manera á los interinos. 

Después la ley de 18S9 introdujo otra modificación, consistente en 
que bastaba al Presidente de la República para dichos nombramientos la 
presentación de ternas sacadas por el Consejo de Kstado de las listas 
anuales formadas por el tribunal de Presidentes de las Cortes. 

Esta misma idea fue ía que consignó la ley de í 8 de enero de 1 894 
al dar al artículo 123 la fórmula más precisa con que lu dejamos copiado 
en sus dos primeros acápites. Pero dio más determinación á la fuente á 
donde debia ocurrir el Consejo de Mstado para formar sus ternas, al de- 
cir que las formase con nombres tomados de las listas presentadas para 
los cargos de que se tratase por los diversos tribunales en el año ante- 
rior, lo cual significa que no debía recurrir ya á la lista ¿genérica formada 
en abstracto por el Tribunal de Presidentes. 

Siji embargo» el tercer incisoj que como complementario del artícu- 
lo 123 ha v^enido á ag^regarle la ley de 10 de enero de 1895, autorixa al 
Consejo de Estado para proponer personas no incluidas en dichas listas de 
las Cortes, con tal que les encuentre las cualidades requeridas en el articu- 
lo 40 para los respectivos cargos de jueces de departamento, de cabecera 
de provincia ó de asiento de Corte^ set^ún sea el que se trata de proveer» 

181- Ahora, ;cuál de estas diversas formas del artículo T23 es la 
más conforme can el precepto constitucional, que al tratar de esta atribu- 
ción del Consejo de Estado, dice: Presentar... en ¡as vacantes de jueces 
isiradüs.^. previas ¡as propuestas det tribumil siíperíor que designe la ley? 
Por una parte hallamos que cuando se nombra suplente no hay puesto 
vacante que proveer; que al nombrarse interino hay puesto vacante, pero 
no se provee la plaza de manera permanente; que estas provisiones sue- 
len siempre ser urgentes y no dar espera á que se llenen todas !as exi- 
gencias legales para hacerlas, y es conveniente aJ buen servicio hacerlas 
oportunamente. Y por otra parte hallamos también, que siempre se tra- 
ta, aunque sea en calidad de interino ó de suplente, de nombrar jueces 
de letras, que aun cuando sea con esa calidad^ no dejan por eso de ser 
tales jueces de letras; que las vacancias de estos cargos están expuestas 
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á serios inconvenientes, que hacen desear tengan la menor duración po- 
sible, y que mientras menos se prescinda de que concurran» al h aceite 
estos nombramientos, las propuestas de los tribunales superiores y la 
presentación del Consejo de Estado, mas se aproximarán á la mente del 
¿ Código fundamental. Dejamos estas reflexiones a la apreciación de cada 

\ cual, y nos limitamos á opinar que no hallamos en el artículo 123, tal 

\ como lo dejamos copiado, el defecto de inconstitucionalidad; porque muy 

I razonablemente puede entenderse que la Constitución sólo se ha puesto 

i*[ en el caso de nombramientos en propiedad para puestos vacantes. 

ij^ 182- En cuanto á los jueces de subdelegacíón y de distrito, el ^rti- 

■^ culo 124 se limita á referirse á los artículos iS y 36. Hn efecto^ estos dos 

í»i artículos y el 19 disponen que estos jueces serán nombrados por el Go- 

hr. bernador del departamento, á propuesta en terna del juez de letras, para 

l^^v un período de dos años, que puede renovarse indefinidamente, 

y..^ Acerca de la inamovilidad de qsíosj urces inferiores, to único que 

ji;. contiene el artículo loi (antes no) es que -desempeñarán su respectiva 

?f' judicatura por el tiempo que determinen las leyes. Los jueces no podran 

^;. ser depuestos de sus destinos, ^q2ücí temporales ó perpetuos, sino por causa 

legalmente sentenciada. » 

De manera que durante el tiempo de dos añüs á que se extiende su 
nombramiento deben ser respetados en sus destinos, á no ser que sobre- 
venga destitución por causa legalmente sentenciada. 



Continuación del Título VI. 

§ II. 

De la Subrogación de ¿os Jueces. 
Art, í 2 5 , 

Cuando por implicancia ó por recusación no pudiere un juex 
de distrito conocer de una determinada causa, será reemplazado 
por el juez de distrito que le preceda en e! orden numérico. Si 
el inhabilitado fuere el del primer distrito^ so falta será suplida 
por el del último. 

Las mismas reglas se aplicarán en casos análogos respecta 
de los jueces de subdelegación. 
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Art. 126. 

En los demás casos en que faltare un juez de distrito ó de 
subdelegación se nombrará un suplente ó interino en la forma 
prescrita por los artículos i8 y 361 y se suspenderá entre tanto 
el despacho de los negocios de que aquellos conocían. 

Art. 127. 

En todos los casos en que faltare ó no pudiere conocer de 
determinados negocios el juez de letras, su falta será suplida por 
el otro juez de letras de la misma jurisdicción, si lo hubiere en 
el departamento. 

Si en el departamento hubiere más de dos jueces de letras 
de una misma jurisdicción, el que faltare será reemplazado por 
el que actualmente estuviere de turnOí 

Y si el juez que falta fuere el de turno, será reemplazado 
por el que inmediatamente le hubiere precedido en el ejercicio 
de esta función. 

A&T. 128. 

Si en el departamento hubiere varios jueces de letras, pero 
de diversa jurisdicción, el que faltare será reemplazado por el 
otro, si sólo hubiere dos, ó por el menos antiguo no inhabilita- 
do, si hubiere tres ó más* 

t 
Art. 129. 

(Seg^n taley d^ 2 de febrero de 1S93). 

* 

Si en el departamento no hubiere más que un juez de letras, 
ó si no pudiere tener lugar lo dispuesto por los dos artículos 
precedentes, la falta del juez de letras será suplida por el secre- 
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tario del juzgado á que corresponda el conocimiento del negocio, 
ó si éste también faltare ó no pudiere conocer, por el defensor 
público del departamento, ó por el más antiguo de ellos cuando 
haya más de uno. 

Si el secretario y el defensor público no pudieren ejercer 
las funciones que les encomienda esta ley, por implicancia ú 
otra causa, serán dichas funciones desempeñadas por el abogado 
más antiguo, no inhabilitado, que pague patente en el departa- 
mento. 

Los subrogantes no tendrán derecho á remuneración por 
los servicios que prestaren y sus atribuciones serán las que con- 
cede el artículo 53. La remisión del proceso, para los efectos 
de dicho artículo, se hará al juez letrado más cercano; pero s¡ 
en la provincia en que ocurre la falta hubiere otro ú otros de- 
partamentos con juez de letras, á éste ó al más inmediato de 
éstos se hará la remisión. 

Art. i 30, 

Para los efectos de los artículos 133, 134 y 136, el Presi- 
dente de la República nombrará, en los primeros días de ene- 
ro de cada año, cuatro abogados para la Corte Suprema^ para 
cada una de la Cortes de Apelaciones de Concepción y la Se- 
rena, y para cada una de las salas de la de Santiago. 

Este nombramiento se hará en la forma prevenida en el 
artículo 122, será publicado en el periódico oficial y fijado per- 
manentemente en la secretaría del respectivo tribunal. 

Los cuatro abogados nombrados desempeñarán por turno 
mensual el encargo que este artículo les confiere. 

Art. 131, 

Si no pudiere entrar á desempeñar este encargo ninguno 
de los abogados nombrados por el Presidente de la República, 
serán llamados otros abogados designados en cada caso por 
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los miembros que quedaren del tribunal, siempre que tengan 
las cualidades requeridas por el artículo 58. 

El llamamiento de abogados de que trata el inciso prece- 
dente se hará saber á las partes dos días antes, á lo menos, de 
entrar en el ejercicio de sus funciones el llamado. 

Art. 13^2. 

Si por implicancia ó recusación no quedare en las Cortes 
de Apelaciones de Concepción ó de la Serena ninj^ún miembro 
hábil, se deferirá el conocimiento del negocio a la sala de la 
Corte de Apelaciones de Santiago que estuviere de turno. 

Si esta falta ocurriere en alguna de las salas de la Corte 
de Apelaciones de Santiago, pasará á la otra el conocimiento 
del negocio; y^ si en las dos salas, á ia Corte de Apelaciones de 
la Serena, 

Arh 133. 

Las Cortes de Apelaciones de Concepción ó de la Serena 
serán integradas por las personas y en el orden que sigue: 
I," Por los demás miembros no inabilitados del tribunal; 
2.** Por el fiscal del mismo; 
3,* Por los jueces de letras del departamento; 
4," Por los abogados designados en los artículos i 30 y i 3 r, 

Art. 134. 

Para integrar cada una de las salas de la Corte de Apela- 
ciones de Santiago, se llamará: 

I .° A los demás miembros no inhabilitados de la misma sala; 

2,^ A los ministros de la otra sala, conforme el orden de 
su antigüedad; 

3.° Al fiscal de la sala en que ocurriere el empate ó la dis- 
persión de votos; 

4.^ Al fiscal de la otra sala; 
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5." A los jueces de letras del departamento, prefiriéndolos 
de la jurisdicción á que pertenezca el negocio y, entre varios 
de una misma jurisdicción, los más antiguos; 

6.^ A los abogados designados en los precitados artículos 
130 y 131. 

Art- 135- 

Los abogados llamados á integrar la Corte Suprema ó una 
Corte de Apelaciones tendrán obligación de prestar gratuita- 
mente su servicio* 

AiíT, 13Ó- 

CHodiñcada por k ley de ^ de febrero de iBgi}* 

La Corte Suprema será integrada: 

I*** Con los miembros no inhabilitados de ía misma Corte; 

2.^ Con sus fiscales; 

3/ Con los ministros no inhabilitados de la Corte de Ape- 
laciones de Santiago, según el orden de su antigüedad; 

4.** Con los fiscales de dicha Corte de Apelaciones en la 
misma forma que con los ministros de ella; 

5,"* Con los jueces de letras de Santiago, conforme al turno 
que se establecerá por la misma Corte; 

6," Con ios abogados designados en los artículos 1 30 y 131. 

Siempre que se hubiere de integrar la Corte Suprema con 
los ministros ó fiscales de la Corte de Apelaciones de Santia- 
go, con los jueces letrados ó con los abogados, se hará el lla- 
mamiento por medio de un decreto en que se exprese nominal- 
mente ¡a persona llamada. 
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Subrag^acton de ¿os Jueces inferiores. 



SUMARIO, — 183. Dos casos y dos maneraü de subrogación.— 184. Para el caso 
de implicancia ó recQsacióti. — 135. Subrog:aci6n ca caso de acefaHa.^i8S, 
Comparación y frase de más. 



1S3- Las dos maneras de subrogará un juez, contenidas en las dos 
artículos f 25 y 1 26, corresponden á las distintas maneras como puede ocu- 
rrir falta de juez. La una es cuando la falta se limita á una ó más causas 
determinadas, sin que el juez: esté impedido para el despacho de las demás; 
y la otra cuando la falta afecta á todas la.s causas ó asuntos del juzgado. 

184. Lo primero sucede cuando ocurre al juez alguna causa de im- 
plicancia ó de recusación, que, privando ai juez de la imparcialidad nece- 
saria para inspirar confianza á los dueños de un pleito ó asunto determi- 
nado, lo obliga á no seguir conociendo en él; en tal caso, que nada tiene 
que ver con ios demás asuntos del juzgado, ni que pueda impedir al juez 
continuar sirviéndolo, sólo se necesita buscarle un subrogante fiara ese 
as'hato ó pleito determinado: esto es lo que resuelve el articulo 125, 

185- Lo segundo sucede toda vez que una enfermedad» una ausen* 
cia forzada \x otro inconveniente análogo, impiden que el juez atienda y 
sirva el juzgado, esto es, los asuntos todos que en el necesitan ser despa- 
chados. Afectando entonces el impedimento ó la falta de juez al juzgado 
mismo, se produce una verdadera acefalía que debe hacerse cesar, dán- 
dole á éste otro juez que lo sirva por el tiempo que ésta dure; y es lo que 
resuelve el artículo 126. 

186- Para la subrogación prevista en el 1 2 5 se ha seguido el siste- 
ma de rotación numérica del Reglamento de Justicia, con la diferencia que 
en éste subrogaba el que tenía el número inmediatamente mayor aí del 
subrogado, y en nuestro articulo se sigue el orden inverso. 

La frase final del artículo 1 26 parece que podría suprimirse sin que 
hiciera falta; porque es claro que mientras no se nombre y entre á fun- 
cionar el subrogante, ya sea como interino, ó como suplente, todos los 
asuntos á que en general afecta el motivo de la acefalta del juzgado , 
han de quedar suspensos. 
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Subrogación de los Jueces de letras. 

SUMARIO.--187. Dos clases de falta de juez previstas en ostOs tres articulas.— 

188. Aplicación de las reglas de estos artículos á siete casos distintos. — 

189. Modificación del turno para los juece*^ d-i aí;iento de Corte.^ — 190. La 
voz jurisdicción significando /r/^rí^.— 191. \á no subrogan los alcaldes. 

187. Creemos conveniente avanzar unas pocas ideas sobre los casos 
de subrogación que se resuelven en los tres artículos 127, 12S y J29. 

En primer lugar, la clase de falta de juez á que todos ellos se refie- 
ren creemos hallarla planteada en las dos primeras lineas del 127 Al de- 
cir: «En todos los casos en ^^ faltare ó no pudiere conocer en delcrminadú 
negocio el juez de letras», anuncia la ley que va á resolver las dos clases 
de falta que hemos tratado de distinguir en el número 183 hablando del 
artículo 126, que son: i.^ cuando falta juex á ima causa ó asunto deter- 
minado, y 2.a, cuando se trata de algún impedimento del juez para aten- 
der al despacho de todos los asuntos pertcnecientcíí á su juzgado. Para 
ambos casos son las disposiciones de estos tres artículos, cun el bien 
entendido que la subrogación dispuesta para el segundo sólo puede apli- 
carse mientras no haya nombramiento de suplente ó interino que haga 
cesar la acefalía del juzgado. 

188. En segundo lugar, conviene presentar distintamente los casos 
previstos en estos artículos para procurar resolverlos por medio de las 
reglas en ellos contenidas: 

i.^ Cuando en el departamento hay im soto jmn de letras; 

2P Cuando hay dos jueces de letras, y ambos ejercen simultánea- 
mente la jurisdicción, tanto en lo civil como en lo criminal; 

3.<^ Cuando hay dos jueces de letras, pero uno ejerce la jurisdicción 
en lo civil solafne7ite y el otro del mismo modo en ¡o crimina/: 

4.0 Cuando hay tres ó cuatro jueces de letras y todos ejercen la ju- 
risdicción en lo civil y en lo criminal simultáneamente; 

5.0 Cuando hay tres jueces de diversa jurisdicción, que la ejercen, 
ya sea dos en lo civil y uno en lo criminal, ó ya uno en lo civil y dos en 
lo criminal; 

6.0 Cuando los cuatro jueces existentes la ejercen di>s en lo civil y 
dos en lo criminal; 

T.^ Cuando de seis ó más jueces existentes !a ejercen tres en lo ci- 
vil y ires en lo criminal. 
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Eli primer caso lo resuelve el arUculo 1 29, disponiendo que el su- 
brogante sea el secretario del juzgado; si falta también éste, que lo sea 
el defensor público y á falta de ambos, el abogado más antiguo. Pero 
ninguno de éstos tendrá más facultades que las concedidas á los alcaldes 
en el artículo 53, cuando éstos ejercitan atribuciones judiciales. 

El segundo caso lo resuelve el artículo i 27 inciso i P, diciendo que 
el que falta es subrogado por el otro. 

El 3." lo resuelve el artículo 128 en su primera hipótesis, diciendo, 
como en el anterior 1 que el que falta será reemplazado por el otro. 

En el 4.^ eí de turno subroga al que falta, y, en su defecto, el del 
turno precedente, según el artículo 127 en sus dos últimos incisos. 

Kn el 5 .*> caso, si falta uno de los dos que ejercen jurisdicción aná- 
loga, lo subroga el otro, según el inciso i,^ del artículo 127; y si el que 
falta es el único juez en lo civil ó en lo criminal, lo reemplaza el menos 
antiguo de los otros dos, conforme al articulo ¡28 en su segunda parte. 

En el 6.0 caso, el que falta es reemplazado por el otro de jurisdic- 
ción análoga, segi^n el artículo 127 del inciso ip 

En el /.^, el que falta es reemplazado por el de jurisdicción análo- 
ga que esté de turno; en su defecto por el de turno anterior, según los 
incisos 2 y 3 del articulo 127. 

189. Parece que la regla dada en el artículo í2y para los jueces 
que están de turno no pudiera aplicarse en los juzgados civiles de asien- 
to de Corte; porque en ellos, en lugar del turno, la ley de 13 de enero 
de 1S97 ha dispuesto que la respectiva Corte designe el juzgado ante 
qiiien debe seguirse toda demanda ó gestión judicial que se inicie, salvo 
algunas excepciones que allí se expresan y otras que la ley de 13 de sep- 
tiembre de (^98 ha determinado, como aclaración de la anterior, y son; 
I^^s astmtas en que se procede de oficio^ ios que tienen por objeta dar atm- 
piimünto a resúluciones de otro juzgado^ los de jurisdicción voluntaria 
y lús denvados de otros asuntos en qu¿ ya se luí conocido. La designación 

la hace el Presidente del Tribunal superior, según el artículo 3 ° de la según, 
da ley antedicha. Pero la Corte de Santiago, por acuerdo de 3 de marzo 
de 1897, ha designado un número á cada uno de los cinco juzgados del 
fuero civil, por el orden de su antigüedad ^ haciendo con esto posible que 
la subrogación, en caso de faltar juez para determinada causa, ia haga 
el del número de orden siguiente. Hoy desempeñan esos juzgados los 
señores Ahumada el r.t>. Rojas el IP, Marín el 3.<', Castillo el 4.^ y Be- 
navente el 5.*^ 

190. El sentido en que se empfea la voz jurisdicción en estos ar^ 
tic u los es como sinónimo de fuero, cuando suele decirse: asuntos del fue- 
ro civil ó deí fuero criminal. Y en todos los casos indicados al designar' 
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se á un juez ó funcionario como subrogante se da por entendido que no 
tiene implicancia ü otro motivo que lo inhabilite. 

191. Hay que advertir también que, con motivo de haber dejado de 
tener atribuciones judiciales los alcaldes, según la Ley Orgánica de las Mu- 
nicipalidades de 22 de diciembre de 1891, que eran los subrogantes que 
designaba el primitivo artículo 129 para el caso de no haber en el de- 
partamento más que un solo juez de letras, la ley de 2 de febrero de 
1895 modificó este artículo dándole la forma en que lo dejamos trans 
crito. 

SeeeióD Tercera. 

Subrogación de los Jueces de las Cortes. 

SUMARIO. — 192. Aplicación de estos artículos á las nuevas Cortes.— 193, A Jas 
de Talca y Valparaíso se aplican por las leyes de su creación. — 194. Tam- 
bién á la de Iquique por otra razón.— 195. Diñcultad para nombrar ios abo- 
gados integrantes. 

192. La manera de integrar en las Cortes el quorttm requerido por 
la ley cuando por implicancia ó recusación les faltare el número de miem' 
bros necesarios á las causas en que conocen, se determina en los artículos 
siguientes, y aun cuando parezca remoto el caso en que llegue á recu- 
rrirse á los abogados de que aquí se habla, no puede negarse que puede 
llegar y que en realidad ha llegado más de una vez en algimas Cortes. 

Por lo tanto, importa saber si ella será aplicable á las Cortes de 
Iquique, de Talca y de Valparaíso, las cuales no son mencionadas en 
estos artículos ni en los siguientes hasta el 1 36, por haber sido creadas 
con posterioridad á esta Ley Orgánica. 

193. Respecto de las de Talca y Valparaíso, no nos cabe duda 
de que les es aplicable, atendidas las expresiones contenidas en las dos 
leyes de su creación. La de 28 de julio de 1888, que estableció la de 
Talca, dice en su artículo i .^ que serán sus deberes y atribuciones las 
que determina la ley de 15 de octubre de 1875 para los tribunales de 
esta clase, y la que creó la de Valparaíso, en 2 de febrero de 1892, dice 
lo mismo en el artículo 5.° acerca de sus deberes y atribuciones, expre- 
siones perfectamente comprensivas de las facultades concedidas en los 
presentes artículos para poder integrarse. 

194. No nos sucede lo mismo con la ley de 1 5 de noviembre de 
1884, que estableció la Corte de Iquique, por no encontrar en ella nin- 
guna expresión á la cual pueda darse el alcance ó .significación de las 
antedichas. 
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Sin embargo, estando dictada la Ley Orgánica en cumplimiento del 
precepto contenido en el artículo J05 (1J4) de la Constitución^ que la 
exige para «todos los tribunales y juzgados que fueren necesarios para 
la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la 
kepüblica», creemos que tiene fuerza aplicable á todos los estable, 
cidos dentro de ella y á los que después se establecieren, exceptuando 
solamente las disposiciones distintas que las leyes del caso contuvie- 
ren, y, por lo mismo, reputamos que lo dicho es también aplicable á la 
Corte de Iquique. 

195. Por lo que hace á la practicabilidad del nombramiento de los 
abogados integrantes proscripto en estos artículos, hasta hoy ha encon- 
trado tan serias dificultades, que dudamos se haya verificado para algu^ 
ñas Cortes en el número requerido por la ley. 

Tan sólo para Santiago se requieren dieciséis nombramientos para 
la Suprema y las tres salas de la de Apelaciones, á raxón de cuatro para 
cada una; lo cual supone dieciséis listas de á diez abogados, todos en 
ejercicio de la profestón en la misma capital donde deben ejercerse las 
funciones para las cuales se les propone. Y aun cuando hay posibilidad 
de repetir algunos nombres, para que eso sea una verdadera facilidad en 
las propuestas, habrá que esperar sean despachadas por el Consejo de 
Estado y el Presidente de la Repiibüca, a ñn de saber cuáles han que- 
dado sin ser presentados y en disposición de ser repetidos en las listas 
posteriores hasta completar el total de los que deben ser nombrados. 
listo, si no impide el nombramiento total, jx>r lo menos impedirá que se 
haga en el tiempo exigido por la le}'. V si tal cosa sucede en Santiago, 
lugar en que residen la mayor parte de los abogados experimentados y 
distinguidos, no podrá menos de suceder con mayor razón en la Corte 
de Concepción, por ejemplo, que requiere ocho nombramientos |>ara sus 
dos salas y otras tantas listas de diez abogados alli residentes, todos con 
los requisitos legales para ser miembros de Corte. 

Otra dificultad se presenta para la aplicación del artículo 132 á las 
Cortes de Iquique, de Talca y de Valparaíso, creadas con posterioridad 
á la Ley Orgánica y no mencionadas por ella en el artículo citado. Si 
ocurriere, pues, en ellas el caso de no quedar ninguno de sus miembros 
hábil para la decisión de un negocio dado, ;á cuál Corte se le deferirla 
su conocimiento, ya que para ellas no está prevista esta eventualidad? 
^Sería á la de La Serena, sí ocurriese á la de Iquique, por ser la 
que le está más próxima, ó sería a la sala de turno de la Corte tle San- 
tiago: 

Nos parece que sería muy oportima una nueva ley que resolviese es- 
tas dos dificultades, ya que se trata de dos puntos que no son de mera 
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jurisprudencia, sino de atribuciones^ que seg^ún la Constitución, son siem- 
pre materia de ley que las decida ó interprete para todos los casos que 
ocurran, y que ella se dictase, no para Cortes determinadas nominalmente, 
sistema que se presta á la seg^unda dificultad propuesta, sino con g^enera- 
lidad para las Cortes de Apelaciones existentes en la República, 



SefiTióñ Cuarta. 

De la Subrogación de los Jueces. 

SUMARIO. — 196. Punto de analogía de la Corte de Concepción con la de San- 
tiago. — 197. Forma actual del articulo 136.- -ig8. Notificación de los llama- 
mientos nominales. — 199. Servicio g^ratuito de los integrantes, — aoo. Obser- 
vación sobre el llamamiento de los fiscales. 

196. La claridad de todo lodíí^püesío en los artículos, 133, í34» *3S 
y 136 nos deja lugar á muy ligeras observaciones. 

El llamamiento de los ministros y fiscales de la utra sala, previsto 
en los números 2.^ y 4.0 del articulo 134 para la Corte de Santiago, es 
aplicable á la de Concepción, que tiene también dos salas, seg^ún el ar- 
tículo II de la ley de 2 de febrero de 1892. 

197. Hemos dado al artículo t 1^6 la forma de redacción que le co- 
rresponde con la modificación que le hizo el artículo 4.° de la ley de 2 de 
febrero de 1892, en cuya techa la Corte Suprema tenía ya dos fiscales. 

198. La prescripción agregada al fin, de que el llamamiento de los 
funcionarios nombrados en los números 3 .^ á 6.^ del mismo articulo» se 
haga por medio de un decreto en que se exprese nomínalmente la perso- 
na llamada, tiene por fundamento el hecho de no ser esas personas de las 
que pertenecen á la Corte Suprema, y la necesidad de que las partes liti- 
gantes, que pueden tener causales de recusación contra ellas, sepan que 
van á tenerlas por jueces y tengan posibilidad para hacer uso del derecho 
que la ley les concede para separarlas del conocimiento de su negocio. 
Natural es entonces que ese decreto sea notificado antes de la vista de la 
causa. Por esta misma razón se exige al fmal del artículo 1 3 1 que el nom- 
bramiento de abogados que los miembros que quedaren del tribunal pue- 
den llamar á integrarle, se haga saber á las partes dos días antes, á lo 
menos, de entrar á ejercer sus funciones el llamado. 

199. El servicio gratuito impuesto en el artículo 135 á los abogados 
llamados á integrar, es una verdadera contribución en pro del buen ser- 
vicio judicial, que pagan los abogados de crédito é idoneidad conocidos, 
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después ríe la que prestaron en los primeros años de ejercicio profesional 
en favor de las personas pobres y des validas. Por lo tanto no están obli* 
gadas á prestar simultáneamente ambos servicios, como lo establece el 
articulo 40S. 

SOO' Respecto del llamamiento de fas fiscales á integrar el quorum 
de las Cortes, creemos que el puede hacer desaparecer la incompatibilidad 
de esas funciones con las que les son propias como representantes del mi- 
nisterio público, que á veces los hace figurar como partes en los juicios^ 
estableciendo que dichos llamamientos podrán hacerse» mientras en el 
asunto de que se trata no hayan dictaminado emitiendo opinión sobre la 
cuestión debatida, que pueda importar un prcjuzgamiento hecho con co- 
nocimiento de ella. 



^ III DEL TlTULíJ VI, 
DE LA INSTALACIÓN DE LOS JUECES, 

Art, 137, 

Para quedar instalados en el ejercicio de sus cargos sólo 
han menester los jueces de distrito y los de subdelegación dar 
al público el aviso de que trata el artículo 29. 



Art, 138, 

Los alcaides no están sujetos á solemnidad alguna para po- 
der entrar á desempeñar las funciones judiciales que esta ley 
les encomienda. 



Art, 139, 

Respecto de los demás jueces se observarán las reglas que 
en los artículos siguientes se expresan. 
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Art. ' 1 40, 

Hecho el nombramiento por el Presidente de la República 
y expedido el correspondiente título á favor del nombrado^ 
prestará el juramento prevenido por el articulo 1 63 de la Cons- 
titución del Estado. 

Akt. 141, 

Los miembros de la Corte Suprema prestarán su juramento 
ante el presidente del mismo tribunal. 

Los de las Cortes de Apelaciones ante el presidente del res- 
pectivo tribunal. 

Ante el mismo funcionario lo prestarán también los jueces 
de letras. 

Art, 142- 

Los jueces podrán prestar su juramento ante otras autori- 
dades gubernativas ó judiciales que las indicadas en e! artículo 
anterior, siempre que el Presidente de la República» por consi- 
deraciones de economía ó de conveniencia para la prontitud de 
la administración de justicia, así lo ordenare. 

En tal caso la autoridad que haya recibido el juramento dará 
lo más pronto posible el respectivo aviso á la que, según dicho 
artículo, habría correspondido intervenir en la diligencia ^ remi* 
tiéndole lo obrado para los fines del artículo 98. 



Art. 143. 

Cuando un juez que ha prestado el juramento correspon- 
diente fuere nombrado para un puesto análogo al que desem- 
peña, no será obligado á prestar nuevo juramento. 
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Tampoco serán obligados á prestar juramento los alcaldes, 
ni los jueces o fiscales que, con arreglo á lo establecido en la 
presente ley, fueren llamados á integrar accidentalmente una 
Corte de Apelaciones ó la Corte Suprema. 

Los abogados llamados á integrar una Corte de Apelacio- 
nes sólo prestarán juramento la primera vez que entraren á des- 
empeñar este encargo; pero, respecto de ellos, el juramento 
prestado en un tribunal no se tomará en cuenta en otro para el 
efecto de este artículo. 

Art* 145. 

Todo juez prestará juramento al tenor de la fórmula si- 
guiente: «¿juráis por Dios Nuestro Señor y por estos Santos 
Evangelios que, en el ejercicio de vuestro ministerio, guardaréis 
la Constitución y las leyes de la República?> 

El interrogado responderá: <íS! juro;> y el magistrado que 
le toma el juramento añadirá: «cSi así lo hiciereis, Dios os ayu- 
de» y si no, os lo demande.* 

AkT, J46, 

Prestado que sea el juramento, se hará constar la diligencia 
en el libro respectivo, y de ella se dará testimonio al nombrado, 
el cual entrará inmediatamente en el ejercicio de sus funciones. 
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COMENTARIO. 
8«e(iéB rríMn. 

El jurafnento exigido por la Constitución. 

SUMARIO.— 201. Fórmula comprensiva de los cuatro artículos primeros. — 202. 
Por qué no se exige juramento á los alcaldes como jueces. — 203. Los jueces 
inferiores están exentos de prestarlo.— 204. Esta exención no parece fundada. 
—205. Único requisita para instalarse estos jueces. 

201. Los cuatro artículos 137, 138, 139 y 140 podrían refundirse 
en uno solo que dijese: Los jueces al tomar posesión de su destino pres- 
tarán juramento de guardar la Constitución, como este GSdigo funda- 
mental exige á todo funcionario público en su artículo 163 (que hoy es 
1 54). Exceptúanse los alcaldes, que no necesitan solemnidad alguna para 
entrar á desempeñar sus funciones judiciales, y también los jueces de 
distrito y de subdelegación, los cuales sólo han menester, para quedar 
instalados en el ejercicio de sus cargos, dar al público el aviso de que 
trata el artículo 29. 

202- El fundamento de la excepción hecha en el artículo 138 res- 
pecto de los alcaldes se comprende, por cuanto al instalarse en su cargo 
de municipales, en el cual se comprendían las funciones judiciales antes 
de la Ley Orgánica de 22 de diciembre de 1891, prestaban juramento, 
como lo hacen hoy por el artículo 1 2 de dicha ley, de observar la Cons- 
titución y las leyes, y de cumplir fielmente las funciones de su cargo. Un 
nuevo juramento para las judiciales pudo justamente mirarse como una 
redundancia. Agrégase á esto que hoy, bajo el imperio de la misma refe- 
rida ley, que no confiere á los alcaldes cargo alguno judicial, el artículo 
138 ha quedado sin tener aplicación. 

203. Pero respecto de los jueces de distrito y de subdelegación, no 
encontramos en favor de la excepción razones que nos satisfagan. Las 
que da el señor Huneeus al comentar el referido artículo 163 se reducen 
á aseverar que el artículo constitucional «no se aplica de una manera 
absoluta á todo funcionario público, sino á aquellos que deben especial- 
mente prestar juramento con arreglo á la Constitución misma » , y á ma- 
nifestar que una Constitución no adquiere mayor fuerza por que se jure ó 
se deje de jurar su observancia. 

204. Contra lo primero tenemos el texto mismo del artículo 163. 
que impone el deber de prestar el juramento á todo funcionario público al 
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tornar posesión de su destino, sin distinción ni excepción alguna, y luego 
el gran peligro que lleva consigo la teoría de aplicar las leyes de una ma' 
oera relativa y no absoluta, teoría de suyo tan elástica, que puede condu- 
cir á no observar las leyes, toda vez que nos constriñen ó nos obligan á 
entrar en el buen sendero que nos es molesto seguir, pudiendo bastarnos 
ei pretexto de no hacerlas /a?i aósoínlas en su aplicación. 

Contra la segunda razón tenemos la convicción de que. si puede ha- 
ber personas para quienes es igual haber ó no jurado la observancia de 
las leyes cuando tienen el propósito ó la conveniencia de quebrantarlas, 
en cambio hay muchas otras á quienes el respeto á la fe del juramento 
las detiene y las confirma en su gen u i na observancia. 

Otra razón agrega el para nosotros muy apreciabie publicista, rela- 
tiva á que puede adolecer de despótico un precepto que obligue a jurar 
leyes que pueden contrariar las convicciones interiores de la conciencia 
de los funcionarios públicos. En esto lo acompañaríamos á creer preferible 
que no figurase este precepto en nuestra Constitución. Pero no debe olvi- 
darse que ¿I existe y que \o%jm'Ces exceptuados en el artículo 137, no 
porque sean los inferí ores en la Jerarquía judicial, dejan de ser jueces y 
funcionarios públicos. 

205* Agregaremos que lo tánico que este articulo les exige como 
instalación en sus puestos^ al referirse al artículo 29, es que por medio de 
un aviso, firmado de su mano y fijado en la puerta de su casa, hagan saber 
al público el lugar fijo y conocido de los vecinos en que oirán y despa* 
charán los negocios y los tres dias á lo menos con la hora fija en que lo 
harán. 



Prestación del ptr amento. 



SUMARIO*— 2q6, Mjgislrados obligados á presiar juramento para instalarse en 
sus puestos. — 207. Autoridad que lo recibe*— 2 oS. Fórmula y g^arantja del 
i ura mentó*— 309. Efecto y constancia de él. — 210. Funcionarios exentos de 
prestarlo. 



^06 Según los precedentes articuios^ los jueces obligados á prestar 
juramento para entrar á ejercer las funciones de su cargo son: ios miem- 
bros de las Cortes Suprema y de Apelaciones y los jueces de letras, sean 
propietarios, interinos ó suplentes. Y este deber es aplicable á los ñscales 
de dichas Cortes, á los promotores fiscales y á los defensores públicos, 
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por b equiparación que de sus respectivas runcbnes hace el artículo 281 
con las de los jueces de los tribunales ante los cuales las ejercen. 

207' La autoridad ante quien se presta el juramento es el presidente 
de la Corte de que son miembros los ministros nombrados, ó ante quien 
han de funcionar los ñscales, y para todos los demás es el presidente de 
la Corte de Apelaciones del territorio respectivo. Lo cual no obsta á que 
el Presidente de la República designe otra autoridad gubernativa ó judi- 
cial píira el efecto, por razones de economífi ó de conveniencia para la 
prontitud de la administración de justicia. 

208^ La fórmula del juramento es la que textualmente prescribe et 
artículo 145, y en ella no se limita a prometer el juez que g^iardará Ja 
Constitución, como exige el articulo ¡63 (¡54) de esta, sino también las 
leyes de la República: agregación que, sin contrariar el precepto consti- 
tucional, propende á precisar más la garanda para e) mejor servicio que 
se busca en la fe del juramento, por cuanto las funciones que han de des- 
empeñarse fielmente están designadas en las leyes que deben ser aplica- 
das II observadas. 

209. Como, una vez prestado el juramento, queda habilitado el juez 
para entrar sin mas demora á ejercer sus funciones, natural es que de esa 
diligencia quede constancia escrita y autorizada en el tribunal llamado á 
apreciar la validen de los actos funcionarios del juck, y que éste a su vez 
quede premunido con el testimonio fehaciente de haber cumplido este 
requisito. Por esto la diligencia debe extenderse en el libro de actos admi- 
nistrativos que deben llevar las Cortes según ef articulo gS, y el testimo- 
nio es natural que vaya escrito al pie 6 al respaldo riel título del nom- 
bramiento. 

210 No están obligados á prestarlo, además de los alcaldes y los 
jueces inferiores antes mencionados {203), ios jueces ó fiscales que ya hu- 
bieren jurado para puesto análogo, nt los jueces ó fiscales llamados á in- 
tegrar en las Cortes, por cuanto ya tienen jurados los cargos en virtud 
de los cuales son llamados accidentalmente, ni los abogados llamados 
también á integrar en las Cortes, sino sólo en la primera vez que funcio- 
nan como tales; pero si se les llama después áotro tribunal, deberán éstas 
renovar el juramento. 



>>*^^ — 
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ID<^ bs dekre?; y protiibieiooes ¡i qae están %\qúm \m Jiiecett. 



Akt. 147. 



Los jueces están obligados á residir constantemente en la 
dudad ó población donde tenga asiento el tribunal en que de- 
ben prestar sus servicios. 

Ari. 148. 

Están igualmente obligados á asistir todos los días á la sala 
de su despacho, y á permanecer en ella desempeñando sus fun- 
ciones durante cuatro horas á lo menos. 

Akt, 149, 

Las obligaciones de residencia y asistencia diaria al despa- 
cho cesan durante los días feriados. 

Son feriados todos los domingos y días festivos; el miérco- 
les, jueves, viernes y sábado de la Semana Santa; los días díe- 
dsiete, dieciocho y diecinueve de septiembre; el tiempo de vaca- 
ciones de cada año, que comenzará el 15 de enero y durará 
hasta el 1 ." de marzo. 
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Lo dispuesto en este artículo no regirá respecto del feriado 
de vacaciones con los jueces letrados que ejercen jurisdicción 
criminal. 

Art. 150. 

Es prohibido á los jueces ejercer la abogacía; y sólo podrán 
defender causas personales ó de sus mujeres, ascendientes, 
descendientes, hermanos ó pupilos. 

Les es igualmente prohibido representar en juicio á otras 
personas que las mencionadas en el precedente inciso. 

Art. 151, 

Lo dispuesto en los precedentes artículos de este título rige 
tan sólo respecto de los jueces de letras, de los miembros de las 
Cortes de Apelaciones y de los de la Corte Suprema. 

Las disposiciones que siguen rigen respecto de toda clase 
de jueces. 

Art. 152. 

Los jueces están obligados á despachar los asuntos someti- 
dos á su conocimiento con toda la brevedad que las atenciones 
de su ministerio les permitan, guardando en este despacho el 
orden de la antigüedad de los asuntos, salvo cuando motivos 
graves y urgentes exijan que dicho orden se altere, 

Art. 153. 

Los jueces deben abstenerse de expresar y aun de insinuar 
privadamente su juicio respecto de los negocios que por la ley 
son llamados á fallar. 

Deben igualmente abstenerse de dar oído á toda alegación 
que las partes, ó terceras personas á nombre ó por influencia de 
ellas, intenten hacerles fuera del tribunal. 
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Art- 154. 

Se prohibe á todo juez comprar ó adquirir á cualquier tí- 
tulo para sí, para su mujer ó para sus hijos las cosas ó derechos 
que se litiguen en los juicios de que él conozca. 

Se extiende esta prohibición á las cosas ó derechos que han 
dejado de ser litigiosos, mientras no hayan transcurrido cinco 
años desde el día en que dejaron de serlo; pero no comprende 
las adquisiciones hechas á título de sucesión por causa de muer- 
te, si el adquiriente tuviere respecto del difunto la calidad de 
heredero abin testa to. 

Todo acto en contravención á este artículo lleva consigo el 
vicio de nulidad, sin perjuicio de las penas á que^ conforme al 
Código Penal, haya lugar. 



COMENTARIO. 

Ümi4n PríiE«ra. 

Deberes de los Jueces. 

SUMARIO. — aij. Tres obligaciones impuestas a losiueces. — zia. En parte rigeti 
coTí loa jueces inferiores. — 213. Ventaja de despachar cuatro horas dianas. — 
214' Comparación con la tey de n de agosto de ^862.^215. Despacho extra- 
ordinario según la ley de 1889. — 216» Difts festivos comprendidos eti los fe- 
riados. — 317. Las licencias eximen de despaehar.—siS. Despacho por orden 
de antigüedad. 

211- üístÍTiguiremos en este títuJo dos órdenes de disposiciones: las 
obligaciones y las prohibiciones que esta ley impone á los jueces. 

Son tres las obligaciones, expresadas en los artículos 147, 148 y 
152, reducidas: aj á residir constantemente en la población donde tenga 
su asiento el tribunal; bj á asistir diariamente á la sala de su despacho y 
funcionar en ella durante cuatro horas á lo menos, y c) á despachar los 
asuntos de que conocen con la brevedad que les sea posible y por el or- 
den de su antigüedad, salvo que la gravedad y urgencia de algunos exija 
que se les dé preferencia. 
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212- Aunque de lo dispuesto en el articulo 1 5 1 resulta que las dos 
primeras obligaciones no rigen con los jueces de distrito y de suhdelega- 
ción, el alcance de esta excepción no es absoluto, sino limitado; pues, 
como dicen los artículos 27, 28, 29 y ^6, estos jueces son obligados á 
despachar en su casa ó en algún lugar fijo y conocido de los vecinos» ó 
á lo menos en tres días de la semana y durante una hora en cada uno; lo 
cual les impone en realidad residencia y asistencia en el asiento de su 
tribunal durante los días y horas expresados. 

213. La naturaleza propia de k)s asuntos que son llamados á despa- 
char los jueces, no menos que la gravedad é importancia de casi todos 
ellos, exigen, no sólo la residencia y la asistencia á despachar en lugar 
fijo, conocido y de fácil acceso de los litigantes y del público en general, 
sino también que las horas en que despachen sean bastantes para llenar 
las necesidades del servicio público, á la par que proporcionadas y ade- 
cuadas á las horas del día en que el público pueda acudir á ellos con la 
posible seguridad de ser atendido. 

Natural es también que todo esto se concille con la necesidad de 
mantener en los jueces las fuerzas necesarias para la debida atención de 
este género de servicio, las cuales frecuentemente se menoscaban con el 
trabajo mental que él exige, cuando es inmoderado ó excesivo. 

Estos diversos intereses parecen hallarse conciliados con las cuatro 
horas, á lo menos, que el artículo 1 48 obliga á los jueces á permanecer 
desempeñando sus funciones. Y conviene advertir que al exigirles como 
mínimum este tiempo de trabajo ordinario, da a entender la ley que puede 
extenderse extraordinariamente á mas lioj-as (ie despacho, sí el recargo ó 
la urgencia de los negocios lo exigen. 

214. Pero, nótase un vacío en este artículo, al no decirse en el á 
qué hora de la mañana debe comenzar la asistencia y con ella e! despa- 
cho de los tribunales. En este punto no dejaba lugar á tíuda la ley de 2 
de agosto de 1862, que en su artículo %.^, al mismo tiempo que prescri- 
bía las mismas cuatro horas de despacho, expresa que comenzará á las 
diez y media de la mañana durante los cinco meses contados desde el 
1 .0 de mayo, y á las diez de la mañana durante los siete meses restantes 
del año. Tenía otra determinación más en estas palabras: «debiendo con- 
tinuar el despacho, si la urgencia de los asuntos pendientes lo requiere. » 

Hallamos en estas dos determinaciones de la ley de 1862 una ven- 
taja manifiesta. Estando acordes ambas leyes en que, á más del mínimum 
de trabajo ordinario, pueden ocurrir casos en que deba despacharse extra* 
ordinariamente algún tiempo más, ya sea prolongándose las cuatro horas 
ordinarias, ó ya abriendo ó convocando al tribunal para hora distinta, se 
sigue de aquí que la mente de la ley no se cumpliría si el despacho ordí- 
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nano comenzara á horas tan avanzadas del día, posteriores por lo tanto 
á las fijadas en Lt ley de 1S62, que no quedasen horas útiles en qué poder 
ejecutar cómodamente, para el tribuna! y para el público, ese despacho 
urgente y extraordinario. 

215* Qii<^ ese trabajo extraordinario, á mas del mmimum de las 
cuatro horas expresadas» es obligatorio para los tribunales, se demuestra 
en el artículo g.^ de la ley de 19 de enero de 1889, que dice textualmente: 
* Los acuerdos que quedaren pendientes y los relativos a asuntos econó- 
micos y demás en que deba intervenir la Corte de Apelaciones de San- 
tiagjo, como examen de datos estadísticos, concurso de opositores para 
empleos ú ohcios públicos, tendrán lugar fuera de las horas de despacho 
ordinario. Disposición aplicada en el articulo 18 de la misma ley a la 
Corte Suprema, y que en nuestro concepto alcanza también á las demás 
Cortes, por suponerla incorporada á la Orgánica de todos los tribunales 
en cuanto la complementa. 

216- En cuanto a los días festivos que el articulo 149 comprende en 
los feriados, sin mencionarlos, ellos se enumeran en el Indulto Apostólico 
expedido por eí Vicario Apostólico Monseñor Mttr^é^ en Santiago de Chi- 
le, a 7 de agosto de £824, mandado ejecutar por supremo decreto de 9 
del mismo mes, quedando reducidos, como de rigoroso precepto, á más 
de todos ios domingos del año, a los siguientes: 

1 La Circuncisión del Señor, i p de enero; 

2 la Adoración de los Santos Reyes, 6 de enero; 

3 La Encarnación del Hijo de Dios, 25 de marzo; 

4 1.a Ascensión del Señor, movible; 

5 Corpus Cristi, movible; 

6 lx)s Santos Apóstoles San Pedro y San Pablo, 29 de junio; 

7 La Asunción de Nuestra Señora, j 5 de agosto; 

8 I^ Natividad de Nuestra Señora, 8 de septiembre; 

9 El día de Todos Santos, i.^ de noviembre; 

i o Ta inmaculada Concepción de Nuestra Señora, 8 de diciembre; 

1 1 Pascua de Navidad de Nuestro Señor, 25 de diciembre, 

217* Esta ley, en sus artículos 91, 93 y 1 18, se ha puesto en el caso 
de hallarse impedido un juez por enfermedad u otra imposibilidad para 
cumplir con su obligación de asistir á su despacho y de obtener licencia 
que io autorice para no hacerlo. La ley especial sobre licencias detalla 
el tiempo que puede durar esta excepción y los efectos que puede pro- 
ducir según la duración y diversas circunstancias que pueden motivarla- 

S18* Aunque para el despacho de los asuntos deben observar los 
jueces y tribunales la mayor prontitud posible y el orden de su antigiie- 
dad, para evitar los perjuicios de la demora y las preferencias que, si fa- 
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vorecen á unos, irrogan males á otros, hay sin embargo asuntos de mayor 
gravedad y urgencia, que requieren se les prefiera á los demás: tales son 
los juicios sumarios de posesión y otros que tienden á evitar males que 
sin inmediata resolución pueden hacerse irreparables, y entre los crimi- 
nales de oficio algunos que reclaman la más pronta represión (art. 152). 



Prohibiciones impuestas a los Jueces. 

SUMARIO.— 219. Prohibición de defender ó procurar enjuicio. Excepción. — 220. 
Prohibición de anticipar opinión. — 221. Prohibición de adquirir lo litigado. 
—222. Prohibición de aceptar compromisos.— 223. Incompatibilidad con otro 
empleo público. 

219- Junto con las tres obligaciones prescritas en el presente título, 
vienen otras tres prohibiciones que imponen álos jueces los artículos 1 50, 
153 y 154» todas ellas tendentes á garantir su imparcialidad, tan nece- 
saria para mantener su rectitud y la confianza que deben inspirar á los 
litigantes. La i.^^ es que ejerzan la abogacía y el cargo de procuradores 
judiciales, salvo en causas personales ó de sus mujeres, ascendientes, des- 
cendientes, hermanos ó pupilos. Esta prohibición no rige con los jueces 
de subdelegación ni con los de distrito; lo cual se explica, porque á más de 
la contribución de servicio que importa su desempeño gratuito, no era 
razonable prohibirles también este medio legítimo de ganar la subsis- 
tencia. 

220. La 2.a prohibición es que expresen ó insinúen, aunque sea 
privadamente, su juicio sobre los negocios que son llamados por la ley á 
fallan y, recíprocamente, que den oído fuera del tribunal á alegaciones 
sobre dichos asuntos, hechas por las partes 6 por interpósita persona. 
No debiendo hablar los jueces más que una vez sobre los juicios llama- 
dos á decidir, que es en la sentencia que dicten, deben evitar antes de ella 
todo lo que haga sospechar que prejuzgan ó que se inclinan á una de las 
peticiones sustentadas más que á la otra. Con esto pueden hacer nacer 
causales de recusación, que los inhiban de conocer en los asuntos que por 
la ley les corresponde decidir. 

221. En tercer lugar se les prohibe adquirir á cualquier título, que no 
sea el de sucesión por causa de muerte y siendo heredero abintestato del 
difun to, ya sea para sí, ó ya para su mujer ó para sus hijos, las cosas ó dere- 
chos que se litigan en los juicios en que ellos conocen, mientras no hayan 
pasa do cinco aftos desde el día en que dejaren de ser litigiosos esas cosas 
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ó derechos, bajo pena de nulidad del acto, á más de las que impusiere el 
Código Penal; debiendo entenderse esto último en el caso de mediar en 
la adquisición algún acto que merezca calificarse entre las prevaricaciones 
previstas y penadas en dicho Código. 

222 Hay una 4.'^ prohibición, impuesta en el artículo 5.^ de la ley 
de 1 1 de enero de f S83, que no parece estar derogada en la de 5 de ene- 
ro de 1895, concebida en estos términos: # Articulo 5.*^ Desde la fecha de 
ta promulgación de esta ley, queda prohibido á los jueces letrados y á los 
ministros y fiscales de los tribunales superiores de justicia, aceptar com- 
promisos, excepto cuandí> el nombrado tuviere con alguna de las partes 
originariamente interesadas en el litigio algún vinculo de parentesco que 
autorice su implicancia ó recusación. -> 

Tal vez habría sido preferible la prohibición lisa y llana, ya que ella 
se ha hecho, antes que permitir la aceptación de compromisos en el único 
caso de tener el juez un motivo de implicancia ó recusación que. si no 
basta á impedir que sea nombrado, puede acaso aconsejar al nombrado 
no aceptar el mandato que se le confiere. 

223^ Puede también mirarse como una verdadera prohibición más 
la incompatibilidad establecida en la citada ley de 5 de enero de 1895, 
que ha fijado nuevamente los sueldos de los empleados del orden judicial» 
y que dice: -Artículo 6P Los empleos cuyos sueldos se fijan en esta ley, 
son incompatibles con todo otro empleo ó cargo público. » 

lExceptúanse los funcionarios judiciales que, á la fecha de la pro- 
mulgación de esta ley, desempeñaren en propiedad algi\n empleo conferido 
de conformidad á las leyes vigentes, jí 



->^>*4- 



Digitized by 



Google 






Müll )li |:, 



í¿*':-^ ■^-'l-W^-*^ • ■ 






1I[IlíiíTblIIIII]]ll JJI' 



TÍTULO vm. 
De tos honores y prerrogatívas de los imm. 

AkT. [55- 

La Corte Suprema tendrá el tratamiento de Excelencia, y 
las Cortes de Apelaciones el de Señoría Ilustrísima. 

Cada uno de los miembros de estos mismos tribunales y 
los jueces de letras tendrán e) tratamiento de Seíloría. 

Akt, 156. 

Los jueces ocuparán en las ceremonias públicas el lugar 
que les asigne, según su rango, el reglamento respectivo. 

Art. 157, 

Los jueces están exentos de toda obligación de servicio 
personal que las leyes impongan á los ciudadanos chilenos. 

Art. J58. 

Los jueces jubilados gozarán de los mismos honores y pre- 
rrogativas que los que se hallan en actual servicio. 
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COMENTARIO. 

Sobre las prerrogativas de ¿os Jueces. 

SUMARIO. — :í34. Lugar preferente en los actos pübticos á que concurre el Fre*- 
sid€5te de la República. — 235. Qiíé reg:la podrá observarse fuera de San- 
tiago. —226» üxencí^u de servir en la Guardia Nacional. — 327, Ley t|ue 
desig^na sus sueldos. 

224. l-á colocación que corresponde en los actos públicos á los jue- 
ces de letras y á los mienibrojí de los tribunales de justicia está designada 
en e! supremo decreto de í " de junio de 1897, sobre el Ceremonial Di- 
plomático, el cual, al hablar de la aststencín á actos pü ó i ¿eos, designa e?! 
¡a primera fila de las cuatro dé la izqnkrda del Presidente de la Repií- 
blica el lugar preferente al presidente y ministros de la Corte Suprema, 
teniendo en seguida del presidente a! Arzobispo si este asistiere; a con- 
tinuación al presidente y ministros de la Corte de Apelaciones, teniendo 
en seguida del presidente a los Obispos que asistieren; el presidente del 
tríbunal de Cuentas, según el decreto explicativo de 20 de agosto del 
mismo año, ocupara eJ asiento inmediato al del presidente de la Corte de 
Apelaciones, y en seguida de los ministros y fiscal de ésta los ministros y 
fiscal de la de Cuentas, Los jueces letrados ocuparán el pritner lugar en 
la segunda fila de la izquierda y en seguida los promotores fiscales, pre- 
cediendo á los secretarios y relatores de las Cortes, según ambas dispo- 
siciones citadas. Por las palabras empleadas en la segunda de éstas, es 
indudable que los fiscales ocupan el lugar inmediato al de los ministros 
de la Corte ante la cual funcionan, 

225. Aunque en este reglamento sólo se habla de los actos oficia- 
les á que asiste el Presidente de la Repúbíica, como lo hacía también el 
anterior de 3 de septiembre de it^55, creemos que en las provincias en 
que ocurran ésos actos públicos» no habrá dificultad para gobernarse por 
estas reglas, que hemos visto constantemente practicadas. 

Asistiendo el Intendente, á quien nadie preside por ser agente in- 
mediato, y por lo tanto, representante del Presidente de la República, c! 
debe presidir. 

Kn seguida, las reglas de buena etiqueta que dan lugar preferente 
á las personas según la mayor dignidad y jerarquía de los empleos que 
desempeñan, darán la colocación inmediata al juez de letras, promotor 
fiscal^ y, según los demás funcionarios que concurran, á los demás del 
orden judicial. 

226. En cuanto á ia exención de servicio personal, las únicas dis- 
posiciones relacionadas con ella son: 
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TÍTULO VIH. 



I. El artículo 147 (156) de la Constitución, que dice: *Todos los 
chilenos en estado de cargar armas deben hallarse inscriptos en los re- 
gistros de las milicias, si no están especialmente exceptuados por ¿a iey.* 

II. La ley sobre la Guardia Nacional, de 12 de febrero de 1S96, 
que en su artículo 4.0 dice: «Están exentos de los deberes de la Guardia 
Nacional:... 

«2.0 Los jueces de todos los órdenes de ¡a j erar qum judicial^ los que 
desempeñaren el ministerio público y los de Tensores públicos, siempre 
que tuvieren nombramiento en propiedad.» 

227. Por lo que hace á la remuneración de tos juece-s, la ley de 5 
de enero de 1897 ^s la que designa los actuales sueldos de todo:^ los 
funcionarios judiciales remunerados. 



-rNS>WjK...iC<sv^. 



Digitized by VjOOQ IC 






^tfWf^fw^m 



TITULO IX. 



De la Responsabíiyad de los ¡mm. 



Art> 159. 



El cohecho, la falta de observancia en materia sustancial 
de las leyes que reglan el procedimiento, la denegación y la 
torcida administración de justici¿i y en general toda prevarica- 
ción ó grave infracción de cualquiera de los deberes que las 
leyes imponen á los jueces, los deja sujetos al castigo que co* 
nresponda según la naturaleza y gravedad del delito, con arre- 
glo á lo establecido en el Código F^enal, 

Esta disposición no es aplicable á los miembros de la Cor- 
te Suprema en lo relativo á la falta de observancia de las leyes 
que reglan el procedimiento ni en cuanto á la denegación ni á 
la torcida administración de justicia. 

AkT, 1 60. 



Todo juez delincuente será además civilmente responsable 
de los daños estimables en dinero que con su delito hubiere 
irrogado A cualesquiera personas ó corporaciones. 
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Aft. i 6 i . 

La misma responsabilidad civil afectará al juez si el daño 
fuere producido por un cuasidelito. 

Art. 162. 

La responsabilidad civil afecta solidariamente á todos los 
jueces que hubieren cometido el delito ó concurrido con su voto 
al hecho ó procedimiento de que ella nace. 

Art. 163. 

Ninguna acusación ó demanda civil entablada contra un 
juez para hacer efectiva su responsabilidad criminal ó civil po- 
drá tramitarse sin que sea previamente calificada de admisible 
por el juez ó tribunal que es llamado á conocer en ella. 

Art. i 64. 

Las acciones que establece este título no podrán interpo- 
nerse mientras estuviere pendiente la causa ó pleito en que se 
supone causado el agravio. 

Akt. 165. 

No podrá entablar el juicio de responsabilidad civü en el 
caso del artículo 161 el que, pudiendo legalnientej no hubiere 
reclamado, con oportunidad, del agravio que se le hubiere 
causado. 

Art. 166. 

Ni en el caso de responsabilidad crimina! ni en el caso de 
responsabilidad civil, la sentencia pronunciada en el juicio de res- 
ponsabilidad alterará la sentencia firme. 
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Art. J67, 

Lo dispuesto por el artículo 161 no comprende á los jueces 
de distrito ni á los de subdelegación. 

Akt. 168. 

Las acciones que establece este título prescriben en seis 
meses, contados desde que termine la causa en que se supone 
causada el agravio. 



COMENTARIO, 

Spcfión Primera, 

RespOHsafiilidad dfi los Juetes. 

SUMARfO. — laS. Ardciíloí de la Consütucióri que prescriben esta responsabili- 
d.id, — 235. Articula*! d'^l Códiiiío Penal cjtie fa hacen efectiva, — 230, Excep- 
ción esi favor de ía Corte Suprema, — 231. R^::sponsribilidad civií. — 233. Se 
exceptiim los jueces ¡nferiores en caso de cuasidelito, 

238. La responsabilidad de los Jueces, proveniente de los actos 
ejecutados en el ejercicio de sus funciones, estaba ya establecida en el ar- 
tícuto voz ¡I 1 1) de la Constitución, con las siguientes palabras: 

«Los jueces son personalmente responsables por los crímenes de 
cohecho, falta de observancia de las leyes que reglan el proceso, y* en 
general, por toda prevaricación, ó torcida administración do justicia. La 
ley determinará los casos y el modo de híicer efectiva esta rcsp<JD- 
sabilidad.:^ 

Ya su ha visto también, número 13, que el mismo Código fundamen- 
tal determina en su artículo 29 (58) que una de las atribuciones de la 
Cániara de Diputados es acusar ante el Senado, entre otros altos fu n ció* 
nanos, «á los magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia por 
notable abandúno de sus díberes. t 

De manera que el articulo 1 59 de esta íey al mencionar casi con 
idénticas palabras á las que expresan en ambos artículos constitudona- 
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les los crímenes que hacen responsables á los jueces, no hace más que 
dar cumplimiento á lo que ellos preceptúan, en cuanto al principio gene- 
ral de la responsabilidad. 

Nada, por otra parte, más natural que esta responsabilidad, ya que 
los jueces, si son inamovibles por el artículo loi de la misma Constítu* 
ción, pueden también ser depuestos de sus destinos por causa legalmen- 
te sentenciada. 

229. En cuanto á los casos y al modo de hacer efectiva esta res 
ponsabilidad, que dicho Código dispone sea determinado por la ley, el 
Código Pena! es esa ley que ha venido á llenar este vacío en sus artículos 
222 y siguientes, disponiendo en qué consiste el cohecho, la falta de ob- 
servancia de las leyes, la prevaricación, la torcida administración y la 
denegación de justicia, el notable abandono de sus deberes, que pueden 
imponer responsabilidad penal y cuál sea la pena que á cada uno de 
esos crímenes ó delitos deba imponerse. 

230. Es verdad que el dicho artículo 159 exime de esta responsabi- 
lidad á los miembros de la Corte Suprema en lo relativo á la falta de ob- 
servancia de las leyes que reglan el procedimiento, excepción que no 
contienen los artículos citados de la Constitución La razón que se ha 
tenido presente parece ser que no toda inobservancia de una ley de pni- 
cedimiento ó tramitación, aun cuando produzca nulidad, lo que tampoco 
sucede en todos los casos, lleva consigo todos los elementos constitutivos 
de un delito; por lo cual basta en la mayor parte de los casos la revoca- 
ción ó enmienda del tribunal superior para rectificar el procedimiento. 
Y como la Corte Suprema no tiene sobre sí otro tribunal que modifique 
sus resoluciones, es indispensable que en alguno de los grados á que 
pueda llegarse en los procedimientos judiciales, deba descansarse en la 
presunción legal de que las mayores luces y experiencia de esos magis 
trados han aplicado el procedimiento más arreglado á derecho. En ra- 
zones análogas descansa la excepcón relativa á la denegación y á la tor- 
cida administración de justicia. 

231. La responsabilidad proveniente del delito y cuasidelito, con 
aplicación solidaria á todos los que con su voto han concurrido á come- 
terlo, es enteramente conforme á las reglas del derecho civil. Así nues- 
tro Código se expresa como sigue: 

«Artículo 2314. El que ha cometido un delito ó cuasidelito que ha 
inferido daño á otro, es obligado á la indemni/íación, sin perjuicio de la 
pena que le impongan las leyes por el delito ó cuasidelito.'? 

«Artículo 2317. Si un delito ó cuasidelito ha sido cometido por dos 
ó más personas, cada una de ellas será solidariamente responsable de 
todo perjuicio procedente del mismo delito ó cuasidelito, salvas las excep^ 
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dones de los artículos 2323 y 2328. *■ Excepciones éstaf? que nin^na re- 
lación tienen con este caso. 

Í332. De esta responsabilidad civil, proveniente de cuasidelito, están 
exceptuados los jueces de subdelegacion y de distrito por el artículo 1Ó7, 
y no carece de fundamento razonable esta excepción, 

Segiin el artículo 2." del Código Penal, ^ las acciones ú omisiones 
que cometidas con dolo ó culpa importarían delito, cúnstiíuycH cnasideli- 
tí} si sí^iú hay culpa en el que las comete, y se^^iín el 490, esa culpa sólo 
es penada cuando el hecho se ejecuta por ¡mprudenda temeraria. Ese 
requisito de la temeridad, unido á la imprudencia ó á Ja culpa, concurren 
razonablemente en el juez que ha debido prepararse con la pericia nece- 
saria para no causar perjuicio con sus actos funcionarios; pero en los jueces 
legos, que de ordinario carecen de conocimientos jurídicos y son llama- 
dos a desempeñar el empleo como carga concejil obligatoria, la íey no 
presume que e?cÍ5ta en el grado necesario para imponerles esta respon- 
sabilidad. 

Pero eso sí que ésta existe cuando hay la malicia ó dolo constituti- 
vo del delito. 

%m\y\\\ Sf^íTKHíla. 
Lüniiaciúués a la responsabilidad de los Jueces. 

SUMARIO. — 2J3* Necesidad de limitar el ejerdcío de estas accionea. — 234. 
Cuíitro restricciones para ejercitarlas. -335. Prejaicio para acliuitirlafi.— 236* 
Que baya terminado H j^i icio.— 237. Oue se lia ya redamado el agravio — 238. 
Presrrihen en seis meses, 

233. En todos tiempos se ha reconocido cuan natural es que los 
juects. que en cada asunto que deciden han de dejar descontenta á una 
de las partes litigantes, se vayan adquiriendo malquerencias, que crean ver 
en los Tallos adversos pretendidas injusticias, por la persuasión comían en los 
litigantes de que su propia causa es únicamente la justa y buena. De ahi 
e! deseo en muchos de estos de hacer responsables, ya que no á la parte 
triunfante en el pleito, al juesí á quien cree autor de la pérdida sufrida^ 
que miran como perjuicio irrogado por su culpa ó dolo. Serían, por lo 
tanto, las acusaciones ó demandas, promovidas en su contra, tan frecuen- 
tes, que no le dejarían tiempo ni sosiego para contraerse al cumplimiento 
de sus arduos y exigentes deberes. Para precaverlos, tanto á ellos como 
al más expedito servicio judicial, contra las reclamaciones nacidas de la 
ligereza y de las mal aconsejadas apreciaciones de sus actos, la ley los 
rodea de ciertas precauciones, que, si bien restringen hasta cierto punto 
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el derecho de hacerlas valer, sirven al mismo tiempo coma garantid de- 
que , una vez aceptadas, serán con mayor madurez comprobadas y juz 

gadas. 

234^ Tal es el fundamento de las cuatro restricciones, que asi la- 
llamaremos, contenidas en los artículos i 63, 164, 165 y 16S á las acusa 
Clones ó demandas civiles que se entablen contra los jueces para hacei 
efectiva su responsabilidad criminal ó civil nacida de sus actos funcit* 
narios, 

235^ La primera consiste en que ninguna de ellas pueda tramitarse sin 
que sea previamente calificada de admisible por el juez ó tribunal que í^ 
llamado a conocer en clia. Esta especie de prejuicio, envista de anteceden 
tes bastantes, producidos por ambas partes, es indispensable antes de que 
el juez sea tratado como reo y suspendido de sus funciones. 

236- La seg^unda es que no puedan interponerse mientras cstuvier' 
pendiente la causa o pleito en que se supone causado el agravio, fíesd' 
que en la sentencia definitiva pueden repararse todos los perjuicios tiy 
pueden originar las providencias ó sentencias anteriores á ella» podria ser 
completamente inútil abrir, antes que ésta se pronuncie, un juicio odioso 
y dispendioso con ese mismo objeto 

237 La tercera se refiere soíamentc a la acción de responsabilidad 
civil nacida de un cuasidelito, y en ella se niega el derecho de entablarla 
al que ha podido apelar^ ó de otra manera legal reclamar, en los plazos !e 
gales, contra el agravio que se le hubiere inferido, y sin embargo, no lo 
ha hecho. Supuesto que ¡a sentencia del tribunal de alzada, ó el mism<> 
juez en ciertos casos ha podido revocar las resoluciones meramente t|e 
gales, que causan agravio, es claro que el que se dice perjudicado y il*^ 
ha reclamado las ha aceptado con sus consecuencias. 

23 S. Y por la cuarta se reduce á seis meses el tiempo en que estaí^ 
acciones prescriben, debiendo contarse desde que termine la causa en que 
se supone inferido el agravio No quiere la ley ver al magistrado que 
ocupa un puesto que requiere tranquilidad y consagración al 5»ef\'ic¡o pii 
blico, con una amenaica pendiente, por tiempo prolongado é indefinido, 
por cada uno de sus actos, y sin anular el uso de estas acciones, las 
iguala á las de corto tiempo, indispensable para que puedan ejercitarse, 
si así Conviniere á los interesados. 
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TITULO X. 



De la «xpiradon y siis|)^nsión de las fnndones de los Jueces. 



Akt. 169. 

í Modificado por la ley de 31 de agosto de /88o), 

El cargo de juez expira: 

1.° Por incurrir el juez en alguna de las incapacidades es- 
blecidas por la ley para ejercerlo; 

2," Por la recepción de órdenes eclesiásticas mayores: 

3.** Por incurrir el juez, en virtud de un proceso criminal 
seguido contra él, en la pena de inhabilitación absoluta ó espe- 
cial perpetua para tal cargo; 

4,*^ Por renuncia del cargo, hecha por el juez y aceptada 
por la autoridad competente; 

5-° Por la jubilación concedida por el Presidente de la Re- 
pdblica; 

6.** Por promoción del juez á otro empleo del orden judicial, 
aceptada por él; 

7.* Por aceptación de todo cargo ó empleo administrativo 
conferido por el Presidente de la República, con excepción de 
los creados por la ley de instrucción secundaria y superior, del 
cargo de Consejero de Estado y de los empleos diplomáticos; 
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S."" Por haber aceptado el cargo de Senador, ó Diputado ó 
Municipal; 

9.° Por haber aceptado el cargo de Presidente de la Repú- 
blica. 

Art. i 70, 

Si dos miembros de un mismo tribunal contrajeren después 
que hayan sido nombrados tales, alguno de los parentescos de- 
signados en el artículo 60 de esta ley, aquel por cuyo matrimo- 
nio se haya c^ptraído el parentesco, cesará inmediatamente en el 
ejercicio de sus funciones y deberá ser separado de su destino. 

Art. 171. 

Las funciones del juez se suspenden: 

I.'' Por hallarse el juez procesado por crimen 6 simple de- 
lito cometido en el ejercicio de sus funciones, ó á que se aplique 
pena aflictiva. 

Se entiende, para el efecto de este artículo, procesado el 
juez, desde que es ejecutivo el auto en que se declara admisi- 
ble la acusación ó que ha lugar á ella, sí fuere menester, ó des- 
de que se libra el decreto de prisión, si aquella declaración no 
fuere necesaria. 

3.° Por sentencia judicial que imponga al juez la pena de 
suspensión; 

4.*^ Por el permiso temporal concedido al juez para dejar 
de ejercer sus funciones, con arreglo á la ley de licencias. 
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COMENTABIO. 



íiet^íúD Primera. 



Expiraciún de las funciones de los Jueces. 



SU MARIO, --339, Forma modificada del artículo 169.— 140. Ag^rcgación de un 
10.* número^ por incompatibilidad. — 241, Referencia a í artículo 41, 



239 Hemos copiado el artículo 169 dándole la forma que actual- 
mente le corresponde tomando en cuenta: \P^ la prevención hecha en el 
inciso 2,*^ núm. 1.*^ del artículo tal como está en la leyi donde se advierte 
que el ser procesado no es motivo de expiración del cargo, sino de sus- 
pensión, lo cual no pertenece a este artículo, sino al 171; y 2.^, la ley de 5 1 
de agosto de 1880, que agregó tres motivos más de expiración del car- 
go, que son la aceptación de un empleo administrativo, que en el articulo 
171 figuraba como causa de suspensión, ó de los cargos de Senador, Di- 
putado, Municipal, o de Presidente de la República, que son los agrega- 
dos con los números yp^ 2tP y 9.*^ 

Sí4rO' Décima causal de expiración del cargo de juez. Tal puede consi- 
derarse en realidad de verdad, el parentesco que sobreviene entre dos 
miembros de una misma Corte con motivo del matrimonio contraído por 
uno de ellos con la hija ó la hermana del otro, acontecimiento por el cual 
dispone eí artículo 170 que el primero cesará inmediatamente en el ejer- 
cicio de sus funciones. No tratándose de ima incapacidad para %qx nom- 
brado juesí, sino de un hecho sobreviniente al que ya ha sido nombrado 
tal, que lo inhabilita para continuar en el puesto que le corresponde, es 
una verdadera causa que hace expirar ese cargo, que es el objeto del ar- 
tfculo 169. 

Esta causal, por lo demás, ha venido á ser considerada después como 
incompatibilidad entre toda clase de empleados públicos que tengan en- 
tre sí alguna dependencia, por la ley de 31 de diciembre de 1889; en la 
cual por el artículo 2.^ se hace extensiva á los miembros de las Cortes 
Suprema y de Apelaciones, ya entre sí, ya entre los de estas últimas y 
los jueces letrados de su respectivo distrito jurisdiccional, 

241 . En cuanto á sus incapacidades, que forman la i.* causa de ex- 
piración, ellas están expresadas en el artículo 4 1 de esta Ley Orgánica y 
en nuestro núm. 75. 
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Sección Segunda. 

yuspensión de las funciones de los Jueces. 

SUMARIO. — 242. Forma actual de este artículo.— 343, Dos caaos distintos de 
suspensión por estar procesado. 

242. La redacción primitiva del articulo 171 un la Ley Orgánica 
tenía cuatro números ó motivos de suspensión de funciones, porque hacía 
figurar como primer motivo la aceptación de cargo del orden adminis* 
trativo. Mas, como la ley de 3 1 de agosto de 1 8S0 declaró, por la in- 
compatibilidad de estos cargos con los judiciales, que tal aceptación es 
motivo que hace expirar estos últimos, ha quedado este motivo supri* 
mido del artículo 171 que trata de la mera suspensión » y ha pasado año- 
rar en el artículo 169 con el núm. 7.0, que es donde corresponde. 

243. Queda, por lo tanto, ocupando el núm. IP^ de los motivos de 
suspensión el hallarse procesado el juez, y en él se hace distinción de dos 
casos en que la iniciación de un proceso contra él produce el efecto de la 
suspensión de sus funciones, y ellos son: I, cuando se trata de crimen ó 
simple delito cometido en el ejercicio de sus funciones, y 11, cuando a 
ese crimen ó simple delito la ley le aplica pena aflictiva. 

En el primer caso la suspensión se opera desde que es ejecutorio el 
auto que declara admisible la acusación ó que ha lugar á ella; en el se- 
gundo no se opera sino desde que se libra el decreto de prisión sí, como 
dice el artículo, «aquella declaración no fuere necesaria,^ En efecto, esa 
declaración sólo es necesaria en las acusaciones 6 demandas que tienen 
por objeto hacer efectiva la responsabilidad criminal ó civil proveniente 
de los actos propios del juez, ó de sus act<js funcionarios, pues de esos 
trata el título IX en que está el artículo 163 que la exige. Por el contra- 
rio, si se trata de crímenes ó deUtos comunes, la ley no la exige^ y en- 
tonces lo que se necesita es, como se expresa en el artículo 171, que el 
delito ó crimen imputado tenga asignada pena aflictiva y que se haya ex- 
pedido el decreto de prisión. En el primer caso, como queda visto eo los 
artículos Sy y 37, el tribunal competente es la respectiva Corte de Ape- 
laciones, y en el segundo el juez de letra>. 



->-^-f- 



Digitized by 



Google 






TITULO XI. 

I^e ios Jueces arbitros. 



Art, 172. 



Se llaman arbitros los jueces nombrados por las partes, 6 
por la autoridad judicial en subsidio, para la resolución de un 
asunto litigioso. 

Art. 173, 

El arbitro puede ser nombrado, ó con la calidad de dar su 
fallo sujetándose estrictamente á las leyes, ó con la de darlo 
sin esa sujeción y obedeciendo á lo que su prudencia y la equi- 
dad le dictaren- En el primer caso toma la denominación espe- 
cial de arbitro de derecho, y en el segundo la de arbitrador ó 
amigable componedor, 

Art. 174. 

Puede ser nombrado arbitro toda persona mayor de edad, 
con tal que tenga la libre disposición de sus bienes y sepa leer 
y escribir. 

Lo cual se entiende sin perjuicio de lo dispuesto por los ar- 
tículos 1323 y 1325 del Código Civil. 
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Art. 175, 

No puede ser nombrado arbitro para la resolución de un 
asunto el juez que actualmente estuviere conociendo en él, ni 
las personas que litigan como partes. 

Art. 176. 

Deben resolverse por arbitros los asuntos siguientes: 

i.° La liquidación de una sociedad conyugal o de una so- 
ciedad colectiva ó en comandita civil; 

2.° La partición de bienes; 

3.° Las cuestiones a que diere lugar la presentación de la 
cuenta del gerente ó del liquidador de las sociedades comer- 
ciales; 

4.'' Las diferencias que ocurrieren entre los socios de una 
sociedad anónima, ó de una sociedad colectiva ó en comandita, 
ó entre los asociados de una participación, en el caso del articulo 
415 del Código de Comercio. 

Pueden, sin embargo, los interesados resolver por s! mis- 
mos estos negocios, si todos ellos tienen la libre disposición de 
sus bienes y concurren al acto. 

Art. 177. 

Fuera de los casos expresados en el artículo precedente, 
nadie puede ser obligado á someter á juicio de arbitros una 
contienda judicial. 

Art. 178. 

No podrán ser sometidas á la resolución de arbitros las 
cuestiones que versan sobre alimentos ó sobre derecho de pe- 
dir separación de bienes entre marido y mujer, 
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Art, 179. 

Tampoco podrán someterse á la decisión de arbitros tas 
causas en que debe ser oído el ministerio público, ni las que se 
susciten entre un representante legal y su representada. 

Todo lo cua! se entiende sin perjuicio de lo dispuesto por 
el artículo i 76, 

Ain. 180, 

Pueden las partes, si obran de acuerdo, nombrar para la 
resolución de un litigio dos ó más arbitros. 

Akt, iSí. 

El nombramiento de arbitros deberá hacerse con el con- 
sentimiento unánime de todas las partes interesadas en el liti- 
gio sometido á su decisión. 

En los casos en que no hubiere avenimiento entre las par- 
tes respecto de la persona en quien haya de recaer el encargo, 
el nombramiento se hará por la justicia ordinaria, debiendo en 
tal caso recaer dicho nombramiento en un solo individuo y di- 
verso de los indicados por las partes, 

Akt. 182. 



k 



En el caso de ser dos ios arbitros nombrados, las partes de- 
berán nombrar un tercero que dirima las discordias que entre 
aquellos puedan ocurrir. 

Podrán también autorizar á los miamos arbitros para que 
nombren, en caso necesario, un tercero en discordia. 

Si las partes no se avinieren en el nombramiento, ni dieren 
á los arbitros la indicada autorización, el tercero será nombra- 
do por la justicia ordinaria. 
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Art. 183. 

El nombramiento de arbitros deberá hacerse por escrito. 

En el instrumento en que se haga el nombramiento de arbi- 
tros deberá expresarse: 

I.*" El nombre y apellido de las partes litigantes; 

2J^ El nombre y apellido del arbitro nombrado; 

3."* El asunto sometido al juicio arbitral; 

4.** Las facultades que se confieren al arbitro, y el lugar y 
tiempo en que deba desempeñar sus funciones. 

Faltando la expresión de cualquiera de los puntos índica* 
dos en los números i.^ 2.° y 3.°, no valdrá el nombramiento* 

Art. 184. 

Si las partes no expresaren con qué calidad es nombrado 
el arbitro, se entiende que lo es con la de arbitro de derecho. 

Si faltare la expresión del \w^'at en que deba seguirse el jui- 
cio, se entenderá que lo es en aquel en que se ha celebrado el 
compromiso. 

Si faltare la designación del tiempo, se entenderá que el 
arbitro debe evacuar su encargo en el término de dos años, con- 
tados desde su aceptación. 

Art. 1S5. 

El arbitro que acepta el encargo deberá declararlo asíj y 
jurará desempeñarlo con la debida fidelidad y en el menor tiem- 
po posible. 
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Art. i 86, 

Si los arbitros no se pusieren de acuerdo, será llamado el 
tercero en discordia nombrado por las partes» por los mismos 
arbitros ó por la justicia ordinaria, conforme á lo prevenido en 
el artículo 182* 

Los arbitros y e! tercero acordarán la sentencia en la forma 
prevenida en el Código de Enjuiciamiento para el acuerdo de 
las sentencias de los tribunales colegiados. 

Art, 187. 

Contra una sentencia arbitral se pueden ¡rtterponer los re- 
cursos de apelación y casación para ante el tribunal que habría 
conocido de ellos si se hubieran interpuesto en juicio ordinario, 
á menos que las partes, siendo mayores de edad y libres admi- 
nistradoras de sus bienes* hayan renunciado dichos recursos, ó 
sometídolos también -i arbitraje en e! instrumento del compro- 
miso ó en un acto posterior, 

Art, í88. 

Los arbitros, una vez aceptado su encargo^ quedan obliga- 
dos á desempeñarlo. 

Esta obligación cesa: 

i,^ Si las partes ocurren de común acuerdo ala justicia or- 
dinaria ó á otros arbitros solicitando la resolución del negocio; 

2."* Si fueren maltratados ó injuriados por alguna de las 
partes; 

3-*' Si contrajeren enfermedad que les impida seguir ejer- 
ciendo sus funciones; 

4.^ Si por cualquier causa tuvieren que ausentarse del lugar 
donde se sigue e! juicio. 
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Art. 189. 

El compromiso concluye por revocación hecha por las par- 
tes de común acuerdo de la jurisdicción otorgada al compro* 
misario. 

Art, 190. 

El compromiso no cesa por la muerte de una ó más de las 
partes, y el juicio seguirá su marcha con citación é intervención 
de los herederos del difunto. 

Art, 191, 

Los arbitro^ nombrados por las partes no son recusables 
sino por causas que hayan sobrevenido á su nombramiento. 

Sin embargo, es también admisible la recusación por causa 
anterior al nombramiento, si la parte recusante jura que en 
aquella sazón no la conocía. 



COMENTARIO. 

SeeriÓn PriiiKíra. 
D e fi n i c i ú ne s, 

SUMARIO. — 244. Los arbitros son mandatarios de las partes, reconocidos por ta 
ley.— 245. Se llaman también compromisarios, 

244 . Después de establecer los diversos tribunales, ya unipersonales, 
ya colectivos, que ejercen su jurisdicción como autoridad pública, y de- 
terminadas ya las atribuciones que ejercen como funcionarios del pt)der 
público, en quien la Nación delega el ejercicio de su soberanía temporal en 
lo tocante á la administración de justicia, la Ley Orgánica trata, como com- 
plemento de esta materia, de los jueces que reciben su nombramiento y 
sus atribuciones ó facultades jurisdiccionales, no directamente de los po- 
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deres públicos constituidos por la ley, sino de un verdadero mandatq con- 
ferido por i as partes mismas que han de ser por ellos juzgadas; pero 
reconocidos también por la misma ley, que de este modo revalida su 
ejercicio y da fuerza obligatoria á sus actos, 

245- Estos jueces ó tribunales especiales, como constituidos por un 
convenio mutuo ó campromiso de los interesados para estar y pasar por 
lo que éstos resuelvan, por lo cual se les llama también compromisarios ^ 
son los que en estos artículos tienen la denominación de arbitros^ por 
cuanto en su procedimiento y en sus decisiones, aun cuando no deban 
apartarse de los principios de justicia legal, tiene más cabida la pruden- 
cia y el arbitrio ilustrado, indispensable en los asuntos especiales en que 
conocen, para conciliar los intereses de la justicia con las pretensiones 
exageradas que suelen perturbar la armonía de tas personas que litigan. 
Por esto la ley los denomina arbitros di derecho 6 simplemente arbitros cuan- 
do su fallo debe sujetarse estrictamente á las leyes positivas, y arbitra- 
dúres ó amigabies componedores cuando pueden darlo sin esa estricta 
sujeción y pueden dar cabida á los dictados de la prudencia y de la equi- 
dad, Al juicio mismo suele dársele el nombre de compromiso ó arbitraje, 
como también el de juicio arbitral 6 juicio de cmnpromiso. 



S«tfióB Segando. 

Quiénes pueden y quiénes no ptieden ser Arbitros, 

SUMARIO.— fl46. Pueden ser arbitros todos aquellos que no son excluidos por la 
ley- — 247, No puedcD serlo cinco clases de personas- 

246* A la primera pregunta contesta el artículo 1 74, el cual deja la 
mayor libertad posible para que los interesados puedan constituir el ar- 
bitraje, que es un verdadero mandato, en la persona más acreedora á su 
confíanza para resolver las diferencias que les ocurran. Mas, como entre 
los litigantes suele liaber personas por cuya tuición vela también la ley, 
ya que su incapacidad les impide hacerlo cumplidamente por sf mismas, 
ha restringido esa plena libertad á aquellas que no son verdaderamente 
capaces de hacerlo; para lo cual se remite á lo que el Código Civil dispone 
sobre esta materia. 

Los citados artículos del Código dicen así: 

El 1325. «No podrá ser partidor, sino en los casos expresamente 
exceptuados, el que no fuere abogado, ni el que fuere albaeea, ó coasi^;- 
natario de la cosa de cuya partición se trata,* 
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El 1325. «Si todos los coasignatarios tuvieren la libre disposiciÓD de. 
sus bienes y concurrieren al acto, podrán hacer la partición por sí mis- 
mos, ó nombrar de común acuerdo un partidor; y no perjudicarán en este 
caso las inhabilidades indicadas en el antedicho artículo. 

«Si no se acordaren en el nombramiento, el juez á petición de cual- 
quiera de ellos nombrará un'partidor á su arbitrio, con tal que no sea de 
los propuestos por las partes, ni albacea, ni coasignatario 

No refiriéndose estos dos artículos del Código Civil sino á una de las, 
muchas especies de arbitros, que son los jueces partidores de herencias ó 
de otras especies de comunidad, en las cuales es frecuente que concurran 
menores y otras personas incapaces de administrar lo suyo, que son el 
objeto de la salvedad hecha en nuestro artículo 174, resulta: que son ha- 
biles para ser nombrados arbitros toda clase de personas de uno y otro 
sexo, con tal que tengan estos tres requisitos: ser mayores de edad, tener 
la Hbre disposición de sus bienes y saber Iclt y escribir. 

En cuanto al que no sea abogado, al albacea y al coasignatario en 
la partición, también podrán ser nombrados» si totios los interesados tu- 
vieren la libre disposición de sus bienes y concurrieren á hacer el nom- 
bramiento. 

247. Y no podrán ser nombrados arbitros: í.^ los menores de edad; 
2.0 la mujer casada; 3.0 los mayores de edad declarados por la ley ó por 
interdicción judicial incapaces de administrar lo suyo; 4.^ los que no se- 
pan leer y escribir; 5.^ los jueces letrados, ministros y fiscales de los tri- 
bunales superiores de justicia, excepto cuando tengan con alguno de los 
interesados en el litigio algún parentesco que autorice su implicancia ó 
recusación, según el artículo 5.^ de la ley de sueldos del Of den judicial de 
5 de enero de 1883. 



Seceién Tttmn. 

Asuntos qut deben y asuntos que no pueden resúlverse por . 

árbitrosi, 

SUMARIO. — 248. Regala general. Excepciones, -249. Cuatro clases de asuntos^ 
que no se deciden por arbitros.— 250. Urnitaci6n de esta prohjbic ón. -251. 
Véase el artículo 263. 

248. Combinados los dos artículos 176 y 177, parece dominar en 
ellos, como principio ó regla general, que ninguna persona qu^ tenga la 
libre disposición de sus bienes puede ser obligada á someter al juicio de 
arbitros una contienda judicial; pero que, como excepción de esta regla, 
hay asuntos especiales en que los interesados sop obligados á someterlos. 
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ai juTcic» de arbitros, coda vez que se hallen en al^íiino de los casos que 
siguen: 

i.** Que no puedan ponerse de acuerdo en la manera de resolverlos 
pur si mismos, y 

2,^ Que, aun cuando concurra ese acuerdo ^ alguno de ellos oo ten- 
ga la libre disposición de sus bicntis. ^ 

Los asuntos que en tales casos deben resolverse por arbitros son 
los comprendidos en los cuatro números del artículo i j6. 

S4SJ. Son de cuatro clases las cuestiones que no pueden someterse 
a la decisión de arbitros: 

1 .^ Sobre alimentos; 

2.^ Sobre separación de bienes entre marido y mujer; 

3.^ Aquellas en que hay el deber de oir al ministerio público, y 

4** Las que se susciten entre un representante legal y su repre- 
sentado. 

S50, Pero las dos últimas prohibiciones tienen su limitación, y es 
que si esas cuestiones ocurren, incidental ó principalmente ^ en una li- 
quidación ó partición de bienes, como éstas deben decidirse por arbi- 
traje según el artículo 17Ó, arrastran consi^u a las cuestiones indicadas^ 
para que las decida el mismo juez arbitro nombrado para decidir el 
asunto ó cuestión principal, 

05L Hay el deber de oir al ministerio público en siete casos que 
se enumeran en el artículo 263, al cual nos remitimos. 

iíífrráii Cimrtii, 
Quién debe nomórar c¿ Arbitro, 

SUMARIO- — 252, Siete reg:! as relativas al nombramíenlo de arbitros y del \mx- 
oeru en discordia, ya por las parte?;, ya por el juez» — ^SZ- Si el nombramien- 
to de partidor hecho por el difunto está derogado. 

252. De los artículos 180, 181 y 182 pueden deducirse la?i siguien- 
tes reglas: 

L Para la decisión de cualquier litigio pueden nombrarse uno ó más 
jueces arbitros; 

II. Si se nombran dos, debe nombrarse además un tercero que di- 
rima las discordias que pueden ocurrir entre ellos; 

IlL El nombramiento lo hacen las mismas partes interesadas por 
acuerdo unánime de todas ellas; 

TV. Faltando ese avenimiento unánime acerca de la persona, la 
justicia ordinaria hace el nombramiento; 



Digitized by 



Google 



1 8o TÍTULO XI. 



V. En caso de hacerse por el juez el nombramiento, éste no puede 
recaer sino en un solo individuo; 

VI. El tercero en discordia puede ser nombrado: i .o, por acuerdo 
unánime de las partes; 2.<*, por los arbitros autorizados por éstas al efecto; y 
3.® faltando ese avenimiento unánime de las partes, por la justicia or- 
dinaria; 

VIL Siempre que la justicia ordinaria hace el nombramiento, éste 
debe recaer en persona diversa de las indicadas por las partes. 

268. Lo dispuesto en estos artículos y el 172 nos hace arribar á 
dos conclusiones: primera^ que las precedentes reglas, que hemos procura- 
do formular con la posible distinción, pueden refundirse en dos, cuales 
son, que los arbitros deben ser nombrados por las partes mismas inte- 
resadas en el litigio, y, en defecto de ellas, por la justicia ordinaria. Así 
dice el artículo 172: «Se llaman arbitros los jueces nombrados por las 
partes, ó por la autoridad judicial en subsidio, » sin admitir otra clase de 
personas que en defecto de éstas (las partes ó el juez) los nombren, lo 
mismo que hacen los artículos 181 y 182 al determinar quiénes única- 
mente pueden hacer nombramiento. Segunda^ que de consiguiente está 
derogado el artículo 1324 del Código Civil en cuanto aceptaba el nom- 
bramiento de arbitros partidores hecho por el difunto, por ser contrario á 
los tres artículos referidos que son también posteriores á aquél, conforme 
á la regla contenida en el artículo final de dicho Código. 

Hallamos una confirmación de esta segunda tesis en el artículo 174 
de la presente Ley Orgánica, por cuanto en él se dejó subsistente lo 
dispuesto en los artículos 1323 y 1325 del Código, sobre ciertas inhabi- 
lidades para estos nombramientos, sin hacer igual excepción sobre la 
disposición del artículo 1324 que está entre aquellos dos. Si la mente 
del legislador hubiera sido dejar este artículo subsistente, lo habría ex- 
presado como lo hizo con los otros dos. No lo hizo, siendo que era 
aquél contrario á lo que dejaba dispuesto; luego tuvo la voluntad de 
derogarlo. 

Serien ^iiota. 

Circunstancias que debe expresar el nombramiento de arbitro. 

SUMARIO— 254. Seis requisitos del nombramiento.— 255. Sólo tres sea indis- 
pensables para su validez. — 256. Las demás son suplidas por la ley.— 257. 
Debe hacerse por escritura, aunque sea privada. 

264. En los dos artículos 183 y 184 se contienen todos los requisitos 
exigidos por la ley para que la constitución del compromiso en que se nom- 
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bra al arbitro no adolezca del vicio de nulidad. Aun cuando se dei^ignan 

numéricamente sólo cuatro, ellos en realidad son íáeis, si se les agrega la 
Circunstancia requerida al principiar el artículo 183, de que el nombra- 
miento x¿* haga por escrito^ como asimismo el que deba expresarse el ca- 
racter ó calidad tie árlniro de derecho ó de arhitrador con que se le nom- 
bra, mencionada con especialidad en el artículo 1 84. 

366* Cuáles de estas seis circunstancias son las esenciales para la 
validez del compromiso, nos dice el artículo 183 en su inciso final que lo 
son las tres que determinan nominalmcnte quiénes son las personas com- 
prometidas, la persona a cujeas resoluciones se someten y el asunto pre- 
ciso sometido á su decisión, que son los designados bajo los números 

266- Las otras tres, aunque son propias de la naturaleza del com- 
promiso, pueden ser suplidas por las designaciones contenidas en el cita- 
do artículo 184; pues si las partes no expresaren si el juez investirá el 
carácter de arbitro de derecho ó el de arbitrador ó amigable componedor, 
se entenderá que se le nombra con la primera calidad; si no expresaren 
el lugar, ó, como suele decirse, la residencia del compromiso, se entenderá 
que su asiento es en et lugar en que ha sido celebrado, y sí se omitiere 
designar el tiempo que debe durar su encargo, se entenderá que debe 
desempeñarlo en dos años desde su aceptación. En cuanto á las demás 
facultades que se le confieran, los interesados, no siendo personas incapa- 
ces, son dueños de ací>rdar las autorizaciones y renuncias que más les con- 
vengan para la mayor expedición y pronta terminación del negocio con- 
trovertido. 

257- Acerca de si el instrumento escrito en que debe constituirse 
el compromiso y que contenga todas las designaciones expresadas deba 
ser instrumento público ó escritura privada^ creemos que basta lo segun- 
do. Aunque el artículo emplea la palabra - ifisirumetfto en que se haga 
el nombramiento *, esto no basta para creer que se ha referido al instru- 
mento públicOt pues no debe olvidarse que el Código Civil emplea esta 
palabra en su articulo 169S, tanto al definir \oí^ püdikús como \os pnva- 
dos, y que lo mismo hace en los artículos 1 699 y 1702 al determinar el 
valor que en derecho tienen el iJisinime?iío púldkú y el histmnicntú privadit. 
Lo único que ha querido es que las designaciones requeridas en el com- 
promiso arbitral se hagan por un medio probatorio que pueda evitar du- 
das sobre lo convenido por las partes interesadas, y para eso basca la 
escritura privada. La ley, por otra parte» si no la hubiera estimado bas- 
tante, habría sin la menor dificultad agregado la palabra píddkv al exigir 
el instrumento por escrito, cosa que no hizo. 
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ümién Sexta. 

Aceptación del arhüro, 

SUMARIO. — 25S ET compromiso arbitral es tin mandato que debe ser aceptado 
yjuradO' — ?59* Manera fehaciente de aceptar y jurar el encargo. 

968. Que el compromiso arbitral es un verdadero mandato civil, 
nns parece de toda evidencia- En é\ recibe el arbitro de las partes que 
lo nombran un verdadero encargo para el desempeño de un negocio que 
ellas mismas le designan y con facultades que ellas también le confieren. 
Y como el mandato se reputa perfecto por la aceptación del mandatario, 
este articulo exige que el arbitro debe declarar su aceptación del encargo 
que recibe, de acuerdo con el artículo 2124 del Código Civil. En cuanto 
á la palabra encarga, con que se define el mandato en los articulns 2116, 
2123 y 2125 del Código, también la emplean cL articulo 181 de esta ley 
al determinar las personas que pueden conferirlo y el 1S5 al prescribir 
que se declare si se acepta ó no. La única diferencia que especializa este 
mandato está en que, al mismo tiempo de expresarse su aceptación, debe 
también jurarse el desempeñarlo con fidelidad y prontitud; lu cual pro 
viene de la naturaleza propia de todos los mandatos eonfendos a peritos 
facultativos, de cuyos actos depende la decisión de las cuestiones en que 
se ventilan intereses controvertidos. 

259- Ahora, cuál deba ser la diligencia en que se contengan estas 
dos formalidades de aceptación y de juramento, mientras la Ley de Pro- 
cedimientos w-s la prescriba, bastará que se baga en la forma fehaciente: 
que se acostumbra en todos los procesos para dejar constancia ele haber- 
se cumplido las actuaciones exigidíis por la ley como necesarias para la 
marcha arre filada de los juicios; esto es, bastará una certificación de que 
se le ha dado cumplimiento ante un ministro de fe. Y si el arbitro es per- 
sona constituida en dignidad, que se comunica por medio de oficios con 
las autoridades, bastará que en la contestación a! que se le dirija comuni- 
cándole su nombramiento, exprene su aceptación y el juramento que 
presta en la forma indicada. 
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hftm Séptima, 
Pronunciainienio de ¿a sentencia. 

SUMARIO* — 26l>. Tribunal calegíadoque roMüan los arbitros con el tercero en 
discordia. ^361. Reglas para fundar .sus sentencias, 

260* Siendo dos los arbitros nombrados, puede suceder que anibo>s 
se halleu acordes en sus resoluciones 6 que estén discordes. En este se- 
gundo evento entran ios terceros, arbitros también, que han debido nom^ 
brarse, como queda dicho en el artículo 1S2, á dirimir la discordia. Mas 
no podrán hacerlo emitiendo un dictamen ú opinión que pueda resultíir 
con forme con alguna de las otras dos, ti una tercera opinión distinta de 
las otras dos, sino que entrarán los tres á formar un tribunal colegiado, que 
verá la causa y acordará y pronunciará su sentencia en conformidad á las 
reglas prevenidas en el Código de Enjuiciamiento para acordar y pronun- 
ciar las sentencias en los tribunales colegiados, 

26 L Esas reglas son, mientras la Ley de Enjuiciamiento no pres- 
criba otras, las determinadas (131 y [35) al hablar de los artículos 84 á 
98 y las contenidas en la ley de 12 de septiembre de i85f. Esta ley será 
también la que se observe cuando los dos arbitros están acordes ó cuandfí 
es uno sólo el que pronuncia la sentencia, en cuanto á la manera de 
dictaría y fundarla. 

Recursos contra la sentemia arbitral, 

SUMAR [O. --2 62, Los recursos de apelación y de nu tifiad pueden renunciarse, — 
363. Trióunal que de ellos conoce*— 264. Puede nombrarsií tribunal para li 
seg^unda instancia. 

262. Puesto que las partes comprometidas pueden, como se dice en 
el número 183, conferir al arbitro las facuitadcíi que vieren convenirles» 
puede comprenderse entre ellas la de fallar sin lugar á ningtm reclamo 
contra su sentencia, esto es, que pueden renunciar los recursos de apela- 
ción y de nulidad que proceden contra las pronunciadas por los tribuna- 
les ordinarios, con tal que esa renuncia se haga expresamente y que los 
que la hagan sean libres administradores de sus bienes. No habiendo tal 
retiuncia se pueden interponer uno y otro recursos expresados contra la 
sentencia arbitral. 
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263- Para. saber cuál deba ser entonces el tribunal de alzada que 
deba conocer en dichos recursos, el artículo 187 establece cotno regla 
que lo será f el tribunal que habría conocido de ellos si se hubieran inter- 
puesto en juicio ordinario. t> Esto significa que si versa sobre cuantía en 
que hubiere correspondido juzgar á un juez de subdelegación, la casación 
ó la segunda instancia irá al juez tle letras; si versare sobre cuantía y 
materia propias de un juzgado de letras, la segunda instancia ó casación 
corresponderá á la Corte de Apelaciones respectiva. 

264. Pero las partes, así comt> pueden renunciar todo recurso, pue- 
den también nombrar uno ó más arbitros de apelación, ya sea en la mis- 
ma escritura de compromiso, ya en otro instrumento posterior, ya antes 
ó después de pronunciado el fallo arbitral, con tal que sean libres 
administradoras de sus bienes. Kn tal caso, no tendrá sobre qué conocer 
la justicia ordinaria, á no ser en recurso de casación contra la sentencia 
de los arbitros de segunda instancia. 



Servían Kdvena. 

Término dd Compromiso, 

SUMARIO.— 265. Nuevos puntos de similitud con el mandato. --a66, Cirico causas 
que ponen fin al arbitraje— 267. Puede recusarse á lo!^ Arbitros. Cuándo bajo 
juramento. 

265. En el artículo 188 hallamos nuevos puntos de similitud del 
arbitraje con el contrato de mandato. 

El uno es que la obligación de desempeñarlo empieza en el arbitro 
desde la aceptación, como sucede también con eí mandatario, según los 
artículos 2124 y 2167 del Código Civih 

El hecho de ocurrir las partes á otro arbitro ó al jueií ordinario para 
la resolución del negocio es una manera de revocarlo, que equivale á la 
revocación que el mandante puede hacer encomendando el mismo asunto 
á otro mandatario, según el artículo 2 1 64 del Código, 

Por lo que hace al maltrato 6 injuria inferidos por alguna de la.s par- 
tes, no debe olvidarse que el arbitro es además juez, y que todo lo que 
puede hacer peligrar su imparcialidad le autoriza para inhibirse de seguir 
conociendo en el juicio. 

La enfermedad y la ausencia, aun cuando no están enumeradas en- 
tre las causas que ponen fin al mandato, están previstas en el artículo 2 167 
citado, como motivos que imposibilitan para desempeñarlo. 

266. Los artículos 189 y 190 solamente mencionan dos causas que 
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ponen fin al compromiso, que son: la revocación expresa hecha de co- 
mún aciterdo por las partes, á más de la tácita contenida en el número 
anterior, y la muerte del arbitro, que el artículo 1 90 da por entendida en 
el hecho de poner como excepción que la muerte de una de las partes no 
le pone fin. Sin embargo, entendemos que pueden mencionarse otras tres 
causas que lo hacen terminar, de las que se mencionan para el mandato 
en el artículo 2163 del Código Civil. Estas son: el de^sempeño del nego- 
cio, una vez pronunciado el laudo que decide definitivamente las cues- 
tiones comprendidas en el compromiso; la expiración de los dos aíVos se- 
ñalados en el artículo 1 84 á falta de la destinación de tiempo hecha por 
las parteSj y la interdicción del arbitro, que, en caso de ocurrir, lo inha- 
bilita para desempeñar el etica rgo. 

367. Rl artículo presume que las partes al nombrar arbitro de su 
elección ó de su aceptación, conocían los motivos que podían hacerlo re- 
cusable y que no los hallaron bastante poderosos para hacerles rehusar 
su confianza; por eso, para admitir la recusación fundada en esos motivos 
exige el juramento de no haberle sido conocidos, como bastante para 
destnifr aquella presunción. Nf> sucediendo lo mismo con las causales so- 
brevinientes al nombramiento, no exige para ellas esa formalidad. 

El juez que conoce de esta recusación, según el artículo 259^ es el 
ordinario del lugar del Cfjmpromisn. 
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TÍTULO XIL 

0« la (]oDi|)«t6Deia 



REGLAS GENERALES. 
Art. 192* 

La competencia es la facultad que tiene cada juez ó tribu- 
nal para conocer de los negocios que la ley ha colocado dentro 
de la esfera de sus atribuciones. 



Art. 



I93- 



Radicado con arreglo á la ley el conocimiento de un nego- 
cio ante tribunal competente, no se alterará esta competencia 
por causa sobreviniente. 

Art, 194. 

Una vez fíjada con arreglo ala ley la competencia de un juez 
inferior para conocer en primera instancia en un determinado 
asunto, queda igualmente fijada la del tribunal superior que 
debe conocer del mismo asunto en segunda instancia. 
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El tribunal que es competente para conocer de un asunto lo 
«s igualmente para conocer de todas las incidencias que en él 
se promuevan. 

Lo es también para conocer de todas las cuestiones que se 
susciten por vía de reconvención ó de compensación, aunque 
el conocimiento de estas cuestiones, atendida su cuantía, hubie- 
ra de corresponder á un juez inferior si se entablaran por se- 
parado 

Art. 196. 

Siempre que según la ley fueren competentes para conocer 
de un mismo asunto dos ó más tribunales» ninguno de ellos 
podrá escusarse del conocimiento bajo el pretexto de haber 
otros tribunales que puedan conocer del mismo asunto; pero el 
que haya prevenido en el conocimiento excluye á los demás, 
Jos cuales cesan desde entonces de ser competentes. 



COMENTARIO. 

PHncipiús generales sobre Competencia. 

SUMARIO.— 26S, La voz competencia .tiene doíi sentidos.-- a 6g. Objt^to de las 
re pías contenidas en este título*— 270- Primera regla* Radicado ei juiciOj 
queda determinado el tribunal competente,- -27J. Segunda, Conocido el tri- 
bunal de la primera instancia, se sabe el de la segunda.— 27:?. Tercera. El 
tribunal competente para el asunto principal lo es para las incidencias,— 273. 
Cuívrta. Siendo competentes más de un tribunal, ninguno puede excusarse 
de conocer y prevenir en el asunto. 

268- La palabra competencia está en este artículo tomada en el mis 
mo significado que tiene la \i^?^'^x^ jurisdiccivn, ó como sinónimu de ella, 
según se ha visto en el articulo i.^, donde significa, como en el presente» 
-íta facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de juzgarlas y 
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de hacer ejecutar los juzgados.» Este mismo sentido es el que tiene en 
los seis primeros párrafos de este título. 

Pero en el 5 VIII, se le da el otro sentido que tiene en derecho, 
como contienda ó conflicto que se suscita entre tlistintos tribunales» sobre 
cuál de ellos debe ser él competente para conocer en un asunto deter- 
minado. 

269- Como para decidir acertadamente esos conflictos, que ocurren 
con harta frecuencia, son necesarias varias reglas que toman en cuenta las 
vanadas circunstancias que las hacen suscitarse, y como es indispensable 
también apreciar cuáles de esas circunstancias deben prevalecer en 
cada caso, este título está dedicado á dar á conocer todas esas reglas. 
Las cuatro contenidas en el § I, son las generales á toda clase de juicios, 
y las demás, que son bastante numerosas, son las especiales á las mate- 
rias, á las personas y á las diversas circunstancias que acompañan á unas 
y otras. 

270. La regla general dada en el artículo 193 se funda en el prin- 
cipio jurídico de que la contestación de la demanda, ó la ütiscontestacián, 
es la raiz del juicio, de donde viene la palabra radicar eljukw que este 
artículo emplea para fijar de una manera estable la competencia del tri- 
bunal. Porque, en efecto, la contestación de la tlemanda es el hecho que 
constituye el cuasicontrato de la litiscontest ación, por el cual se obligan 
las partes á reconocer la jurisdicción de aquel Juez, á no hacer alteración 
en la cosa litigada, á interrumpir la prescripción y demás efectos que se 
mencionan en las leyes 3.* y 8.* del título 10, Partida 3.^, que es la vigente 
mientras no tengamos una nueva Ley de Procedimientfjs civiles. 

271. La 2.^ regla, que es la contenida en el artículo 194, podría 
simplificarse en estos términos: Una vez establecido cual es el tribunal 
competente para la primera in.stancia de un asunto, queda también cono- 
cido el competente para la segunda instancia. 

Este artículo se funda en el principio general de que las sentencias 
de todo tribunal deben ser enmendadas ó cf infirmadas, por el que es su 
superior inmediato en la jerarquía judicial. 

272. El artículo 195 nos da la ^.^ regla, a saber: debe conocer de 
todas las incidencias el mismo tribunal que conoce del asunto principal, 
como también de la reconvención ó compensación en el promovidas, 
aunque por la cuantía de ésta pudieran corresponder á un juez ii^ferior. 

Las incidencias de un juicio van acumulando los antecedentes que 
han de considerarse en la sentencia, y por consiguiente sólo puede resol- 
verlas el mismo tribunal que ha de pronunciar la definitiva; sucediendo 
lo mismo con las promovidas posteriormente como consecuencia ó en 
ejecución de ella. 
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En cuanto á las peticiones hechas como reconvención ó compensa- 
ción, reputándose como nuevas demandas que inciden también en la 
principal T se suman con ésta para no llevarlas á otro tribunal inferior á 
quien pudieran corresponder si se entablaran separadamente. 

273. Cuarta re^la general. — En este precepto confirma el artículo 
196 de la Ley Orgánica lo que dejamos dicho en el número 36 al definir la 
jurisdicción preventi\-a. Ejemplo de !o que aquí se dispone seda una 
querella ó demanda interpuesta sobre un delito de los que la ley califica 
de simple falta, de la cual pueden conocer tanto el juez de letras como 
el de subdelcgación. Si interpuesta ante eJ primero éste se excusase de 
conocer, so pretexto de que podía ocurrirse también al segundo, que- 
brantaría el precepto de este artículo; otra cosa sería si se excusara por 
haber constancia de que el iuez de subdeleíjación había empezado ya á 
conocer en la misma demanda, esto es, por haber prevenido ya en su 
conocimiento, como dispone el artículo 37, con lo cual cesaba su com* 
petencía para el mismo asunto. 

Formularíamos esta regla en términos más breves diciendo: 

< Siendo competentes para un asunto más de un tribunal, ninguno 
de ellos puede excusarse de conocer; pero el que previene excluye ¿ los 
demás. 1* 

§ II DEL TÍTULO XIL 

Reglas que determinan la cuantía de las maíertas judiciales. 

AkT, 197, 

En los asuntos civiles la cuantía de la materia se determi- 
na por el valor de la cosa disputada. 

En los asuntos crtniiiiales se determina por la pena que el 
delito lleva consigo* 

Art, 198. , 

Si el demandante acompañare documentos que sirvan de 
apoyo á su acción y en ellos apareciere determinado el valor 
de la cosa disputada» se estará para determinar la competencia 
á lo que conste de dicho?; documentos- 
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Art, 199, 

Si el demandante no acompañare documentos ó si de ellos 
no apareciere exclarecido el valor de la cosa, y la acción enta- 
blada fuere personal, se determinará la cuantía de la materia 
por la apreciación que el demandante hiciere en su demanda 
verbal ó escrita. 

ArT. 200. 

Si la acción entablada fuere real y el valor de la cosa no 
apareciere determinado del modo que se indica en el artículo 
198, se estará á la apreciación que las partes hicieren de co- 
mún acuerdo. 

Por el simple hecho de haber comparecido ante el juez 
para cualquier diligencia ó trámite del juicio todas las partes 
juntas ó cada una de ellas separadamente, sin que ninguna 
haya entablado reclamo por incompetencia nacida del valor de 
la cosa disputada, se presume de derecho el acuerdo de que 
habla el inciso anterior y se establece la competencia del juez 
para seguir conociendo del litigio que ante él se hubiere enta- 
blado, 

Art. 201. 

Si el valor de la cosa demandada por acción real no fuere 
determinado del modo que se indica en el artículo anterior, el 
juez ante quien se hubiere entablado la demanda nombrará un 
perito para que avalúe la cosa, y se reputará por verdadero 
valor de ella para el efecto de determinar la cuantía del juicio^ 
el que dicho perito le fijare. 

Akt. 202. 

Si en una misma demanda se entablaren á la vez varias 
acciones, en los casos en que puede esto hacerse conforme á 
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lo prevenido en el Código de Enjuiciamiento, se determinará la 
cuantía del juicio por el monto á que ascendieren todas las ac- 
ciones entabladas. 

Art. 203. 

Si el demandado al contestar la demanda entablare recon- 
vención contra el demandante, la cuantía de la materia se de- 
terminará por el monto á que ascendieren la acción principal y 
la reconvención reunidas. 

Art. 204, 

Si lo que se demanda fuere el resto insoluto de una canti- 
dad mayor que hubiere sido antes pagada en parte, se atende- 
rá* para determinar la cuantía de la materiaj únicamente al valor 
del resto insoluto* 

Art. 205. 

Si se trata del derecho á pensiones futuras que no abra- 
cen un tiempo determinado, se fijará la cuantía de la materia 
pí;)r la suma á que ascendieren dichas pensiones en un año. Sí 
tienen tiempo determinado, se atenderá al monto de todas ellas. 

Pero si se tratare del cobro de una cantidad procedente de 
pensiones periódicas ya devengadas, la determinación se hará 
por el monto á que todas ellas ascendieren. 



Art, 206. 

Si el valor de la cosa disputada se aumentare 6 disminu- 
yere durante la instancia, no sufrirá alteración alguna la deter- 
minación que antes se hubiere hecho con arreglo á la ley. 
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Art, 207. 



Tampoco sufrirá la determinación alteración alguna en ra- 
zón de lo que se deba por intereses ó frutos devengados des- 
pués de la fecha de la demanda, ni de lo que se deba por cos- 
tas ó daños causados durante el juicio* 

Pero los intereses, frutos ó daños debidos antes de la de- 
manda se agregarán al capital demandado, y se tomarán en 
cuenta para determinar la cuantía de la materia. 

Art. 208, 

Si fueren muchos los demandados en un mtsmo juicio, el 
valor total de la cosa ó cantidad debida determinará la cuantía 
de la materia, aun cuando por no ser solidaría la obligación no 
pueda cada uno de los demandados ser compelido al pago to- 
tal de la cosa ó cantidad, sino tan sólo al de la parte que le co- 
rrespondiere- 

Art. 209, 

Para el efecto de determinar la competencia se reputa- 
rán como de valor de más de doscientos pesos los negocios 
que versan sobre materias que no están sujetas á una determi- 
nada apreciación pecuniaria. Tales son, por ejemplo: 

I .** Las cuestiones relativas al estado civil de las personas; 

2.** Las relativas á la separación de bienes entre marido y 
mujer, ó á la crianza y cuidado de los hijos; 

^° Las que versen sobre validez ó nulidad de disposicio- 
nes testamenta riaSt sobre petición de herencia, ó sobre apertu- 
ra ó protocolización de un testamento; 

4.* Las relativas al nombramiento de tutores y curadores» 
á la administración de estos funcionarios, y á su responsabili- 
dad, á sus excusas y á su remoción. 
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Amt< 3 i o* 

Se reputarán también en todo caso como materias de ma- 
yor cuantía, para el efecto de determinar la competencia def 
juez, las que en seguida se indican: 

i."^ El dereclio al goce de los réditos de un capital acen- 
suado; 

2.* Todas las cuestiones relativas á quiebras, á formación 
de concurso de acreedores y á convenios entre éstos y el deudor. 

Art. 211, 

Para determinar la gravedad ó levedad en materia criminal, 
se estará á lo dispuesto en el Código Penal- 



COMENTARIO- 

Seeeioa Segunda. 

Re^^las especiales que determinan la competencia en razón 

de la cuantia. 



SUMARIO.— 374. Reíación de la competeiida del tribunal con la cuantía del ne- 
gocio.— 175. Doce reglas contenidas en estos quince íirtí culos para los asun- 
tos civiles y uno para los criminales.— 276. Cuáudo se determina la cuantía 
por la demanda y cuándo por peritos- — 277. Cuando hay varías acciones . 
cuando hay reconvención y cuando se cobra un resto iusoiuto. — 278. Si se 
trata, de pensiones periódicas. — ^279. Si una vez datcr minada la cuantía^ {kú- 
mite variación. — aSo. Asuntos que se reputan de mayor cuantm.^281» Cuan- 
tía en asuntos crtminalcs. — 2S2. Disposiciones leg:a]es que les son teferenteS' 



g74* Todas las reglas especiales pr es criptas para los asuntos civiles, 
en los quince artículos de este párrafo, toman por base para establecer 
la competencia la mayor ó menor cuantía ó valor pecuniario del asunto, 
en relación con la superior o inferior jerarquía del tribunal llamado a co- 
nocer en él Para eso debe tenerse presente que, según los artículos rj, 
33 y 37i lo^ jueces de distrito conocen de causas civiles cuyo valor no 

13 
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exceda de cincuenta pesos; los de subdelegación de las que excediendo 
de esta suma no pasen de doscientos pesos, y ]os jueces de letras de la.s 
que valen más de doscientos pesos para adelante. 

275. Después de esta advertencia hemos procurado formular, de la 
manera más sucinta posible, las trece reglas que creemos encontrar en 
los referidos artículos, y son: 

I. a La cuantía de un asunto civil se detcnnina por c\ valor de la 
cosa disputada (art. 197). 

2 * Cuando los documentos acompañaLlus á la demanda determinan 
el valor de la cosa disputada, ese valor determinará también la compe- 
tencia (art. 198). 

276. Regla 3.» Cuando el valor de la cosa disputada no resulta de 
terminado por documentos que se hayan ó no acompañado á la demanda, 
debe distinguirse si la acción deducida es personal ó es real. 

Si es personal, la cuantía se determina ptír la apreciación que se 
haga en la demanda, sea ésta verbal ó escrita. 

Si es real, se estará á la apreciación que hicieren las partes de co- 
mún acuerdo (arts. 199 y 200). 

4.a Por el solo hecho de comparecer ambas partes ante el juez, sin 
que ninguna reclame contra su competencia por razón de la cuantía, se 
presume de derecho que la aceptan para todo el juicio (art. 200}. 

5.* Cuando la acción es real y las partes ncí están acordes en la 
cuantía, debe hacerse valorizar por perito: el valor resultante se reputara 
verdadero sólo para este efecto (art. 201). 

277. Regla 6.* Entabladas varias acciones á la vez, el monto á que 
asciendan todas ellas reunidas determinará la cuantía del juicio (art. 202). 

7.a Si al contestar la demanda entablare el demandado reconven- 
ción, ó compensación, la siuna de las dos determinará la cuantía de! pleito 
(art. 203). 

8.a Demandado el resto insoluto de una deuda pagada en parte, ese 
valor es el que determina la cuantía del juicio (art. 204). 

278- Regla 9.» Si se trata del derecho á pensiones periódicas, el 
monto de las que se determinen en la demanda, sean devengadas ó sean 
futuras, formará la cuantía. Pero si son futuras y no se determina tiempo* 
se fijará por lo que valgan las de un año (art. 205). 

279. Regla lO.» Una vez determinada Ic^almente la cuantía, no su- 
frirá alteración por razón de aumento ó disminución del valor de la cosa 
disputada durante el juicio, ni por daños, intereses, frutos ó costas poste- 
riores á la demanda. Lo que por estos motivos se debiere antes de ésta 
se agregará al valor demandado (arts. 206 y 207) para determinar la 
competencia. 
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1 1 .* Tampoco alterara ia cuantía de la materia cuestionada el hecho 
de ser muchos los demandados por un valor total debido (art, 208). 

¡880- Regla 12.^ Para el efecto de determinar la competencia, se re- 
puta que valen más de doscientos pesos los negocios no sujetos á deter- 
minada apreciación pecuniaria. Por ejemplo: 

aj Los relativos al estado civil de las personas; 
fij Los relativos á la separación de bienes entre cónyugeSj ó á ia 
crianza y cuidado de los hijos; 

cj La validez ó nulidad de disposiciones testamentarias, la petición 
de herencia, la apertura ó protocolización de testamento; 

dj Los relativos á nombrar tutores ó curadores, á su administración^ 
responsabilidad] á sus excusas y á suVemoción. 

Se consideran en el mismo caso que los preceden tes, aun cuando 
puedan apreciarse pecuniariamente; 

i'J El derecho á los réditos de un capital acensuado; y 
/) Las cuestiones sobre quiebras» concursos de acreedores y conve- 
nios de éstos con el deudor (arts- 209 y 210). 

281. Regla 13 * En asuntos criminales la cuantía se determina por 
la pena señalada al delito, proporcionada á su gravedad ó levedad, según 
lo dispuesto en el Código Penal (arts. 197 y 211). 

282- Para la aplicación de esta regla, relativa al fuero criminal, hay 
que tener presentes las siguientes disposiciones: 

El artículo 33, que da jurisdicción á los jueces de subdclegación 
para conocer en las causas criminales por/íi/ías, salvando algunos casos 
exceptuados; 

El artículo }y que la da también á los jueces de letras para conocer 
en dichas faltas, sin obstar al conocimiento de los de :^ubdelegacíón, 
cuando éstos han prevenido en él; 

Los artículos del Código Penal á que la presente regla ñus remite y 
que son: F4 artículo 3."^, que establece el principia de que los crímenes, 
delitos y faltas se califican según la gravedad de la pena que está asignada 
en el artículo 21; 

Los artículos 3i y 25 que asignan á X^s/aitas las penas de prisión 
que no exceda de sesenta días y de multa que no exceda de cien pesos 
y el comiso de los instrumentos ó efectos del delito; y 

El artículo 494, que considera como faltas las falsificaciones, hurtos 
y estafas que se refieran á valores que no excedan de diez pesos. 

Todos los demás hechos punibles de mayor gravedad que las faltas 
son los crímenes y delitos, para los cuales sólo son competentes los juecest 
de letras y tribunales superiores de justicia. 
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§ III DEL TÍTULO XII, 

ReglcLs que determinan la campeiencia en maierius cwiles enire 
tribunales de igual jerarquía. 

Akt* 212* 

En general es juez competente para conocer de una deman- 
da civil, ó para intervenir en un acto no contencioso, el del do- 
micilio del demandado ó interesado, sin perjuicio de las reglas 
establecidas en los artículos siguientes. 

Art. 213. 

Si la acción entablada fuere inmueble, serán competentes 
para conocer del juicio, á elección del demandante: 

I.** El juez del lugar donde debe cumplirse la obligación, 
según lo establecido en los artículos 1587, 1588 y 1589 del Có- 
digo Civil; 

2.** El del lugar donde se contrajo la obligación; 

3."* El del lugar donde se encontrare la especie reclamada- 

Akt* 214. 

Si el inmueble ó inmuebles que son objeto de la acción real 
estuvieren situados en diversos distritos jurisdiccionales, será 
competente cualquiera de los jueces en cuyo distrito estuvieren 
situados. 

Art. 215, 

Si una misma acción tuviere por objeto reclamar cosas mue- 
bles é inmuebles^ será juez competente el del lugar en que estu- 
vieren situados los inmuebles. 

Esta regla es aplicable á los casos en que se entablan con- 
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juntamente dos 6 más acciones» con tal que una de ellas por lo 
menos sea inmueble, 

Ai<T. 216. 

Si la acción entablada fuere de las que se reputan muebles 
con arreglo á lo prevenido en el artículo 580 del Código Civil, 
será competente para conocer del juicio el juez del lugar donde 
debe cumplirse la obligación, según lo establecido por los artí- 
culos 1587, 1588 y 1589 del mismo Código, 



Akt. 



Si una misma demanda comprendiere obligaciones que de- 
ben cumplirse en diversos lugares, será competente para cono- 
cer del juicio el juez de aquel en que se reclame el cumplimiento 
de todas las obligaciones, sin perjuicio de cumplirse cada una 
de éstas en su respectivo lugar. 



Ari 



iS. 



Si el demandado tuviere su domicilio en dos ó más lugares, 
podrá el demandante entablar su acción ante el juez de cual- 
quiera de ellos. 

Akt, 219. 

Si los demandados fueren dos ó más y cada uno de ellos 
tuviere su domicilio en diferente lugar, podrá el demandante 
entablar su acción ante el juez de cualquier lugar donde esté 
domiciliado uno de los demandados, y en tal caso quedarán los 
demás sujetos á la jurisdicción del mismo juez. 

Anr. 220- 

Cuando el demandado fuere una persona jurídica, se repu- 
tará por domicilio, para el objeto de fijar la competencia del 
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juez, el lugar donde tenga su asiento ía respectiva corporación 
ó fundación. 

Y si la persona jurídica demandada tuviere establecimien^ 
tos, comisiones ú oficinas que la representen en diversos luga- 
res, como sucede con el fisco ó con las sociedades comerciales, 
deberá ser demandada ante el juez del lugar donde exista el 
establecimiento, comisión li oficina que celebró el contrato ó que 
intervino en el hecho que da origen al juicio. 



ArT. 22 1- 

Será juez competente para conocer del juicio de petición de 
herencia, del de desheredamiento ó del de validez ó nulidad df! 
disposiciones testamentarias, el del lugar donde se hubíei; 
abierto la sucesión del diñinto con arreglo á lo dispuesto por el 
artículo 955 del Código Civil, 

El mismo juez será también competente para conocer de 
todas las diligencias judiciales relativas á la apertura de la su- 
cesión, formación de inventarios y tasación y partición de los bie- 
nes que el difunto hubiere dejado* 



Art. 222* 

Será juez competente para conocer del nombramiento de 
tutor ó curador y de todas las diligencias que, segán la ley, de- 
ben preceder á la administración de estos cargos, el del lugar 
donde tuviere su domicilio el pupilo, aunque el tutor ó curador 
nombrado tenga el suyo en lugar diferente. 

El mismo juez será competente para conocer de todas las 
incidencias relativas á la administración de la tutela ó curaduría, 
de las incapacidades ó excusas de los guardadores, de su remo- 
ción y de las cuentas que deben rendir á la expiración de su 
cargo. 
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ArT. 2 2 5- 

Ea los casos de presunción de muerte por desaparecimien- 
to, el juez del lugar en que el desaparecido haya tenido su úl- 
timo domicilio será competente para declarar la presunción de 
muerte y para conferir la posesión provisoria ó definitiva de los 
bienes del desaparecido á las personas que justifiquen tener 
derecho á ellos. 



Art. 



Para nombrar curador á los bienes de un ausente ó á una 
herencia yacente, será competente el juez del lugar en que el 
ausente ó el difunto hubiere tenido su último domicilio. 

Para nombrar curador á los derechos eventuales deí que 
está por nacer, será competente el juez del lugar en que la 
madre tuviere su domicilio. 

AkT, 2 2 5- 

Para aprobar ó autorizar la enajenación, hipotecación 6 
arrendamiento de inmuebles es competente el juez del lugar 
donde éstos estuvieren situados. 

Art, 226. 

Será juez competente en materia de quiebras, cesiones de 
bienes, concursos de acreedores y convenios entre deudor y 
acreedores, el del lugar en que eí fallido ó deudor tuviere su 
domicilio. 
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COMENTARIO. 

Smcííd Tereera. 

Reglas que determinan la competencia entre iriAunales 
de igual jerarquía, 

SUMARIO. — 283. Necesidad de simplificar estas reffks.— 284. Re^ta primordial 
es la del ciomicilio del deniandado.— 285. Cuíindo e! dtni?^' dado t ene más 
de un < omicilio.- 286 Cuando se demanda A pí^rsona juridicíi. --287. Et do- 
micilio del fallido es atractivo.— 288. Si se demandan obfígaciones diversas. 
— 289. 'J res rasos ruando la acción es mueble. — 290, Cuando ésta es inmue- 
ble elige el demandante. — 291. Asuijtosrelai ionado^; con el último domtcüia 
del difunto. — 292. Asuntos relaciopa(¡os con d domicilio del pupilo» del de- 
saparecido y otras personalidades incapaces. --293. Asuntos relacionados con 
)a situación de los inmuebles. 

283. Las reglas preceptuadas en los artículos ele este párrafo IÍI 
dan por determinada la cuantía de los asuntos de que se trata en mate- 
rias civiles, y se proponen resolver las dudas ó conflictos que, dentro de 
esa cuantía, pueden ocurrir entre tribunales que, teniendo jurisdicción 
para asuntos de esa misma cuantía, y siendo por lo tanto de igual jerar- 
quía, necesitan principios seguros á que atenerse para entrar á conocer 
en ellos sin invadir la competencia ajena. Con el propósito de hacerlas 
más fáciles de comprender y retener, por ser muy varias las circunstan- 
cias á que en ellas debe atenderse, vamos á procurar clasificarlas y sim- 
plificarlas en lo posible. 

284. La regla primordial en este punto es, y ha sido siempre, aten- 
der al domicilio del demandado, para no sacar á este á litigar fuera del 
asiento de su familia. y negocios, donde se supone que deberá tener tam- 
bién los principales, sino todos, sus medios de defensa. Pero, siendo tam- 
bién muchas las circunstancias que exigen no hacer prevalecer este prin- 
cipio, por la situación de los objetos, por la naturaleza de los pactos 
celebrados, y otros motivos igualmente atendibles, es indispensable que la 
ley los tome en cuenta, como lo hace en todos estos artículos, que cla- 
sificamos en las siguientes, reglas: 

Regla general. El juez del domicilio del demandado, ó del intere- 
sado si el negocio no es contencioso, es el competente; salvo las modifi- 
caciones ó excepciones contenidas en las regias siguientes (art. 212): 

286. Regla 2.^ Si el demandado tiene más de un domicilio, es 
competente el juez que elige el demandante para entablar su acción 
(art 218}, 

Siendo más de uno los demandados que tengan distintos dfimicIHos, 
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el competente para todos ellos es til juez de! lugar donde esté domiciHado 
cualquiera de ellos, ante el cual entable su acción el demandante (art. 2 1 g), 

S86. Regla 3.^ Para demandar á una persona jurídica es compe- 
tente el juez del lugar en que ella tenga su asiento. V si tuviere varias 
oficinas en distintos lugares, lo será el de aquella que intervino en el hecho 
ó contrato que da origen al juicio (art. 220), 

287- Regla 4/^ En materia de quiebras^ concursos de acreedores, 
convenios entre deudor y acreedores, el juez del domicilio del fallido ó 
deudor es el competente para todos sus acreedores (art. 22Ó), 

238- Regla 5.^ Cuando )a demanda comprende obligaciones que 
deben cumplirse en diversos lugares, es compí:tente el juez de cualquiera 
de ellos para deducirla por el cumplimiento de todas ellas, sin perjuicio 
de cumplirse cada una en su respectivo lugar (art. 217). 

289- Regla 6,^ Si la acción entablada fuere de las que se reputan 
muebles conforme al artículo 5^0 del Código Civil, será competente el 
juez de] lugar designado por la convención; en defecto de ésta el de aquel 
en que exista el cuerpo cierto objeto de ella, y si se se trata de otra co- 
sa^ el del domicilio de! deudor. 

Si después del contrato lia habido mudanza de domicilio de cual- 
quiera de las partes, ella no hará que se altere el lugar del juicio (art. 
216 y Código Civil artículos 1587, 1588 y 1589). 

290^ Regla 7,^ Si la acción entablada fuere inmueble, puede el de- 
mandante elegir uno de cuatro jueces: 

a) El del lugar designado por la convención; 

b) El del domicilio del deudor, si no se trata de cuerpo cierto; 

c) El del lugar donde se contrajo la obligación; 

d) El del lugar donde se encontrare la especie reclamada. 
Tampoco influirá el haber mudado de domicilio una de las partas 

después del contrato en alterar el lugar del juicio, salvo convenio en 
contrario (art. 213 y Código Civil, artículos 1587, 1588 y 1589). 

39 L Regla S.^ El ju^z del último domicilio de una persona difunta 
es el competente para todas las diligencias y cuestiones relativas á la aper- 
tura de su sucesión, petición de herencia, validez ó nulidad de testamento, 
desheredamiento, inventarios, tasación y partición de sus bienes (art, 221 
y Código Civil art, 955), 

S9^* Regla 9.» Es competente para conocer de todas las cuestiones 
y diligencias relativas al nombramiento de tutor ó curador y de las que 
preceden á la administración de estos cargos » el juez del domicilio del pu- 
pilo; como también para todas las relativas á la administración^ á las in- 
capacidades, excusas ó remoción de los guardadores y á las cuentas que 
éstos deben rendir (art. 222). 
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Ei juez del último domicilio del desaparecido es el competente para 
todos los actos y cuestiones judiciales qnc tienen relación con él y con el 
derecho á sus bienes {art. 223). 

Para nombrar curador á un ausente á á una herencia yacente será 
competente el juez del lugar en que el ausente ó el difunto hubiere te- 
nido su ultimo domicilio; y para nombrarlo á los derechos eventuales del 
que está por nacer lo será el del domicilio de la madre de éste (art 224). 
^ 293^ Regla lO-^ ^^^Si el inmueble ó los inmuebles que son objeto de 

^ una acción real estuvieren situados en diversos distritos jurisdiccionales, 

será competente cualquiera de los jueces en cuyo distrito estuvieren si* 
tuados» (art. 214). 
^ Reclamadas por una ó más acciones cosas muebles é inmuebles, la 

<1 situación del inmueble ó de los inmuebles determinará la competencia del 

¿ juez para todas ellas (art. 215). 

S ^Para aprobar ó autorizar la enajenación, hipotecación 6 arrenda- 

jo miento de inmuebles es competente el juex del lugar en que estuvieren 

situados» (art. 225). 



11 

I 

¡^ § IV. DEL Título XIL 



Re^/as qu€ determinan la competencia en materias criminaiés 
entre tribunales de igual jerarquía . 

AfeT. 227. 

Será competente para conocer de ua delito el tribuDal en 
cuyo territorio se hubiere cometido el hecho que da motivo al 
p rece so, 

Akt, a 3 8. 

Si el autor del delito se ausentare del lugar donde se co- 
metió y fuere después aprehendido en otro, será puesto á di$- 
posición del tribunal competente tan pronto como se verificare 
la aprehensión* 

Pero si el reo hubiere cometido un nuevo delito en el lu- 
gar donde se efectuó la aprehensión ó en otro diferente, el tri- 
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bunal en cuyo territorio hubiere aquél cometido el último delito 
será competente para conocer de todos los delitos cometidos. 
Y esta competencia tendrá lugar aun en el caso de que el 
reo tuviere procesos pendientes ante tribunales de otros luga- 
res. En tal caso se acumularán todos los procesos para que 
conozca de ellos el tribunal competente. 

Art. 229. 

Si en el caso de los incisos 2." y 3.* del artículo precedente 
sucediere que uno de los delitos cometidos es crimen y otro é 
los otros simples delitos, será competente para conocer de to- 
dos ellos el tribunal en cuyo territorio se hubiere cometido el 
crimen, 

Art. 230- 

Si un mismo reo tuviere procesos pendientes por crímenes 
ó simples delitos, el juez de letras será el solo competente parai 
conocer de todos ellos. 

AíiT. 231. 

Si el delito se hubiere cometido por una ó varias personas 
en dos ó más lugares ó si no se pudiere averiguar á punto fijo 
en cuál lugar se cometió, será competente para conocer de él el 
tribunal de cualquiera de los lugares en que se Inibiere come- 
tido 6 respecto de los cuales se suscitare la duda. 

AkT, 232. 

Si el delito fuere de piratería, ó si se hubiere cometido á 
bordo de un buque nacional en alta mar, ó á bordo de un bu- 
que de guerra nacional surto en aguas de otra potencia, ó si se 
hubiere cometido en país extranjero por un agente diplomático 
o consular chileno en ejercicio de sus funciones de tal, ó gene- 
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raímenle si el delito se hubiere cometido fuera del territorio 
real del Estado y debiere ser castigado con arreglo á las leyes 
chilenas, será competente para conocer de él el tribunal en 
cuyo territorio se encontrare 6 fuere actualmente habido el 
delincuente* 

Ari\ 233. 

Sí í'ii un delito cuyo conocimiento corresponde á los tribu- 
nales militares fueren cómplices ó encubridores una ó más per- 
sonas sujetas al fuero común ^ no dejará por eso de ser compe- 
tente el tribunal militar, el cual tendrá también competencia 
para castigar á las dichas personas con las penas que las leyes 
señalan. 

La misma competencia tendrán los tribunales especiales á 
que se refieren los artículos 67, 116/117, 

AkT, J34, 

Si en el proceso criminal que se siga contra un reo se en- 
tablaren contra él acciones civiles nacidas de delito para obte- 
ner la mera restitución de alguna cosa, será competente para 
conocer de estas acciones el tribunal que conozca del proceso 
criminal 
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COMENTARIO. 

htmw Cnarta. 
Dé la cmnpeiencm en materias crindnades. 

SU\f ARIO.^ — 294, Re^la príniordfal en lo criminal: ftl territorio en que el delito 
se comete.— 295. El juez del territorio donde se cometió el último delito es 
el competente. -296. H^ibtendo varios hechos punibles, el tug^ar donde se 
cometió el crimen determina la competencia, ^297. Rectificación del ar- 
ticulo 230.^—298. Si hay varios ddincuentes y en mAs de un lugar, — 299, Si 
sedeliniue fuera del territorio real del Estado. — ^300. El fuero privilegiado 
es atractivo.— 501* Cuándo el juez de U acción penal juzga la civil. 

2f*4. Los procesos criminales, a los cuales pertenecen las refalas 
contenidas en los artículos de este párrafo, tienen también, como los ci- 
viles, su principio general» y éste a su vez recibe sus niodificacrones ó 
excepciones, derivadas de la concurrencia de circunstancias que requie- 
ren atendible preferencia. 

Kse principio general es el de la regla 1 .^, que ' forniulamos de este 
mndo: Debe conocer de un delito el juez del territorio en que se cometió. 

Principio aplicable tanto al Juez de letras para los hechos punibles 
perpetrados en su departamento, como al juez de sub delegación sobre 
las faltas cometidas dentro de estas, y á las Cortes de Apelaciones su- 
bre los hechos de las personas que gozan de fuero privilegiado de ser 
juzgadas por ellas» como también á los tribunales unipersonales estable- 
cidos por los artículos rió y 117 (art. 227). 

395. Regla 2^ Si el delincuente comete dos 6 más delitos en ju- 
risdicciones distintas, el juez del territorio en que se cometió el último 
delito es el competente para juzgarlo por todos ellos. Para este efecto se 
acumularán ante él aun los procesos pendientes ante tribunales de otros 
lugares. (Art. 228), 

396. Regla 3.^. Si entre los delitos cometidos por un reo hubiere 
uno ó más crímenes, es competente para conocer de todos ellos, inclusas 
las faltas que se le imputaren, el tribunal en cuyo territorio se hubiere 
cometido el último crimen, (Arts. 229 y 230), 

297. Aunque el artículo 330 no contiene en su redacción la pala- 
hvA faltas después de la frase /¿jí»' crinienes a simples delitos^ es indudable 
que fué omitida por descuido de imprenta: i ,^ porque de la historia fide- 
digna de su discusión en la Comisión Redactora y en el Congreso resul- 
ta que se tuvo la mente de expresarla; 2 P porque, omitida, el artículo 
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pugnaría con el principio que acaba de establecerse en ei 228, de que á 
un reo debe juzgarlo un solo tribunal por todos los hechos punibles de 
que sea responsable, y por los cuales aun no haya sido juzgado. 

Estas dos razones las estimariamos bastantes aun para agregar la 
palabra omitida si se tratara de dar la versión textual del artículo 230. 

298. Regla 4.* Cometido un delito por más de im delincuente y 
en más de un lugar, es competente el tribunal de cualquiera de éstos 
(artículo 231). 

299. Regla 5.^ Para todos Los detitos que se cometieren fuera del 
territorio real del Estado, pero que deban ser castigados con arreglo a 
las leyes chilenas, es competente el juez del territorio en que es aprehen- 
dido el delincuente. (Art. 232). 

300. Regla 6.^ Los tribunales de fuero especial atraen á su com- 
petencia á los cómplices y encubridores del fuero común. (Art. 233). 

301. Regla 7.' — La acción civil restítutoria nacida de un delito 
éébe ser juzgada por el mismo juez competente para la acción penal 
ÍArt. 234)- 



§ V DEL TtTUiO XH. 

D^ ia prórroga de jurisdicción. 
Akt* 235, 

Un tribunal que no es naturalmente competente para cono- 
cer de un determinado asunto, puede llegar á serlo si para ello 
se le prorroga la jurisdicción. 

La prórroga de jurisdicción se verifica cuando las partes 
expresa ó tácitamente convienen en ser juzgadas por un tribu- 
nal diverso de aquel á quien según la ley corresponde el cono- 
cimiento del asunto. 

Aht. 236, 

La prórroga de jurisdicción sólo procede en los negocios 
contenciosos civiles. 
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Art. 237. 

La prórroga de jurisdicción sólo puede tener lugar cuando 
el tribunal á quien se otorga ejerce una jurisdicción análoga á 
la del tribunal á quien por la ley corresponde rigorosamente el 
conocimiento del asunto. 

Así la jurisdicción de un juez de letras encargado de co- 
nocer de negocios civiles puede prorrogarse para que conozca 
de un negocio sujeto á otro funcionario de igual clase; pero no 
puede prorrogarse la jurisdicción de un tribunal eclesiástico ó 
militar para que conozca de un negocio sujeto i un juez de 
letras ó vice-versa. 

Art, 238, 

Pueden prorrogar jurisdicción todas las personas que según 
la ley son hábiles para estar en juicio por sí mismas, y por las 
que no la son pueden prorrogarla sus representantes legales. 

Akt. 239. 

La prórroga de jurisdicción sólo surte efectos entre las 
personas que han concurrido á otorgarla ^ mas no respecto de 
otras personas como los fiadores ó codeudores 

Art. 240. 

Se prorroga la jurisdicción expresamente cuando en el con- 
trato mismo ó en un acto posterior han convenido en ello las 
partes, designando con toda precisión el juez á quien se someten. 

Akt. 241, 
Se entiende que prorrogan tácitamente la jurisdicción: 
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I.** El demandante, por el hecho de ocurrir ante el juez 
interponiendo su demandaj 

2° El demandado, por hacer, después de personado en el 
juicio, cualquiera gestión que no sea la de reclamar la incompe- 
tencia del juez* 



COMENTÁÍtíÜ. 
Sobre la prórroga de Jtirisdüciún, 

SUMARIO— 302, Qué es prórroga dejurisdicdón» — 303. Pr6rroj;a expresa y pro- 
rrog:a tácita.— 304- Quiénes pueden prorro^^ar jurisdicción. — 305. Efecto li^ 
mítado de la prórrog^a.— 306- Neicocios en que procede,— 307. Eíitre qué 
tribunales procede-— 308. Aclaración que al arlicuto 237 es neccaado hacen 

302- Consiste la prorroga tiejurisdicciófi en que im tribunal pu£:da 
conocer en un asunto determinada no comprendido en aquellos que la ley 
somete á su conocimiento. Y se verifica por convenio expreso 6 tácit<* 
de las partes en que ese tribunal sea el que las juzgue (art. 235). 

303 ► Hay convenio expreso cuando en el contrato, ó en acto poste* 
rior, las partes desij^nan con toda precisión el juez á quien someten el 
f conocimiento del asunto, determinándolo también {artículo 240). 

Hay convenio tácito, por parte del demandante* en el solo hecho de 
occurrir ante el juez interponiendo su demanda, y por parte del deman- 
dado, en el hecho de hacer, después de personado en el juicio, ó al tiempo 
de personarse, cualquiera gestión que no sea la de reclamar la incompe- 
tencia del juez (art. 241). 

Esta regla está basada en el mismo principio que la del artículo 200, 
según ia cual el hecho de ocurrir ambas partes al juez, para alguna ges- 
tión judicial que no sea reclamar contra su competencia por razón de la 
cuantía, hace presumir de derecho que se conforman con ella- 
} 304^ Pueden prorrogar la jurisdicción toda clase de personas que 

sean hábiles por la ley para estar en juicio, ya por sí mismas, ya por 
' medio de sus representantes legales (art. 23S). 

305* Pero su efecto es meramente personal, sin extenderse á los 
que como fiadores ó codeudores no hayan concurridfj á otorgar la pro- 
rroga (art. 239). 
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306- La prórroga de jurisdicción sólo procede en los negocios con- 
tenciosos civiles. De los ténnínos exclusivos del artículo 336, que esta- 
blece esta regla, se sigue, como regía correlativa, que la prórroga de juris- 
dicción no puede admitirse ni en asuntos del fuero criminal ni en los 
llamados de jurisdicción voluntaria. 

307- Se requiere además que la jurisdicción del tribunal á quien se 
otorga sea análoga, en cuanto á la materia, á la cuantía objeto de! litigio 
y á su jerarquía en el orden judicial, a la que requiere el asunto que se 
somete á su conocimiento. Así, á un juez de letras en lo civil puede some- 
térsele un negocio sujeto por la ley á otro funcionario de igual clase, pero 
no uno que corresponda á tribunal eclesiástico ó militar, ni vice-versa 
íai-t. 237). 

Así también, puede agregarse, á un juez letrado en lo civil no podría 
sometérsele un asunto de cuantía correspondiente á juez de sub delega- 
ción, ni vice-versa; como tampoco podría prorrogársele jurisdicción para 
conocer en negocio que corresponde en primera instancia á una Corte de 
Apelaciones, en atención á la calidad de la persona, ni vice-versa, 

303- Debemos advertir que para dar á esta regla la fórmula prece- 
dente hemos aceptado de Heno las observaciones que hace el señor Ba- 
llesteros en su excelente obra sobre la Ley de Organización y Atribuciones 
de lús Tribunaíis de Ckfie, con motivo de la vaguedad de signíñcado de 
la ÍT^s^ jurisdicciim análoga empleada en este artículo 237; por lo cual le 
hemos agregado esta otra: en aicmto á la materia, á la atantía^ objeto del 
litigio y á su Jerarquía en el orden jndiciai, tomada del artículo 54 del 
Código de Procedimiento Civil Español, encontrando que con estos mo 
dificativos desaparece la obscuridad á que se presta nuestro artículo. Sólo 
agregaremos á ellas que, en lo relativo á la jerarquía del tribunal, lo mis- 
mo que en la cuantía, milita como razón especial, para que no pueda 
darse lugar á la prórroga, la regla de competencia establecida en el artí^ 
culo 194, de que una vez determinado el tribunal que debe conocer en la 
primera instancia de un asunto, queda determinado también el tribunal 
de alzada para él mismo. 

% VI DEL TÍTULO XU. 

De la compeUfuia para fallar en una sola ifutamia^ 

Art. 242. 

La competencia de que se halla revestido un tribunal puede 
ser ó para fallar un asunto en una sola instancia, de manera 
14 
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que la sentencia cause ejecutoría, ó para fallarlo en primera ins- 
tancia, de manera que la sentencia quede sujeta al recurso de 
apelación. 

Art. 243. 

Los jueces de distrito son competentes para fallar en una 
sola instancia las causas en que el valor de la materia disputada 
no pase de veinte pesos. 

Los jueces de letras son competentes para fallar del mismo 
modo las causas en que el valor de la materia no pase de tres- 
cientos pesos. 

Art. 244. 

El valor de la materia disputada se fijará con arreglo á lo 
prevenido por los artículos 198 y siguientes hasta el 208 inclu- 
sive de esta ley. 

Art. 245. 

Habrá lugar al recurso de apelación en las causas que ver- 
saren sobre las materias de que hablan los artículos 209 y 210 
de esta ley. 

Art. 246. 

Cualquiera de las partes puede, en los casos en que el valor 
de la cosa disputada no aparezca esclarecido por los medios in- 
dicados en esta ley, hacer las gestiones convenientes para que 
dicho valor sea fijado antes de que se pronuncie la sentencia. 

Puede también el tribunal dictar de oficio las medidas y ór- 
denes convenientes para el mismo efecto. 
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OOMENTAKiO. 

Cmnpétencia para fallar en únüa instancia* 



SUMARIO- --309, En general ^ loda sentencia de primera instancia es apelable. — 
310. Tres excepciones en que las sentencias no lo son, — 311. Asuntos que^ 
por el coQtrario, son siempre apelables. — 312. Fij ación de la cuantía para 
admitir la apelación. — 3T3, Si esto procede ir m bien en la segunda instancia. 



\ 



309- Todo el contenido de los cinco artículos precedentes puede 
refundirse en la siguiente doctrina: 

Por regla general, toda sentencia que no sea pronunciada en segunda 
instancia, esta sujeta al recurso de apelación. 

310- Pero hay casos de excepción en que los tribunales pronuncian 
sentencias en única instancia, de manera que por si solas causan ejecuto- 
ria, lilstas excepciones son: 

I.» Las que pronuncian los jueces de distrito en causas cuya cuantía 
no pase de veinte pesos; y 

2.^ Las que pronuncian los jueces de letras en causas cuya cuantía 
no pa&e de trescientos pesos {arts. 242 y 243). 

A los cuales puede agregarse una nueva excepción contenida en los 
artículos 258, 260 y 261, y que sería: 

3.=* Toda cuestión de competencia, de implicancia ó de recusación 
será fallada en una sola instancia; ^>ero el auto en que un juez de tribunal 
unipersonal desecha su propia implicancia es apelable para ante el tribu- 
nal de abada que corresponda al a,suntí> principal. 

311^ Pero todas aquellas materias que, por su importancia en el 
orden social ó de las familias, se reputan como no susceptibles de apre- 
ciación pecuniaria en el artículo J09 }■ las que se asimilan á éstas en el 
210, dan siempre lugar á apelación (art. 244), 

313. En cuanto al valor de la cosa disputada, ella se fijará conforme 
z las reglas que quedan dadas en los artículos 198 hasta 208. Y siempre 
que no resulte esclarecido [>or esos medios, se puede, tanto de oficio como 
á petición de parte, gestionar para fijarlo antes de la sentencia (artículos 
244 y 246). 

313» Puede suscitarse cuestión sobre la fijación del valor de la cosa 
disputada á ^que se refiere el articulo 244: si podra hacei-se durante la 
segunda instancia cuando en la primera no ha sido establecida por los 
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medios indicados en esta ley. Nosotros nos inclinamos á ta añrmativa; 
porque la determinación de la cuantía del pleito no sólo es necesaria para 
la competencia del juez de primera instancia, sino también para resolver 
la procedencia de la apelación y consiguientemente la competencia del 
tribunal de alzada, la cual requiere una cuantía mayor que para la de 
primera; porque al autorizarse en el artículo 246 las gestiones necesarias 
á este fin, con tal que se hagan antes de la sentencia, se dispone en térmi- 
nos generales, no limitados á la sentencia de primera instancia, que pueden 
aplicarse igualmente á la sentencia de segunda; y porque para poderse ó 
no pronunciar ésta con la necesaria competencia, es cabalmente para lo que 
se necesita hacer dicha determinación en el caso que se propone, y ése 
es también el objeto del artículo 246 al autorizar las gestiones conducen- 
tes, tanto á petición de parte como de oficio. Sin embargo, no descono* 
cemos que también se han dado razones atendibles en sentido contrario, 
fundadas en que la singularidad con que emplea el citado artículo la pa- 
labra sentencia, autoriza á creer qne ha querido referirse á la que hubiere 
sido objeto de la apelación. 



§ VII Título XIL 

De la implicancia y de la recusación de los Jueces, 

Art. 247. 

Los jueces pueden perder su competencia para conocer de 
determinados negocios por implicancia ó por recusación decla- 
radas, en caso necesario, en virtud de causas legales, 

Art. 248. 

Son causas de implicancia: 

I.* Ser el juez, parte en el pleito ó tener en él interés per- 
sonal; 

2.* Ser el juez, consorte, ascendiente ó descendiente de al- 
guna de las partes; 

3.** Ser el juez, tutor ó curador de alguna délas partes, 6 
ser albacea de alguna sucesión ó síndico de alguna quiebra ó 
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concurso, ó administrador de algún establecimiento, ó represen- 
tante de alguna persona jurídica, que figure como parte en el 
juicio; 

4-** Haber sido el juez abogado ó apoderado de alguna de 
las partes en la causa actualmente sometida á su conocimiento* 

Art, 249. 

La implicancia de los jueces puede y debe ser declarada de 
oficio ó á petición de parte. 

Bastará, sin embargo, que el juez se abstenga del conoci- 
miento del negocio, si perteneciere á un tribunal colegiado y la 
parte no reclamare la declaración de la implicancia. 

Akt. 250. 

Son causas de recusación: 

I.*" Ser el juez pariente consanguíneo legítimo ó natural en 
toda la línea recta y en la colateral hasta el cuarto grado inclu- 
sive, 6 afin hasta el segundo grado, también inclusive, de al- 
guna de las partes ó de sus representantes legales; 

2."* Ser el juez ascendiente, descendiente, hermano ó cuñado 
legítimo ó natural del abogado de alguna de las partes; 

3."^ Tener el juez superior alguno de los parentescos desig- 
nados en el inciso precedente con el juez inferior que hubiere 
pronunciado la sentencia que se trata de confirmar 6 revocar; 

4.' Ser alguna de las partes sirviente, paniaguado ó depen- 
diente asalariado del juez, ó vtce-versa; 

5/ Ser el juez deudor ó acreedor de alguna de las partes; 
ó serlo su consorte, ó alguno de sus ascendientes, descendientes 
ó parientes colaterales dentro del segundo grado; 

6.* Tener el juez, su consorte, ascendientes, descendientes 
ó parientes colaterales dentro del segundo grado, causa pen- 
diente en que deba fallar como juez alguna de las partes; 

7.' Tener el juez, su consorte, ó alguno de sus ascendien- 
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tes, descendientes 6 parientes colaterales dentro del segundo 
gradoi causa pendiente en que se ventile la misma cuestión que 
el juez debe fallar; 

8/ Tener pendiente alguna de las partes pleito civil 6 cri- 
minal con el juez, con su consorte, ó con alguno de sus ascen- 
dientes, descendientes 6 parientes colaterales dentro del segundo 
grado. 

Cuando el pleito haya sido promovido por alguna de las 
partes, deberá haberlo sido antes de la instancia en que se in- 
tenta la recusación; 

9.* Haber el juez declarado como testigo en la cuestión ac- 
tualmente sometida á su conocimiento; 

lo.^ Haber el juez manifestado de cualquier modo su dicta- 
men sobre la cuestión pendiente, siempre que lo hubiere hecho 
con conocimiento de ella; 

II.* Ser el juez heredero instituido en testamento por al- 
guna de las partes, ó serlo su consorte, ó alguno de sus ascen- 
dientes, descendientes del mismo juez, ó alguno de sus parien- 
tes colaterales dentro del segundo grado; 

12/ Ser alguna de las partes heredero instituido en testa- 
mento por el juez; 

13.* Ser el juez socio colectivo, comanditario 6 de hecho de 
alguna de las partes, ó serlo su consorte, ó alguno de los as- 
cendientes ó descendientes del mismo juez, ó alguno de sus pa- 
rientes colaterales dentro del segundo grado; 

14.* Haber el juez recibido de alguna de las partes un bene- 
ñcio de importancia, que haga presumir empeñada su gratitud; 

15.* Tener el juez con alguna de las partes amistad que se 
manifieste por actos de estrecha familiaridad; 

16.* Tener el juez con alguna de las partes enemistad, odio 
ó resentimiento que haga presumir que no se halla revestido de 
la debida imparcialidad; 

17/ Haber el juez recibido, después de comenzado el pleito, 
dádivas ó servicios de alguna de las partes, cualquiera que sea 
su valor ó importancia. 
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Art, 251, 

El parentesco de que se habla en los artículos 248 y 250 
comprende tanto el de consanguinidad como el de añnidad. y 
tanto el legítimo como el ilegítimo. 

En los casos en que se trate de recusar al juez por paren- 
tesco ilegítimo que no esté de antemano reconocido ó estable- 
cido por los medios legales, no se admitirá otra prueba que la 
confestón espontánea del juez. 

Art- 252* 

La recusación sólo podrá entablarse por la parte á quten« 
según la presunción de las leyes, puede perjudicar la falta de 
imparcialidad que se supone en el juez, 

Art. 253. 

En los casos en que todas las partes litigantes pudieren 
alegar una misma causa de recusación contra el juez, será éste 
recusable por cualquiera de ellas. 



COMENTARIO, 

Sectién Séptina* 

De la implicancia de los Jueces. 

SUMA RIO>— 514. Efecto legal de las implicancias y recusaciooes.— 515. Dife- 
rencia entre ellus. — 316. Modo empecía] de separarse un juez de tribunal co- 
legiado— 317. La implicancia es verdadera imposibilidad. 

314^ Queda establecido en el articulo 9,0 que una vez solicitada la 
iotervención del juez para un asunto sometido por la ley á su jurisdicctóii, 
tiene éste el deber de conocer sin poderse excusar de hacerlo. Pero ahora 
llega el caso de declarar la hmitación que tiene ese deber, nacida de cau- 
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sas que no pueden menos de inhabilitar al juez para intervenir en algún 
negocio determinado, ó que, si no lo imposibilitan en absoluto, pueden 
bastar para que una de las partes, temiendo que vacile su imparctlidad» 
rehuse su intervención. 

La ley no puede menos de dar acogida á esos motivos de Inhibición 
del juez para los asuntos determinados á que se refieren, y formula la se- 
paración á que da lugar en tales casos, diciendo que pierden su compe- 
tencia para conocer en ellos cuando esas causas ocurren, y que estas 
causas son de dos categorías, á saber: unas que implican^ esto es, imposibi- 
litan ó inhabilitan para resolverlos en justicia, y otras que autorizan para 
que las partes rehusen su intervención, ó los recuseny esto es, soliciten que 
se separen de su conocimiento. 

316. Esta distinción entre las causas de implkaftcia y las de reat- 
sacien lleva consigo las dos maneras como ellas operan la inhibición del 
juez, ó como dice el artículo 247, la pérdida de su competencia en el 
asunto dado. Las de implicancia no sólo autort^^an á la parte para pedir 
la inhibición del juez, sino que imponen á éste el deber de declararlas de 
oficio, como prescribe el artículo 249; al paso que las de reaisación no 
permiten al juez separarse de oficio, sino que únicamente autorizan para 
entablarla á la parte á quien puede perjudicar la falta de imparcialidad 
que la causa representada haga suponer, como se expresa en el articulo 
252, en el juez. 

316. Por la misma razón, el artículo 249 facilita la separación oficio- 
sa del juez implicado que forma parte de un tribunal colegiado, autorizán- 
dolo para abstenerse de conocer en el negocio sin necesidad de que se 
declare la implicancia, á no ser que por la parte se solicite que se haga 
de ella expresa declaración. 

317. Para comprender mejor el motivo de esta distinción, importa 
no olvidar que el legislador ha considerado los motivos de implicancia 
como verdaderas causas de prohibición, que imposibilitan al juez para co- 
nocer en los asuntos en que esos motivos ocurren, como lo manifiesta el 
mensaje en que el Gobierno sometió á las Cámaras la Ley Orgánica de 
Tribunales. Ni debe olvidarse tampoco que el deber de declarar de oficio 
el juez la implicancia que le afecta es tan estricto^ que el Código Penal 
en su artículo 224, refiriéndose á los miembros de los tribunales colegía- 
dos ó unipersonales y á los funcionarios que desempeñan el ministerio 
público, impone las penas de inhabilitación absoluta temporal y la de 
presidio ó reclusión menores en sus grados mínimos á medios......»..,,... 

«7.0 Cuando con manifiesta implicancia, que les sea conocida y sin 
haberla hecho saber previamente á las partes, fallaren en causa criminal 
ó civil.» 
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S«ecíéa Ucttviu 



De la recusación de los Jueces, 



SUMARIO»— ^18. Exposiclán abreviada de las causales, de recasación, — 319. 
Todas ellas son fundadas» — 330. Algiinas de estns causales deber i an serlo de 
implicancia. — 321. Extensión y prueba de las causales de parentesco.— 312. 
Quiénes pueden recusar.— 523. Este punto es más propio de la Ley de Pro- 
cedimiento. — 324. Si los peritos son recusables desde que rige la Ley Orgá- 
nica. Discusión. 



318' Fara comprender cuan fundadas en razón son las causales de 
recusación enumeradas en el articulo 250, conviene fijar la atención en los 
vínculos de unión, entre e! juex y alguna de las partes, á que ellas se re- 
fieren, y en la natural parcialidad que esos vínculos pueden originar en* 
tre las personas afectadas con ellos. Procuraremos presentarlas de la ma- 
nera más sucinta que podamos. 

Fúndanse, pues, en la relación que puede existir entre el juez y al- 
guna de las partes por razón de: 

Parentesco en los grados más próximos, con alguna de las partes; 

El mismo parentesco con el representante legal de las mismas; 

El mismo parentesco con el abogado; 

El mismo parentesco con el juez que pronunció la sentencia de pri- 
mera instancia; 

Ser deudor el juez de alguna de las partes; 

Ser deudora la parte del juez; 

Ser sirviente ó dependiente asalariado ó paniaguado de las partes; 

Ser sirviente o la parte serlo del juez; 

Ser heredero instituido en testamento el juez de la parte^ ó la parte 
del juez; 

Ser socio colectivo, comanditario ó de hecho; 

Tener estas relaciones con algima de las partes los parientes más 
próximos del juez; 

Por razón de pleito pendiente que tenga el juez; ya por ser la parte 
el juez que lo ha de decidir; ya por tratarse la misma cuestión que el 
juez debe resolver; ya por ser éste contraparte de la que es parte en al- 
gún pleito promovido con anterioridad; 

Haber declarado como testigo en ia causa; 

Haber dado dictamen con conocimiento de la cuestión que se va á 
resolver; 

Gratitud á beneficio recibido; 
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Amistad estrecha; 

Enemistad, odio ó resentimiento, y 

Dádivas ó servicios durante el pleito. 

819. Las afecciones naturales nacidas del parentesco próximo, el 
deseo de ver prosperar á los que debemos servicios 6 de quienes espe- 
ramos beneficios ó á quienes nos liga la comunidad de intereses, como 
también el de ver triunfar la causa á que ya hemos inclinado nuestra 
opinión favorable: todos estos móviles naturales del corazón, á que no 
siempre sabemos sobreponemos, suelen perturbar la inteligencia y dar 
una dirección torcida, si no decididamente contraria, á las exigencias de la 
justicia. El legfislador hace bien al dejar el camino expedito de las recu- 
saciones, para que los jueces puedan separarse de los asuntos en que les 
ocurren estos motivos de desconfianza, motivos que las más veces los 
hacen desconfiar de sí mismos^ por el propia amor á la justicia que los 
acostumbra á hacerla triunfar de toda tentacióOf de todo peligro, de todo 
riesgo. 

320. Por la misma razón desearíamos que algunas de estas causa- 
les de recusación lo fuesen de implicancia, para que los jueces pudieran 
declararlas de oficio, antes de verse colocados en un puesto de tortura; 
como lo es tener que confirmar ó revocar la sentencia de un deudo in- 
mediato, por ejemplo, ó de sentenciar causas defendidas por éstos, y 
otros casos parecidos. 

El ejemplo de Bruto, condenando á su hijo, podrá ser digno de aplau- 
so, por el triunfo de la justicia sobre los afectos naturales del hombre; 
pero tiene otro aspecto que no lo hace digno de imitarse: si es un deber 
del hombre civilizado y culto evitar todo aquello que lo exponga á de- 
linquir, no está menos obligado el legislador á no colocar al magistrado 
en situaciones conocidamente peligrosas para el mejor éxito de la justi 
cia que le encarga de administrar, 

321. Conducente á facilitar las recusaciones es la disposición del 
artículo 251 que hace extensivas las causales derivadas del parentesco, 
tanto al de consanguinidad como al de afinidad, y tanto al legítimo como 
al ilegítimo. Por lo que hace á la segunda parte, que restringe la prueba 
de las causales que se funden en parentesco Uegftimo á la sola confesión 
espontánea del juez, ella es indispensable para evitar que las recusaciones 
se conviertan en un medio de eludir las precauciones con que el Código 
Civil trata de evitar las investigaciones de paternidad tendentes á pertur 
bar la paz de las familias. 

322. En los artículos 252 y 253 se establece como principio que 
sólo puede recusar á un juez la parte á quien se presuma que perjudique 
su falta de imparcialidad; pero al mismo tiempo se concede ese derecha 
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á todas las personas que son parte en el juicio, si todas etlas se hallan en 
ese caso. 

333 En nuestro concepto, este punto relativo á saber quiénes pue- 
d€7i ejercer el derecho de recusar pertenece más bien al Código ó Ley de 
Procedimientos; lo mismo que el determinar cuándo, con qué garantías ó 
restricciones pueden admitirse ó rechazarse las recusaciones que se enta- 
blen y la tramitación á que den lugar. Desde que la recusación suspende 
la competencia del juez para determinados asuntos, la designación de las 
causales que pueden producir ese efecto es de la incumbencia de la Ley 
Orgánica, que determina las atribuciones propias de cada tribunal ó fuez 
establecido; pero, llenado este objeto, lo demás que queda expresado per- 
tenece a la ley que dispone sobre la manera de proceder- Esa ley es entre 
nosotros la de implicancias y recusaciones, de 2 de febrero de 1837, en 
la cual se contienen las disposiciones relativas á todos los puntos que 
dejamos indicados, entre los cuales se encuentra la manera de recusar, 
no sólo á los jueces, sino también á todos los funcionarios judiciales que 
intervienen en los juicios. 

3íi4. Aquí se hace oportuno saber si dicha ley ha sido derogada 
por la Orgánica de Tribunales en cuanto al derecho de recusar á los pe- 
ritos-, punto en que la jurisprudencia de nuestras Cortes no se ha pronun- 
ciado de modo uniforme. 

Los fundamentos dados por la añrmativa pueden reducirse á decir: 

Puesto que la Ley Orgánica no comprendió á los peritos entre ios 
funcíonanos judiciales; puesto que ella no designó tribunal que conociera 
de la recusación de los peritos, como lo designó para los jueces, repre- 
sentantes del ministerio público, defensores públicos, relatores, secretarios 
y demás que ella menciona como funcionarios que intervienen en los jui- 
cios; puesto que á los peritos los despojó del carácter de jueces, deján- 
dolos reducidos á meros testigos ilustrados, con el hecho de haber supri- 
mido los juicios prácticos, y puesto que en esta parte la nueva ley es 
contraria á la anterior de 2 de febrero, se sigue de todo esto que la ha 
derogado en este punto, y que ya no son recusables los peritos. 

Nosotros nos permitimos encontrar en estos fundamentos una con- 
fusión de ideas, y opinar por nuestra parte que la ley de 2 de febrero no 
está derogada y que los peritos son recusables de la manera que en eUa 
se determina. 

Los peritos intervienen en los juicios de dos maneras, aun después 
de dictada la Ley Orgánica. Unas veces los presentan las partes en el 
término probatorio como testigos ilustrados, como se dice, que, por sus 
conocimientos facultativos ó técnicos, son más especialmente idóneos 
para formar una prueba plena y acabada, y otras veces los nombra el jue?; 
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en casos determinados por el Código Civil y otras leyes especiales, para 
que le informen sobre puntos técnicoa ó facultativos, que se necesita es- 
clarecer antes de pronunciarse la sentencia y á los cuales no se extienden 
los conocimientos jurídicos del tribunal ó juez que debe dictarla. En cuál 
de los dos casos influyen más poderosamente sus declaraciones o infor- 
mes sobre el éxito del juicio, y, por lo tanto^ en cuál de los dos casos in- 
teresa más á las partes litigantes que no les afecten motivos que puedan 
hacerles perder su imparcialidad é idoneidad, no hay para qué averiguarlo. 
Baste saber que en ambos casos influyen grandemente en el criterio y 
ánimo del juez y en el éxito contrario ó favorable de la controversia^ y 
que, en consecuencia, para ambos casos las partes tienen derecho á reme- 
dios legales eficaces para evitar la injusticia en que ellos puedan hacer 
incurrir. Si han declarado como testigos ilustrados en el término proba- 
torio, nadie podrá poner en duda el derecho de tacharlos y de probar las 
tachas de que adolezcan, y aun de contraprobar los hechos sobre que 
declaren. Pero si han dado sus informes fuera del probatorio, ¿qué reme- 
dio queda al interesado para defenderse contra sus apreciaciones erróneas? 
Probar lo contrario, ya no hay tiempo de hacerlo, porque se cerró el tér- 
mino de la prueba, Y sin embargo, los datos de esos informes van á ser 
los ojos con que mira el juez la cuestión que va á decidir. Por eso la ley 
de procedimiento especial para las recusaciones admite el derecho de 
reclamarlas para estos casos, con las precauciones que ella misma esta- 
blece, para que no se aleguen recusaciones infundadas. 

Todavía son dignas de atención otras nuevas consideraciones. Ea 
primer lugar, si la Ley Orgánica suprimió ios juicios prácticos, en que ios 
peritos llamados á resolverlos eran, según los artículos 39, 40 y 41 del 
Reglamento de Justicia, verdaderos jueces arbitros, eso sólo significa que 
no podrán en adelante ser recusables en ese carácter de jueces, puesta 
que ya no lo tienen; mas no que dejen de serlo en el carácter que todavía 
tienen, de peritos facultativos, influyentes de la manera más directa con 
sus informes en la decisión del juicio. En segundo lugar, es cierto que 
los peritos, tales como los hacen intervenir el Código Civil, el de Minería 
y otras leyes especiales, según dejamos dicho, no son jueces ni funciona- 
rios judiciales, sino testigos ilustrados ó profesionales, llamados á consti- 
tuir en los juicios, con su mayor idoneidad, la prueba de ciertas obliga- 
ciones y de los derechos que les son correlativos; pero también lo es que 
por la misma razón sólo á la ley de procedimientos incumbe determinar 
cuándo y cómo se les presenta, cuándo y cómo y por qué causales se les 
puede excluir ó desestimar sus dichos. En tercer lugar, resulta así mismo 
que no teniendo para qué ocuparse la Ley Orgánica de funcionarios que 
ella no establece, no ha tenido para qué dictar acerca de ellos disposición 
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alguna, como en efecto ninguna ha dictado que les concierna . En cuarto 
lugar, no puede decirse con verdad qeie dicha Ley Orgánica, al designar 
las ü nicas causales por las cuales se pueda recusar á los jueces y á los 
demás funcionarios que ella establece, haya estatuido que éstos sean ios 
únicos á quienes haya derecho de tachar ó recusar. En quinto lugar, no 
habiendo, pues^ en la Ley Orgánica disposición alguna que pueda ser con 
b^ria á las contenidas en las antedichas, que admiten á los peritos como 
testigos ^ y en cierto modo como asesores profesionales de los jueces ó 
tribunales, ni á las de la ley de 2 de febrero sobre la manera de proceder 
respecto de su intervención en los Juicios, es enteramente inaplicable á 
este caso la regla contenida en su artículo fina!, en que deroga todo lo 
que sea contrario á lo en eila dispuesto. 

De todo lo cual se sigue que la ley de 2 de febrero de 1837 no ha 
sido derogada por la Orgánica de Tribunales, y que los peritos pueden 
ser recusados en conformidad á esta ley, por ser la ünica hasta hoy vi- 
gente en la manera de proceder en materia de implicancias y recusaciones* 



§ VIH DEL Titulo XIL 

De ¿os tribunales que deben canocer en las cuestiones de competencia 
y en las de implicancias y recusaciones. 

Art. 254, 

De la competencia que se suscitare entre dos jueces de dis- 
trito, conocerá el juez de subdelegación de quien ellos dependan. 

De la competencia que se suscitare entre dos jueces de 
subdelegación ó entre un juez de subdelegación y uno de distrito, 
conocerá el juez de letras de quien ellos dependan. 

Si la competencia se suscitare entre dos jueces de I^etras ó 
entre un juez de letras y uno de subdelegación 6 de distrito, 
conocerá de ella la Corte de Apelaciones de quien dependan los 
jueces que figuran en la contienda. 

Si los jueces entre quienes se suscita alguna de las cuestio- 
nes de competencia indicadas en los incisos precedentes depen- 
dieren de diversos tribunales superiores, será dirimida por el 
tribunal que hubiere prevenido en el conocimiento de la cuestión. 
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Art. 255. 

Las cuestiones de competencia que se susciten entre otras 
autoridades judiciales que las indicadas en el artículo anterior, 
serán resueltas por la Corte Suprema. 

Cuando estas competencias tengan lugar entre un tribunal 
civil y otro eclesiástico, si la Corte Suprema resolviere que el 
conocimiento del negocio corresponde al primero» sólo las reso- 
luciones de éste producirán efectos civiles. 

Art. 256. 

De la implicancia de jueces que sirven en tribunales uni- 
personales, conocerán ellos mismos. 

Art. 257. 

De la implicancia de jueces que sirven en tribunales cole- 
giados conocerá el tribunal mismo, con exclusión del miembro 
ó miembros de cuya implicancia se trata, 

Art. 258. 

El auto en que el juez que desempeña un tribunal uniper- 
sonal desecha la implicancia, es apelable para ante el tribunal á 
quien corresponde ó correspondería la ísegunda instancia del 
negocio en que la implicancia incide. 

En el caso de un juez arbitro de única ó de segunda instan- 
cia se entiende, para el efecto de este artículo, como tribunal de 
alzada la Corte de Apelaciones respectiva. 

Art. 259. 

De la recusación de un juez de distrito conocerá el juez de 
subdelegación respectivo. 

De la de un juez de subdelegación conocerá el juez de le- 
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tras deí departamento 6 el funcionario que según la ley hiciere 
sus veces- 
De la de un juez de letras conocerá la Corte de Apelaciones 
respectiva. 

De la de uno ó más miembros de una Corte de Apelaciones 
conocerá la Corte Suprema. 

De la de uno ó más miembros de la Corte Suprema conocerá 
la Corte de Apelaciones de Santiago. 

De la de un juez arbitro conocerá el juez ordinario del lu- 
gar donde se sigue el juicio, 

Art, 260. 

Salvo el caso expresado en el artículo 258, toda cuestión de 
implicancia será fallada en una sola instancia por el juez á quien 
corresponde su conocimiento, 

Art» 261, 

Asimismo será fallada en una sola instancia toda cuestión 
de competencia ó de recusación. 



COMENTARIO, 



Tr¿d7ina/es que deciden las cuestiones de compeiencia. 

SUMARIO.— 525. Significado de la palabra competenc'a. — 326. Principio g'eneral 
que domina esta« regUs: que decide las competencias el su per or inmediato 
á los dos tribunales contendientes — ^327, Dos excepciones á este principio. — 
328. Dos regias que comprenden lo expuesto,— 329. Si el conflicto ocurrre 
con un jueí arbitro, qué tribunal debe resolverlo.— 330. Distintas maneras 
de promoverse las contiendas de compeienciíi. 

325^ Kn este párrafo no tiene la palabra competencia el significado 
que se le ha dado hasta aquí, á saber: como sinónimo úg jiirisdirtim, ó 
facultad de conocer y juzgar las causas civiles y criminaleSj sino ci de 
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contienda ó conflicto que se suscita entre distintos jueces ó tribunales» 
sobre á cuál de ellos corresponde conocer, ó abstenerse de conocer, en un 
asunto determinado, ó cuál de ellos es el competente acerca de ese asunta. 

826. Como es natural, en tal conflicto ó contienda, que ninguno de 
los dos tribunales contendientes puede tener la suficiente atribución é im- 
parcialidad para decidirla, se necesita otro tribunal que tenga facultad de 
hacerse obedecer por ambos, ó que sea superior común en jurisdicción. 
Eso es lo que se ha buscado, por lo general, en las reglas contenidas en 
los dos artículos precedentes. Así: 

Cuando la contienda, ó competencia, ocurre entre dos jueces de dis- 
trito, la decide el juez de subdelegación ^de quien ellos dependen», dice 
el artículo 254, esto es, el que es su superior inmediato para confírmate 
revocar ó casar sus sentencias. 

Si ella ocurre entre dos jueces de subdelegación, la decide e! juez de 
letras de su departamento; y lo mismo será si ocurriere entre uno de ellos 
y un juez de distrito; con el bien entendido que en los departamentos de 
Santiago y Valparaíso, donde hay jueces letrados de apelación, éstos se- 
rán los superiores inmediatos comunes á los dos contendientes, á quienes 
corresponde dirimir la contienda. 

La que ocurra entre jueces de letras, ó entre uno de éstos y un juez 
que les sea inferior en jerarquía, la decidirá la Corte de Apelaciones del 
territorio jurisdiccional en que están comprendidos; porque ése es el tri- 
bunal superior de unos y otros. Y si aquéllos pertenecieren á territorios 
de distintas Cortes, como ninguna de éstas es superior común de ambos, 
el artículo confiere la facultad de decidirla á aquella de las dos que pre- 
venga en su conocimiento. 

327. En esta última parte la ley hace una excepción al principio 
indicado, pero excepción necesaria en cierto modo, para no dificultar h 
resolución llevándola á tribunal más distante. 

Por fin, si la contienda ocurre entre dos Cortes de Apelaciones, ó 
entre una de éstas y un juez de letras, ó entre cualquiera de estos jueces 
ó tribunales y un tribunal militar ó eclesiástico, la decisión corresponde 
á la Corte Suprema, único tribunal que puede considerarse como superior 
á todos los expresados. Y ésta es la segunda excepción. 

328- Después de lo expuesto, pueden refundirse todas estas reglas 
en las dos siguientes: 

I .* Regla. Toda competencia entre jueces ó tribunales de igual ó 
de distinta jerarquía y que sean del fuero ordinario, será resuelta por el 
tribunal superior común inmediato. 

Si dependen de tribunales distintos, lo será por el que hubiere pre- 
venido en el conocimiento de la cuestión. 
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1.* Regla. Si el conflicto ocurre entre autoridades judiciales no com- 
prendidas en la regla anterior, decidirá la Corte Suprema, 

Y solo la decisión del tribunal desi^^nado por ésta produce efectos 
civiles, si en el conflicto entra un tribunal eclesiástica 

329- V para el caso de entrar en la contienda un juez arbitro, ¿ qué 
tribunal lo resolverá? Esta cuestión se ha presentado dudosa, por no en- 
contrársela comprendida en las reglas precedentes. Y han ocurrido reso- 
luciones que [a lian comprendido en el artículo 25;, por considerar á los 
arbitros entre las otras antoridúdes judiciales^ que cuando intervienen en 
la competencia la hacen llevará la Corte Suprema para que la dirima. 

Nosotros nos atrevemos á opinar en sentido diverso, estimando que 
la contienda que ocurra entre un arbitro y otro tribunal cualquiera deberá 
ser decidida por la Corte de Apelaciones respectivaí y si fuere con dicha 
Corte» debería serlo por la Suprema. 

Para opinar así encontramos que es muy decisiva la asimilación que 
de los arbitros hacen los artículos 187 y 258 de esta Ley Orgánica con 
los jueces de letras. En el 187 se dispone que de los recursos de apela- 
ción y de casación que se interpongan contra sus sentencias conozca el 
tribunal á quien hubiera correspondido si se hubieran pronunciado en 
juicio ordinario, esto es, por los jueces ó tribunales ordinarios; de manera 
que tratándose de cuantía mayor de doscientos pesos, de que conocen los 
jueces de letras, y que son casi todos, si no todos, los asuntos sentencia- 
dos por arbitros, la segunda instancia corresponde á la respectiva Corte 
de Apelaciones. En el 258 se designa para conocer de las recusaciones 
de los arbitros, de única ó de segunda instancia, también á la respectiva 
Corte de Apelaciones, que es el mismo tribunal designado para resolver 
las recusaciones interpuestas contra los jueces de letras en el artículo 259 
siguiente. 

A más de esto, no puede considerarse comprendidos á los arbitros en 
la regla del artículo 255, que somete a la decisión de la Corte Suprema la 
competencia suscitada entre otras autondadcs judkiaies que las indicadas 
en el artículo anterior, porque ellos no son en realidad de verdad autorida- 
des judiciales. Son meros mandatarios de las partes, quienes al nombrarlos 
les designan el asunto en que deben intervenir y las facultades con que 
deben desempeñar su encargo; y entre esas facultades no entran las que 
solo son propias de las autoridades judiciales constituidas dentro de la 
jerarquía judicial por ia Constitución y las leyes. Esto se comprueba por 
el hecho de que no pueden ellos mismos ejecutar sus propias sentencias, 
por corresponder esa atribución á los jueces ordinarios, según la ley 4.^, 
título 1 7, libro II de la Novísima Recopilación y la relativa a[ procedi- 
miento ejecutivo de 8 de febrero de 1S37, que son las vigentes mientras 
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no se dicte otra ley de Procedimientos; ni putiden compeler por sí mismos 
á los testigos á declarar, ni hacer cumplir los actos de instrucción que de* 
cretaren, sin que sean auxiliados por los jueces ordinarios, en quienes re- 
side la potestad llamada imperio. 

De todo lo cual se sigue que siendo las Cortes de Apelaciones el in- 
mediato superior de los arbitros, como asimilados por la ley á los jueces 
de letras, á ellas corresponde conocer de las competencias que los com- 
prendan, conforme al principio que domina en las reglas dadas en el 
artículo 254; salvo el caso, sumamente remoto, de que la competencia sea 
con una de dichas Cortes, en el cual resolvería como superior de éstas el 
tribunal de la Corte Suprema. 

330- Réstanos anticipar una ligera idea acerca de la manera cómo 
pueden suscitarse las competencias. 

Aunque la regla contenida en el artículo 196 prescribe que ninguno 
de dos ó más tribunales competentes para un asunto puede excusarse de 
conocer, con todo hay casos en que, por razón de la materia, en que no 
es prorrogable la jurisdicción, ó por razón de fuero privilegiado estatuido 
por la ley, no tanto en favor de la persona, sino en garantía del orden ó 
de la vindicta pública, hay casos, decimos, en que los jueces no pueden 
prevenir en el conocimiento de un asunto que se pretei>da sometérseles 
sin mcurrir en nulidad de la sentencia que pronuncien y aun de todo lo 
obrado por ellos en el proceso. Entonces pueden y deben abstenerse de 
conocer, para que el asunto se lleve al juez competente. 

Otras veces las partes mismas pueden provocar la contienda, ya sea 
declinando la jurisdicción del juez que creen incompetente, para que se 
lleve el asunto al competente, ó ya solicitando del que creen competente 
que él entre á conocer, y despache inhibitona al incompetente para que 
se abstenga y le remita el asunto. La manera de proceder en ambos 
casos corresponde ser explicada en su respectivo lugar del procedimiento 
judicial. Baste por ahora decir que mientras no haya desacuerdo entre 
los dos tribunales requeridos, sobre cuál sea el que deba conocer, ó, cq- 
rrelativamente, cuál deba ser el que se inhiba, no hay conflicto ó contien- 
da de competencia que haga necesario recurrir á los tribunales superiores 
indicados en las reglas precedentes. 
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ÍX)MENTAIII0. 

Tribu7ttzl€s que decidtji la^ cuestiúnes de implicancias 
y recusaciofies. 

SUMARIO. — 3^t. Seis reglas de competencia para resolver las implicancias y re- 
cusaciones, — 33a- Tres excepciones de la regla 4.*— 333* Tres reglas para 
funcionarios judiciales distintos de los jueces. — 334. Decisión en única ins- 
tancia y su excepción* 

331^ Aquí tienen su lugar otras seis reglas que, á más de las dos 
que quedan expresadas {320), se contienen en los seis precedentes artícu- 
los, relativos á esta materia de competencia, en otros artículos de la 
misma Ley Orgánica y en otras disposiciones legales que se citarán. 
Ellas son; 

Regla 3.^ La implicancia debe decid ir st: por el mismo juez X quien 
le afecta, y sí pertenece á tribunal colegiado, lo será por dicho tribunal 
(arts. 256 y 257). 

Regla 4.'^ Toda recusación de juez se decide por el tribunal superior 
inmediato. 

333- Se exceptúan de la precedente regla 4.^ estos tres casos: 

A) Si el recusado es miembrr> de la Corte Suprema, conoce la Corte 
de Apelaciones de Santiago; 

B) Si es juez arbitro, conoce el juez ordinario del lugar; 

Cj Si es miembro del Tribunal de Cuentas, jefe de sección, exami* 
nador y secretario del mismo, conoce en el primer caso la Corte Suprema 
y en los demás la Corte de Apelaciones de Santiago, (Ley de 20 de ene- 
ro de 18SS en su articulo 34). 

333- Tratándose de funcionarios judiciales distintos de los jueces, 
hay las tres siguientes: 

Regla 5.^ La recusación de los fiscales ó promotores, de Jos defen- 
sores públicos, de los relatores, secretarios y receptores, la decide el 
tribunal ante el cual ejercen sus funciones (arts, 293, 317, 332, 351 y ^60 
de la Ley Orgánica), 

Regla 6.^ De la recusación de Comandantes de armas conoce el ofi- 
cial de mayor graduación de la guarnición. De la del auditor, de los 
miembros de los consejos de guerra ordinarios y de oficiales generales 
conoce el Comandante de armas (art. 66 de la ley de :* de febrero de 1 837)^ 



Digitized by 



Google 



HÍJil':'- 



228 TÍTULO XII, § VIII. 



Regla 7.* De la recusación de consejero de Estado conoce el Senado, 
ó la Comisión Conservadora en su caso; y de la de miembros del Senado 
ó de la Comisión Conservadora conoce la Corte Suprema (art. 70 de la 
ley de 2 de febrero de 1837). 

334. Regla 8.a Toda cuestión de competencia, de implicancia ó de 
recusación será fallada en una sola instancia. Exceptúase el auto en que 
un juez de tribunal unipersonal desecha su propia implicancia, el cual es 
apelable para ante el correspondiente tribunal de alzada en el asunto 
principal. (Comprensiva de los arts. 258, 260 y 261). 

Observaciófi sobre la últitna regla. — Ya que el artículo 256 deja al 
juez que sirve un tribunal unipersonal la declaración de su propia impli- 
cancia, facilitándole así la inhibición espontánea del asunto en que le 
ocurre alguna de las causales de incompetencia, que á los ojos del legis- 
lador son verdaderas imposibilidades para conocer en él, justo es también 
que cuando no la declara á pesar de reclamar alguna de [las partes, se 
deje á ésta el remedio de la apelación, mediante la cual el tribunal supe- 
rior tenga oportunidad de dictar una resolución más acertada. 
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TITULO xin. 



Det ninisteríti Público. 



§ I- 



De las funciones del Mtmsierio Público, 
Art. 262, 

Las funciones del ministerio público conciernen á los negó- 
cios administrativos del Estado ó á los judiciales. 

En la presente ley sólo se trata de las funciones de la se- 
gxinda clase. 

Akt, 263. 

Debe ser oído el ministerio páblico: 

I,*' En los recursos de casación en el fondo, que se sigan 
ante las Cortes de Apelaciones ó ante la Corte Suprema; 

2.'' En las causas criminales por crimen ó simple delito, se- 
guidas ante los tribunales que establece la presente ley, excepto 
aquellas en que no puede procederse de oficio; 

3/ En las contiendas de competencia suscitadas por razón 
de la materia de la cosa litigiosa; 
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4.** En los juicios sobre responsabilidad civil de los jueces ó 
de cualesquiera empleados públicos, por sus actos ministeriales; 

5.** En los juicios sobre el estado civil de alguna persona; 

6."* En los negocios que afectan los bienes de las corpora- 
ciones ó fundaciones de derecho público, siempre que el interés 
de las mismas conste del proceso ó resulte de la naturaleza del 
negocio; 

7.'' En general, en todo negocio respecto del cual las leyes 
prescriban expresamente la audiencia ó intervención del minis- 
terio público. 

Art. 264. 

Pueden la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones y los 
jueces de letras pedir el dictamen del ministerio público en todos 
los casos en que lo estimen conveniente. 

Art. 265. 

El ministerio público obra, según la naturaleza de los nego- 
cios, 6 como parte principal ó como tercero ó como auxiliar 
del juez. 

Art. 266. 

Cuando el ministerio público obra como parte principal, 
figurará en todos los trámites del juicio. 

En los demás casos bastará que antes de la sentencia ó de- 
creto definitivo del juez, ó cuando éste lo estime conveniente, 
examine el proceso y exponga las conclusiones que crea proce- 
dentes. 

Art. 267. 

El ministerio público es, en lo tocante al ejercicio de sus 
funciones, independiente de los tribunales de justicia cerca de 
los cuales es llamado á ejercerlas. 

Puede, en consecuencia, defender los intereses que le están 
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encomendados en la forma que sus convicciones se lo dicten, 
estableciendo las conclusiones que crea arregladas á la ley. 

Art, 268. 

Pueden los oficíales del ministerio público hacerse dar cono- 
cimiento de cualesquiera asuntos en que crean se hallan com- 
prometidos los intereses cuya defensa les ha confiado la ley. 

Requeridos los jueces por los oficiales del ministerio público, 
deberán hacerles pasar inmediatamente el respectivo proceso, 
sin perjuicio del derecho de los interesados para reclamar, si lo 
estimaren conveniente, contra la intervención de aquéllos. 

Podrán, sin embargo, denegar esta remisión, cuando creye- 
ren comprometer con ella el sigilo de negocios que deben sf^r 
secretos. 



COMENTARIO. 



SecT/ión Frimera. 
De las /unciones del ministerio pública, 

SUMARIO. —335. EL ministerio páblíco es magistratura judicial.— 336. Fine ^ de 
la institución* — 337. Asuntos en que el ministerio público debe ser oído.-- 
33S. Asuntos en que puede serlo, — 339. Sobre los recursos de casación. — 
340. En los asuntos criminales, con pocas excepciones.— 341. Cuándo en los 
de competencia, — 342. Sobre el estado ci vi U— 343. En asuntos de derecho 
público.— 344, En los demás previstos por la ley.— 345. Diversas maneras de 
intervenir este ministerio, — 346. Cómo en los negocios criminales en que hay 
ó no hay acusador, -^3 47, C6mo intervienen en ios asuntos fiscales.— 34^. 
Conformidad ctm la regla de competencia relativa al domicilio, —349. Su in- 
tervención en la segunda instancia,— 350. Asuntos en que representan al íis- 
ro. — 351, Su intervención doncíe no hay tesorerías,— 352. libertad de crite- 
rio de los fiscales para fundar sus conclusiones.— 353, La tienen también los 
jueces-— 354. Esta libertad estaba ya reconocida por ley de 1838. — 355. ¿Los 
autoriza ella para desístirse de la apelación? — ^356. Intervención oñciosa que 
les permite la ley. 

335. En los tres artículos 263, 263 7284 se determina el objeto de 
la institución de una nueva magistratura judicial, distinta de los tribunales 
encargados de la administración de justicia, pero destinada á ejercer al 
lado de ellos funciones auxiliares y en realidad cooperantes á la acción de 
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dichos tribunales. Aunque el artículo 262 se limita á enunciar que, fuera de 
las funciones judiciales, hay otras concernientes á los negocios administrati- 
vos del Estado, las cuales corresponderá designar á otra ley distinta de 
la presente, en el artículo siguiente, 263, encontramos una verdadera 
enumeración de los diversos intereses que en el orden judicial constituyen 
el objeto de la magistratura llamada ministerio público, al designarse en 
él cuáles son los asuntos en que los tribunales tienen el deber de oírlo. 

338. De esa enumeración resulta que el ministerio público tiene por 
objeto, en el ramo judicial, velar ante los tribunales por la observancia 
de los objetos que en seguida se expresan. 

337. Y debe advertirse que sobre todos estos objetos hay en los 
tribunales el deber de oirlo. Tales son: 

a) Acerca de ias leyes que garantizan á los ciudadanos la imparcial 
y recta administración de justicia (núms. i.^ y 4.0 del art 263); 

b) Acerca de las que deslindan la jurisdicción de los tribunales del or- 
den temporal (núm. 3.0 del art. 263); 

c) De las relativas á la organización de la familia y de la sociedad 
(núm. 5.0 del art. 263); 

d) Cuando se trata de defender los intereses fiscales y los bienes que 
afectan los intereses generales de la sociedad (núm. 6.0 del art. 263); y 

e) Finalmente, para procurar la persecución y castigo de los delitos 
que afectan á la sociedad ó que pervierten la administración pública (nú- 
meros 2.0 y 4.<> del art. 263). 

Todo lo cual podría refundirse diciendo: que la institución del minis- 
terio público tiene por objeto la defensa de los intereses generales de la 
sociedad, la observancia de las leyes que determinan la competencia de 
los tribunales, perseguir ante ellos el castigo de los delitos que afectan al 
orden social, y defender los bienes é intereses del Estado. 

338. Á más de estos asuntos, que obligan á los tribunales á oir al 
ministerio público, pueden presentarse otros que, aun cuando no aparez- 
can expresamente comprendidos en los intereses indicados, se hallan ín- 
timamente ligados con ellos, y en tales casos el articulo 264 autoriza, 
aunque no obliga, á los mismos tribunales para oir á los correspondientes 
funcionarios del ministerio público. Ejemplo de esto podría ser una con- 
tienda de competencia para conocer en un asunto promovido por respon- 
sabilidad civil á un intendente de provincia, emanado de algún acto 
ejecutado durante sus funciones, por el cual goza de fuero personal pri- 
vilegiado, pero en que ocurre que antes de iniciado el juicio ha dejado 
de ser intendente. Podría dudarse, si se atiende sólo al fuero personaly ó 
si debe tomarse en cuenta que, no siendo éste concedido únicamente en 
favor de la persona, sino también en razón de las garantías que deben 
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concederse al ejercicio de esas funciones públicas, éstas las hacen parti- 
cipar del fuero constituido por razón de la materia; en tal caso, como 
medio auxiliar ilustrativo, podría oírse al ministerio público antes de dic- 
tarse resolución, 

Agregaremos algunas aclaraciones á Los casos enumerados en el ar- 
ticulo 263; 

339- Los recursos de casación pueden entablarse unas veces por 
vicios que afectan a la tramitación de los procesos» y otras por violación 
de las leyes que afectan á la decisión del juicio, ó, como suele decirse, 
al fondo de la cuestión controvertida. Los de la segunda clase no están 
en práctica todavía, por estar aun pendiente en las Cámaras legislativas 
la ley de procedimientos que los autorice y reglamente. Pero sí proce- 
den los de la primera ciase, autorizados i reglamentados por ley de i.^* 
de marzo de 1837, relativa á los recursos que en ella y en la práctica se 
denominan de nulidad. Lo que en esta se dispone acerca del ministerio 
público se reduce, cuando se declara nula una sentencia, á ponerla en 
conocimiento de este, por cuanto puede haber en ella algún motivo de 
responsabilidad de parte del juez ó tribunal que la dictó. 

340' Sólo cuando se trata de injurias privadas^ que afectan única- 
mente á las personas interesadas, casos expresamente previstos en el 
Código Penal y exceptuados de la acción pública, deja de intervenir el 
ministerio público. Tin todos los demás asuntos del fuero criminal su 
intervención debe tener siempre lugar, como veremos en los artículos 
siguientes. 

341- La obser\^ancia de las leyes que determinan la jurisdicción 
que corresponde a 1 03 diversos tribunales del orden temporal y á los 
fueros constituidos por razón de la niattria criminal » militar, fiscal, como 
dejamos dicho en el número 40, es la que obliga á oir al ministerio pú- 
blico; por no darse esa misma importancia en el artículo 263 á los demás 
fueros constituidos por razón del territorio, de las personas ó de su do- 
micilio, 

34^' La ley de matrimonio civil está acorde con este artículo; por 
prescribir que sea oÍdo el ministerio público en los juicios sobre divorcio ó 
sobre nulidad de matrimonio. Pueden ocurrir otras cuestiones sobre e! estado 
civil de las personas y si en ellas va comprometida la validez ó no val i- 
dez de un matrimonio, base fundamental de la familia y de la sociedad» 
es indudable que entra en el objeto de la institución de esta magistratura. 
El número 5.*^ es general para los asuntos relativos al estado civil, que 
siempre interesan al orden social. 

343^ Con relación al número 6.°, el artículo 547 del Código Civil 
dice que son corporaciones ó fundaciones de derecho público, la nación, 
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el fisco, las municipalidades, las iglesias, las comunidades religiosas y los 
establecimientos que se costean con fondos del erario. 

344- Una de las leyes á que se alude en el núm. 7.0 del artículo 263 
es la de 31 de julio de 1856, la cual estatuye las precauciones con que 
pueden ser encerrados los insanos en la casa de locos. Puesto que afec- 
tan esas medidas á la libertad individual de las personas, es natural que 
el juez de letras oiga al ministerio público antes de resolver sobre este 
punto. 

Según el artículo 1683, del Código Civil, este ministerio puede 
pedir la nulidad absoluta de algún acto en interés de la moral ó de 
la Ley. 

Hay varias disposiciones en el Código de Comercio relativas á los se- 
guros y á las quiebras en que el necesario castigo de los delitos de estafa 
y de defraudación requieren que esta magistratura intervenga, Y aunque 
en el Código Civil hay otras que también lo requieren en interés de per- 
sonas incapaces, pensamos que en ellas se ha querido hablar del minis- 
terio de los defensores públicos, que en dicho Código son considerados 
como pertenecientes también al ministerio público; pero una vez que 
unas y otras funciones han sido separadas en la Ley Orgánica, es de 
esperar que en la ley, tan esperada, de Procedimiento Civil se_^deslinden, 
de acuerdo con ésta, los casos en que deban ser empleadas. 

345. Los artículos 265 y 266 hacen distinción de las tres maneras 
como puede intervenir el ministerio público en los procesos. La más im- 
portante es cuando figura como parte principal en el juicio. Para ese 
caso habría sido de desear que hubiese determinado con qué carácter 
figuraba, si como representante del fisco, por ejemplo, ó con el de mero 
defensor. Pero es probable que se ha dejado ese punto para esclarecerlo 
debidamente en el Código de Enjuiciamiento. 

346. Nos ocuparemos primeramente de los negocios criminales. 
Es indudable que en la perpetración de los crímenes y delitos hay, 

á más de la persona directamente ofendida ó perjudicada, otra persona 
moral también ofendida, cual es la sociedad misma, cuya tranquilidad 
perturba, ó como suele decirse, la vindicta pública, que clama por el 
eficaz y pronto castigo de los culpables. Para perseguir este objeto no 
son bastantes las personas directamente ofendidas, ya porque no siem- 
pre se resuelven á arrostrar las molestias y odiosidades consiguientes, ya 
porque puede ocurrir cierta connivencia con los verdaderos culpables 
para evitarles, á ellos ó á sus deudos, el deshonor y el rigor de las penas. 
Esto hace indispensable la intervención de un representante de la vin- 
dicta pública, que coadyuve al oficio del juez. 
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Si no hay persona ofendida que promueva y prosiga la acusación, 
es el caso de que lo haga el ministerio publico, interviniendo en todos 
los actos del juicio como representante de la sociedad ofendida y alar- 
mada, ó| en otros términos, de la vindicta pública. Y si hay persona 
privada que acuse, entonces será cuando al ministerio público le íncum^ 
ba velar porque la pesquisa, comprobación y calificación de los delitos 
no conduzcan á una segura impunidad, que sea estímulo para su repeti- 
ción. Bastará entonces que examine el proceso por lo menos antes de 
la sentencia, y nosotros desearíamos que se hubiera dicho también anUs 
de abrirse el término para probar-, á ñn de poder corregir las conclusiones 
y esposic iones de hechos, necesarias para que el proceso sea la dem ostra- 
ción de la verdad que deba prevalecer en la sentencia. El juez, sin em- 
bargo, podrá suplir esta deficiencia con la facultad que se le da al final 
del artículo 266 para hacerlo intervenir cuando lo crea conveniente, 

347. En cuanto á lo.^ asuntos que interesan á la hacienda publica, 
la ley de 20 de enero de 1883, sobrp Dirección del Tesoro y Contabili 
dad, ha determinado, en su artículo 31, que los tesoreros departamenta 
les representen judicial y extrajudicialmente al fisco en todos los actos 
en que la misma ley les da intervención, y que el Director del Tesoro U* 
represente en los actos que no correspondan á una tesorería determi- 
nada; que en todos ellos el ministerio público intervenga como auxiliar 
de dichos funcionarios en cada instancia del juicio, y que estos podran 
requerir esa intervención. Esto último es una exigencia natural, si se 
atiende á que en Uis aptitudes propias de dichos funcionarios no sü 
exigen los conocimientos jurídicos necesarios para una acertada defensa' 
la cual se hace por abogados t;n los asuntos particulares, 

343. En esto marcha conforme dicha ley con la regla de competen- 
cia del ^ rj^rvulri 220, que prcscrlbc sea demandado el fisco no sólo en 
Santiago donde tiene su oficina principal, sino también ante los jue- 
ces de los otros lugares donde también tenga oficinas, siempre que se 
trate de actos en que éstas hayan inter\'enido. 

A la misma regla se conforma también la ley sobre Ferrocarriles de 
4 de enero de 1884, al prescribir que lo representen e! director general ó 
los jefes de estación, según los casos, pero debiendo oirse al ministerio 
publico; y asimismo la Ordenanza de Aduanas, en su artículo 95, al 
dar, donde las haya, la representación y defensa de los derechos nació- 
nales al Fiscal ó agente fiscal, siendo de notar que en Valparaíso da esa 
representación al secretario de la Aduana la ley de 6 de agosto de 1S87. 

En los juicios seguidos ante la Corte de Cuentas es el fiscal el que 
representa y defiende al íisco, según la ley de 20 de enero de i388. 
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En los negocios concernientes á los Correos, á los Telégrafos del Es- 
tado y á la Universidad, son sus respectivos jefes los que representan los 
intereses fiscales, siempre con audiencia del ministerio público. 

349. Tocante á la segunda instancia, si el juicio se sigue en primera en 
el asiento del tribunal de alzada, no nos cabe duda que el funcionario que 
representa al fisco en primera instancia lo representará también en aque- 
lla, si se atiende á las palabras en cada instancia del juicio con que se ex- 
presa el articulo 3 1 déla ley antecitada de 1883, debiendo oirse también 
al señor fiscal; pero si se ha seguido en otro departamento, éste último 
funcionario deberá ser, como se observa en la práctica, el que en la se- 
gunda instancia representa y defiende les intereses del Estado. 

350- En esta enumeración se ve que sólo en los asuntos de Adua- 
nas y de la Corte de Cuentas ha dado la ley á los funcionarios del mi- 
nisterio público la representación juntamente con la defensa de los de- 
rechos del Estado en materia civil, que les hacen aplicable la atribución 
de obrar y figurar como parte en todos los trámites del juicio, y que en 
todos los demás sólo se les hace intervenir como auxiliares para la de- 
fensa de esos intereses. 

351. Todavía queda un punto que aparentemente no está previsto 
en la ley, cual es el saber quién representa al fisco en los lugares donde 
no hay tesorerías ó donde, aunque las haya, los asuntos no están com- 
prendidos en los que les están especialmente confiados. Para tales casos 
en la Excma. Corte Suprema ha prevalecido la práctica de aceptar la re- 
presentación y defensa de los promotores fiscales. Sin embargo, nosotros 
nos permitimos opinar que corresponde la representación al Director del 
Tesoro en ambas instancias y que el auxiliar á la defensa corresponde á 
los promotores en primera instancia y á los fiscales en la segunda; y nos 
fundamos en las expresiones, que hallamos terminantes del artículo 3 1 de 
la ley citada de 1 883, que dicen: «El Director del Tesoro tiene esa misma 
representación (la del fisco), con relación á los actos que no corresponden 
á una tesorería determinada;» expresiones que por su generalidad no de- 
jan sin prever ningún asunto que interese al Estado, y con las cuales 
hace intervenir en todos ellos la ley á las dos clases de funcionarios que 
están á su servicio, los tesoreros que poseen y conocen todos los docu- 
mentos que pueden conducir á la defensa y los promotores que poseen 
los conocimientos jurídicos necesarios para organizaría y formularla 
mejor. 

353. Llégale su turno á una cuestión suscitada muchas veces y so- 
bre la cual no ha sido la práctica uniforme y constante. La frase c inde- 
pendiente de los tribunales de justicia^' que usa el artículo 267 al hablar 
del ministerio público, nos parece que no puede tener más alcance en su 
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significado que libertcid de criterw. para apreciar los datos y anteceden- 
tes de cada proceso en que interviene y establecer sus conclusiones con 
arreglo á sus propias convicciones y no á dictámenes ú opiniones aje- 
nas, aun cuando éstas sean de los jueces ante quienes las formulan ó hacen 
valer. Dar mayor alcance á ia palabra independencia seria una especie 
de contradición con la vigilancia y subordinación á que están sometidos 
por la ley respecto de los tribunales, aun de aquellos cerca de los cuales 
deben desempeñar sus funcioucs. 

353^ Baste considerar, para estimarlo así, que esa misma libertad 
de criterio es propia de los jueces inferiores respecto de los superiores de 
quienes puede decirse que depe?ideji, por cuanto son los llamados á en- 
mendarles sus sentencias, y á Uaniarlos al recto desempeño de sus fun- 
ciones; mas, no por que puedan imponerles su manera de apreciar los he* 
chos y las disposiciones legales que crean aplicables al dictar sus fallos. 

Por esta razón, esta libertad de criterio tiene que ser recíproca entre 
el juez y el fiscal; de modo que ni éste es obligado á dictaminar en sen- 
tido que estime ilegal ó injusto, aunque sea lo que juzga aquel, ni el juez 
tampoco tiene el deber de aceptar las conclusiones del fiscal cuando nu 
las encuentra arregladas á derecho. 

354- Ksta libertad estaba ya reconocida en el supremo decreto, hoy 
todavía vigente, de 3 de mayo de 1S3S, en que se dispone lo siguiente: 

* Siempre que los Fiscales y demás funcionarios encargados de re- 
presentar los derechos del ministerio publico se excusaren de hacer la 
defensa que les está encargada, exponiendo que no encuentran justas las 
acciones ó excepciones del ministerio público, no les basta hacer una 
simple y desnuda exposición del juicio que así formaren, sino que deben 
fundarlo manifestando las disposiciones legales y demis razones de de- 
recho por que así opinan, y acompañando un memorial ajustado del pro- 
ceso, por donde se venga en conocimiento de que se han instruido comple- 
tamente del mérito que él ministra.., 1 Precaución perfectamente conci 
Hadora de la libertad de criterio con la acuciosidad que hay derecho á 
exigir en el encargado de defender la acción 6 causa pública, y con la 
demostración de que, si estaño se ve apoyada por el funcionario llamado 
á sostenerla, no es por neglijencía ó mal desempeño dct cargo» sino por 
que no se la encuentra Justa ó legal. 

365- P^ro esta libertad de criterio, ó independencia de los tribuna- 
les, como se la llama en el artículo 267, :autoriza al fiscal de scgimda ins- 
tancia para desistirse de la apelación entablada por el funcionario que ha 
representado al fisco ó á !a vindicta pública en la primera instancia? Aun 
cuando conocemos práctica seguida en sentido afirmativo, nos atrevemos a 
pensar decididamente por la negativa. ICl desistimiento de un recurso enta- 
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blado por el representante legal de una de las partes importa una verda- 
dera renuncia de un derecho, que sólo puede hacerse por la parte misma; 
por lo cual en los juicios seguidos entre particulares sólo se admite cuando 
la hace la parte misma ó su procurador autorizado por poder especia!. 
Entretanto, queda visto ya que el fiscal de segunda instancia, que es un 
mero auxiliar de los intereses del Estado ó de la acción pública, sola- 
mente los representa cuando falta otro funcionario designado por la fel- 
para hacerlo, y, aun admitido con ese carácter, no tiene el poder especial 
requerido para renunciar derecho alguno, ni ese poder especial podría 
serle conferido por funcionario alguno, por tratarse de persona jurídica, 
incapaz por la ley para renunciar derechos sin autorización del tribunal, 
dada con conocimiento de causa. Pues bien, ese conocimiento de causa es el 
que se sustrae al tribunal con el desistimiento y sólo puede tomarlo éste 
siguiendo el procedimiento trazado por el decreto ley de 3 de mayo de 
1838. Así, al verse la causa podrán apreciarse las razones que obran en 
favor y en contra de la sentencia apelada, inclusas las expuestas por el 
fiscal, y no quedará la menor sombra de sospecha sobre los móviles que 
éste haya tenido para no apoyar la apelación. 

356- Por el contrario, para ejercitar el verdadero celo de los repre- 
sentantes del ministerio público, en defensa de los verdaderos intereses 
de la acción ó de la vindicta públicas, ei artículo 26S los autoriza para 
que, toda vez que conozcan que esos intereses, ya sea en lo civil ya en lo 
criminal, no están suficientemente atendidos, puedan hacerse dar conocí - 
miento con entrega del proceso, á fin de intervenir en la defensa que les 
corresponde hacer con arreglo á derecho, y sin perjudicar á las acciones 
de los demás interesados en el asunto. 



§ II DEL Título XIII. 

De la organización del minisierio público, 

Art. 269* 

En la Corte Suprema, en las Cortes de Apelaciones y en 
los juzgados de letras habrá empleados que, con la denomina- 
ción común de oficiales del ministerio público, estarán encarga- 
dos de ejercer las funciones que por la presente ley correspon- 
den á dicho ministerio 
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Art, 270. 

El ministerio público será ejercido en la Corte Suprema 
por un oficial que se denomirá fiscal de ¿a Corte SupretHa\ en 
cada una de las Cortes de Apelaciones de Concepción y de la 
Serena por un oficial que se denominará yÍJí¿i/ de la Corte de 
Apéiactúnes; en la Corte de Apelaciones de Santiago^ por dos 
oficiales asignados cada uno á cada una de sus salas y que se 
denominarán respectivamente fiscal de la primera sala y fiscal 
de ¿a secunda sala de la Corle de Apelaciones*, y en losjuzgados 
de letras^ por oficiales que se d^nomivi^véLn promolor es fiscales. 

Art* 271. 

Habrá en Santiago dos promotores fiscales, uno para lo 
civil y de hacienda, y el otro para lo criminaL 

En los demás departamentos de la República sólo habrá un 
promotor fiscal. 

Art. 272. 

En los negocios que se ventilen ante los jueces de subdele- 
gación ó de distrito no será necesaria la intervención de los ofi- 
ciales del ministerio público; pero los promotores fiscales del 
juzgado de letras del departamento podrán intervenir en ellos 
cuando lo juzguen conveniente á los intereses que están encar- 
gados de defender. 

Art. 273. 

En los casos en que se hallare accidentalmente impedido 
para desempeñar sus funciones el fiscal de la Corte Suprema, 
será reemplazado por uno de los abogados que en las listas de 
que trata el artículo 122 figure entre los recomendados para 
ministro ó fiscal de la Corte Supremap 

De la misma manera los fiscales de la Corte de Apelacio- 
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nes serán reemplazados por los abogados recomendados para 
ministros 6 fiscales de las Cortes de Apelacionesí y los promo- 
tores fiscales por los recomendados para jueces de letras. 

La designación del reemplazante se hará por el tribunal 
ante el cual va a ejercer sus funciones, con sujeción al orden 
de las recomendaciones hechas en la mencionada lista. 

A falta de abogados que reúnan la recomendación expresa- 
da en los dos primeros incisos de este artículo, podrán los tri- 
bunales nombrar abogados ó, en defecto de ellos» personas 
entendidas en la tramitación de los juicios, que reemplacen á 
los fiscales ó promotores fiscales inhabilitados, con tal que ni 
los unos ni los otros tengan incapacidad legal para desempeñar 
el cargo. 

AkT, 274. 

Las disposiciones del artículo precedente no se aplican al 
caso de impedimento por licencia, ni al de vacante del empleo 
por muerte, destitución, jubilación ó renuncia del que lo servía. 

En todos los casos á que se refiere el inciso anterior, el 
Presidente de la República en Santiago, y en ¿os demás depar- 
iamentos el intendente de la provincia^ harán la designación del 
oficial interino ó suplente del ministerio público con sujeción a 
las reglas establecidas en los artículos /.", 2.^ y ^J^ del mencio- 
nado artículo zyj. 

Art* 2 7S- 

En la Corte de Apelaciones y en los juzgados de letras de 
Santiago toda falta de uno de los fiscales ó de los promotores 
fiscales será suplida por el otro; y sólo en caso que esto no pue- 
da hacerse tendrá lugar la disposición del precitado artícu- 
lo 273. 

Akt. 276. 

Los abogados nombrados para reemplazar á los oficiales 
del ministerio público desempeñarán graiuiíamente sus cargos. 
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COMENTARIO. 

Fufurionariús que desempeñan el ymnisierio público, 

SUMARIO.— 357. Denomínaciótt leg:a¡ de esto?» [iiagistrados. — 558, Numero de 
fiscales en cada Corte. — ^59* Departamentos qus tienen promotores fiscales. 
Caáles más de uno. ^360, Donde no los h^iy, quiénes desempeíVan €ate 
ministerio. — 361. No los hay para los juzgados itiferiorcs. 

367- I^a denommación genérica de los magistrados que ejercen el 
ininisterio público es de oficiaUs de i ministerio pubíicú^ y la especial co- 
rrespondiente á cada uno de los que lo ejercen ante tas tres categorías 
<!e tribunales que deben tenerlos es, respectivamente, de: 

Fiscal de la Corte Suprema, 

Fiscal de la Corte de Apelaciones y 

Promotores fiscales; 
siendo estos últimos los que lo ejercen en ios juzgados de letras, 

358. Actualmente la Corte Suprema tiene dos fiscales, y la Corte 
de Apelaciones de Santiago y la de Concepción otros dos cada una. Hl 
segundo de la Suprema fué creado por la ley de 31 de enero de 1888, y 
ambos funcionan por turno niensuaí. Lo mismo sucede con los dos de 
ta de Apelaciones de Santiago, desde que la ley de 2 de febrero de 
1892, al dar á esta Corte la facultad de dividirse en tres salas» dispusw 
que funcionasen, no ya cada uno en su respectiva antigua sala, sino 
en todas ellas por turno, A la de Concepción k fué dado su segundo 
fiscal por la ley de 10 de enero de 1895, con facultad en el tribunal de 
distribuir el trabajo de ambos como crea más conveniente al servicio. 

Las Cortes de íquique (Tacna), Talca y Valparaíso, tienen cada una 
su fiscal, por la respectiva ley de su creación (105), y cada uno de ellos 
tomará su denominación de la Corte en que ejerce sus funciones. 

359' Los protfwtores fiscales agregan también a su denominación 
la del departamento en que funciona el iuzgado de letras en que respec- 
tivamente sirv^en. No los tienen todos los departamentos de la República, 
porque la ley de 13 de octubre de 1S75, en su articulo 4P transitorio, 
dispuso que no se cstobleciesen sino á medida que lo estime necesario 
el Presidente de la República, previo dictamen de la respectiva Corte de 
Apelaciones. Y ios que hasta 1900 los tienen establecidos, son los cin- 
cuenta y nueve siguientes: 

16 
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Tacna, Tarapacá, Pisagfua, Antofagasta, TocopiDa, Taltal, Copiapó, 
Serena, Ovalle, Coquimbo, San Felipe, Los Andes, dos para Valparaí- 
so, Quillota, Limache, tres para Santiago, siendo uno para lo civil y de 
hacienda y dos para lo criminal, Rancagua, Mejipilla, Victoria, San Fer- 
nando, Caupolicán, Curicó, Talca, Linares, Loncomilla, Parral, Constitu* 
ción, Itata, Cauquenes, Chillan, San Carlos, Bulnes, Yunga}% Concep- 
ción, Talcahuano, Coelemu, Puchacay, Rere, Lautaro, Laja, Mulchén, 
Nacimiento, Lebu, Cañete, Arauco, Angol, Traiguén^ CoUipullí, Mari- 
luán, Temuco, Imperial, Valdivia, Unión, Llanquihue, Osorno, Ancud, 
Castro, Quinchao, Magallanes. 

Debe advertirse que en Valparaíso, según el artículo 3.» de la citada 
ley de 31 de enero de 1888 que le dio el segundo promotor, los dos 
existentes ejercen por tumo las mismas funciones, y á Santiago, según 
el artículo 4.0 de la misma, se le dio el tercer promotor para turnarse 
con el otro existente en el ramo criminal. 

860. En los departamentos restantes desempeñan estas funciones: 
si son capitales de provincia, los secretarios de Intendencia en lo civil y 
de hacienda, y el procurador municipal en lo crinUnal; y en los demás 
departamentos los dichos procuradores. (Ley de 30 de junio de 1880), 
Después la ley de Municipalidades de 12 de septiembre de 1887 dio 
toda esa representación, en su artículo transitorio, á los procuradores 
municipales. Mas, como la nueva Ley Orgánica de las Municipalidades 
de 22 de diciembre de 1891 suprimió el empleo de procurador mumci- 
pal, ha quedado sin vigor en este punto la dicha ley íic 30 de junio 
de 1880. 

361. En los juzgados de subdelegación y de distrittí no remide 
jurisdicción para entender sobre negocios de hacienda ni del ramo cri- 
minal, que son los que ordinariamente requieren la intervención del mi- 
nisterio público, ni sobre los demás enumerados en el artículo 263, que 
son de fuero privilegiado, ya por la cuantía, ya por la materia, ya por la 
calidad de las personas, que los hacen iniciarse ante los jueces de letras 
y las Cortes de Apelaciones. Si los juzgados de subdelegación pueden 
conocer sobre faltas, no afectan con frecuencia á la vindicta pública; y 
para el caso de hallarse ésta interesada, autoriza v\ artículo 272 á los 
promotores para intervenir en su defensa. 



Digitized by 



Google 




k 



ORGANlZALiüN DEL MLNiSTERJO Pl BUCO. 24^ 



COMENTARIO, 

Seueién Tercera. 

Subrogación de los oficiales del ministerio público, 

SUSÍARlO.-^362. Ley de iSSo sobre reemplazo de los promotores. — 363- Refor- 
ma sobre la autoridad que nombra al reemplázame, introducida por la ley 
de 1885. — 364. Subrogación en tribunal que tiene más deuu fiscaL— 365. Id 
eo el que sólo tiene imo.— 360. Duración y gratuidad del reemplazo, 

362. Las reglas dadas en los precedentes artículos para reemplazar 
ó subrogar á los oficiales del ministerio público han sufrido modificacio- 
nes respecto de los promotores fiscales. 

La citada ley de 30 de junio de 1 880, al disponer que en las capita- 
les ó cabeceras de provincia hiciesen sus veces los secretarios de Inten- 
dencia en lo civil y de hacienda, y los procuradores iDunicipales en lo 
criminal, dispuso que faltando uno de ellos lo reemplazase el otro, y que 
ios procuradores municipales cuando ejercieran esas funciones se subro* 
fiasen como dispone la presente ley de Tribunales. 

363- La ley de 1 9 de enero do i S89, sobre nombraniieutú de jueces^ 
en su articulo 2.^, derogó expresamente el artícido 274 de la presente, 
reemplazándolo, en lo tocante al nombramiento de interinos ó suplentes en 
los casos de muerte» destitución, jubilación ó renuncia» por lo que acerca 
de eso dispone el articulo 123 en la nueva forma que ella le dió. 

En ese artícuío, el nombramiento en tales casos lo hace el Presi- 
dente de la República, eligiendo uno de tres propuestos por el Consejo 
de Estado que tengan lus requisitos exigidos para ser jueces de letras; y 
esa manera de ser nombrados es aplicable á los promotores, por estar 
en el artículo 281 asimilados en este punto á los jueces de letras. De 
manera que las reglas de subrogación ó reemplazo de los oficiales del 
ministerio público podrían refundirse en las siguientes: 

364. Cuando falta accidentalmente uno de los fiscales de la Corte 
Suprenxa, lo subroga el otro; observándose lo mismo en las Cortes de 
Apelaciones que tengan dos fiscales; como también en los juzgados de 
letras donde funcionen dos ó tres promotores fiscales; 

365' En las Cortes de Apelaciones que tienen un solo fiscal, y en 
los juzgados en que hay un solo promotor ó un solo funcionario que 
haga sus veces, subrogará el abogado que designe el respectivo tribunal 
ó juzgado ante el cual va á funcionar^ con tal que tengan los requisitos 
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del artículo 103 para los fiscales y en el 40 para los promotores, según 
han quedado esos artículos con la reforma hecha por la ley de rg de 
enero de 1889. 

366. El procedimiento expresado sólo tendrá lugar mientras no se 
haga el nombramiento de interino ó suplente, lo cual no podrá demo- 
rarse más de cuatro meses, según lo dispuesto en el artículo 123, 

Los abogados llamados arservicio expresado lo desempeñarán gra- 
tuitamente (art. 276); y los secretarios de Intendencia, según la ley de 30 
de junio de 1880, lo desempeñarán sin más retribución que la que f^^ pro- 
pia de su cargo. 



§ III DEL Título XIII, 

De la aplicación a los oficiales del ministerio público 
de varias disposiciones relativas a los Jueces. 

Art. 277. 

No pueden ser oñciales del ministerio público los que no 
pueden ser jueces de letras. 

Art. 278. 

Para poder ser fiscal de la Corte de Suprema ó de una 
Corte de Apelaciones se requieren las mismas cualidades que 
para poder ser miembro del respectivo ti ibunal 

Para poder ser promotor fiscal de un departamento se re- 
quieren las mismas cualidades que para poder ser juez de letras 
del mismo. 

Art. 279. 

No podrán ser oficiales del ministerio público en un tribu- 
nal las personas que tengan con uno ó más jueces de él, alguno 
de los parentescos designados en el artículo 60 < 
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Art, 280, 

Las funciones del ministerio público, salvo lo dispuesto en 
los artículos I33> 134 y 136, son incompatibles con las judicia- 
les, con las eclesiásticas y con las del orden administrativo. 

Pueden, sin embargo, acumularse las funciones de promotor 
fiscal y de secretario de intendencia, excepto en la provincia de 
Valparaíso y en aquellas en que resida una Corte de Apela- 
ciones, 

Art. 281, 

Es aplicable á los oficiales del ministerio público lo dispues* 
to respecto del nombramiento é instalación de los jueces por 
los artículos 1 18, 119, 121, 122, 123, 140, 141, 142, 145 y 146. 

Para los efectos de este artículo se considerará como miem- 
bros de la Corte Suprema ó de las Cortes de Apelaciones á los 
respectivos fiscales, y como jueces de letras á los promotores fis- 
cales. 

Art. 282. 

Gozan los oficiales del ministerio público de la misma ina- 
movilidad de que gozan los jueces. 

Art. 283, 

Cuando algún fiscal de la Corte de Apelaciones ó algún pro- 
motor fiscal que hubiere prestado el juramento correspondiente 
fuere nombrado para un puesto análogo al que desempeñaba, 
no será obligado á prestar nuevo juramento, 

Art. 284. 

Rigen respecto de los oficiales del ministerio publicólas dis- 
posiciones de los artículos 147, 149 y 154. 
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Art. 285. 

Las prohibiciones impuestas á los jueces por el artículo 1 59 
rigen también respecto del fiscal de la Corte Suprema, de los 
fiscales de las Cortes de Apelaciones y de los promotores fisca- 
les que ejercen sus funciones en Valparaíso y en los lugart^ 
donde residen las Cortes de Apelaciones, 

Art. 286. 

Se prohibe á los oficiales del ministerio públicoi ya sean 
propietarios, interinos ó suplentes, intervenir como tales funcio- 
narios en los negocios en que sean parte ó tengan interés per- 
sonal ellos mismos 6 alguna de las personas expresadas en el 
artículo 248; ó en que, antes de entrar en el ejercicio de sus fun- 
ciones, hayan ellos intervenido como abogados ó representantes 
de cualquiera de las partes: á menos que su interés ó el interés? 
de las persoQas á quienes el precitado artículo se refiere ó á 
quienes dichos funcionarios hubieren defendido ó representado 
no esté en oposición con el que les corresponde defender en ra- 
zón de su ministerio. 

Art. 287. 

Los oficiales del ministerio público tendrán el tratamiento 
de Señoría, y será aplicable á ellos todo lo prevenido respecto 
de los honores y prerrogativas de los jueces por los artículos 

157 y 158. 

Art. 28S, 

La responsabilidad criminal y civil de los oficiales del minis- 
terio público se regirá por las reglas establecidas en el título IX 
de esta ley, en cuanto, atendida la naturaleza de las funciones 
de estos empleados, dichas reglas sean aplicables á ellos. 
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De las acusaciones ó demandas que se entablaren contra 
los oficiales del ministerio público para hacer efectiva su res- 
ponsabilidad, conocerán los mismos tribunales designados por 
la ley para conocer de las que se entablaren contra los jueces* 

Para determinar la competencia de los tribunales de que 
aquí se trata se atenderá á la clasificación establecida por el ar- 
tículo 281. 

Art. 289. 

Cada tribunal velará la conducta funcionarla del respectivo 
oficial del ministerio público. 

Art. 290, 

. Si los jueces de letras notaren faltas ó abusos en el desem- 
peño de las funciones de los promotores fiscales, darán cuenta 
á la Corte de Apelaciones respectiva, la cual Corte, si lo esti- 
mare conveniente, corregirá dichas faltas ó abusos de la manera 
y por los medios que señalan los artículos 69 y 70. 



Art. 291. 

Es aplicable á las faltas ó abusos que los fiscales de las Cor- 
tes de Apelaciones cometan en el ejercicio de sus funciones la 
disposición del artículo 79; y á las faltas ó abusos del fiscal de 
la Corte Suprema, la del artículo i ro. 



Art- 292, 

Son aplicables á las funciones de los oficiales del ministerio 
público las causas de expiración y suspensión del cargo de juez 
señaladas en los artículos 169, 170 y lyi, salvo la excepción 
del inciso 2."* del artículo 280, 
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AuT. 293* 

En los negocios en que los oficiales del ministerio público in- 
tervinieren como terceros coadyuvantes pueden ser recusados 
con expresión de causa por las personas naturales ó jurídicas 
cuyos intereses y derechos son llamados á protejer y defender. 

Las causas de recusación de estos funcionarios son las de- 
signadas para la recusación de los jueces por el artículo 350, 
con exclusión de las comprendidas en los números 2.** y 10"* 

Y no podrá entablarse la recusación sino cuando, según la 
presunción de la ley, la falta de imparcialidad que se supone en 
el recusado pueda perjudicar al recusante. 

De esta recusación conocerá en única instancia el tribunal 
cerca del cual ejerce sus funciones el recusante. 



Art, 294, 

Los oficiales del ministerio público provocarán la acción de 
la justicia siempre que en negocios de su incumbencia fueren 
requeridos por el Gobierno; pero deberán hacerlo en la forma 
establecida en el inciso 2.^ del artículo 267. 
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COMENTARIO. 

Diversos punios en ^ue los oficiales del ruinislerio 
público se asimilan á los Jueces. 

SUMARIO. — 367, Analogías coa los jueces. Primera. En sus aptitudes para el 
cargo, — 368. Segunda. En sus incapacidades* — 269. Tercera. En sns incom- 
patibilidades. — 370. Sí ésta existe hoy con los secretar jos de intendencia. ~ 
37 T^ — Cuarta, En su nombramiento é instalación. — 37^, Quinta, En su ina- 
moviíidad. Ley de 4 de febrero de 1894. — 373, En su residencia y feriados. 
— 374, En sus prohibiciones. — 375. En sus implicancias, — 376. Novena. En 
sus recusacioneSi con cinco diferencias,— 377. Se explican esas diferencias, 
— 37S. Décima analogía. En sus prerrogativas.— 379. Undécima. En su res- 
ponsabilidad. Diferencia en lo disciplinario. — 3S0. DuoLtécima. En la expira- 
ción y suspensión desús cargos. ^381- Puede ser requerida su intervención 
por el Gobierno^ sin perder su libertad de criterio, 

367' ^CLS anaiügias que establece esta ley entre los oficiales del 
ministerio público y los jueces podremos distinguirlas en las siguiente 
enumeración; 

Primera. En ¿os rí'quisitos para ser nonitrados. Así ^ para ser ñscai de 
la Corte Suprema se requieren las cualidades exigidas en el artículo 103 
para ser miembro de la misma. Para fiscal de una Corte de Apelacio- 
nes las necesarias según el artículo 58 para sus miembros. Y para ser 
promotores fiscales de un departamento se requieren las exigidas en el 
artículo 40 para ser jueces de letras. 

Acerca de los promotores hemos dado al inciso :iP del artículo 278 
la redacción con que lo dejó al reformarlo e! artículo 3 P de la ley de \ tj 
de enero de 1889 sobre riünibranúeníos de jticces. 

368. Segtinda, En sus incapacidades. Ks tas son las detalladas para los 
jueces de letras en el artículo 41, que son aplicables á ios promotores fis- 
cales; para los ministros de las Cortes de Apelaciones en los artículos 
59 y 60, que son las aplicables á los fiscales de las mismas; como lo son 
latnbién á los fiscales de la Corte Suprema según el articulo 103 (arts, 
277 y 279). 

369* Tercera. Ensusirtcompütii^iluiades. Les es común con los jueces 
la incompatibüidad declarada en la ley de 3 1 de agosto de i Síío, por la 
cual no pueden ser nombrados para esas funciones los que hubieren de- 
sempeñado cargos gubernativos mientras no hayan trascurrido tres años 
después de haber cesado en ellos. 
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Además, el artículo 280 declara que sus funciones les son especial- 
mente incompatibles con las eclesiásticas y con las judiciales; exceptuando 
acerca de estas últimas los casos en que sean llamados á integrar las 
Cortes á que respectivamente pertenecen, como subrogantes de ministros 
impedidos para conocer en determinados negocios. 

370- En cuanto á la acumulación de sus funciones con las de secre- 
tarios de intendencia, de que habla el segundo inciso de este artículo, 
debe tenerse presente que en el día están dotados ya de promotores fis- 
cales con sus sueldos correspondientes todos los departamentos que son 
capitales de provincia y asientos de Cortes; por lo cual no quedan secre- 
tarios á quienes pueda aplicarse la referida acumulación de funciones. Y 
debe además tenerse presente que á dicha acumulación obsta lo dispuesto 
en el artículo 6.0 de la ley de 5 de enero de 1-894, que hace incompati- 
ble con los sueldos de los cargos judiciales todo otro empleo ó cargo pú- 
blico que no sea de nombramiento anterior. 

371 . Cuarta. En su 7wmhramiento y m su instalación. Pueden, como 
los jueces, ser nombrados, ya en calidad de propietarios, ya en la de interi- 
nos, ya en la de suplentes, conforme á la distinción que se hace en los 
artículos 118 y 119. 

Tampoco puede permanecer vacante su empleo por mas de cuatro 
meses, como prescribe el artículo 1 2 1 al hablar de los jueces. 

Su nombramiento debe hacerse por el Presidente de la República, 
eligiendo uno de la terna presentada por el Consejo de Estado, y formán- 
dola éste de la lista de propuestos que le pasa la respectiva Corte, en la 
forma dispuesta para los jueces de las distintas categorías, en los artículos 
122 y 123, reformados según queda expuesto al hablar de estos artícu- 
los; teniéndose presente que los fiscales son asimilados, en el artículo 28 1 , á 
los miembros de su respectiva Corte y los promotores á los jueces de le- 
tras de su respectivo departamento. 

Su juramento lo prestan bajo la misma fórmula expresada en los ar- 
tículos 140 y 145 para los jueces: ante la Corte Suprema el fiscal nom- 
brado para funcionar en ella; ante la de Apelaciones respectiva el que va 
á ser su fiscal, como también los promotores; ó bien ante otra autoridad 
designada por motivo de urgencia por el Presidente de la República, como 
se dispone para los respectivos jueces en los artículos 141 y 142, levan- 
tándose acta y dándose certificación conforme al artículo 146. Y son tam- 
bién exentos de nuevo juramento si lo hubieren ya prestado para puesto 
análogo (arts. 281 y 283). 

372. Quinta. En suinatnovilidad. Esta prerrogativa constitucional de 
los jueces letrados y de los magistrados de los tribunales superiores de 
justicia fué extendida á todos los oficiales del ministerio público por el 
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artículo 282, Pero, no estando expresamente comprendidos éstos en el 
articulo 101 {i 10) de la Constitución que ia concede, eila ha sido limi- 
tada por la ley de 4 de febrero de 1893, que reemplazó el artículo 282 
con los siguientes términos: íLos fiscales de la Corte Suprema de Justi- 
cia y los de las Cortes de Apelaciones ^ozan de la misma inamovilidad 
<]uc gozan los jueces. 

ícLos promotores fiscales podrán ser separados de sus puestos por 
el Presidente de la República, de acuerdo con la Corte de Apelaciones 
respectiva-^ 

373. SfJtta Aríú/úg^ia, En su residencia y sus feriados, aludidos en el 
articulo 284, al expresarse en él que rigen con estos nfi cíales las disposi- 
ciones de los artículos 147, 149 y 154. 

El 147 les impone como oblijíación el residir en el lugar asiento del 
tribunal ó juzgado ante el cual funcionan. 

Los días de feriado en que no rige dicha obligación están enumera* 
dos en el nuni. 216 al explicar el artículo 149. 

374, Séptima Afiaiogia, En sus prohibidones. El artículo 154, referido 
también en el 284, habla de la prohibición de adquirir para si 6 para sus 
hijos lo que se litiga en los juicios en que intervergan, durante cinco 
años después de terminado el litigio, á no ser que lo adquieran á título 
de sucesión por causa de muerte, de quien sean herederos abintestato, y 
bajo pena de nulidad. 

A los fiscales de las Cortes Superiores de Justicia les es común con 
los ministros de estas la prohibición de aceptar compromisos impuesta en 
el articulo 5." de la ley de [ 1 de enero 1S83, com^i queda dicho en el 
numero 222. 

Otra prohibición más se les aplica en el articulo 2S5 a los fiscales 
de las Cortes Suprema y de Apelaciones, y á los pi(>m¿>tores de Valpa- 
raiso y demás asientos de Corte, que es la contenida en el articulo 1 50, 
de ser abogados ó procuradores en juicio de otras personas que no sean 
ellu^ mismos ó sus mujeres, ascendientes, descendient^^s^ hermanos ó pu- 
pilos, Pero hay que advertir que á esta última prohibición se le quitó, 
con respecto á los promotores, la f;cneralidad con que está establecida 
en dicho artículo; pues se la hmitó, en la ley de 26 de septiembre de 
1877, á los negocios ea c[ue intervengan ó en que puedan ó deban inter- 
venir por razón de su ministerio. Disposición, esta última, reiterada en 
el artículo 7.° de la ley de 5 de enero de 1894. 

Esta prohibición de abogar y procurar en juicio, con la limitación 
expresada, es natural que sólo sea general para todos los asuntos respecto 
de los fiscales de Cortes que, gozando los mismos sueldos que los miem- 
bros de éstas, pueden también dedicar todo su tiempo al desempeño de 



Digitized by 



Google 



m. 



252 tITULO XUI, S III. 



sus funciones ministeriales, y lo mismo respecto de los promotores que 
gozan de dotaciones total ó aproximadamente iguales á las de los jueces 
de letras respectivos. Y para todos los demás, es natural también que na 
se les prohiba completar sus exiguas dotaciones con el ejercicio de la 
profesión de abogado en todos aquellos asuntos que no son incompatibles 
con la defensa de los intereses fiscales ó de la vindicta ó acción pública 
en lo criminal. 

Así, la ley de 15 de noviembre de 1884, sobre Servicio judicial dr 
larapacá, al propio tiempo que asignó sueldos especiales á los promotores 
de Iquique y de Tacna, les prohibió en su artículo 4.^ ejercer la profesión 
de abogado. Y la de 5 de enero de 1894, en su artículo 3.°, asigna á los 
promotores de Iquique y Pisagua y al de Santiago en lo civil, el misma 
sueldo que á los jueces de letras respectivos, con prohibición de ejercer 
la dicha profesión, sin limitación alguna. 

375. Octava. En sus implicancias. Son las mismas causales enumera- 
das para los jueces en el artículo 248 las que se aplican á los fiscales y 
promotores en el artículo 286, aunque con estas dos diferencias: 

Consiste la primera en que á éstos se les aplican como expresa pro- 
hibición la de intervenir como tales defensores de la causa pública ó fiscal, 
toda vez que sean parte ellos mismos, ó su cónyuge, ascendientes, des- 
cendientes, pupilos, sucesión, quiebra ó concurso, establecimiento ó per- 
sonas jurídicas de quienes sean representantes legalmente constituidos, en 
la causa actualmente sometida á su intervención; al paso que respecto 
de los jueces la ley no ha formulado la prohibición que entró en su mente 
imp)onerles en términos igualmente esplícitos á los del artículo 286. Con- 
siste la segunda en que deja de existir la prohibición si el interés de las 
personas expresadas es el mismo, ó si no está en oposición con el de la 
hacienda ó de la causa ó acción pública que ahora les corresponde defender: 
en tal caso no habiendo peligro alguno para estas últimas, en que el celo 
de la defensa de que se trata sea neutralizado por ningún interés contra- 
rio, la implicancia ó prohibición dejan de tener fundamento. 

376. Novena. En sus recusaciones. También pueden ser recusados, se- 
gún dispone el artículo 293, con la misma formalidad de expresarse la causa 
en que se funda la recusación, que prescribe la ley para la recusación de 
los jueces. Pero con las siguientes diferencias: 

a) Que solamente pueden recusarlos las personas á quienes son lla- 
mados á proteger y defender; 

b) Que aun éstas sólo podrán hacerlo en el caso en que pueda per- 
judicarles la falta de imparcialidad del recusado; 

c) Que todavía ese derecho está limitado al caso en que el recusado 
intervenga como tercero coadyuvante; 
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d) Que de todas las causales enumeradas, como bastantes para recu- 
sarlos, en el artículo 250, se excluyen las dos señaladas en los núme- 
ros 2S* y 10,^ t las cuales consisten: «2,** en ser ascendiente, descendientes, 
hermano 6 cuñado legítimo ó natural del abogado de alguna de las par- 
tes», y 10.0 «en haber manifestado de cualquier modo su dictamen sobre 
la cuestión pendiente, siempre que lo hubiere hecho con conocimiento 
de ella*; y 

fj Que el tribunal en que funciona el recusado es el que conoce y 
resuelve en el incidente de recusación, 

377. Las dos primeras excepciones (a y éj están conformes con el 
principio establecido en el artículo 253, de que solo tiene derecho de re- 
cusarla parte á quien perjudica la falta de imparcialidad que se presume 
en el recusado. 

La tercera (c) se explica por cuanto en los casos de intervenir algu- 
no de estos funcionarios como parte directa ó como auxiliar del juez, 
no hay otra persona que pueda recusarlo como parte directa á quien pueda 
perjudicar su presunta parcialidad; á no ser la parte contraria, y como 
ésta puede usar de su derecho discutiendo y probando en el sentido 
opuesto que más le convenga, no nec<*sita recurrir á esta recusación. 

La cuarta (d) tiene la misma explicación precedente; porque el paren- 
tesco con el abogado de la parte contraria a ésta no le es perjudicial, y 
si el dictamen emitido !e es contrario, en su derecho está, como también 
el recusado, para usarlo en la discusión y en !a prueba como mejor vieren 
convenirles. 

373- Décima. En su.s prerrogatwas. Estas son las mismas de los jue- 
ces, consistentes como dice el artículo 2S7: 

Eji corresponderles el tratamiento' de Señoría; 

En estar exentos del servicio personal de la Guardia Nacional, exen- 
ción reconocida no sólo en el artículo 157, sino también en el artículo 4.*^ 
número 2,^ de la ley de 12 de febrero de 1896, relativa á esta materia; 

En gozar {art. 1 58), una vez jubilados, los mismos honores y prerroga- 
tivas que ¡os que se hallan en actual servicio. A las cuales puede agregarse: 

El poder que les concede el artículo 514 del Código Civil para ex- 
cusarse de ejercer la cúratela, 

370. Undécima. En su responsahilidad criminal y civil, según el ar- 
ticulo 2^%. Las reglas que rigen esa responsabilidad las dejamos enume- 
radas (22S) ai hablar de los artículos 159 hasta i68 inclusives, que son 
las relativas á la responsabilidad de los jueces, y que se aplicarán a los 
magistrados de que hablamos ahora, en cuanto lo permitan sus funciones 
propias, que no son las de juzgar y fallar los juicios, sino las de defender 
ó coadyuvar á la defensa de la acción pública. 
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Los tribunales que deben juzgarlos, para hacer efectiva esa respon- 
sabilidad, son también los mismos que á los jueces, teniéndose presente 
la asimilación que se hace, en el artículo 281, de los ñscales con los mi- 
nistros de la Corte en que funcionan y de los promotores con los jueces 
de letras de su departamento. 

Así, los promotores serán juzgados, en las acciones deducidas de sus 
actos funcionarios, por la respectiva Corte de Apelaciones, con apelación 
á la Suprema; 

Los fiscales de Cortes de Apelaciones por un ministro de la Supre 
ma, con apelación á esta Corte; y 

Los fiscales de la Suprema por el Presidente de la Corte de Apela- 
ciones de Santiago, con apelación á dicha Corte en pleno (arts. 6j^ 
116 y 117). 

En lo que difieren de los jueces es en lo relativo á la corrección dis- 
ciplinaria; pues sobre ese punto cada oficial del ministerio público está 
sujeto en su conducta funcionaría al tribunal ante el cual cumple sus de- 
beres (arts. 289 y 291); pero los promotores lo están á la respectiva Corte 
de Apelaciones, á la cual debe dar cuenta el juez de letras de las faltas 
ó abusos que notare en el desempeño de las funciones de aquellos (art. 
290), para que ésta pueda corregirlos conforme á los artículos 69 y 70. 
No sucede lo mismo con los jueces, los cuales reciben este género de co- 
rrecciones de su tribunal superior inmediato; excepto los jueces de dis- 
trito que en esto dependen como los de subdelegación del respectivo juez 
de letras. 

380. Duodécima. En las causas de expiración y suspensión de sus car- 
gos. Esas causales están, como dice el artículo 292, expresadas, relativa- 
mente á los jueces, en los artículos 169, 170 y 171. 

Aun cuando debemos remitir al lector á lo que queda expuesto, al 
hablar de los tres artículos citados (239), sobre las diez causas de expira- 
ción y las tres de suspensión que de ellos resultan, haremos de ellas una 
mención abreviada, diciendo: que el cargo expira por alguna imposibilidad 
física, por pasar á estado eclesiástico, por sentencia condenatoria, renuncia^ 
jubilación ó promoción, aceptación de cargo administrativo ó legislativo» 
y parentesco contraído con miembros del tribunal en que funciona, y que 
sólo se suspende por sentencia que impone la suspensión, por proceso 
criminal pendiente y por licencia. 

La excepción contenida en el número 2.^ del artículo 280 se refiere 
á empleados administrativos, que llevan consigo el cargo de desempeñar 
el ministerio público donde no hay oficiales titulares para hacerlo; por lo 
tanto, no pueden alcanzarles la expiración ó la suspensión de sus cargos 
solo propias de estos últimos. 



Digitized by 



Google 




ANALUÜÍAS DE LUS FISCALES CON LOS JUKCES. 



25S 



331 > Finalmente, el ministerio público es el medio constitucional de 
que puede valerse el Poder Ejecutivo para ^ velar por la conducta juinis- 
terial de los jueces y demás empleados judiciales ^ . En la reforma de la 
Constitución del Estado llevada á cabo por la ley de 24 de octubre de 
1 874, la atribución dei Presidente de ia República para intervenir en ia 
cumplida administración de justicia, se la redujo» en la forma actual que 
se dio al inciso 3.^ articulo 73 (antes Si], á decir: i requerir al ministerio 
público para que reclame medidas disciplinarias del tribunal competente, 
ó para que^ si hubiere mérito bastante, entable' la correspondiente acusa- 
ción?* Medida limitativa aconsejada, sin duda alguna, por el deseo de 
mantener en lo posible la recíproca independencia que debe guardarse 
entre los poderes públicos, el Ejecutivo y el Judicial. 

Llevando á cabo esa independencia el artículo 294 de la Ley Orgá- 
nica, e interpretando correctamente la expresión st huOiere vürito bastante 
contenida en el inciso ó precepto constitucional, reconoció que esc mérito 
érasianie no puede resultar sino de una apreciación libre, ilustrada y recta 
de los antecedentes de las personas cuya conducta ministerial hay nece- 
sidad de corregir; y en consecuencia, aplicó al caso del requerimiento 
gubernativo la independencia ó libertad de criterio con que deben proce- 
der en todos sus actos funcionarios los oficiales del ministerio público. 
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TITULO XIV. 

M Ñinisterio k los Defeosore^ PóbKeos. 



§ I- 



DE LAS FUNCIONES DEL MINISTERIO DE LOS DEFENSORES 

PÚBLICOS. 

Art, 295. 

Debe ser oído el ministerio de los defensores públicos: 

i."^ En los juicios que se susciten entre un representante le- 
gal y su representado; 

2.^ En los actos de los incapaces ó de sus representantes 
legales, de los curadores de bienes, y de los menores habilitadas 
de edad, para los cuales actos exija la ley autorización ó apro- 
bación judicial; 

3.^ En general, en todo negocio respecto del cual las leyes 
prescriban expresamente la audiencia ó intervención del minis- 
terio de los defensores públicos ó de los parientes de los inte- 
resados. 
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Art. 296. 

Puede el ministerio de los defensores públicos representar 
en asuntos judiciales á los incapaces, á los ausentes y á las fun* 
daciones de beneficencia ú obras pías que no tengan guardador, 
procurador ó representante legaL 

Puede igualmente ejercitar las acciones que las leyes conce- 
den en favor de las personas á obras pías expresadas en el in- 
ciso precedente, ya competan contra el representante legal de 
las mismas, ya contra otros. 

Art, 297, 

Toca al ministerio de los defensores públicos^ sin perjuicio 
de las facultades y derechos que las leyes conceden á los jueces 
y á otras personas, velar por el recto desempeño de las funciones 
de los guardadores de incapaces, de los curadores de bienes^ de 
los representantes legales de las fundaciones de beneficencia y 
de los encargados de la ejecución de obras pías; y puede provo- 
car la acción de la justicia en beneficio de estas personas y de 
estas obras, siempre que lo estime conveniente al exacto desem- 
peño de estas funciones. 

Akt. 298. 

Pueden los jueces oir al ministerio de los defensores públi- 
cos en los negocios que interesan á los incapaces, á los ausen- 
tes, á las herencias yacentes^ á los derechos de los que están 
por nacer, á las personas jurídicas ó á las obras pías, siempre 
que lo estimen conveniente. 
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COMENTARIO. 

SeedéD Prinert. 

Funciones de los defensores públicos, 

SUMARIO. — 382. Objeto de la institución de loa defensores públicos, — 3^3. Ne* 
gocios en que hay el deber de cirios.— 384. Casos en que pueden tomar la 
representación délos incapaces. — 385. Les tora velar por el recto desempeña 
de los representantes de incapaces. — 3S6. También pueden los jueces oírlos « 
creyéndolo conveniente. 

382. La institución de los defensores públicos es, como si dijéramos» 
una segunda parte del ministerio público. Si éste es llamado á velar por 
los intereses que en general afectan ó pertenecen al Estado, á la ley, á 
la acción ó á la vindicta pública, aquel tiene por objeto velar también 
por otros intereses que, si bien no pertenecen directamente á la Nación, 
sino á personas particulares, son sin embargo de aquellos sobre los cuales 
ésta ejerce su tuición, interviniendo á fin de que su incapaeidad para de- 
fenderlos por sí mismas, sea suplida en los asuntos en que están compro- 
metidos. 

La Ley Orgánica, haciendo distinción entre esas dos clases de inte- 
reses, unos generales de la nación ó de la causa pública, y otros más in- 
dividuales pero también acreedores á la protección de la ley, ha instituido 
dos órdenes de funcionarios que la representen en su defensa respectiva. 
Ya queda visto lo concerniente á los que forman el primer orden de fun- 
cionarios, que son los oficiales del ministerio público. Ahora se trata de 
los del segundo orden, que son los que representan la tuición que dispensa 
la ley á ciertas individualidades ó persoíialidades reputadas incapaces de 
defenderse por sí mismas, y que ella llama defensores públicos. 

383. El artículo 295 sintetiza los objetos de la institución de estos 
defensores al determinar los asuntos en que los jueces ó tribunales tienen 
obligación de oírlos, que son: i.^ los que se controvierten entre un repre- 
sentante legal y su representado; 2.° los actos de los incapaces ó de sus 
representantes legales, de los curadores de bienes y de los menores ha- 
bilitados de edad, que, sin ser contenciosos, no pueden llevarse á cabo 
sin obtener la aprobación ó autorización judicial requerida por la ley, y 
3.0 todos aquellos para cuya decisión requieren las leyes su audiencia ó 
intervención ó la de los parientes de los interesados. 

Recorriendo las disposiciones en que leyes especiales, y el Código 
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Civil principalmente, requieren la autorización ó aprobación judicial, y 
la audiencia ó la intervención de los defensores, se ve que ellas se reñe> 
ren siempre á personas ó instituciones que tienen algitn motivo que las 
inhabilita para disponer libremente de lo suyo; por lo cual les dispensan 
á ellas ó á los que las representan la protección que dejamos indicada, 
por medio de estos defensores. En tal caso se hallan: el hijo de familia, 
el menor de edad, la mujer casada, el pupilo, el declarado en interdic- 
ción por demencia, por disipación, por ser sordomudo, los ausentes, los 
desaparecidos, los establecimientos de beneficencia, las obras pías, los 
guardadores ó representantes de todos ellos. 

384' Además j el articulo 296 se pone en dos casos que pueden 
requerir una protección más eficaz que la simple audiencia de estos 
defensores, que son: cuando las personas incapaces indicadas no tengan 
su correspondiente guardador, procurador ó representante legal, ó cuando, 
á pesar de tenerlos, éstos no se desempeñan debidamente. En el primer 
caso autoriza á los defensores públicos para ton^ar su representación, é 
inten-enír consiguientemente en todos los actos de los juicios en que sean 
parte, y en el segundo para que, aun contra sus representantes, hagan 
valer las acciones que las leyes les conceden* 

385^ Congruente con la autorización expresada es la atribución 
que el artículo 297 declara ser propia de estos defensores, de velar por 
que los guardadores de incapaces, los curadores de bienes, los represen- 
tantes de fundaciones de beneficencia, los encargados de ejecutar obras 
pías, desempeñen rectamente las funciones propias de sus cargos, pudien- 
do provocar la acción de la justicia si para obtener este objeto fuere 
necesario; sin que esta atribución sea un obstáculo para que se ejerciten 
las facultades y derechos que las leyes concedan, con el mismo objeto, 
á otras personas ó a los mismos jueces de oficio, 

380. Así como hay casos en que es un deber oir á los defensores 
públicos, también se concede á los jueces la facultad de decretar su 
intervención ó audiencia en negocios que estimen ser conveniente á ios 
incapaces, ausentes, herencias yacentes, á los hijos que están por nacer, 
Á las personas jurídicas ó á las obras pías (art. 298}. 
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§ II DEL TÍTULO XIV. 

D^ la organización del ministerio de los defensores públicos^ 

Art. 299. 

Las fvnciones del ministerio de los defensores públicos se- 
rán desempeñadas por las personas que en los artículos siguien- 
tes se expresan. 

Art. 300. 

Habrá en Santiago dos defensores de menores y un defen- 
sor de ausentes y de obras pias. 

A los primeros corresponde intervenir por turno en los ne- 
gocios de los menores, de los habilitados de edad, de las muje- 
res casadas, de los pródigos, de los dementes y de los que 
están por nacer. 

El turno se ejercerá por meses. Para determinarlo se aten- 
derá á la fecha de la primera providencia puesta en cada nego- 
cio, y se contarán como uno solo los meses de enero y febrero. 

En los demás negocios en que debe ó puede ser oído el 
ministerio de los defensores públicos intervendrá el defensor de 
ausentes y de obras pías. 

Art. 301. 

Mientras desempeñen sus cargos los actuales defensores de 
ausentes y de obras pias de Santiago^ intervendrá el primero en 
los negocios que interesen a los ausentes y el segundo en iodos los 
demás que, en los términos del articulo precedente, pertenecen á 
este ministerio. 



Digitized by 



Google 



FUNCIONES DE LOS 1>EFENS0RES PÚBLICOS fdf 



I 



I 



Art, 302. 

En los demás departamentos'de la Repiiblica las funciones 
del ministerio de los defensores públicos serán desempeñadas 
por un defensor de jnenores, de ausentes y de abras pías, 

Art. 303. 

En los casos en que se hallare accidentalmente impedido 
para desempeñar sus funciones alg^uno de los defensores de 
menores de Santiago, será reemplazado por las personas y en el 
orden que á continuación se expresan: 

r.** Por el otro defensor de menores; 

2*** Por el defensor de ausentes y de obras pías; 

3,^ Por un abogado^ nombrado por el juez que conoce en 
el negocio, de entre los que hubieren sido recomendados para 
cualquiera plaza judicial en la lista de que trata el artículo 122. 

Mientras haya £?i Saniíago tm defensor de ausentes y uuo 
de obras ptas, en el caso del 7iúmero 2 de este articulo sera ila- 
nmdú el defensor de ausentes antes que el de obras pias. 

AkT, 304* 

En los casos de impedimento accidental del defensor de 
ausentes y de obras pías de Santiago, la falta de este defensor 
será suplida: 

I,** Por uno de los defensores de menores, conforme al tur- 
no establecido por el artículo 300; 

2,'' Por un abogado designado por el juez, como en el caso 
del artículo precedente. 

Mientras liaya en Santiago un defensor de ausentes y uno 
de obras pias, la falta de uno de ellos sera suplida por el otro, 
en defecto de los defefisores de menores. 
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Art. 305, 

En los demás departamentos de la República la falta del 
defensor de menores, de ausentes y de obras pías será suplida: 

I.** Por un abogado que tenga la cualidad requerida en el 
número 3 del artículo 303; 

2.*" Por un abogado que carezca de esa cualidad, pero que 
no tenga incapacidad legal para desempeñar el cargo; 

3.** Por cualquiera persona entendida en la tramitación de 
los juicios, que no tenga la incapacidad prevenida en el número 
precedente. 

La designación del reemplazante corresponde al juez de la 
causa, quien se ajustará para hacerla al orden establecido en 
este artículo . 

Art. 306. 

Las disposiciones de los artículos anteriores se aplican á 
todos los casos de inhabilidad peculiar de determinados neg^o- 
cios, inclusa la incompatibilidad en los intereses ó derechos 
cuya defensa está encomendada al ministerio de los defensores 
públicos. 

Pero no se estienden al caso de licencia del defensor ni al 
de vacante de la plaza por muerte, destitución ó renuncia del 
que la servía. 

hn todos los casos del inciso precedente la falta del defen- 
sor será suplida por el que nombre el Presidente de la Repú- 
blica; ó fuera de Santiago y mientras se da cuenta á este 
magistrado, por el que nombre el intendente de la provincia. 

El nombramiento hecho por el Presidente de la República 
ó por el intendente de la provincia recaerá en todo caso en abo- 
gado incluido en la lista de que trata el articulo 122, 
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COMENTARIO. 

Seteüii Segunda. 

Organización del minisieria de los defensores públicos, 

SUMARIO.— 387. Quiéaes desempeñan el ministedo de defensores públicos en 
todos los departamentos.— 388. Quiénes eu Santiago, Sus atribuciones t^ipe- 
ciales, — 389. Cómo se subrogan fuera de Santiago. — 390, Cómo se subrogan 
en Santiago. — 391- Regla común á las dos precedentes. 

387' Todo lo relativo á la organi ¡nación, propiamente hablando, 
del ministerio de los defensores públicos, está dispuesto en los tres ar- 
tículos 299, 300 Y 302; y lo relativo á la subrogación ó reemplazo de los 
funcionarios instituidos según dichos artículos, se contiene en las disposi- 
ciones de los cuatro siguientes, que llevan los números 303^ 304, 305 
y 306, 

Los funcionarios instituidos para e! desempeño de este ministerio 
en todos los departamentos de la República, con excepción de Santiago, 
serán uno para cada departamento, con la denominación de dé/cnsúr di 
menores^ de ausentes y de obras pías. 

388» Mas para Santiago, en que la mayor población y el consi- 
guiente mayor número de personas y de intereses que requieren este 
género de tuición hacen que un solo defensor sea insuficiente, se institu- 
yen tres, que serán: dos defetisorcs de niett&res^y un defensor de ausenic^s 
y de obras pías. 

A los dos primeros de Santiago les corresponden los negocios de 
los menores, de los habilitados de edad, de las mujeres casadas, de los 
pródigos, de los dementes y de los que están por nacer. Se repartirán el 
trabajo por tumo mensual, determinado por la fecha de la primera pro- 
videncia puesta en el negocio y contándose los meses de enero y febrero 
como uno solo. Quedan, en consecuencia, para el defensor de ausentes y 
de obras pías todos los demás asuntos en que no estén interesadas las 
personas indicadas, sino las demás expresadas en ios artículos 295 á 298. 

El artículo 30 1 y los incisos finales de los artículos 303 y ^Ot^, como 
transitorios, han quedado sin tener á qué aplicarse, por haber cesado la 
circunstancia para la cual se dictaron. 

389- I- a subrogación de los defensores, según los mencionados ar- 
tículos, está sujeta á las reglas siguientes: 

Primera re^la. En los departamentos donde hay instituido un solo 
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defensor público para los menores, los ausentes y las obras pías, sí 
se hallare accidentalmente impedido para entender en determinado ne^ 
gocio, su falta será suplida para ese negocio, por decreto del juez de la 
causa: 

I .o Por un abogado, nombrado de entre los que hubieren sido in- 
cluidos para los cargos análogos ó de promotores ó de jueces de letraSí 
en las listas presentadas por los diversos tribunales en el año anterior. 

Esto es lo que resulta de la forma actual en que han quedado los ar- 
tículos 122 y 123 con las modificaciones introducidas por las leyes de rg 
de enero de 1889 y la de 18 de enero de 1894; 

2.0 En su defecto, por un abogado que no tenga incapacidad para 
desempeñar el cargo, y 

3.0 A falta de abogado, por cualquiera persona entendida en la tra- 
mitación de los juicios que no tenga la expresada incapacidad (art. 305), 

390. Segunda regla. En Santiago, la falta expresada será suplida: 

1 .0 Si fuere de un defensor de menores: 

Por el otro defensor de menores, y, en su defecto, por el defensor de 
ausentes y de obras pías; 

2.0 Si la falta fuere del defensor de ausentes y de obras pías: 

Por el defensor de menores que estuviere de tumo» y, faltando éste, 
por el del tumo anterior; 

3.0 En defecto de los expresados, la falta será suplida por un abo- 
gado nombrado por el juez de la causa, de entre los incluidos en las lis- 
tas expresadas en la regla primera número i .^ (arts, 303 y 304). 

391- Tercera regla. Las dos reglas precedentes use aplican á todos 
los casos de inhabilidad peculiar de determinados negocios, > por impli- 
cancia, recusación, incompatibilidad de intereses ó derechos con los que 
se trata de defender y otros impedimentos igualmente accidentales; mas 
no á los que provienen de licencia obtenida, de muerte, destitución ó re- 
nuncia del funcionario defensor. En tales casos, que afectan con genera* 
lidad á todos los negocios en que deben intervenir estos defensores, su 
falta sera suplida: 

I .^ Mientras se nombra por el Presidente de la República el funcio- 
nario interino ó propietario que desempeñe la vacante, ó el suplente que 
subrogue durante el impedimento, por los mencionados en las dos reglas 
precedentes y en la forma que en ellas se expresa, y 

2S^ Por el que sea nombrado por el Presidente de la República, para 
hacerse cargo del despacho, ya sea como propietario ó como interino d 
suplente, conforme á lo dispuesto en los artículos 122 y 123, en la for- 
ma en que hoy están vigentes (174 y 180); en virtud de estar asimilados á 
los jueces en este punto por el artículo 310 {art. 306). 
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Debemos advertir que la regla precedente es la que corresponde á 
virtud de !a reforma hecha á los dos últimos incisos de! artículo 306 por 
tas leyes de 19 de enero de 1889 y de 18 de enero de 1894. 



§ m DEL TÍTULO XIV. 

De la aplicación a los defensores ele menores y de ausentes y de 
obras pías de varias disposiciones relativas a los Jueces, 

Akt- 307. 

(Reformado por U !ey de 19 de enero de^jSSg) 

Pueden ser defensores de menores, de ausentes y de obras 
pías de un iepartatnenío los que pueden ser jueces de letras del 
mismo. 



f 



Art* 30S, 

No pueden ser defensores de menores, ni de ausentes y de 
obras pías los que tengan con alguno de los jueces de letras 
propietarios del departamento cualquiera de los parentescos de- 
signados en el artículo 6o. 

Tampoco podrán desempeñar ante ningún juez funciones 
accidentales de defensores de menores, ni de ausentes y de 
obras pías los que tengan con él cualquiera de los indicados pa- 
rentescos. 



Art, 309, 

Las funciones de los defensores de menores, y de ausentes 
y de obras pías son incompatibles con las judiciales, con las 
eclesiásticas de los que tengan cura de almas y con las del or- 
den administrativo; pero esto último se entenderá también res- 
pecto de ellos en los términos del inciso 2,** del artículo 2 So. 
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Art. 310. 

Es aplicable á los defensores de menores, y de ausentes y 
de obras pías lo dispuesto respecto de los jueces de letras por 
los artículos 118, 119, 121, 122 y 123, y respecto de los oficia- 
les del ministerio público por el artículo 281. 

Art. 311. 

Rigen respecto de los defensores de menores, y de ausen- 
tes y de obras pías las disposiciones de los artículos 147, 149 

y 154. 

Art. 312. 

Son extensivas á los defensores de menores, y de ausentes 
y de obras pías, en cuanto les sean adaptables, las disposiciones 
legales relativas á las licencias de los empleados públicos. 

Art. 313. 

La ley de 26 de septiembre de 1877 dice en su artículo 2.^: 
«Se deroga el artículo 313 de la ley de 15 de octubre de 1875- » 
En consecuencia no existe ya la prohibición que este artículo inipo 
nía á estos defensores para intervenir como abogados, procuradores ó 
jueces compromisarios en los negocios en que debe ser oido su mimsterio. 

Art. 314. 

Se prohibe igualmente á los mismos defensores intervenir 
en calidad de tales en los negocios en que sean parte ó tengan 
interés personal ellos mismos ó alguna de las personas expresa- 
das en el artículo 248 ó en que antes de entrar en el ejercicio de 
sus funciones, hayan ellos intervenido como abogados ó repre- 
sentantes de cualquiera de las partes. 
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Art. 315- 

Es aplicable á los mismos defensores la disposición del ar- 
tículo 290. 

Art. 316. 

Son aplicables á las funciones de los mismos defensores las 
causas de expiración y de suspensión del cargo de juez señala- 
das en los números i, 3, 4 y 6 del artículo 169, en el artículo 
170 y en los números 2, 3 y 4 del artículo 171, 

Expiran igualmente por la colación canónica de un benefi- 
cio eclesiástico qne tenga cura de almas, y se suspenden por la 
admisión de un empleo administrativo incompatible. 

Art- 317, 

Los defensores de menores y de ausentes y de obras pías 
pueden ser recusados en los casos y por las personas por que 
pueden serlo los oñctales del ministerio público. 

De esta recusación conocerá en única instancia el juez ante 
quien va á ejercer sus funciones el recusado- 

Akt. 318, 

Los defensores de menores y de ausentes y de obras pías 
gozarán los emolumentos que les correspondan con arreglo al 
respectivo arancel. 



^ 
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COMENTARIO. 

Seeciin Terrera, 

Requisitos e incapacidades para ser De/msores, 

SUMARIO.— 392. Requisitos para ser defensores.— 393, Las incapacidades para 
serlo. — 394. Incompatibilidades de sus funciones^ 

392. Hemos dado al artículo 307 la nueva redacción que le dio d 
reformarlo el artículo 4.0 de la ley de 19 de enero de 1889 sobre nom- 
bramiento de jueces^ poniendo en letra cursiva las palabras que le agregó. 
Dicha ley, en su artículo i .0, hizo otra determinación, importante para 
los servicios de estos funcionarios, que consiste en equipararlos á los pres- 
tados por los jueces de letras de la localidad respectiva, para el cómputo 
de los años requeridos en la misma ley para obtener los puestos judi- 
ciales. 

En ese cómputo se da mayor valor á los prestados en asiento de 
Corte que á los de capital de provincia, y á éstos más que á los presta- 
dos en los departamentos. 

En virtud de esa asimilación, los requisitos para ser defensores de 
menores, de ausentes y de obras pías, son los prescritos en el artículo 40, 
tal como fué reformado por la citada ley de 1889, para poder ser juex de 
letras, los cuales hemos mencionado en eí numero 73 (art. 307). 

393. De la asimilación indicada resulta asimismo que las incapaci- 
dades para ser jueces de letras rigen tambicn con los defensores. Ellas 
están designadas en el número 75, en que hemos expuesto las contenidas 
en el artículo 41 con las modificaciones que este ha sufrido. 

A éstas se agrega el ser parientes consanguíneos ó afines en la hnea 
recta, ó colateral dentro del cuarto grado de consanguinidad ó segundo 
de afinidad, con el juez ó con alguno de los jueces de letras del departa- 
mento; el cual parentesco los inhabilita aun para ejercer ante él funcio- 
nes accidentales (art. 308). 

394- Sus funciones son incompatibles con las eclesiásticas propias 
de los que tienen cura de almas y con las del orden administrativo, Pero 
pueden ser secretarios de intendencia en capitales de provincia que no 
sean asiento de Corte de Apelaciones; sin que obste á este respecto la in- 
compatibilidad establecida en la ley de 5 de enero de 1 S94, por no gozar 
de sueldos judiciales los defensores (arts- 309 y 280 inciso 2.^). 
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Analogías de tos defensores públicos con los jueces de letras. 

SUMARIO. — 395, En las cualidades requeridas y en las que son opuesta:^ para 
su nombramiento.^ — 396, En la forma y calidad de! nombramiento. — 397* En 
su instalación.— 398. En su residencia, feriados y prohibiciones. — 399» En 
las licencias.— 400. En sus implicancias. — 401. En las recusac ones y correc- 
ción disciplinaria. — 402^ En las causas de espiración ó suspensión de sus car- 
gos. — 403, Cómo se retribuyen sus servicios. 

395- Enumeraremos los principales puntos en que estos defensores 
son asimilados con los jueces de letras. 

Primeara analogía, hn los requisitos necesarias para ser nomi^rados. 
Este punto queda ya expresado en el número 39 2 ^ al hablar del ar- 
tículo 307, 

Segi^nda. Im sus incapacidades. Estas las hemos también expuesto 
en el número 393, agregando una más á las contenidas en el artículo 241 
relativo a los jueces, por hallarse prescrita en el artículo 308. 

Tercera. En las incompatibilidades de sus funciones con las eclesiás- 
ticas y con las adminístrativ^as. En el número 394 quedan vistas, como 
también ia única excepción que admite el artículo 309. 

396. Cuarta. En la forma y calidad de sus ?iombramientos. Aten- 
didos los artículos que les son aplicables por el artículo 3 1 o: 

Pueden ser nombrados como propietarios, interinos ó suplentes, 
según los define el artículo 118. 

No expresándose en su título con qué calidad se les nombra, se 
entienden nombrados como propietarios (art. 1 19). 

Estas plazas» en caso de vacantes, no pueden permanecer por más 
de cuatro meses sin que se las provea en propiedad por el Presidente de 
la República, como lo prescribe para los jueces el artículo 121. 

Su nombramiento en propiedad se hará por el referido Magistrado 
Supremo ^ eligiendo de la terna presentada por el Consejo de Estado, 
quien la formará de la lista de propuestos por la respectiva Corte de 
Apelaciones, como lo prescribe el artículo 122. Y siendo en calidad de in- 
terinos ó suplentes, podrá prescindirse de la lista especial de propuestos^ 
como se determina en la forma actual del artículo 123. 

397* Quinta. En su instalación ^ El artículo 310 les aplica lo dicho 
sobre los oficiales del ministerio público en el artículo 281, y éste aplica 
á dichos oficiales las prescripciones relativas al juramento, dadas en los 
artículos 140, 141, 142, 143 y 146, que deben prestar los jueces antes 
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de instalarse en el ejercicio de sus funciones. De aquí se sigue que los 
defensores públicos deben prestar en manos del presidente de ta Corte 
respectiva y bajo la fórmula del artículo 145 dicho juramento, del cual se 
levantará acta en el libro respectivo y se les dará certificación en su título. 

398. Sexta, En sti residencia, en los feriados que gozan y en su 
prohibición de adquirir. El artículo 311 comprende estos tres puntos de 
analogía con los jueces, aplicándoles las disposiciones de los artículos 
147, 149 y 154. 

El primero de éstos los obliga á residir constantemente en la ciudad 
ó población donde tenga asiento el tribunal ante el cual van á funcionar. 

El segundo los exime de esa residencia durante los días feriados 
que en él se expresan y cuya enumeración hemos completado en el 
número 216. 

Y el 154 les prohibe adquirir para sí y para los suyos las cosas y 
derechos litigados en el asunto en que intervienen, á no ser pasados 
cinco años desde que dejan de ser litigiosos y á título de sucesión por 
causa de muerte de quienes fueren herederos abintestato, bajo pena de 
nulidad. 

399. Séptima, En las licencias. Para dejar de permanecer ejercien- 
do sus deberes ministeriales necesitan, como lo^ jueces» obtener licencia 
del Supremo Gobierno (art. 312). 

La ley de 10 de septiembre de 1869 determina el tiempo de licencia 
que pueden solicitar, según sea motivada por enfermedad ó por asuntos 
particulares y las consecuencias que el excederse de esos plazos puede 
producir, no relativamente al sueldo, puesto que los defensores no los 
gozan, sino para la vacancia del empleo. Y el decreto supremo de 2 3 de 
mayo de 1889 al reglamentar las solicitudes para obtenerlas establece 
que pueden presentarlas, lo mismo que los jueces de letras, directamente 
al Ministerio de Justicia. 

400. Octava. En las implicancias. La prohibición impuesta en el ar- 
tículo 314 á los defensores, para intervenir en el carácter de tales en los 
negocios en que ellos ó sus parientes ó sus representados sean parte ó 
tengan interés personal, es la misma implicancia declarada para inhibir 
á los jueces de conocer en aquellos negocios en que ellos ó sus parientes 
ó representados expresados en el artículo 248 sean parte ó tengan interés 
personal. Las personas á que este último artículo se refiere son el cón- 
yuge del defensor, sus ascendientes, descendientes, pupilos, la sucesión, 
quiebra ó concurso, establecimiento ó persona jurídica, de quienes sea 
representante constituido legalmente. Bajo este aspecto, hay analogía 
entre este artículo y el artículo 3.0 del decreto-ley de 2 de febrero de 
1837, que en su segimda parte hace extensivas las causales de implican- 
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cía á todos los funcionarios públicos que de cualquier modo intervengan 
en los procesos; referencia que comprende evidentemente á los oñciales 
del ministerio público y á los defensores públicos: implicancia que» en 
caso de existir sus causales, deberá representarse ante el juez que conoce 
en la causa, por ser éste quien debe conocer sobre ellas. 

401^ Novena. £n síís recusaciúfies. Según la asimilación que el ar- 
tículo 317 hace de los defensores con los oficiales del ministerio público, 
pueden los primeros ser recusados por las mismas causales que éstos; cau- 
.■mtes que son las designadas en el artículo 250» con exclusión de los nú- 
meros 2P y íO.^ Nos referimos acerca de ellas, á lo expuesto sobre los 
ñscales en el número 376. 

Déciína. En las c^rrecdú^i^s disdplviarias. El articulo 315 aplica á los 
defensores la disposición del 290, y éste dispone que los promotores 
serán corregidos disciplinariamente por la respectiva Corte en vista de 
la cuenta que los jueces de letras le den sobre las faltas ó abusos que en 
ellos notaren; y que los medios correctivos y la manera de aplicarlos 
serán los expresados en tos artículos 69 y 70. En éstos se dispone que 
se proceda sin más forma de juicio que la audiencia del defensor y que 
los correctivos serán: amonestación, censura, costas y multa, 

402. Undédma. En las causas de expir ación ^ suspensión de sus 
cargos. Las causas de expiradón del cargo de defensor, según la referen- 
cia que el artículo 316 hace á los números de los artículos relativos á 
los jueces, son: 

Número i.*^ del 169. Incurrir en incapacidad; 

^S^ de id. Incurrir en inhabilidad para el cargo; 

4.** de id. Renuncia; 

6.*> de id. Promoción; 

Art, 3i6j inciso. Colación canónica de beneficio eclesiástico con cura 
de almas, y 

Art. 170, Contraer parentesco con el juez de letras. 
Las causas de susfefisión son: 

Número 2.» del 171, Ser procesado; 

3,*> de id. Sentencia de suspensión; 

4.^ de id. Licencia, y 

Art. 316, inciso 2P Admitir empleo administrativo incompatible. Esta 
incompatibilidad ha subsistido como causal de mera suspensión, porque 
el artículo 3.*^ de la ley de 31 de agosto de 1880 no comprendió á los de- 
fensores públicos al declararla como causa de inhabilidad para los promoto- 
res fiscales. 

403. Emolumentas de los def ensotes pkbUcos. El artículo 318 les 
concede en retribución del ejercicio de sus funciones el goce de los cmo- 
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lumentos que les asigna el arancel. Pero la ley de 26 de septiembre de 
1877 estableció después una distinción importante en su artículo i,^, di- 
ciendo: 

«El honorario de los defensores públicos, en los casos de que trata 
el artículo 296 de la Ley de Organización de los Tribunales, se deter- 
minará con arreglo á lo prevenido por el artículo 2117 del Código 
Civil. » 

Esta ley considera que cuando los defensores toman la representa- 
ción en juicio de las personas incapaces que carecen de su correspon- 
diente guardador, y cuando tienen que hacer valer sus acciones aún 
contra sus representantes legales, para lo cual los autoriza el artículo 
296, en tales casos, los considera como verdaderos procuradores ó man- 
datarios suyos, y en ese carácter les concede el honorario de tales; y 
como el artículo 21 17 del Código Civil prescribe que, á falta de convenioj 
de ley ó de costumbre que lo designe, se haga la designación por el juez, 
parece que cuando desempeñe este género de funciones^ el juez de la 
causa hará la tasación del honorario que les corresponda. 

Para los demás casos habrá que atenerse á la Ley de Aranceles 
judiciales de 21 de diciembre de 1865, que les asigna: por cada vista de 
trámite y por cada comparendo á que concurran, cuatro pesos cincuenta 
centavos; por las vistas que requieran examen de expedientes, además, 
treinta centavos por cada foja examinada, y por asistir á la confección 
de inventarios, dos pesos por cada hora de ocupación. 



%mm Quinta. 

Analogías de los defensores públicos con los promotores fiscales. 

SUMARIO. — 404. Analogías entre los defensores y los promotores— 405, Antes 

no eran recusables. 

404. Los funcionarios que desempeñan los dos ministerios expre- 
sados están asimilados entre sí, segün queda visto, en las circunstancias 
que en seguida repetimos: 

I. a En los requisitos exigidos por la ley para poder ser nombra- 
dos (367); 

2,^ En sus incapacidades para el dicho objeto (368); 

3.* En las incompatibilidades de sus funciones con las del orden 
eclesiástico y administrativo (369); 

4.* En la manera de ser nombrados (371); 
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5*» En su juramento para instalarse (371); 

6.* En su residencia y sus feriados {373); 

7,=^ En la prohibición de adquirir ios bienes discutidos en los asun- 
tos en que intervienen (374); 

8,^ En sus implicancias (375); 

9.* En los casos y por las personas por que pueden ser recusa- 
dos {3?6); 

10.^ En la forma y por qué autoridad pueden ser corregidos disci- 
plinariamente (376); 

1 1 J^ En las causas de expiración y de suspensión desús cargos [¡y7)\ 

12.*^ Agregaremos la exención que b ley de 12 de febrero de 1896 
hace en su articulo 4.^ número 2.*^ del servicio obligatorio de la Guardia 
Nacional, no sólo en favor de los jueces, sino también en favor de los 
oficiales del ministerio público y de los defensores púbÜcos, siempre que 
tengan nombramiento en propsedatK 

405- No estará de más advertir en este' lugar que al hacer recusa- 
bles nuestra Ley Orgánica á los oficiales del ministerio público y á los 
defensores públicos, ha introducido una reforma en nuestro sistema que 
regia antes de ella; pues que el decreto-ley de 2 de febrero de 1837 esta- 
blecía en su articulo 20 no ser recusables ílos funcionarios destinados á 
proteger ó coadyuvar al derecho de alguna de las partes, ni los que 
desempeñan el ministerio público ó ejercen la defensa de los derechos 
fiscales^í. 
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TITULO XV. 

De los Relatores. 



Art. 319. 



Pueden ser relatores de una Corte de Apelaciones ó de la 
Corte Suprema los que pueden ser jueces de letras. 

Art. 320. 

Siempre que se trate de proveer un empleo de relator, la 
respectiva Corte convocará á un concurso público, al que podrán 
presentarse como opositores todos los abogados que posean las 
cualidades requeridas para desempeñar el cargo. 

Podrá la Corte admitir, si lo tiene á bien, á los opositores 
que se presenten pasado el plazo que hubiere fijado en el de- 
creto de convocación, con tal que aún no haya elevado la terna 
al Presidente de la República. 

La Corte examinará las aptitudes y méritos de los oposito- 
res, y designará los tres que conceptuare más dignos. 

En caso de empate de votos para hacer esta designación, 
prevalecerá el del que presidiere la Corte; y en caso de disper- 
sión, los miembros que sostengan la opinión que cuente en su 
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favor menor número de votos, deberán abrazar cualquiera de 
las otras opiniones manifestadas. Si hubiere más de una opi- 
nión que se hallare en este caso, decidirá la Corte cuál debe ser 
excluida y el miembro ó miembros que la sostengan deberán 
optar entre las demás. 

Esta terna será elevada al Presidente de la Repl^bÜca, 
quien, en vista de ella, nombrará el abogado que haya de ocu- 
par el puesto. 

AkTp 321. 

La atribución que este articulo daba á cada una de las dos salas de 
la Corte de Apelaciones de Santiago para proveer por sí solas las vacan- 
tes del empleo de relator, pertenece ahora á toda la Corte en pleno, desde 
que las leyes de 19 de enero de 1889 y 2 de febrero de 1892 la dotaron 
de relatores que el mismo tribuna! debe distribuir en el serv'icio de sus 
salas. 

Omitimos, pties, por estar derogado, el artículo que ocupaba este 
número. 

Aht. 322. 

Antes de comenzar á desempeñar su cargo prestarán jura- 
mento los relatores ante el presidente de la Corte respectiva, al 
tenor de la fórmula siguiente: ít¿J aráis por Dios Nuestro Señor 
y por estos santos Evangelios que guardaréis la Constitución y 
las leyes de la República y que desempeñaréis fielmente las 
funciones de vuestro cargo?> 

El interrogado responderá: «Sí juro>, y el magistrado que 
le toma el juramento añadirá: «SÍ así lo hiciereisj Dios os ayu* 
de; y s! no, os lo demande.:» 

Art, 323. 

Cuando algún relator estuviere implicado, fuere recusado ó 
de cualquier otra manera se imposibilitare para el ejercicio de 
sus funciones, será reemplazado por un abogado designado por 
la respectiva Corte* 
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! Si el impedimento durare 6 hubiere de durar más de quince 

f días y no fuere peculiar de determinados negocios, pasará la 

f Corte al Presidente de la República una teraa formada, sin con- 

L curso previo, con arreglo á lo dispuesto por el inciso 4," del ar* 

tículo 320 á fin de que nombre un suplente. 

Igual terna se pasará al Presidente de la República, para 

el nombramiento de interino, en el caso de vacante del empleo; 

pero ninguna relatoría podrá ser servida interinamente por más 

de tres meses. 

Art, 324. 

[No obstante lo dispuesto en el inciso i.** del artículo prece- 
dente, puede el secretario de una Corte, en caso de impedi- 
mento del relator, dar la cuenta de que trata el número 2.** del 
artículo 325. 

Art. 325. 

Son obligaciones de los relatores: 

I.* Asistir diariamente á la Corte con la anticipación nece- 
saria para instruirse de los negocios de que deben dar cuenta: 

2.* Dar cuenta diaria de las solicitudes que se presenten 
con calidad de urgentes, de las que no pudieren ser despacha- 
das por la sola indicación de la suma, y de los negocios que 
la Corte mandare pasar á ellos; 

3.* Hacer relación de los procesos; 

4.* Cotejar con los procesos los informes en derecho, y ano- 
tar bajo su firma la conformidad ó desconformidad que notaren 
entre el mérito de éstos y los hechos expuestos en aquéllos, y 

5.* Anotar asimismo el día de la vista de cada causa los 
nombres de los jueces que hubieren concurrido á ella, si no 
fuere despachada inmediatamente. 

Art. 326. 

Cesa para los relatores la obligación de asistencia diaria á 
la Corte cuando cesa para los jueces. 
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Art. 327. 

Antes de hacer la relación deben los relatores dar cuenta á 
la Corte de todo vicio ú omisión sustancial que notaren en los 
procesos; de los abusos que pudieren dar mérito á que la Corte 
ejerza las atribuciones que le confieren los artículos 76 y íoS; 
y de todas aquellas faltas ó abusos que las leyes castigan con 
multas determinadas. , 

Art. 328. 

Las relaciones deberán hacerlas de manera que ^ la Corte 
quede enteramente instruida del asunto actualmente sometido 
á su conocimiento, dando fielmente razón de todos los docu- 
mentos y circunstancias que puedan contribuir á aquel objeto. 

Art* 329. 

Las prohibiciones impuestas á los jueces por los artículos 
150 y I 54 de esta ley rigen también respecto de los relatores. 

Pueden^ sin embargo^ ¿os relatores defender y representar por 
cualesquiera personas ante jueces arbitros. 

Art. 330. 

Se prohibe á los relatores revelar las sentencias ó acuerdos 
del tribunal antes de estar firmados y publicados. 

Art. 331, 

Las causas de implicancias señaladas respecto de los jueces 
por e! artículo 24S rigen también respecto de los relatores. 

En consecuencia, les es prohibido intervenir como tales re- 
latores en los negocios a que este artículo se refiere. 
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AkT. 332. 

Para recusar á los relatores es menester expresar y probar 
causa legal. 

Son causas legales para este efecto las señaladas en los 
números i, 2, 4, 5, 6, 7, 8, 11, 12, 13 y 16 del artículo 250- 

Sólo puede recusar á los relatores la parte á quien, según 
la presunción de la ley, perjudique la falta de imparcialidad que 
estas causas inducen. 

De esta recusación conocerá en única instancia el tribunal 
en que el recusado presta sus servicios. 

I' 
Art. 333. 

Los relatores gozarán de los emolumentos que los respecti- 
vos aranceles les señalan. 

Estos emolumentos se entenderán sin perjuicio del sueldo 
que las leyes les asignan. 

Art. 334. 

Los relatores precederán á los secretarios en las ceremonias 
públicas. 

Art. 335. 

El cargo de relator expira por las causas expresadas en el 
artículo 169 y se suspende por todas las señaladas en el ar- 
tículo 171. 
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COMENTARIO. 

Secdk Primera. 

Relatores en los tribunales colegiadas. 

SUMARIO.— 406. Qué es un relator y quién puede serlo. — 407. Importancia de 
su servicioÉ — 408. Número de relatores en las Cortes de Santiago. — 409. Id 
en las de Concepción, Serena, I q ni que, Talca y Valparaíso y eu ta de Cuen- 
tas . — 4 10, N om b ram í ento d e los reí atores. — j 1 1 , Su i nstalación .^4 13. M odo 
de subrogarlos. Tres casos distintos. — 413* Suplencia parcial del secretario. 

406- Reiatúr es el funcionario piiblico» letrado» que da á las Cortes 
Superiores y Suprema un conocimiento razonado y metódico de los asan* 
tos sometidos á su decisión. 

Pueden ser nombrados relatores los abogados que reúnen los requi- 
sitos necesarios para ser jueces de letras (art. 319)- 

Esos requisitos son los que con referencia al artículo 40 hemos 
mencionado en el número 73. 

407- El servicio de estos funcionarios está equiparado, en el artícu- 
lo L° de la ley de 19 de enero de iS 89 sobre nombrmniento de jueces^ al 
de los jueces de letras de asiento de Corte, para el cómputo de los años 
requeridos para obtener ius puestos judiciales. 

403' La Corte Suprema tiene dos relatores. 

Aunque el artículo 104 la dotó de un solo relator, la ley de 19 de 
enero de 1SS9, al autorizarla para dividirse en dos salas, le dio tres reía- 
tores- Mas, la ley de 5 de enero de 1 894, sobre aumento de los sueldos 
judiciales, dispuso en su artículo transitorio que 110 se proveyese el pri- 
mero que vacase de esos tres empleos; y habiéndose esto ya verificado 
con la promoción del señor Donoso Víldósola a ministro de la Corte de 
Apelaciones de Santiago, han quedado ya los dos que reconoce y dota 
de sueldo la referida \^y de 1894. 

La Corte de Apelaciones de Santiago tiene cinco relatores. 

El artículo 65 le había dado cuatro para sus dos salas. Vino des- 
pués la ya citada de 18S9 que le asignó seis para que funcionase en tres 
y en cuatro salas. Pero, más tarde, la de 2 de febrero de 1S92, que creó 
la Corte de Valparaíso, redujo las funciones de la de Santiago á dos y á 
tres salas, según las necesidades del servicio, y para que éste se desetn- 
peñase redujo á cinco sus relatores, distribuyéndolos el mismo tribunal 
como crea más conveniente* 
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409. La Corte de Apelaciones de Concepción está dotada de cua« 
tro relatores. 

Sólo tenía uno según el artículo 6 1 . Pero desde que ejerce sus fun- 
ciones con ocho ministros y en dos salas, con arreglo á la ley citada de 
2 de febrero de 1892, tiene también según k misma los cuatro indicados 
para poder desempeñarse. 

Las Cortes de Talca y Val para i so tienen dos relatores cada una, 
desde las fechas de su respectiva creación por las leyes de 28 de julio de 
1888 y de 1892 ya citada. 

La de la Serena conserva el único relator que le asigno la ley de 
su creación de 28 de noviembre de 1845 y el artículo 61 de la Ley Or* 
gánica. 

La de Iquique ó de Tacna tiene también un solo relator desde su 
creación por la ley de 15 de noviembre de 1884. 

La Corte de Cuentas de Santiago tiene un relator abogado, que 
fué creado separadamente del secretario por ía ley de 18 de diciembre 
de 1893. 

410. El nombramiento de los relatores se hace por el Presidente 
de la República á propuesta en terna de la Corte respectiva (art. 320J, 
Sobre esto hay que observar lo siguiente; 

aj Llegado el caso de proveer el empleo en propiedad, se convoca 
por la Corte á un concurso público; 

ój A él pueden concurrir como opositores todos los abogados que 
crean tener las cualidades requeridas para el cargo; 

cj Para la presentación de los opositores la Corte señalará un plazo; 
pero puede admitirlos hasta el día en que eleve la terna; 

dj En el dicho plazo la Corte examinará las aptitudes y méritos de 
los opositores, y concluido esto formará su terna con los que crea más 
dignos de ser nombrados; 

ej Para formarla el presidente tiene voto doble en caso de empate; 

fj Si hay dispersión, los miembros de la última minoría deberán 
optar por cualquiera de las otras opiniones. Y hallándose en este caso 
más de un miembro, la Corte decidirá cuál es el que deba optar; 

¿"J Uno de los propuestos en la terna, elegido por el Presidente de 
la República, deberá ser el nombrado (art. 320), 

AJ Todos los actos relativos á este concurso y á esta propuesta en 
terna, pertenecen á la Corte en sala plena (art, 321). 

411. Para instalarse los relatores en el desemjjcño de sus cargos, 
deben previamente prestar ante el presidente de la Corte para la cual 
son nombrados, el juramento prescrito constitucíonalmente para todos 
los funcionarios públicos, bajo la fórmula que expresa el artículo 322, 
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412* A más del nombramiento de relator en propiedad de que 
habla el articulo 320, pueden ocurrir tres casos en que es necesario nom- 
brar subrogante ó reemplazante: i ^ Cuando este funcionario está acci- 
dentalmente impedido para desempeñarse en asuntos determinados, por 
implicancia, recusación ú otro motivo que no afecta á la generalidad de 
los negocios de su cargo; 2.^ Cuando el impedimento no es accidental, 
sino general, y hubiere de durar más de quince días, y 3.<' Cuando vacare 
el empleo. 

En el primer caso la Corte respectiva nombra un abogado que lo 
reemplace. 

En el segundo y en el tercero la dicha Corte pasa, sin concurso 
previo, una terna de abogados que tengan las aptitudes necesarias, for- 
mada con arreglo al artículo 320 numero 4.*^, al Presidente de la Repú- 
blica, para que este nombre suplente en el segundo caso, ó interino en 
el tercero; previniéndose que el interino no puede funcionar pasados tres 
meses du la vacante {art, 323). Esto último manifiesta que durante esos 
tres meses debe formarse el concurso y pasarse la terna requeridos para 
proveer elcargu en propiedad. 

413- I'ero en el primero de los tres casos expresados, puede el se- 
cretario suplir al relator en cuanto á la obligación de dar cuenta diaria 
de las solicitudes presentadas con calidad de urgentes, de las que no 
pudieren despacharse por la sola indicación de la suma y de los negó- 
cios que la Corte le mandare pasar para que !e dé cuenta {art. 324). 



Servicio que prestan los relatares, 

SUMARtO. — 414. Oblig-acioncs propias délos ralatores. — 415, Prohibiciones que 
íes están impuestas» — 416- Sus impücancias.— 417. Sus recusaciones, — 418. 
Emolumentos y sueldo de \o^ relatores. — ^419, Sus preeminencias. Son tam- 
bién ministros de fé-— 420» Causas de e:3tpirad<1a y suspensión de su cargo, 
— 4a r. Analogías con los jueces. 

414, Son obligaciones peculiares de los relatores {art. 325): 

I ." Dar cuenta diaria á la Corte de las solicitudes y negocios que 

dejamos expresados en el acápite 410; 

2-^ Asistir á ella con la anticipación necesaria para instruirse de la 

cuenta que debe darle. Esta asistencia no les obliga cuando no rige para 

os jueces (art. 326), 
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3.* Hacer relación de los procesos, dando fielmente razón de todos 
los documentos y circunstancias que puedan contribuir á que la Corte 
quede enteramente instruida del asunto actualmente sometido á su cono- 
cimiento (art. 328); 

4,a Cotejar con los procesos los informes en derecho, y certificar si 
están ó nó conformes con el mérito de aquellos; 

5.^ Hecha la vista de la causa, anotar el día y los nombres de los 
jueces concurrentes á ella, si no fuere despachada inmediatamente» Dili- 
gencia indispensable, atendido lo dispuesto en los artículos 88 y 89; 

6.a Antes de la relación, dar cuenta de los vicios ú ombíones sus- 
tanciales que notaren en los procesos, de los abusos ó faltas que puedan 
dar mérito á corrección disciplinaria (art. 327). 

416. De las dos prhneras prohibiciones contenidas en el artículo 
329 yque ésta hace extensivas de los jueces á los relatores, la de defen- 
der como abogados y representar en juicio como procuradores, fué en 
parte derogada por la ley de 26 de noviembre de 1877, que limitó esta 
prohibición, en su artículo 3.<>, á las causas pendientes ante la Corte ó 
sala en que funcionasen. Pero últimamente, la ley de 5 de enero de 1894 
la estableció con toda generalidad, declarando en su artículo 4.° incom- 
patible el cargo de relator con el ejercicio de la profesión de abogado. 

La generalidad de esta incompatibilidad nos hace creer que con ella 
queda derogado el inciso 2P del artículo 329 y extendida en consecuen- 
cia la prohibición de abogar á las defensas ante jueces arbitros. 

La segunda prohibición^ que es la contenida en el artículo 1 54, con- 
siste en no poder adquirir lo que se litiga en los asuntos en que intervie- 
nen, á no ser pasados cinco afios desde que deja de ser litigioso y sólo a 
título de sucesión por causa de muerte de quien fueren herederos ab />f- 
tesiato, bajo pena de nulidad. 

Hay otra tercera prohibición, que se la impone el artículo 330, y es 
no poder revelar las sentencias ó acuerdos del tribunal antes de estar fir- 
mados y publicados. 

416. Puede ponerse como cuarta prohibición \^ A^Xzrmmzá^ ^n A 
artículo 331 á los relatores, para que no puedan inter^^enir como tales en 
los negocios en que ellos ó las personas que les estén unidas con las rela- 
ciones que mencionad artículo 248 sean parte ó tengan interés, ó en que 
ellos hayan sido abogados ó apoderados, causales mencionadas en dicho 
artículo como verdaderas implicancias que obligan á abstenerse de inter- 
venir en los negocios en que ellas ocurren. 

417. El artículo 332 introduce una reforma de la ley- decreto de 2 
de febrero de 1837, en cuanto ésta en sus artículos 24 y 25 comprendía 
á los relatores entre los funcionarios que podían ser recusados sin exprc- 
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sión de causa. Ahora se establece que para recusarlos es menester expre- 
sar y probar causa legal. 

Las causas por que pueden ser recusados son las mismas expresadas 
para los jueces en el artículo 250, con exclusión de las que llevan los nú- 
meros 3, 9, 10, 14, 15 y tjj que consisten: en el parentesco con el juez 
que pronunció la sentencia; en haber sido testigo en la causa; en haber 
dictaminado sobre etla; en haber recibido beneficio ó dádivas de alguna 
de las partes, ó tener con ella amistad. De modo que subsisten vigentes 
como causas bastantes: el parentesco con una de las partes ó con su abo- 
gado; las relaciones de dependencia ó de deudores; las de pleito pen- 
diente; de heredero ó socio, ó de enemistad con alguna de Jas mismas. 
Solo puede recusarlos la parte á quien pueda perjudicar la causaL 
Y conoce de ella el tribunal en que presta sus servicios el recusado* 
418* Gozan los relatores de dos especies de retribución por sus ser- 
vicios: los emolumentos señalados en el arancel vigente, y el sueldo asig- 
nado por la ley (art. 333). Para esto debe tomarse en cuenta que al asig- 
narles sueldo tiene presente la ley los numerosos procesos de oficio ó en 
que hay partes declaradas pobres, en los cuates no pueden cobrar dere- 
chos de aranceL 

La ley de 5 de enero de 1894 es la que designa sus sueldos. Y el 
decreto- ley sobre aranceles judiciales de 3i de diciembre de 1865, en sus 
artículos 16 á 19, fija los emolumentos que les corresponde cobrar. Debe 
advertirse que el articulo 6.^ de la citada ley de 5 de enero dice: *« Los 
empleos cuyos sueldos se fijan en esta l^y son incompatibles con todo 
otro empleo ó cargo público, v- 

419> La ley {art, 334}^ tomando en cuenta la gravedad é importan- 
cia de las funciones que ante las Cortes desempeñan, tanto los relatores 
como los secretarios, que les están asignados como auxiliares indispensa- 
bles, da la precedencia á los primeros sobre los segundos para las cere- 
monias públicas. Debe tomarse en cuenta que, aun cuando ía ley no lo 
diga expresamente, no dejan de ser los relatores verdaderos ministros de 
fe, como lo son los secretarios. Las anotaciones que tienen que hacer y 
consignar al cumplir con ¡as obligaciones cuarta y quinta, son verdaderas 
certificaciones, á que no podría darse crédito, si no tuvieran la fuerza pro- 
batoria que les da el carácter de tales ministros de fe. En segundo lugar, 
la confianza que en sus exposiciones debe tener el tribunal cuando cum- 
plen ante él con las otras cuatro obligaciones que quedan enunciadas, es 
una verdadera fe pública sin la cual le seda á éste más que difícil desem- 
peñarse. En tercer lugar, si el secretario, al autorizar las sentencias, pro- 
videncias y demás actos, da fe de que son verdaderamente emanados de 
la Coite, el relator es por su parte el único ministro que puede hallarse 
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presente durante la relación, exposiciones y alegaciones que tienen lugar 
en la vista de la causa, y el único que puede certificar, en caso necesario, 
sobre lo que durante ella hubiere pasado y cuya verdad pueda convenir 
á las partes hacer comprobar. 

420. Las funciones de los relatores expiran por las mismas causas 
que hacen expirar las de los jueces, que son las designadas en el articrulo 

169; y también se suspenden por las designadas en el artículo 171 para J 

dichos jueces; quedando, por lo tanto, según el artículo 335, excluida la ! 

causa especial de expiración expresada en el artículo 1 70. Nos remittinofi 
á los números 239 hasta 243, en que están enumeradas. 

421. También los relatores tienen sus analúg^ias con los jueces. Las 
enunciaremos con la mayor brevedad, y son las siguientes: 

I .a En el cómputo de sus años de servicio para obtener los puestos 
judiciales; 

2.a En la calidad de sus nombramientos y en cuanto son nombrados 
por el Presidente de la República; , 

3.a En el juramento requerido para su instalación; 

4.a En su asistencia diaria á la Corte, y en los días en que cesa esta 
obligación; 

5.a En las prohibiciones impuestas para abogar y procurar en juicio 
y para adquirir las cosas y derechos litigados en aquellos en que inter- 
vienen; 

6.a En sus causas de implicancia; 

7.a En once causas por las cuales pueden ser recusados, de las dieci- 
siete por que pueden serlo los jueces, y en que i^ara serlo debe expresarse 
y probarse causa; 

8.a En cuanto tienen asignado sueldo del Erario, y en cuanto por 
esta razón sus empleos son incompatibles con todo otro cargo público; y 

9.a En cuanto expiran y se suspenden sus funciones por las mismas 
causas que las de los jueces. 
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TÍTULO XVI. 

Üe los Secretarios, 



Los secretarios de las Cortes y juzgados son ministros de fe 
pública encargados de autorizar todas las providencias, despa- 
chos y actos emanados de aquellas autoridades, y de custodiar los 
procesos y todos los documentos y papeles que sean presentados 
á la Corte ó juzgado en que cada uno de ellos debe prestar sus 
servicios, 

Akt. 337. 

Para poder ser secretario de la Corte Suprema ó de una 
Corte de Apelaciones se requieren las mismas cualidades que 
para poder ser juez de letras. 

Para poder ser secretario de un juzgado de letras se requiere 
ser abogado. 

Sin embargo, cuando á una oposición no se presentare nin- 
gún abogado, podrá ser nombrado cualquier individuo que tenga 
las cualidades necesarias para poder ejercer el derecho de sufra- 
gio en las elecciones populares y que acreditare poseer aptitud 
para desempeñar el cargo. 



Digitized by 



Google 



286 TÍTULO XVL 



Art. 338. 

Los secretarios serán nombrados por el Presidente de la 
República, previa oposición en la forma expresada para los re- 
latores por el artículo 320. 

Art. 339. 

La oposición para los empleos de secretario de un juzgado 
de letras ó de las Cortes de Apelaciones de Concepción ó de la 
Serena se hará ante la Corte respectiva. 

Art. 340, 

La atribución que este artículo confiere á cada una de las dos salas 
de la Corte de Apelaciones de Santiago para proveer por sí solas las va^ 
cantes del empleo de secretario, pertenece a!iora á toda la Corte en sala 
plena, á virtud del artículo i .^ de la ley de 2 de febrero de 1 892, que le 
destinó sus dos secretarios al servicio de toda ella, con la facultad de 
arreglar el ejercicio de sus funciones como lo estimare más conveniente. 
Por lo tanto, omitimos su texto original por estar derogado. 

Art. '341, 

La oposición para el empleo de secretario de la Corte Su- 
prema se hará ante esta misma Corte. 



Art. 342. 

Todo secretario, antes de comenzar á desempeñar su cargo. 
deberá prestar juramento al tenor de la fórmula expresada en 
el artículo 322. 

Los secretarios de las Cortes de Apelaciones y los de los 
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I juzgados de letras prestarán el juramento ante el presidente de 
la Corte de Apelaciones respectiva. 

El de la Corte Suprema prestará et suyo ante el presidente 
de este tribunal. 

Art, 343. 

Todo secretario de un juzgado de letras, antes de entrar en 
el ejercicio de sus funciones, deberá reudir^ á satisfacción del 
presidente de la Corte de Apelaciones respectiva, una fianza 
para responder de las multas, costas é indemnizaciones de per- 
juicios á que pueda ser condenado en razón de los actos concer- 
nientes al desempeño de su ministerio. 

Igual fianza deberán rendir los secretarios de la Corte Su- 
prema y los de la Corte de Apelaciones á satisfacción del presi- 
dente de la Corte respectiva. 

El monto de la fianza se fijará por el Presidente de la Re- 
pública, atendida la importancia del cargo* 

Akt. 344. 

En toda secretaría de Corte ó juzgado habrá el número de 
oficiales subalternos que el secretario conceptúe preciso para el 
pronto y expedito ejercicio de sus funciones y el buen régimen 
de su oficio. * 

El secretario no podrá llevar ni admitir al servicio de su 
oficina ningún oficial subalterno sin haber antes obtenido para 
elío el permiso y aprobación de la respectiva Corte ó juzgado. 

La Corte ó juzgado, siempre que por consideraciones de 
prudencia, de moralidad ó de buena disciplina conceptuare con- 
veniente hacer salir de la oficina algún oficial ó subalterno, po 
drá ordenar al secretario que lo despida del servicio* 

En todo lo demás los oficiales subalternos estarán sujetos á 
las instrucciones y órdenes que les diere el respectivo secretario, 
quien distribuirá entre todos ellos el trabajo de su oficina, en la 
forma que lo crea conveniente. 
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AkT. 345. 

Cuando algún secretario se enfermare ó falleciere repenti- 
namente ó estuviere implicado ó fuere recusado ó de cualquiera 
otra manera se inhabilitare para el ejercicio de sus funciones, 
será reemplazado en la forma siguiente: 

Si la falta ocurriere en una Corte de Apelaciones que tenga 
dos secretarios, el uno será reemplazado por el otro. 

Si hubiere tres ó más secretarios, el impedido será reempla- 
zado por el que el presidente del tribunal designare al efecto. 

En la Corte Suprema y en las Cortes de Apelaciones en que 
no haya más que un secretario, el tribunal nombrará una per- 
sona que desempeñe interinamente el cargo. 

Si la falta ocurriere en un juzgado de letras, será suplida 
por el secretario de igual rango que el juez designare de entre 
los que haya en el departamento; si no lo hubiere, por cualquier 
ministro de fe designado también por el juez; y si tampoco hu- 
biere ministro de fe, por la persona que el mismo juez nombrare 
para que sirva interinamente el cargo. 

Art, 346. 

Son obligaciones de los secretarios: 

I.* Dar cuenta diariamente á la Corte ó juzgado en que 
presten sus servicios de las solicitudes que presentaren las partes; 

2.* Autorizar las provideneias 6 resoluciones que sobre di- 
chas solicitudes recayeren, y hacerlas saber á los interesados que 
acudieren á la oficina para tomar conocimiento de ellas, anotan- 
do en el proceso las notificaciones que hicieren; 

3.* Dar conocimiento á cualquiera persona que lo solicitare 
de los procesos que tengan archivados en sus oficinas, y de to- 
dos los actos emanados de la Corte 6 juzgado, salvo los casos 
en que el procedimiento deba ser secreto, en virtud de una dis- 
posición expresa de la ley; 
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4.* Asistir diariamente á su oficina y mantenerla abierta 
para el servicio público desde una hora antes de la designada 
para que tenga principio el despacho y hasta una hora después 
de terminado; 

5*^ Guardar con el conveniente arreglo los procesos y de- 
más papeles de su oficina, sujetándose á las órdenes é ¡nstruc- 
ciones que la Corte ó juzgado respectivo les diere sobre el par- 
ticular. 

Si en el departamento hubiere archivero, le pasarán los pro- 
cesos iniciados en su oficina y que estuvieren en estado, dentro 
de un mes de estar practicada la visita de que trata el artículo 49 • 

Aht. 347. 

Ningún secretario podrá ausentarse del lugar de su residen- 
cia ni dejar de asistir diariamente á su oficina sin permiso del 
presidente de la Corte ó del jue^ de letras respectivo. Este per- 
miso no podrá otorgarse por más de un mes. Pasando de este 
término y no excediendo de un año, el permiso deberá solicitarse 
por escrito ante el Presidente de la República, Si transcurrido un 
añop se encontrare todavía el secretario inhabilitado para el ejer- 
cicio de sus funciones, se declarará vacante la plaza y se proce- 
derá á proveerla en la forma determinada por la ley. 

Respecto de los secrtítarios que gozaren de sueldo, toda li- 
cencia que exceda de ocho días deberá otorgarse por el Presi- 
dente de la República con arreglo á la ley general de licencias. 

Las obligaciones de residencia y asistencia diaria á la oficina 
cesan para los secretarios en los mismos casos en que cesan 
para los jueces en cuyos tribunales presten aquellos sus servicios. 

Art. 348- 

Las prohibiciones impuestas á los jueces por los artículos 
í 50 y 1 54 de esta ley rigen también respecto de los secretarios. 

19 
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Art. 349. 

Los secretarios gozarán de los emolumentos que el respec- 
tivo arancel les señale por las autorizaciones y diligencias pro- 
pias de su cargo. 

Estos emolumentos se entenderán sin perjuicio del sueldo 
que leyes especiales asignen á determinados secretarios. 

Art. 350. 

Es aplicable á los secretarios lo dispuesto respecto de los 
relatores por el artículo 331. 

Art. 351. 

Las partes podrán recusar á los secretarios sin necesidad de 
expresar el motivo de la recusación. 

Sin embargo, si una parte hubiere recusado dos secretarios 
en un mismo pleito, no podrá recusar otros sin expresar y pro- 
bar el motivo de la recusación. 

De la recusación conocerá en una sola instancia el juez ó 
jueces en cuyo tribunal presta el secretario sus servicios. 

Las causas de recusación de un secretario son, en cuanto 
puedan ser aplicables á ellos, las determinadas para la recusa- 
ción de los jueces por el artículo 250. 
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COMENTARIO. 

SeffiAii Prini«ra, 

Dé ¿os secretarios necesarias en iodos ¿os tribunales, 

SUMARIO. —423. Los «secrétanos son ministros de fe publica. — 423. Primera di- 
ferencia respecto de los relatores. — 4^4* Cinco puntos de comparación de íos 
secretarios con los relatores. — 425. Conocimiento que corresponde á los se^ 
cretaríos dar á. fas partes y á cualquiera que lo solicite- — 426. Deben Jlevar 
libro copiador de senteucias. — ^437, Secretario de la Corte de Cuentas, — 428. 
Sexto punto de comparación; los requisitos necesarios para ser nombrados. 
^429. Fianza que deben rendir los secretarios para instalarse* — 430. Reg^las 
para subrog:^J'los por falta accidental, — 431. Oficina' del secretario. Su gobier- 
no- —432. Personal actual de las secretarías de todas las Cortes, — 433, Id de 
las secretarías de los juzgados de letras con dotación fiscal y nombramiento 
supremo. 

422. Los secretarios son, juntamente con los relatores, los dos auxi- 
liares indispensables de las Cortes Superiores y de la Suprema para el 
ejercicio de las importantes funciones que la ley les confía. 

La naturaleza de esas funciones exige que todos sus actos revistan 
el carácter de autenticidad, indispensable para que los derechos que de 
ellos resultan declarados queden establecidos de manera indubitable y las. 
obligaciones correlativas puedan exigirse expedita y ejecutivamente. Á 
este fin conduce la certidumbre de que sus resoluciones emanan de la 
autoridad revestida por la ley de potestad para dictarlas, y la igual certi- 
dumbre de que las aseveraciones y los hechos reconocidos en las solici- 
tudes que los interesados les dirigen, vienen en verdad de las mismas 
partes contra quienes pueden obrar en las contiendas judiciales. 

De aquí la doble necesidad de que un ministro investido de fe pública 
por la ley sea el que recibe de los interesados las solicitudes y peticiones 
que dirigen á los Tribunales, y el que al comunicar á las partes, ó al pu- 
blicar los actos ó resoluciones de éstos, afirme que en efecto son ellas 
dictadas por los mismos, que es lo que se significa cuando se dice que las 
autoriza. Esto es lo que hacen los secretarios de los Tribunales, ó los mi- 
nistros de fe pública que como funcionarios auxiliares la ley pone a su 
lado, ya sean tribunales colectivos ó juzgados unipersonales. 

423. Aquí haremos notar la primera diferencia que encontramos 
entre los secretarios y los relatores: que los secretarios los da la ley como 
necesarios tanto á los juzgados como á las Cortes, al paso que los relato- 
res sólo funcionan con las Cortes Superiores y la Suprema, mas no con 
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los juzgados unipersonales. Como fundamento de esta diferencia existe 
la razón de que el deber de imponerse por sí mismos los jueces de los 
procesos y memoriales que les están sometidos, no es posible que sea 
cumplido por todos los miembros de un tribunal colectivo, sin delegar esa 
tarea en un ministro ó funcionario suficientemente fie) é idóneo que haga 
á todos en común la exposición completa y razonada, en todo lo condu- 
cente, del proceso, asunto ó incidente que se trata de resolver, que es lo 
que hacen los relatores. 

Pero, no existiendo tal necesidad en los juagados unipersonales, como 
son los juzgados de letras, no solamente no los establece para ellos la 
Ley Orgánica, sino que existen en contrario leyes vigentes de procedimien- 
to; éstas son: la i.^, tít. 14, lib. 5.0 de la Novísima Recopilación, que pro- 
hibe á tales jueces, en los alcaldes de Corte entonces existentes, que ten* 
gan relator y que ningún funcionario les haga relaciones, y la 3.», üt. 16, 
lib. 1 1 del mismo Código, la cual manda á los jueces que no tengan 
relatores, sino que vean por sí los procesos para dar sentencia. 

Lo expuesto confirmará lo que en el número 419 dijimos de los re- 
latores, en cuanto á ser, aunque la ley no lo diga expresamente, verdade- 
ros oficiales de fe pública, que requiere en ellos e! más alto grado de 
fidedignidad. 

Si en el secretario confía e! tribunal para tener como presentadas 
por los interesados las solicitudes que recibe, en el relator confía para 
tener como dicho y reconocido por los mismos interesados los conceptos 
y los hechos de que éste le da cuenta. 

Si en el secretario confían las partes interesadas para tener las reso- 
luciones de que les da conocimiento como emanadas del tribunal compe- 
tente, en el relator confía el secretario, que no ha presenciado la redacción 
y firma de esas resoluciones, para autorizarlas como verdaderamente por 
él dictadas. 

424. De aquí deducimos las analogías y diferencias que, á más de 
las expresadas, existen entre las obligaciones de unos y otros. 

Prhnera. — Ambos son ministros de fe, aun cuando difieren en los 
hechos á que dan autenticidad. 

Segunda. — Ambos dan cuenta diaria al tribunal de los pedimentos 
de las partes, el relator de las que el secretario le trasmite, durante la^s 
horas en que se ven las causas, como presentadas con calidad de urgentes, 
y el secretario de todos los demás (arts. 325 y 345). 

Además, como entre esas solicitudes ha de haber algunas que para 
proveerse necesiten más datos de los que suministre la indicación de la 
suma ó su simple lectura, datos que sólo puede coordinar el relator, que 
no tiene sobre sí el manejo inmediato de la oficina^ por lo cual el tribunal 
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manda que pasen á el alonas de ellas con ese objeto, á éste le corres- 
ponde dar la cuenta ordenada necesaria para proveerlas. 

Tercera. Ambos, para poder prepararse al buen cumplimiento de 
los objetos indicados, deben asistir diariamente á la Corte con la antici- 
pación necesaria; debiendo además el secretario mantener abierta su ofi- 
cina para el servicio del publico, desde una hora antes de principiar has^ 
ta media después de terminar el despacho. 

Cuarta. Ambos intervienen en los procesos; pero con esta diferen- 
cia: que el secretario, una vez proveidas las solicitudes, autorizadas con 
&u firma las providencias en ellas recaídas y dadas á conocer á las partes, 
va formándolos por medio de su agregación sucesiva en uno sólo ó más 
cuadernos foliados numéricamente; al paso que el relator cuando se le 
mandan pasar para hacer reíacíón, coordina todo lo que de ellos, inclusos 
los documentos acompañados, resulta conducente al objeto de hacer una 
exposición cabal y razonada de la cuestión por ambas partes debatida, 
de los vicios de tramitación que deban subsanarse para evitar nulidades 
y de los abusos que cometidos durante ella necesiten corrección (arts, 

325, 327 y 32S). 

Quinta, Cumplida por el relator la obligación expresada, anotados 
por el mismo el día en que empieza y en el que termina la vista^ como 
también los nombres de los con jueces á ella concurrentes, y pronunciada la 
sentencia, devuelve el proceso al secretario, y entonces queda á cargo de 
éste su publicación^ el custodiar los procesos en su oficina con el conve- 
niente arreglo, según las órdenes del tribunal, con los demás documentos 
y papeles de su archivo, hasta que, en caso de haber archivero en el de- 
partamento, llegue el momento de entregárselos, como se indica en el in- 
ciso final del artículo 346. 

425- Además incumbe únicamente á los secretarios, y ésta será 
su stxta obligaron,, dar conocimiento de las providencias y resoluciones 
recaídas en las solicitudes, á las personas que acudieren á imponerse de 
ellas en la oficina, dejando la correspondiente certificación en el proceso; 
ciarlo también de los procesos que están á su cargo y de todos los actos 
de la Corte ó juzgado, á toda persona que lo solicite, exceptuándose los 
casos en que el procedimiento debe por la ley mantenerse secreto (art. 
346 núms. iPy 4.*>). 

436* Puédese agregar como una siptinta obligación de los secreta- 
rios, á más de las contenidas en el artículo 346, la que les resulta im- 
puesta por la ley de Aranceles judiciales, de 2i de diciembre de 1865, 
en sus artículos ^^^ y 36, de llevar á su costa un libro copiador de las 
sentencias pronunciadas por el tribunal ó juzgado, el cual deberá llevarse 
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en papel sellado de veinte centavos, según la ley de i .^ de septiembre 
de 1874. 

427. Y debemos advertir que en la Corte de Cuentas, el cargo de 
relator y el de secretario estuvieron reunidos en una misma persona y 
funcionario, según el artículo ^.^ de la ley de 20 de enero de 1 888; pero por 
la ley de 1 8 de diciembre de 1 893 se separaron estos cargos, mantenién- 
dose el secretario existente y creándose un relator abogado con susueldci 
propio. Además se dio á cada tribunal de primera instancia de la misma 
Corte un secretario, que figura como ministro de fe pública. 

428. Los secretarios se nombran por el Presidente de la República 
de las ternas que deben pasarles, la Corte Suprema si se trata de su pro- 
pio secretario, y la de Apelaciones en pleno si se trata del suyo ó de pro- 
veerlo para un juzgado de letras de su jurisdicción- La terna se pasa 
después de la oposición convocada y realizada conforme á lo estableci- 
do en el artículo 320 para los relatores. En cuanto á los requisitos, son 
necesarios los mismos que para los jueces de letras; á no ser que se trate 
de nombrarlo para un juzgado de letras, en cuyo caso, si entre los 
opositores no se presenta ningún abogado, bastan las cualidades necesa- 
rias para ejercer el derecho de sufragio en las elecciones populares y 
acreditar que se posee aptitud para desempeñar el cargo (arts. 337, 33S, 

339. 340 y 341). 

Las palabras con que se expresa eí articulo 337 acerca del secreta* 
rio de juzgado de letras, dan á entender que, si entre ios opositores para 
optar al cargo se presenta un abogado, éste deberá ser preferido á los 
demás que no lo sean. 

En cuanto á tener las mismas cualidades requeridas para ser juez de 
letras, se ha suscitado la duda siguiente: ;csas cualidades son las requeri- 
das para los juzgados de asiento de Corte en el artículo 40 tal como fué 
reformado por la ley de 19 de enero de iSSg, ó bastan las requeridas 
para juzgado de departamento? lüi favor de lo segundo está la cir- 
cunstancia de que dicha ley, al distinguir tres clases de departamentos 
para otras tantas clases de juzgados de letras, no asimiló á los servicios 
de éstos los prestados ante ellos por los secretarios, como asimiló los 
prestados por los relatores en sus respectivas Cortes; sino que simple- 
mente los equiparó en el artículo is* al simple ejercicio de la profesión 
de abogado. Además, el artículo 337, dictado en fecha anterior á dicha 
ley del 89, sólo tuvo presente las cualidades requeridas entonces á los 
jueces en el artículo 40, entre las cuales está la de haber ejercido sola- 
mente dos años la profesión de abogado, y al no decir nada dicha ley 
que alterase este tiempo de servicio para los secretarios, dio á entender 
que lo dejó subsistente. Opinamos por lo tanto en este sentido. V esta 
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es otra circunstancia ea que hallamos que los secretarios difieren de los 
relatores. 

439- Para instalarse el secretario debe» á más del juramento pres- 
tado al tenor de la fórmula del artículo 322 ^ ante la respectiva Corte donde 
vaá servir, ó ante la de Apelaciones respectiva si se le nombra par a juzgado 
de letras (art. 342), rendir fianza por la suma fijada por el Presidente de 
la República, ' Esta fianza debe ser calificada por el Presidente de la Cor- 
te ante el cual presta su juramento, y su objeto es responder de las mul- 
tas é indemnizacícnes á que pueda ser condenado por actos de su de- 
sempeño (art, 343) Según el supremo decreto de 3 de marzo de 1S76, 
será de cinco mil pesos la fianza de los secretarios de las Cortes Su- 
prema y de Apelaciones y de igual cantidad el de la Corte de íquique 
por el de 5 de ener> de 1S85; de cuatro mil la rendida por los secreta 
rios de los juzgados de letras de Copiapó, Serena, Valparaíso, Santiago, 
Talca, Chillan y Cor.cepción, según dicho decreto de iS 76, y lo mismo 
los de Íquique, Tacna y Antofagasta según los de r6 de enero y i 3 de 
octubre de 1S86; de tres mil la de los demás juzgados de capitales de 
provincia, y de dos mil quinientos los de los demás juzgados de letras, 
con excepción de los de Quinchao y Carelmapu, que fueron reducidos 
á mil pesos por los supremos decretos de 8 de marzo de 1 SS 1 y i g de 
enero de 1S84. 

Este es un octavo punto en que difieren de los relatores, los cuales 
no deben rendir fianza alguna. 

430. También d:fieren los secretarios de los relatores en otro fwveno 
punto, cual es la manera cómo se les reemplaza cuando se enfermaren, 
fallecieren repentinamente, estuvieren implicados, fueren recusados ó de 
otro modo se inhabilitaren para el ejercicio de sus funciones. Entonces 
no se nombra subrogante por el Supremo Gobierno, si la inhabilidad pasa 
de quince días^ conin sucede con los relatores, sino por el mismo tribu- 
nal en que funcionan. La ley (art. 345) se coloca en cuatro casos: 

\p Si la falta ocurre en una Corte que tiene dos secretarios; 

2P Si ocurre en Corte que tenga tres ó mas; 

^P Si ocurre en la Suprema ü otra que sólo tiene uno, y 

4.*^ Si la falta ocurre en un juzgado de letras. 

Ea el primer caso, el secretario que falta es reemplazado por el otro. 

En el 3.°, que hoy no puede ocurrir, porque no existe Corte que 
tenga más de dos secretarios; en esa hipótesis el presidente del tribunal 
designaría cuál de los no impedidos debería reemplazar. 

En el tercer caso, el tribunal nombra una persona que desempeñe el 
cargo mientras dura impedido el secretario. 

En el cuarto caso^ el juez» designa al reemplazante sujetándose á este 
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orden: en primer lugar debe nombrar algún otro secretario si !o hay en e! 
departamento; si no lo hubiere, debe designar á cualquier :)tro ministro de 
fe, y si tampoco hubiere ministro de fe, podrá nombrar á otra persona 
que considere apta para que sirva el cargo mientras dure íl impedimento. 
De paso observaremos que la palabra interinantrníe paiece no haberse 
tomado al final del artículo 345 en su sentido técnico, que le es propio, 
sino en el que le damos al decir mientras dure el impedétunio. 

431- La organización de la oficina del secretario, como que debe 
servir para la custodia y conservación de los procesos, docimientos y pa- 
peles relativos al despacho y funcionamiento del tribunal, obedece á dos 
principios: la necesaria autonomía del secretario respoisable de esa con- 
servación y buen orden consiguiente, por una parte, y por otra, la super- 
vigilancia disciplinaria y económica que corresponde á todo tribunal, 
responsable también de sus propios actos y del buen desempeño de sus 
dependientes inmediatos. Conforme á ellos, el artíctlo 344 dispone lo 
siguiente: 

El número de los oficiales subalternos de laoficiialo deja ala discre- 
ción del secretario, según lo que conceptúe preciso para el pronto y ex- 
pedito funcionamiento de la oficina; lo mismo la distribución del trabajo 
entre ellos y las instrucciones y órdenes á que deben sujetarse. 

Pero el secretario debe obtener el permiso y aprobación de la Corte 
ó juzgado antes de llevarlos ó admitirlos al scr\icio de su oficina; y ade- 
más dicha Corte ó juzgado podrán ordenar al secretario que los despida, 
siempre que por consideraciones de prudencia, de tioralidad ó de buena 
disciplina lo conceptuaren conveniente. 

432. Agregaremos, á propósito de las oficinas de las Cortes Supe- 
riores y Suprema, y de los juzgados de letras, una noticia de su actual 
personal, con dotación fiscal, tomada de la ley de Piesupuestos de i S99: 

La Corte Suprema tiene á más del secretario 'ley de 5 de enero 
de 1 894): tres oficiales de número, pritnero, segundo y tercero, y tres 
oficiales auxiliares. 

La Corte de Apelaciones de Santiago, á más de sus dos secretarios, 
un oficial encargado de formar la estadística judicial de las tres salas. 

La Corte de Apelaciones de Concepción, á más de sus dos secreta- 
rios, tres oficiales, siendo uno de ellos encargado de la estadística judicial. 

La Corte de Apelaciones de la Serena, su secretario y un oficial 
auxiliar encargado de la estadística. 

La Corte de Apelaciones de Iquique, su secretario, un oficial de es- 
tadística y un oficial auxiliar (ley de 1 5 de noviembre de 1884, art. 3.*^) 

La Corte de Apelaciones de Talca, su secretario y un oficial auxiliar 
encargado de la estadística. 
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La Corte de Apelaciones de Valparaíso, su secretario y un oficial 
encargado de la estadÍHüca. 

433* En cuanto á los juzgados de letras, los que tienen oñcíales en 
sus secretadas dotados con sueldos fiscales, son los siguientes: 

El de Tacna» su secretario y dos oficiales de pluma (ley de 15 de 
noviembre de i8tS4, art, 2.") 

El de Arica, su secretario y un oficial de pluma [ley de 15 de no- 
viembre de 1884. art, 2.^) 

Los dos de Tarapacá, sus dos secretarios y cuatro oficiales de plu- 
ma (ley de 1 5 de noviembre de 1 884, art. i P) 

El de Pisagua, su secretario y un oficial de pluma. 

Kl de Antofagasta, su secretario y un oficial de pluma. 

Los dos juzgados del crimen de Valparaíso, sus dos secretarios y 
seis oficiales de pluma, siendo uno primero, uno segundo, y un intérprete 
para cada uno. 

El juzgado especial de apelaciones de Valparaíso, su secretario y un 
oficial de pluma^ 

LüS cuatro juzgados del crimen de Santiago, sus cuatro secretarios 
y diecisiete oficíales de pluma, siendo un ayudante, dos primeros y uno 
segundo para cada uno y otro de estadística para todos ellos. 

El juzgado especial de apelaciones de Santiago, su secretario y un 
oñciaJ de pluma. 

El juzgado del crimen de Talca, su secretario, un oficial ayudante y 
uno de pluma. 

Los dos juzgados de Concepción, un oficial auxiliar para su servicio 
en lo criminal. 

El juzgado de letras de Magallanes, su secretario y oficial intérprete. 

lodos estos oficiales de secretarías, como que son empleados públi- 
cos dotados con sueldos del erario nacional, son nombrados por el Presi- 
dente de la Repúbiica, á propuesta del respectivo tribunal 6 juzgado, á 
virtud de la atribución 9.^, artículo 73 (82) de la Constitución, por la cual 
!e corresponde, á más de otros nombramientos, proveer todos los demás 
rmpUús civiles y militares. Por otra parte el gasto que ellos imponen 
está autorizado, por leyes especiales unos de ellos y por la ley de Presu- 
puestos los restantes. 
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Sección SefUD^i. 

De la licencia, prohibiciones, recusación y emolumentos 

de los secretarios, 

SUMARIO. — 434. De la licencia de los secretarios. Autoridad que la concede, se- 
gún los casos. No puede exceder de ttu año. — 435. Sus prohibiciones, — 436. 
Su remuneración.— 437. Sus implicancias.— 43S» Sus recusaciones, 

434. Rige con los secretarios la obligación de residencia y asisten- 
cia diaria, como con los jueces, y cesa en los mismos casos en que cesa 
para los jueces de los tribunales en que funcionan; lo mismo que sucede 
con los relatores, salvo el caso de licencia. 

La licencia deben obtenerla del Presidente de la República, cuando 
exceda de ocho días, los secretarios que gozan sueldo, y cuando exceda 
de un mes los que no lo gozan. No excediendo de estos plazos, puede 
concederla el presidente de la Corte ó el juez de letras respectivo. 

Si la inhabilidad para el servicio que motiva la licencia dura más de 
un año, la plaza se declarará vacante y se procederá á proveerla en la 
forma legal (art. 347). 

435- Otro punto en que los secretarios tienen una décima analogía 
con los relatores está en que á ellos también les alcanzan las dos prohibido 
nes impuestas á los jueces en los artículos r 50 y 1 54, Consiste la primera 
en no poder ejercer la abogacía, defendiendo ó representando en juicio á 
otras personas que no sean ellos mismos ó sus mujeres, ascendientes, 
descendientes, hermanos ó pupilos, y la segunda en no poder adquirir 
los bienes litigados en los juicios en que ellos intervienen, fuera del caso 
exceptuado en dicho artículo (art. 348). 

438. Los servicios de los secretarios soa también remunerados de 
dos maneras, como lo son los de los relatores: por los emolumentos que 
perciben de las partes, determinados en la ley de Aranceles judiciales de 
21 de diciembre de 1865 en los artículos á ellos referentes, y en los suel- 
dos que les asigna la ley de 5 de enero de 1894 {art 349), íio á todos, 
sino solamente á los de las Cortes, y á los de los juzgados de letras del 
ramo criminal. Tienen, pues, estos últimos una undécima analogía con los 
relatores. 

437. Aplicadas á los secretarios, en el articulo 3 50» las mismas cau- 
sas de implicancia que el 331 aplica á los relatores, que son las expresa- 
das en el 248, resulta que á los primeros les está también prohibido inter- 
venir como tales secretarios en los negocios en que sean parte ó tengan 
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Ínteres ellos mismos ó su consorte, ascendiente, descendiente, pupilos, 
sucesión, quiebra, concurso ó establecimiento de que sean representantes 
legales ó hubieren sido abogados, Duodéam^ punto de analogía con los 
relatores. 

488^ Respecto de sus recusaciones, sólo se equiparan á ios relatores 
en que conoce de la que contra ellos se interponga el mismo tribunal en 
que funcionan, y en que las causales son las determinadas para los jueces 
en el artículo 250. Pero difieren: i,° en que de dichas causales no se 
excluye ninguna; 2P en que para recusarlos no hay que expresar ni pro- 
bar la causa, a no ser después de recusados en un mismo pleito dos se- 
cretarios. 
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TITULO xvn. 
De los Receptores. 



Art. 352. 

Los receptores son ministros de fe pública encargados de 
hacer saber á las partes, fuera de las oficinas de los secretarios, 
los decretos y resoluciones de los tribunales de justicia, y de 
evacuar todas aquellas diligencias que los mismos tribunales les 
cometieren. 

Art. 353. 

Habrá receptores de mayor y de menor cuafUia. 

Los receptores de mayor cuantía estarán al servicio de la 
Corte Suprema, de las Cortes de Apelaciones y de los juzgados 
de letras. 

Los receptores de menor cuantía estarán al servicio de los 
jueces de subdelegación y de distrito. 

Art. 354. 

Habrá para cada departamento el número de receptores de 
mayor cuantía que el Presidente de la República determine, 
previo informe de la respectiva Corte de Apelaciones. 
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El Presidente de la República determinará también el nú- 
mero de receptores de menor cuantía, y señalará las subdelega- 
dones en que deban prestar sus servicios. 

Art, 355, 

Para poder ser receptor de mayor cuantía es menester tener 
las cualidades requeridas para poder ejercer el derecho de su- 
fragio en las elecciones populares y acreditar la aptitud necesa- 
ria para desempeñar el cargo* 

El nombramiento de estos receptores se hará en la forma 
determinada por los artículos 33S y 339. 

Art. 356. 

Para poder ser receptor de menor cuantía basta tener la edad 
de veinticinco años. 

El nombramiento de estos receptores se hará por el gober- 
nador del departamento dentro del cual deben ejercer sus fun 
ciones» con previa propuesta del respectivo juez de letras ó del 
funcionario que en el departamento hiciere las veces de tah 

Art. 357, 

Lo prevenido por los artículos 342 y 343 respecto del jura 
mentó y ñanza de los secretarios, rige también para con los re 
ceptores de mayor cuantía, 

Art. 358. 

Los receptores de menor cuantía prestarán, ante el gober* 
nador departamental respectivo, juramento de desempeñar ¡cál- 
mente las funciones anexas á su ministerio; y rendirán, á satis- 
facción del mismo gobernador, una fianza por la cantidad de 
doscientos pesos. 
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Art. 359. 



Son obligaciones de los receptores: 

I .' Evacuar con prontitud y fidelidad las notificaciones, 
embargos y demás diligencias que se les cometan; 

2.* Anotar bajo su firma y al mareen de cada diligencia los 
derechos que percibieren de las partes; 

3.* Servir gratuitamente á los pobres, con arreglo alo dis- 
puesto por los artículos 42 y 72. 

Art. 360. 

Es aplicable á los receptores lo dispuesto respecto de los 
secretarios por los artículos 347, 34S, 349, 350 y 351^ 

El permiso de que en el artículo 347 se trata deberá ser 
otorgado por el juez de letras respectivo, 

Pero en los departamentos en que residan las Cortes de 
Apelaciones deberá serlo por los presidentes de las mismas. 



COMENTARIO, 

Funciones de los ministros de fe llamados Receptares^ 

SUMARIO. — 439. Necesidad de los ministros de fe llamados receptores. Su ob- 
jeto. — 440. Sus obligaciones fuera de la secretaría, — 441, Dos categ^orías de 
receptores. Especialidad de una de ellas. — 443. Su número se determina por 
el Presidente de la República. — 443. Requisitos y forma de sus nombramien- 
tos. — 444 Su instalación bajo juramento y fianza-— 445^ Puntos en que se 
asimilan á los secretarios. 

439. Las obligaciones propias de los secretarios no siempre es po- 
sible cumplirlas dentro de la oficina, que están obligados también á vigi- 
lar, no sólo por la importancia de los documentos y procesos que en ella 
se custodian, sino por la necesidad de permanecer en ella para recibir las 
peticiones, ya de palabra, ya por escrito que se dirijen al juzgado, y para 
recibir y trasmitir las disposiciones del juez. Entre las diligencias que 
exigen esos deberes se cuentan las notificaciones, embargos, requerimien- 
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tos, declaraciones, absoluciones, reconocimientos y algunas otras, que 
deben ejecutarse con personas ó en lugares que se hallan á más órnenos 
distancia de la oficina. Si todas debiera ejecutarlas el secretario, no sólo 
se practicarían sin la oportunidad que el buen servicio requiere, sino que 
se resentiría también la expedición de las funciones del tribunal ó juzga- 
do, con motivo de la ausencia forzada que impondrían a[ secretario, acaso 
en los momentos en que más necesaria fuera su presencia. 

De aquí nace la necesidad de otros oficiales auxiliares de los tribu- 
naies ó, más bien dicho, de los secretarios, que compartan con éstos el 
cargo de ejecutar las funciones que les son propias, cuando esto deba ha- 
cerse fuera de sus oficinas, y de que sean como ellos ministros de fe pú- 
blica, para que las certificaciones ó constancias que pongan de haberse 
ó no ejecutado sean tan fidedignas como si emanasen de los secretarios 
mismos. 

Tales son los ministros de fe publica que el artículo 352 estatuye 
con el nombre de receptores, encargándoles practicar, fuera de las ofici- 
nas de los secretarios, la comunicación á las partes de los decretos y re- 
soluciones de los tribunales de justicia y todas las demás diligencias que 
les cometieren. 

440^ Y congruente con este artículo, el 349 determina como sus 
obligaciones propias las siguientes: 

\j^ Evacuar con prondtud y fidelidad las notificaciones, embargos 
y demás diligencias que se les cometan; entendiéndose que esta comisión 
debe ser ordenada por los jueces ó tribunales y para fuera de la oficina 
del secretariOj como antes se ha dicho. 

2 A Anotar bajo su firma y al margen de cada diligencia, esto es, de 
cada certificación ó constancia por escrito que pongan de lo que hayan 
ejecutado, los derechos que percibieren de las partes, y 

3,* Servir gratuitamente á los pobres, con arreglo a lo dispuesto en 
los artículos 42 y 72. Esto es» en los tumos que las Cortes ó los jueces 
de letras en su caso, les designaren para ese servicio gratuito respecto 
de los litigantes declarados pobres ó de las personas que sin necesidad 
<ie esa declaración gozan de ese beneficio, como son los encarcelados y 
el fisco. 

441 - Kstos ministros de fe son de dos clases: los receptores de ma- 
yor cuantía^ para el servicio de las Cortes Superiores y de la Suprema y 
de los juzgados de letras, y los receptores de níenor cuantía y destinados al 
servicio de los juzgados de subdelegación y de distrito. Sobre estos últi- 
moÉ debemos hacer notarla especialidad de que, según los artículos 25 y 
30, hacen también las veces de secretarios en los juzgados referidos. 

442- Cuántos funcionarios de estas dos clases debe haber, incumbe 
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al Presidente de la República el determinario, según dispone el artículo 
354; con esta diferencia: que para los de mayor cuantía necesita informe 
previo de la respectiva Corte de Apelaciones, y que al determinar los de 
menor cuantía debe también señalar las subdelegaciones en que deban 
prestar sus servicios. 

443. Para ser receptor de mayor cuantía son menester dos cosBs: 
tener las cualidades requeridas para poder ejercer el derecho de sufragio 
en las elecciones populares, y acreditar la aptitud necesaria para desem- 
peñar el cargo. Mas, para serlo de menor cuantía basta una sola, que es 
tener la edad de veinticinco años (arts. 355 y 356). 

Lo que el artículo 7.® (8.0) de la Constitución requiere para ser ciu- 
dadano chileno activo con el derecho de sufragio, es la edad de veintiún 
años, saber leer y escribir, y estar inscrito en los registros electorales del 
departamento. 

En cuanto á la forma del nombramiento, el de mayor cuantía se hace 
por el Presidente de la República á propuesta en tema de la respectiva 
Corte de Apelaciones: previo el concurso prescrito en los artículos 320, 
338 y 339; mas, el de menor cuantía se hará por el gobernador del de- 
partamento dentro del cual debe funcionar, previa propuesta del respec- 
tivo juez de letras. 

444. Como los secretarios, deben también los receptores de mayor 
cuantía prestar ante el presidente de la Corte respectiva, y por Dios 
Nuestro Señor y los Santos Evangelios, observar !a Constitución y las 
leyes y desempeñar fielmente su cargo; y los de menor cuantía jurarán 
ante el gobernador departamental respectivo desempeñar fielmente las 
funciones anexas á su ministerio. 

Los primeros rendirán además una fianza, calificada por el mismo 
presidente de la Corte, con el mismo fin que los secretarios» de dos mil 
pesos los nombrados para Tacna, Tarapacá, Antofagasta, Copiapó, Se- 
rena, Valparaíso, Santiago, Talca, Chillan y Concepción; de mil fiuinien- 
tos los nombrados para las demás capitales de provincia, y de mil dos- 
cientos pesos los de los restantes. 

Los segundos también rendirán fianza por la cantidad de doscientas 
pesos, á satisfacción del expresado gobernador (arts 357, 358, coa refe- 
rencia al 342 y al 343 y al supremo decreto de 2 1 de junio de 1 876). 

445. Además, los receptores tienen con los secretarios cinco pun- 
tos de asimilación que les aplica el artículo 360, y son: 

I .® Les obliga la residencia, la asistencia diaria y la manera de ob- 
tener licencia del respectivo jefe, de que habla el artículo 347, previnién- 
dose que en los departamentos que no son asiento de Corte^ el juez de 
letras es quien debe conceder la licencia de que este artículo habla. 
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2,"* Ij^s prohibiciones de ejercer la abogacía y de adquirir los bienes 
que se litigan en los asunto^ en que intervienen, de que habla el artículo 
34S, al que se refiere el artículo 360 y éste á los artículos 150 y I 54. Res- 
pecto de la primera prohibición debe tenerse presente, como una espe- 
cie de compensacióri á ella, la asimilación que el artículo i P de la ley de 
19 de enero de 1SS9 hace de los servicios prestados por todos los em. 
pieos judiciales secundarios, como es el de las receptores, al ejercicio de 
la profesión de abogado» para el cómputo del tiempo requerido para los 
puestos judiciales. 

^P Los emolunwntüs con que se retribuyen sus servicios, que son 

los designados para los de mayor cuantía, en los artículos 9, 10, ii, 12 

y 13 de la iey de 2í de diciembre de ¡365 sobre Aranceles judiciales, y 

para los de menor cuantía los designados en los artículos 29, 30, 31 y 32 

de la misma ley (art, 349). 

4 ° Los motivos de implicancia que los imposibilitan para funcio- 
nar en determinados asuntos, segiin el artículo 350 con referencia al 331 
y de éste al artículo 24S, 

^P La manera de j¿r recusados^ de que habla el artículo 351, sin ne- 
cesidad de expresar ni probar causa, á no ser después de haber recusado 
a dos receptores en el mismo pleito, en cuyo caso regirán las causales desig- 
nadas en el artículo 250; y siendo el juez ó tribunal ante el cual funcionan 
el que conoce de la recusación. 
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TÍTULO XVIII, 

De los Notarios. 



Akt. 361. 



Los notarios son ministros de fe pública encargados de re- 
dactar, autorizar y guardar en su archivo los instrumentos que 
ante ellos se otorgaren, de dar á las partes interesadas los tes- 
timonios que pidieren, y de practicar las demás diligencias que 
la ley les recomiende. 

Akt, 362, 

En cada departamento de la República habrá el número 
de notarios que fuere preciso para satisfacer las necesidades del 
servicio público. 

El Presidente de la República^ con previo informe de la 
respectiva Corte de Apelaciones^ determinará dicho número 
para cada departamento. 

Ningún notario podrá ejercer sus funciones de tal fuera del 
departamento que para ello se le hubiere señalado. 
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Art, 363, 

Es aplicable á los notarios lo dispuesto respecto de los se 
cretarios de juzgados de letras por los artículos 337, 338, 339 

342, 343 y 349. 

Art- 364* 

Lo dispuesto respecto de los oficiales subalternos de los 
secretarios por el artículo 344 se aplica también á los oficiales 
subalternos de los notarios, debiendo reputarse cada notaría 
para este efecto como secretaria de un juzgado de letras. 

En aquellos departamentos donde hubiere dos ó más juecss 
de letras, los notarios dependerán del juez (pie estuviere de turno, 
segim lo prevenido en el artículo 39 de esta ley. 

Akt. 365. 

Cuando algún notario se inhabilitare para el ejercicio de 
sus fianciones por enfermedad, por fallecimiento repentino ó por 
cualquier otra causa, y por este motivo quedare desatendido el 
servicio piiblico, el juez de letras respectivo designará la perso- 
na que haya de reemplazarle mientras dure el impedimento 6 
mientras estuviere sin proveer la notaría vacante. 

AkT* 366, 

Son obligaciones de los notarios^ salvo en su caso lo dis- 
puesto respecto de los archiveros en el título siguiente: 

t/ Estender los instrumentos públicos con arreglo á las 
instrucciones que de palabra o por escrito les dieren las partes 
otorgantes, sin emplear para ello abreviaturas ni otros signos 
que los caracteres de uso común; 

2/ Guardar y conservar con buen arreglo los instrumentos 
que ante ellos se otorgaren, ordenándolos de modo que se pre- 
cava todo extravío, y se haga fácil y expedito su examen; 
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3.* Dar á las partes interesadas, con arreglo á la ley, los tes- 
timonios ó certificados que pidieren de los actos que ante ellos 
hayan pasado; 

4.* Facilitar á cualquiera persona que lo solicite el examen 
de los instrumentos que ante ellos se otorgaren; 

5.' Asistir diariamente á su oficina y mantenerla abierta 
para el servicio público desde las diez de la mañana hasta las 
cuatro de la tarde, 

Art. 367. 

Es aplicable á los notarios lo prevenido respecto de los se- 
cretarios por el artículo 347, en la forma expresada en los inci- 
sos 2.'' y 3.** del artículo 360. 

Art5368. 

La prohibición establecida para los jueces por el artículo 
1 50 rige también respecto de los notarios. 

Art. 369. 

Si en el departamento hubiere archivero, los notarios le 
entregarán empastados los protocolos cerrados con el certifi- 
cado de estilo, un mes á lo más después de haber sido visita- 
dos, con arreglo á lo dispuesto por el artículo 49. 

Art. 370. 

Los cargos de secretario, receptor y notario podrán ser 
desempeñados por una misma persona en aquellos departa- 
mentos en que, á juicio del Presidente de la República, no sea 
posible ó conveniente hacerlos recaer en personas distintas, por 
no permitirlo la exigüidad de los emolumentos correspondientes 
á cada uno de dichos cargos. 
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COMENTARIO. 

^mm Primera, 
Servüws de tos Notarios para prÉConsiiíuir la prueba escrita. 

SUMARIO. — 446» Los notarios de^empeílan una petrte de I ai; fundones de tos 

antiguos escribanos, ^44 7. Su denominadón,^-44S. Objeto de la institución 
de los secretarios y su denominación. '-449- Objeto de los notarios.— 450, 
Sus obligaciones: i.» Con fe '^c Sonar instrumentos públicos, su eficacia. — 45 r. 
Fidelidad rigorosa ©n su otorgamiento. Sus solemnidades. — 452, Solemni- 
dades comunes A todoa los contratos y especiales de los solemnes. — 453- 
Significado de las palabras registro 6 protocolo. — 454* Requisitos en toda 
escritura pública^ — 455. Custodia de los documentos y testimonios quo deben 
dar,' -456. Obligaciones 4> y 5-*-— 457- Limitación de las funciones de los 
notarios* 

440, Antes de la Ley Orgánica^ todas las funciones propias de los 
ministros de fe pública^ exceptuadas las de los receptores, eran desem- 
peñadas por unos mismos funcionarios, conocidos con el nombre de 
escribanos. Estos actuaban en los procesos seguidos ante los jueces de 
primera instancia, los custodiaban en sus oficinas y comunicaban á las 
partes las providencias y resoluciones en ellos dictadas, y además tenían 
en sus mismas oficinas los registros ó protocolos en que consignaban y 
autorizaban los contratos y otros documentos destinados á constituir 
prueba escrita de esos actos, tanto judicial como extrajudicialmente. 

Las primeras funciones, esto es, las ejercidas ante los jueces y en 
los procesos, los hacían distinguir bajóla denominación de actuarios pübli- 
CUS, porque ellos eran los que tomaban ó levantaban acia de lo que ante 
los jueces pasaba entre los litigantes, para constancia ó prueba escrita 
que pudiera obligarles, y, por análoga Vazón, sus diligencias tenían el 
nombre, que hasta ahora se conserva^ de a ffn aciones judiciales. 

447' Las otras funciones de los escribanos, relativas a los actos y 
contratos que pasaban en sus oficinas y que consignaban en sus regis- 
tros ó protocolos, los hacían designar también con el nombre de iwtarios^ 
derivado indudablemente de las notas ó minutas que tomaban ó recibían 
con las instrucciones de los contratantes ú otorgantes de los documentos 
ó instrumentos que quedaban entregados á su custodia. 

448. Estas dos clases de funciones son las que nuestra Ley Orgá- 
nica ha distinguido y separado, encargándolas á dos clases distintas de 
ministros de fe. Para las primeras ha instituido los secretarles de los juz- 
gados de letras, denominación que les es propia» como que son auxiliares 
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inmediatos de dichos jueces, que no solo escriben sus providencias y re- 
soluciones y demás actos, sino que guardan fielmente el secn^ío de ellas 
mientras no llega el momento oportuno, ordenado por dicho juez, de 
publicarlas, comenzando por comunicarlas á las partes interesadas. De 
aquí también el nombre de secretarías dado á sus oficinas; sin que ello 
obste á que estos funcionarios conserven siempre el nombre de actuarios, 
que no ha dejado de serles apropiado. 

Los secretarios de las Cortes Superiores y Suprema siempre han 
tenido las funciones y denominación de tales^ y además han tenido la 
otra denominación de secretarios de Cántara^ que todavía se les da, en el 
sentido de secretarios del cuerpo colectivo llamado Corte ó Tribunal. 

449. Para las funciones de la segunda clase ha establecido esta tey 
los otros ministros de fe pública que acabamos de denominar, y que ella 
también denomina notarios, á los cuales encarga en su artículo 361 d 
ministerio especial de «redactar, autorizar y guardar en su archivo los 
instrumentos que ante ellos se otorgaren, de dar á las partes interesadas 
los testimonios de esos instrumentos que ellas les pidieren s sin que eso 
obste á que la ley pueda recomendarles otras diligencias más (art. 361) 

460- Sus obligaciones, en las cuales se ve más claramente con qué 
objeto han sido establecidos, son: 

I.* Confeccionar los instrumentos públicos que les encarguen los 
otorgantes, con ar-reglo á las instrucciones que, bien sea vcrbalmente ó 
ya por medio de notas ó minutas escritas, les dieren. En la redacción 
de estos instrumentos no deben emplear abreviaturas ni otros signos que 
los caracteres ó expresiones de uso común. 

Qué sean los instrumentos públicos á auténticos lo dice en el & rtícuio 
1699 el Código Civil, dando esta denominación ^^al autorizado con las 
solemnidades legales por el competente funcionario » , Y añade que <¡ otor* 
gado ante escribano (esto es, ante notario, como acabamos de exponer) é 
incorporado en un protocolo ó registro publico, se llama escritura públi^ü. 
Y en el artículo 1 700 establece que él hace plena prueba en cuanto al 
hecho de haberse otorgado por los interesados y á su fecha, aunque no 
la hace contra terceros en cuanto á la verdad de las declaraciones que 
en él hayan hecho. 

451. Con esto sólo queda lugar á preguntar cuáles sean las solem- 
nidades legales que el notario (ó escribano) necesita observar para auto^ 
rizar estos instrumentos ó escrituras públicas, Ei artículo 366, número 1 .<*, 
se limita á prohibirle que emplee abreviaturas ú otros signos que no sean 
los caracteres de uso común. Pero, desde el momento que les impone 
como su primer deber el arreglarse á las instrucciones que les dieren las 
partes otorgantes, creemos claramente prohibido todo cambio que de 
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cualquiera manera pueda introducirse sobre el verdadero pensamiento 6 
sentido de esas instrucciones» ya sea aumentando, disminuyendo ó alte- 
rando las palabras en que éstas fueren dadas- Por lo tanto, estimamos en 
un todo vigente la ley i,^^ tit. 23, lib, 10 de la Novísima Recopilación, 
que, renovando lo preceptuado en este sentido por las leyes de los títulos 
XVín y XIX de la Partida 3,^, prohibe todo cambio hecho en lo conve- 
nido por los otorgantes, y prescribe que cualquiera enmendatura que sea 
necesario hacer sea salvada expresamente antes de escribirse las firmas. 

452* El número i.^ expresado, limitándose á lo que es propio de 
Jas atribuciones de estos funcionarios, deja para otras leyes más regla* 
alentadas, ó relativas á la manera de proceder^ las á^mú,'^ farmalidades 
legales que son propias de las numerosas clases de instrumentos públicos 
que los notarios están encardados de autorizar y coriservar bajo fiel cus- 
todia. Pero es muy propio de este lu^ar que anticipemos algunas breves 
nociones. 

Primera. El Código Civil, en su artículo 1443, establece que hay 
contratos solemnes para los cuales es tan esencial observar ciertas forma- 
hdades, que sin ellas no producen ningún efecto civil. Deben pues cono- 
cerlos por las prescripciones del mismo Código, ya que la falta de esas 
formalidades no sólo priva á los C(]ntratantes de ese medio de probarlos 
plenamente, sino de hacerlos valer aun cuando resulten probados. 

463- Segunda. Sobre. \^s p2\^hr2.s protocolo ó registro público em- 
pleadas por nuestro Código, sin definirlas, encontramos lo siguiente: La 
ley VIII, tít. 19, Partida 3.** dice que Registro es el libro llamado así por 
estar destinado á escribir en él y conservar el recuerdo de los contratos 
y documentos concertados entre los interesados, para satisfacer las dudas 
que sobre ellos puedan ocurrir por la prueba que él suministra. La ley 
t .^« tít 23 antedicha, manda por su parte que cada escribano tenga un 
libro ác profoív/o en que escriba por extenso las mtíis de las escrituras 
que ante él pasaren. 

Tercera. Los Registros de notarios y conservadores se formarán en 
papel sellado de veinte centavos. Artículo 6.^ de la ley de K^ de setiem- 
bre de 1 B74 sobre Papel sellado. 

454- Cuarta. Los requisitos que la ley i.^*, tít. 23, lib, 10 de la No 
vísima Recopilación ordena observar á los notarios para la validez de las 
escrituras que auturizan en sus registros son: i.*^ Que se escriba la nota 
completa dada por los otorgantes con todas las condicione^ y cláusulas 
que pusieren; 2.^ que se expresen los nombres de éstos, el día, el mes, el 
año y ei lugar en que se otorga; ^P que, escritas, se lean, presentes las 
partes y los testigos; que, ratificadas, las firmen unos y otros, y por los 
que no saben hacerlo, firmen los que saben; 4.° que si algo se añade, 
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quita ó cambia, se salve antes de firmar, para alejar toda duda de ser ver- 
daderas; S'^ la ley 2.^ del mismo título agrega que el notario ha de certi- 
ficar que conoce á los otorgantes, y si no los conoce, es indispensable 
para el otorgamiento que otros dos testigos que los conozcan aseveren 
este hecho y firmen también con ellos. 

456. Segunda obligación de los notarios. Guardar y conservar los 
instrumentos que quedan expresados, ordenándolos y custodiándolos de 
modo que se consiga el doble objeto, de hacer fácil y expedito su exa- 
men y de evitar al mismo tiempo todo extravío. A este fin conduce el 
deber de hacerles índice y el de guardarlos encuadernados y empastados. 

Tercera obligación. Dar á las partes interesadas los testimonios (co- 
pias íntegras) ó certificados que pidieren, de los actos que ante ellos ha- 
yan pasado. El artículo agrega con arreglo á la ley, porque, en efecto, 
las leyes i .» y 5.a del citado título 23, lib. 10 de la Novísima Recopilación 
les ordenan entregar copias completas y rigorosamente exactas, autori- 
zadas con su firma y signo, á los otorgantes, y al mismo tiempo la 5.*, 
reproduciendo lo mandado en las leyes 8.» y 9.^ del tít. 19, Partida 3.*, 
dispone que cuando en ellas se contienen obligaciones de los dos otor- 
gantes, á cada uno se le dé su copia sin esperar hacerlo á los dos á un 
tiempo; pero también que no se dé segundo testimonio sin orden del juez, 
cuando contienen obligación de dar ó hacer á fin^de evitar que se trate 
de repetir una cobranza que puede estar ya hecha y cancelada con la 
primera copia. 

466. Cuarta y quinta obligaciones. Facilitar el examen de dichos 
instrumentos á cualquiera persona que lo solicite, y asistir diariamente á 
su oficina, teniéndola abierta para el servicio público desde las diez de la 
mañana hasta las cuatro de la tarde (art. 366). 

467. Las funciones de los notarios están circunscriptas dentro dé 
los límites del departamento para el cual se les nombra, y el número de 
los que deban nombrarse para cada departamento será determinado por 
el Presidente de la República, con previo informe d^ la respectiva Corte 
de Apelaciones, en proporción á lo que exigieren las necesidades del 
servicio público (art. 362). 
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Asimilación de los notarios con otros funcionar ios . 

SUMARIO — 4$S. Se asimilan á Jos secretarios. — 459. Fianza que deben ren- 
dir. — 460. Su retribución, — 461. Cómpnto de sus años de servicio, — 463* 

Personal de sus o ficiriai;.— 463. Modo de reemplaíarlos. — 464. Autoridad que ,, 

les concede licencias, — 465. Prohibición de abogar y representar en juicio. 

— 466. Cómo deben cerrar y custodiar los protocolos.— 467* Sn entrega á ' 

los archivtros, — 468* Reunión de los empleos en uno solo — .469. Actos 00- 
Iririados de los cónsules. — 470 Id. de los otidales del Registro Civil —471, 
Id. de \ñ Junta Electora?,— 472* Separación de la secretaría y la notaría.— 
475- Funciones de los notarios fuera de sus oficinas, ' 

458' Los notarios están asimilados por el artículo 363 á los secre- 
tarios: I 

Primero. Kn las cualidades necesarias para ser nombrados^ que se I 

Itmitan á las requeridas para ser ciudadano elector, salvo que concurra 
con abo g a do , en cuyo caso éste será preferido (art. 337}; 

Segundo. En que son nombrados por el Presidente de la Re[)ública 
á propuesta en terna de la respectiva Corte de Apelaciones, previo con- 
curso público (arts. 338 y 339)* 

450^ Tercero. En que para instalarse deben prestar juramento y 
rendir fianza ante el presidente de dicha Corte. El monto de la fianza, 
determinado por supremo decreto de S de junio de 1 876, deberá ser de 
cuatro mil pesos para los de Copiapó, Serena, Valparaíso, Santiago, Tal- 
ca, Chillan y Concepción, lo mismo que para íos de Tacna, Tarapacá y 
Antofagasta, por los de 16 de enero y 13 de octubre de 1885; de tres 
mil pesos para los de las demás capitales de provincia, y de dos mil qui 
n lentos para los restantes, inclusos los de Pisagua y Arica, exceptuándose 
los de Quinchao y Carelmapu, reducidos á mil pesos, y el de Magallanes, 
que sólo es de 2,500 pesos para los tres cargos reunidos de secretario, 
notario y conservador (arte. 342 y 343). 

460* Cuarto. En que sus trabajos son retribuidos con los emolu- 
mentos que les asigna la ley de Aranceles judiciales, de 2i de diciembre 
de 1865, en sus cinco primeros artículos (art. 349); pero difieren de los 
secretarios de las Cortes y de tos juzgados de letras en lo criminal en 
cuanto éstos reciben además sueldo del erario nacional. 

461 . Quinto. En que sus servicios son también equiparados por el 
artículo 1,0 de la ley de 19 de enero de 1S89 al ejercicio de la profesión 
de abogado para el cómputo de los años requeridos para obtener puestos 
judiciales. 

462. Sexto, También están asimiladas las oficinas de los notarios á 
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as de los secretarios, por el artículo 364, en cuanto los oficiales subalter- 
nos que en ellas funcionan están sujetos á la supervigilancía que hemos 
mencionado en el número 43 1 , para lo cual las de los notarios deben re* 
putarse como secretarías del juzgado de letras, ó del juzgado de turno 
donde hubiere más de un juzgado. 

463. Séptimo. Otro punto de asimilación es la manera de reempla- 
zar á los notarios en todos los casos de inhabilidad ó imposibilidad que 
les ocurra para atender el servicio público, Kl artículo 365 autoriza al 
juez de letras respectivo, como sucede con los secretarios^ para designar 
la persona reemplazante mientras dura la necesidad, ó hasta que se pro- 
vea la vacante, según sea la clase del impedimento. Pero con la diferen* 
cia de que en este caso no es obligado el juez á preferir á otro ministro 
de fe, como cuando se reemplaza á los secretarios. 

464. Octavo, Para dejar de cumplir su obligación de asistencia día- 
ria á la oficina. pueden obtener licencia del respectivo juez de letras hasta 
por un mes, por cuanto no gozan suelda fiscal, y del Supremo Gobierno 
si excede de ese término, como prescribe el articulo 347, que les aplica 
el 367, previniéndose que, si son de asiento de Corte, deben obtenerla 
del presidente de ella, conforme al articulo 360, 

465. Noveno. También rige con los notarios la prohibición de de- 
fender como abogados y de representar en juicio á otras personas que no 
sean sus mujeres, descendientes, ascendientes, hermanos ó pupilos, de 
que habla el artículo 1 50; lo que se comprende» por !a atención asidua que 
requiere el servicio público á que está destinada su oficina. Pero no les 
alcanza la otra prohibición impuesta á los secretarios, de adquirir los bie- 
nes litigados, puesto que los notarios, cuando no son al mismo tiempo se- 
cretarios, no tienen en los juicios la intervención que motiva esa medida 
(art. 368). 

466. La obligación de guardar y custodiar los protocolos ó regis- 
tros tiene sus reglas y su limitación. V.x\ cuanto á las reglas, consignare* 
mos las siguientes: 

I. a La orden suprema de 12 de octubre de 1837, que tiene fuerza 
de ley, les impone el deber de conservar los registros y papeles de sus 
oficinas depositados en armarios con llave, de modo que no puedan estar 
á la vista ni extraviarse; deber que se conforma al precepto de la ley 6."" 
título 23 lib. 10 Nov. Rec, que les manda tenerlos en buen recaudo y co- 
sidos: deber común á los secretarios respecto á los procesos, 

2.a La misma ley 6.^ les manda signarlos al fin de cada afio, por 
excusar, agrega, la dificultad de averiguar la letra después de fallecidos 
los notarios. Esto se practica por medio de un certificado final que más 
adelante detallaremos. 
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3.*^ Al referido certificado con que se cierra los protocolos se agre- 
ga en el artículo 369 el deber de empastarlos, y si en el departamento 
hubiere archivero, á él debe entregarlos el notario, un mes á lo más des- 
pués de haberle sido pasada la visita de archivo de que habla el ar- 
tículo 49. 

467 lis una verdadera limitación del deber de custodiar los pro- 
tocolos ó registros que forman los notarios esta entrega que de ellos hacen 
á los archiveros, á quienes desde entonces pasa la responsabilidad de su 
custodia y conservación. 

468^ Cuando los departamentos fueren tan escasos de población y 
de negocios que no basten á sostener con sus emolumentos más de un 
ministro de fe con la decencia é independencia que les son propias, pue- 
de el Presidente de la República, según el artículo 370, reunir en uno solo 
los cargos de secretario y de notario y aún también el de receptor- Desde 
que la atención de uno solo sea bastante para el buen servicio, la con- 
fianza del público estará mejor garantida contra los peligros que suelen 
provenir de la escasez de recursos. 

460 H^y otras tres clases más de funcionarios á quienes leyes es* 
pedales reconocen fe pública para el otorgamiento de ciertos actos de 
los mismos, que son propios de los notarios. Ellos son: 

Príntí^ramtnte^ los agentes diplomáticos y consulares de la Repúbli- 
ca acreditados en el extranjero, los cuales pueden autorizar testamentos 
de chilenos ó de extranjeros con domicilio en Chile, según los artículos 
1028 y i 029 del Código Civil; de los cuales debe enviarse copia para in- 
corporarlos en los protocolos del domicilio del difunto, ó, á falta de do* 
micilio conocidOj en los de una notaría designada por ci juez de letras 
de Santiago. Además, la ley de noviembre 28 de 1 860, sobre Reglamento 
Consular, en sus artículos 48, 51 y 5:2 hace estensiva esa autorización á 
los cónsules chilenos, no sólo para los testamentos, sino también para 
protestas y toda clase de contratos y certificaciones que hayan de surtir 
efecto en Chile. Y posteriormente el Código de Comercio les prescribe 
tomar razón en sus registros de los contratos de préstamos á la gruesa y 
de seguros y dar certificados, en los artículos 1 173, 1242 y 1279. 

470. En segundo lugar, t'SíVC^ÁéVi deben llevar registro público los 
oficíales del Registro Civil que tengan asiento fuera de las ciudades, se- 
gún el artículo 15 de la ley de 17 de julio de 1S84, para los efectos de 
otorgar testamentos^ poderes judiciales é inventarios solemnes; por lo 
cual están someddos, según el artículo 18, á las disposiciones de este ti- 
tulo de la Ley Orgánica relativo á los notarios, en cuanto no sean con- 
trarias con aquella. 

471. En tercer lugar, del Registro de electores que la Ley de Elec- 
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dones de 20 de agosto de 1890, adicionada por la de 18 de febrero de 
1896, manda formar á la Junta Electoral, deberá entregarse conforme al 
artículo 32, un ejemplar al notario conservador, otro al tesorero fiscal y 
otro al tesorero municipal del departamento, para los efectos de la veri- 
ficación de las elecciones populares conforme á dicha ley- 

472- La disposición del artículo 370, que reúne en una sola persona 
con una sola oficina los cargos de secretario y de notario, como antes 
existían, no puede menos de llevar en sí el carácter de transitoria, por 
cuanto una vez que cesen la exigüidad de los emolumentos y la escasez 
de negocios que la originan, natural es que impere el precepto legal del 
artículo 362, que establece un notario especial á lo menos en cada de- 
partamento. Llegado ese caso, natural es también que tenga aplicación 
el supremo decreto de 26 de marzo de 1873, el cual dispuso que la se- 
paración de oficinas se hiciese entregándose al secretario todos los pro- 
cesos afinados, y al notario todos los protocolos ó registros públicos. 

473. El supremo decreto de 3 de septiembre de 1S66 trató de con- 
ciliar cierta incompatibilidad de funciones que empezaba á ocurrir en- 
tre los secretarios y los notarios, y dispuso que los últimos ejecutasen las 
tres siguientes: i.* la actuación en la apertura de los testamentos cerra- 
dos por ellos autorizados; 2.*, la confección de los inventarios solem- 
nes; 3.a, la actuación ante los juicios de compromiso, ó de partición. Aun 
cuando pueden objetarse á estas disposiciones el estar derogadas por la 
Ley Orgánica que es posterior, y el recaer sobre atribuciones de funcio- 
narios públicos, que son siempre materia de ley, nosfítros creemos que 
pueden regir sin peligro alguno de ilegalidad mientras otra ley expresa 
no venga á derogarlas. La primera disposición, porque ella está conforme 
con el artículo 1025 del Código Civil, que requiere expresamente la in- 
tervención del escribano (hoy el notario) que cerró el testamento que se 
trata de abrir, para poder incorporarlo en su protocolo. Faltando éste, 
entonces actuará el secretario del juzgado, como lo dice para ese caso el 
mismo decreto. La segunda y la tercera disposiciones no violan el dere- 
cho del secretario por no ser en rigor actuaciones ante el juzgado y de 
su oficina, y si bien el notario para practicarlas tiene que separarse de su 
notaría, también el secretario, debería, si él las ejecutase, no sólo sepa- 
rarse de su oficina, sino también desatender el servicio del juzgado con 
la ausencia que aquéllas le impondrían. 
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SefcióD Tercera, 

Facíiltades directivas de las Corles sobre ¿os actos 
de ¿os Notarios^ 

SUMARIO. — 474. Atribución conferida á Jas Cortes sobre los notario*; por [a I^ey 
Orgánica y por el Reglamento de Justicia- — 475. Requisitos exigidos para La 
confección de las escrituras. — 476. Proyecto de Reglamento del año i!?3i 
exig^iendo dichos requisitos.— *477. Ellos hin sido nnndiidos observ.ir por 
todas ías Cortes. — 47 S, Se formulan en catorce reglas.— 479, ConíormííJad 
de ellas coi la- feyes vigentes,^48o. Necesidad especial dé\ íadici alfabé- 
tico y dei certificado find. 

474, Hemos visto, 127, que esta Ley Orgánica confiere á las Cor- 
tes de Apelaciones, en su artículo S i , la facultad de dictar ¿as medidas 
genera li^s que sean menester para el recto desempeño de las funciones í/¿* 
los noiariús y demás personas que bajo su dependencia prestan sus ser- 
vicios á la administración de justicia; la cual facultad podrán ejercitar en 
vista de las actas de visitas practicadas por los jueces de letras sobre los 
archivos de los ministros de fe que prescribe el artículo 49. Se lia visto 
también que, según el inciso final de este último artículo, esas visitas de* 
ben pasarse bimestral mente en las ciudades asiento de Cortes por uno 
de los ministros de éstas. 

No es nueva esta atribución de las Cortes de Apelaciones, pues ya 
se las confería el Reglamento de Administración de Justicia de 2 de junio 
de 1824, ordenándoles en su artículo j^ que, también bimestralmente 
y por turno de sus ministros, visitasen todos los oficias pubiicos de escrí- 
banos, *para corregir por sí los defectos que advierta (el ministro) en la 
organización, arreglo y policía de los archivos y oficinas, y de los defec- 
tos graves» ó que exijan remedio general, dará cuenta ala Corte para que 
se aplique inmediatamente*. En los departamentos esas visitas eran pa- 
sadas por los jueces de letras ó los alcaldes, remitiendo las respectivas 
actas á la Corte. 

475* Esta facultad al mismo tiempo de ser necesaria, indispensable, 
para poder evitar oportunamente en los instrumentos públicos defectos 
que pueden viciarlos de nulidad, tiene al mismo tiempo toda la gravedad 
que llevan consigo tas medidas de efecto obligatorio general; las cuales* 
tanto por eso, como por versar sobre las formalidades que pueden influir 
en la valides ó nulidad de los contratos, son las más veces materia de 
ley expresa que reglamente el ejercicio de tal atribución, ya sea espe- 
cialmente dictada esa ley, ó ya se la incluyese en una ley general de 
procedimientos judiciales. 
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Por esta razón en el título 23 libro 10 de la Novísima Recopilación, 
y en el título 19 de la Partida 3.a, como ya hemos visto, se contienen la 
mayor parte de las disposiciones relativas al otorgamiento de las escritu- 
ras públicas. 

476. En el sentido de esas mismas disposiciones legales, la Corte 
de Apelaciones de Santiago, con oficio de i.® de marzo de 183 1, suscrito 
por su Regente el señor don Gabriel José de Tocornal, y como cumpli- 
miento del encargo recibido del Vice-Presidente de la República, propuso 
un «Proyecto de Reglamento de Administración de Justicia», suscrito 
por los cinco ministros del referido tribunal, señores Tocornal, InfanU^ 
Echevers, Villarreal y Fuenzalida, el cual se publicó en El Araucano 
de aquel año, que, caso de haberse adoptado, habría sido una verdadera 
Ley de Procedimientos, á que en aquella fecha aspiraba ya el país. 

Ese Proyecto de Reglamento, en su título 17 sobre visita á los ofi- 
cios públicos de Escribanos, artículo 216, refunde sustancialmente en 11 
números las reglas contenidas en el citado título 23 de la Novísima Re- 
copilación. 

477. Aun cuando ese reglamento no llegó á ser ley, como las me. 
didas que contenía eran prescritas por leyes vigentes, y estaban presen- 
tadas con claridad, la Ilustrísima Corte de Santiago no ha dejado de re* 
comendar su observancia, en la visita de archivos que posteriormente ha 
practicado en cumplimiento á la atribución conferida, como dejamos di- 
cho, por la otra ley también vigente, el artículo 73 del Reglamento de 
Justicia de 1824. Y debemos agregar que, seguido ese ejemplo por las 
Cortes de Concepción y de la Serena, y no dudando que así lo habrán 
hecho también las Cortes de más reciente creación, dichas reglas tendrán 
en el día general observancia en toda la República. 

478. Con esta convicción, y ya que, en todo caso, ellas son pres- 
critas por leyes vigentes ó deducidas de su contexto literal, y recomen 
dadas por los tribunales en ejercicio de una atribución legahnente con- 
ferida, las formulamos aquí de la manera más clara, ordenada y compren- 
siva que nos es posible, aun cuando repitamos algo de lo ya dicho. 

En la confección de las escrituras que los notarios autorizan en sus 
protocolos observarán las siguientes reglas: 

I. a Expresarán determinadamente la ciudad ó lugar, el dia, el mes 
y el año del otorgamiento; el nombre y apellido completos de los otor- 
gantes; si el notario los conoce; si son mayores de edad y libres adminis- 
tradores de sus bienes; 

2.a No teniendo este último requisito, por su edad, sexo, estado ú otros 
motivos de incapacidad legal, exijan la concurrencia de la persona natu- 
ral que sea su representante legal ó convencional, que le sea también co- 
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ni>cidai con el documento auténtico que le da esa representación. Al 
marido no se le exige ese documento, bastando que lo conozca él no- 
tario; 

El dicho comprobante ó título de representación debe insertarse ea 
la escritura; 

3.^ No conociendo el notario á los otorgantes def acto ó contrato, 
les exigirá la concurrencia de don testigos que los conozcan y así lo ex- 
presen; 

4.» El notario debe firmar la escritura^ pero después que la firmen 
los otorgantes, los dos testigos de actuación y los de conocimiento. Por 
el que no sabe ó no puede, firma una de éstos á su ruego, expresándose 
esta circunstancia antes de hacerlo. 

5.^ Deben expresar con claridad las condiciones, cláusulas, conce- 
siones, promesas, renuncias, autorizaciones acordadas ó aceptadas ea el 
contrato; 

6.^ Todo se ha de escribir íntegramente en letra clara, sin pcrmi- 
Ürse abreviaturas, ni menos raspaduras, ni expresar sólo con números fe- 
chas ni cantidades; 

7,* Antes de firmar, todo se ha de leer en presencia de los testigos 
y de los otorgantes; y ratificados éstos, lo que también se expresará, y 
salvadas al fin las enmendaturas, rectificaciones, agregaciones y supresio- 
nes resuHantes, entonces se escribirán las firmas; 

8.^ Al salvar las enmendaturas y demás rectificaciones expresadas 
se guardará la misma igualdad de distancia de las líneas que en el cuerpo 
de la escritura, para evitar la sospecha de haberse escrito después de las 
firmas, lo que afectaría á la autenticidad del contrato. Si no hubiere espa* 
ció bastante, por seguir otro instrumento, será preferible escribirlo nueva- 
mente, á continuación, libre de tal defecto; 

g.^ Todas las minutas, boletas, títulos y documentos que se inserten 
y que no sean de devolverse para otros usos, se agregarán al fin del re- 
gistro, numerados y ordenados; 

10^ Ninguna copia debe darse á las partes sino después de estar 
debidamente firmada y autorizada la escritura; y para darla no deben 
dejarse pasar más de tres ú ocho días, según sea su extensíónj ni demo- 
rarse á cada parte la suya por esperar la que deba darse á la otra. Pero» 
si contienen obligación de dar ó de hacer, no puede entregarse segunda 
ó posterior copia sin que lo ordene decreto de juez; 

1 1 ^ Derivándose la autenticidad de los actos notariados de la auto- 
rización del notario, por medio de su firma y sello puestos al pie de ellos, 
ya que no es posible exigirle el sello en cada uno de ellos, debe el nota- 
rio cerrar el registro, cuando más tarde al fin de cada año, con un certi- 



Digitized by 



Google 



320 TÍTULO XVIII. 



ñcado final que exprese el número y denominación de todos, distinguiendo 
los que han pasado ante él, ó ante otro ministro de fe, cuáles han queda- 
do sin efecto por alguna causa que ha impedido terminarlos, y el número 
y calidad de los documentos incorporados al registro; 

1 2^ La mejor ejecución de dicho certificado final impone el deber 
de poner en nota marginal de cada contrato su número de orden, su de 
nominación legal, cuanto menos vaga se pueda, y los nombres de los 
otorgantes; 

13* Se le agregará un índice alfabético que haga fácil encontrar, 
sin pérdidas de tiempo, cada contrato ó escritura cuando se la necesite, 
por los nombres de cada uno de los contratantes, por las denominaciones 
de los actos ó contratos, y 

14a Se formará de cada registro un libro firmemente cosido y em- 
pastado ó encartonado, que evite destrucciones y extravíos. 

479. Todas estas reglas están en su mayor parte contenidas en las 
leyes que ya hemos indicado de los títulos 19, Partida 3 .^ y 23, libro 12 
de la Novísima Recopilación. Si contienen algunos pocos pormenores 
que no estén en ellas expresamente escritos, son sus deducciones precisa- 
mente requeridas para poderlas cumplir. Á dichas leyes se agregan las 
palabras con que el artículo 366 de la Ley Orgánica impone á los nota- 
rios su segunda obligación, consistente en «guardar y conservar con ¿u^ 
arreglo los instrumentos que ante ellos se otorgaren, ordenándolos de 
modo que se precava todo extravio y se haga fácil y expedito su examen. 

480. ¿Cómo conseguir ese orden y buen arreglo, cómo precaver 
todo extravío y cómo facilitar su expedito examen, sin observar las cuatro 
últimas reglas,, y sin que todo se guarde bajo de llave en estantes firmes 
de que antes se ha hablado? 

A este mismo objeto se dirigía el número 5.° de los puntos conteni- 
dos en el artículo 216 del Proyecto de Reglamento propuesto por la Corte 
de Santiago, que hemos mencionado, el cual decía: « Con referencia al 
índice alfabético, se estampará al fin de cada protocolo un certificado 
signado que especifique el número de instrumentos que contiene y su fo- 
liación». 

Todo lo expuesto demuestra la íntima correlación que entre sí tienen 
el certificado final, el índice alfabético, la foliación del registro en un or- 
den numérico continuo, los epígrafes iniciales y la numeración de los ins- 
trumentos en un orden también continuo. 
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TÍTULO XIX. 



De los CoDservadoreí, 



Art, 371. 



Son conservadores los ministros de fe encargados del regis- 
tro conservatorio de bienes raíces ó del registro del comercio 
ó de uno y otro, 

Art. 372. 

En los departamentos en que sólo hubiere un notario, éste 
será también conservador de bienes raíces y del comercio. 

Art. 373. 

En los departamentos en que hubiere dos 6 más notarios, 
uno de ellos llevará el registro conservatorio de bienes raíces, y 
el otro el del comercio, 

Al Presidente de la República toca en el caso del inciso an- 
terior hacer entre los notarios la distribución de estos registros; 
y la distribución que hiciere regirá también respecto de los su- 
cesores en el oficio de los dichos notarios. 
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Art. 374- 



No obstante lo dispuesto en el artículo precedente, los re- 
gistros de bienes raíces y del comercio se encargarán á un fun- 
cionario especial que con el título de Comervador habrá en los 
departamentos de Santiago, de Valparaíso y en los demás en 
que el Presidente de la República lo determine con previo in- 
forme de la respectiva Corte de Apelaciones. 

Art. 375. 

Para poder ser conservador en los departamentos á que se 
refiere el artículo precedente es menester ser abogado. 

El nombramiento de estos conservadores se hará previa 
oposición ante la respectiva Corte de Apelaciones^ en la forma 
prevenida en el artículo 320. 

Art. 376. 

Se extiende á los conservadores, en cuanto es adaptable á 
ellos, todo lo dicho respecto de los notarios en el título anterior, 

Art. 377. 

Lo dispuesto por los artículos 372, 373*374 y 375 ^^^ 
tendrá lugar á medida que cesen en sus empleos ios actuales 
conservadores de bienes raíces y del comercio. 
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OOMENTAHIO- 

Institucion complementaria^ para la priuba escriíaj 
de los Conservadores^ 

SU MARIO. — 481. Registro de bienes raíces establecido por la legislación espa^ 
Bola. — 4Sa» Ordenanza sobre toma de razón de hipotecas y censos dispuesta 
por la ley chilena de 1845.-485. Establécese el Registro del Conservador 
por el Código Civil, Su reglamento. — 484. Establécese el Registro de Co- 
mercio por et Código del ramo. Su reglamento. — 4S5. Registro de Minas, 
regido por las reglas del de bienes raíces. — 4S6. Quiénes se llaman Con- 
servadores, — 487. Lo son en general los notarios. — 488. Conservador espe- 
cial.— 4S9- Instalación de los conservadores. Su fianza. — 490. Sus emolu- 
toentos. — 491. Cinco puntos más de asimilación con los notarios.— 49^- An-* 
tecedenles que explican el articulo 377 transitorio. 

481 - El oficio de los ministros de fe Uamados por nuestra Ley Or- 
gánica Constnmdores no es enteramente nuevo en nuestra legislación. Ya 
en las leyes del título 16 libro 10 de la Novísima Recopilación lo encon- 
tramos establecido y reglamentado. La pragmática del rey Carlos III, 
fecha 31 de enero de 176S, que es la ley 3.^ del citado título i6j á fin 
de poner en más estricta observancia la anterior ley dictada por los reyes 
D. Carlos i.*^ y D. Juana en 1539 y por D. Felipe II en 1558, ordenó á 
los escribanos de Ayuntamiento, llevasen libros de registros encuaderna- 
dos y foliados, con índice ó repertorio^ y en papel sellado, en que preci- 
samente debian tomar razón de los instrumentos de imposiciones, reden- 
ciones de censos ó tributos, ventas de bienes raíces, mayorazgos ú obras 
pías, hipoteca ó gravamen, con expresión de los otorgantes, calidad del 
contrato ú obligación, nombres de los bienes, su cabida, situación y lin- 
deros, con otros pormenores que facilitasen el hallarlos en caso necesa- 
rio, y sancionando con ciertas penas la omisión de esta inscripción ó toma 
de razón- 

482* Después, en nuestra vida republicana, fué dictada la Orde- 
nanza de 2D de mayo de 1 84S, á virtud de autorización concedida por Ja 
ley de 31 de octubre de i S4 5 , en la cual se manda establecer en cada ca- 
pital de departamento una oficina á cargo de un escribano, en que se 
registren todas las hipotecas y censos constituidos sobre bienes raíces, y 
se renuevan, bajo forma más adaptable á nuestras circunstancias, los por- 
menores requeridos en la pragmática ó ley 3.^ antedicha. 

483- Pero nuestro Código Civil, con el fin de hacer más expedita 
la transmisión de tas propiedades raíces y con el de hacer más práctica- 
mente provechoso el crédito individual, fundado en la facilidad de cono- 
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cer los gravámenes que pesan sobre dichos bienes raíces, sentó las bases 
sobre las cuales debía establecerse como un verdadero precepto el Re- 
gistro del Conservador, En primer lugar, dispuso que la tradición de di- 
chos bienes, esto es, la adquisición de su dominio por este medio, debe- 
ría hacerse por la inscripción (art. 686) del título en el expresado regis- 
tro. En segundo lugar, la imposición de censos, hipotecas y demás 
gravámenes sobre dichos bienes no tendrían efecto legal sin llenarse el 
requisito de la inscripción en dicho registro (arts. 2027 y 2410). 

Su reglamentación la autorizó en el artículo 695, y, en efecto, el re- 
glamento que vino á determinar lo que dejó por decir el Código en cuanto 
á los deberes y funciones del Conservador y á la forma y solemnidad de 
las inscripciones, se dictó por el supremo decreto de 24 de junio de 1857. 

484. Persiguiendo igual propósito el Código de Comercio, de asen- 
tar el crédito mercantil sobre el conocimiento, más fácil de obtener en 
lo posible, de todos los gravámenes ó compromisos que pudieran tener 
sobre sí las personas dedicadas al comercio, dispone que éstas deban 
tomar razón de todos los actos y contratos que puedan ligarlos con per- 
sonas incapaces, con sociedades y con mandatarios encargados como 
factores ó dependientes de administrar los bienes que en todo ó parte 
les pertenezcan (arts. 22, 23 y 24 del dicho Código); y para conseguirlo 
dispone en sus artículos 20 y 21 que «En la cabecera de cada departa- 
mento se llevará un registro en que se anotarán todos los documentos 
que según este Código deben sujetarse á inscripción» y que Las reglas y 
formalidades relativas á la organización del registro del comercio^ á los 
deberes y funciones del secretario encargado de él (conservador es ^1 
nombre que le da el artículo 371 de la Ley Orgánica) y á la forma y 
solemnidad de las inscripciones, se determinarán en un reglamento espe- 
cial». Ese reglamento es el que se dictó, en virtud de esta autorización, 
en el supremo decreto de IP de agosto de 1866. 

486. También el Código de Minería dispone que se registren los actos 
y contratos de adquisición de la propiedad relativa á ese ramo especial, 
en sus artículos 81 y 82. Según el 81, \dL posesión originaria de las minas 
se adquiere por el registro legalmente verificado, y según el 82 debe 
haber para la tradición de las minas demarcadas y para la constitución 
de derechos reales en ellas un registro conservatorio especial^ el cual se 
regirá por las mismas disposiciones que el conservador de bienes raices. 
Como en estos artículos se hace distinción entre la posesión originaria, 
que es la que el artículo 29 concede al descubridor mandándole regis- 
trarla y demarcarla, y la tradición de las que se enajenen por contratos, 
se hizo necesario dictar el supremo decreto de 24 de febrero de 1875, 
en el cual se dispone que esos registros sean llevados por los notarios 
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departamentales, y donde hubiere más de uno* por el que fuere nombra- 
do para este objeto. 

486' Establecidos de esta manera el Registro Conservatorio de 
Bienes Raices y el Registro de Comer ció» la Ley Orgánica á su vez esta- 
blece los funcionarios que deben ser encargados de llevarlos, creando 
para este objeto ministros de (é con el nombre de Conserzfodores {art. 571). 

487' Como regla general establece que en todos los departamen- 
tos de la República el notario que en él hubiere será el encargado de 
llevar ambos registros^ con el nombre de cúnservador de biepws raices y 
del comercio (art. 372). Y en los departamentos en que hubiere más de 
un notario, uno de ellos será e! consenmdjr de bienes raices y otro el 
cofiservador del coniercio (art, 373); correspondiendo al Presidente de la 
República hacer la distribución^ y debiendo ésta regir con los sucesores 
en el oficio de los dichos notarios, 

488- Mas, para Valparaíso, para Santiago y para los departamen* 
tos en que el progreso y el crecido número de inscripciones lo aconse- 
jen, á juicio del Presidente de ta República, con previo informe de la res- 
pectiva Corte de Apelaciones, se nombrará un conservadyr especial 
encargado de los dos registros, de bienes raices y del comercio (art. 374)^ 
Este funcionario ó conser/ador especial deberá ser abogado, y su nom- 
bramiento se hará (art 375) por el Presidente de la República, á propuesta 
en terna de la respectiva Corte de Apelaciones, después de convocado 
concurso y observadas las prescripciones del artículo 320. 

480. Siendo aplicable á los conservadores (art. 376) todo lo dis- 
puesto sobre los notarios, en cuanto les sea adaptable, resulta: 

Pritmro, Que sus funciones están circunscritas al departamento 
para el cual son nombrados (art. 362). 

Segundo. Que para instalarse en el ejercicio de sus funciones deben 
prestar juramento bajo la fórmula del artículo 342 y rendir la ñanza 
prescrita en el 343 ante el presidente de la Corte respectiva- Esa fianza 
está limitada en el decreto de 8 de marzo de 1881 para Quinchao y por 
el de 19 de enero de 1884 para Carelmapu, á i,0O0 pesos por el cargo 
de secretario, igual suma por el de notario y 500 pesos por el de con- 
servador; y el de 29 de marzo de 1S87 fijó en dos mil quinientos pesos 
la que debe rendir el secretario, notario y conservador de Magallanes 
por sus tres cargos indicados. Para los demás departamentos rige el 
supremo decreto de 8 de junio de 1 876, dictado en virtud de la autori- 
zación concedida en el artículo 343, aplicado á los conse rijadores y á 
tos notarios por los artículos 363 y 376. En ese decreto se dispone que 
M «los notarios que lleven el registro conservatorio de bienes raices ó el 

de comercio, ó ambos juntamente, rendirán además la ñanza que rcspec- 
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tivamente señalan los reglamentos dictados para las oñcinas de los con 
servadores, en la forma que los mismos reglamentos determinan ». Pues 
bien, el reglamento relativo á los bienes raices, que hemos citado, fecha 24 
de junio de 1 857, fija como garantía una fianza, hipoteca ó depósito de cuatro 
mil pesos para Santiago, Valparaíso y Copiapó, y de tres mil pesos para los 
departamentos en que hay establecidos juzgados de letras. El otro regla- 
mento, también citado, relativo al comercio, de i.^de agosto de 1866, 
determina que la cuantía de la fianza, hipoteca ó depósito (art. 3,°}, será 
de dos mil pesos en Santiago, Valparaíso y Copiapó y de mil quinientos 
pesos en los departamentos en que hay juzgados de letras; pero que les 
bastará hacer extensiva á este cargo la fianza, hipoteca ó depósito que 
tuvieren rendida, como notarios ó como conservadores de bienes raíces* 
los que se hallaren en este caso. 

490. Tercero, Que sus emolumentos son los que les señala la ley 
de Aranceles judiciales de 21 de diciembre de 1865 en su articulóos*, 
con la modificación que á este artículo hizo la ley de 12 de enero de 1 872; 
previniéndose que en la referencia que esta ley hace á dicho artículo 6,f 
es evidente el error de impresión cometido al ponerse 5 .<> en lugar de 6 *^ 

491. Cuarto. Que los oficiales de su oficina deben estar bajo b 
vigilancia del juez de letras ó respectiva Corte, que el artículo 364 es- 
tablece. 

Quinto. Que en caso de inhabilidad para ejercer sus funciones se 
les reemplazará como el artículo 365 prescribe acerca de los notarios. 

Sexto. Que del mismo modo las licencias que los eximan de la 
asistencia á sus oficinas las obtendrán de los jueces de letras cuando m 
residan donde hay Corte (arts. 347, 360 y 367). 

Séptmio. Que los que funcionen en departamentos en que hay ar 
chivero, entregarán después de cada año sus registros en la forma pre- 
venida en el artículo 369; 

Octavo. Que el tiempo de servicio de su cargo está equiparado» por 
la ley de 19 de enero de 1889 artículo i.^, al de ejercicio de la profesión 
de abogado, para el cómputo de los años requeridos para los puestns 
judiciales. 

492. Para tener una idea clara de lo que en realidad tiene de tran- 
sitorio el artículo 377, es necesario recordar algunos antecedentes, que 
completan los que al principio dejamos expuestos. 

El Reglamento dictado en 24 de junio de 1857 para el conscrvato- 
rio de bienes raices autorizó al Presidente de la República, en su artfcüli 
7.0, para nombrar al conservador que debía servirlo en cada departa 
mentó, con las solemnidades y pruebas requeridas para los escribanos, si 
el nombramiento no recaía en alguno de éstos ó en abogado, y sin ellaá 
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en caso contrario. Con esa autorización, el supremo decreto de 28 de 
agosto de 1858 nombró para desempeñar el cargo de conservador expre- 
sado á los escribanos públicos existentes en todos los departamentos, 
con excepción de los de Valparaíso, Talca y la Serena, para los cuales 
nombró abogados. 

Algo distinto sucedió con los de comercio. El reglamento de este 
ramo, dictado en i,^ de agosto de r866, autorizó también en su artículo 
I P al Presidente de la República para nombrarlos; pero en su artículo 
4.0 se puso en el caso de que en algunos departamentos se establecieran 
oficinas de registro de comercio independientes, esto es, que no fuesen la 
de! notario ni la del conservador de bienes raices, y para ese caso auto- 
rizó al de comercio para otorgar como ministro de feí esto es, como 
escribano ó notario, todas las escrituras que debieran inscribirse en el 
registro de su cargo. Como era natural que los nombrados de esta últi- 
ma manera no tuviesen con ese solo trabajo lo suficiente para subsistir 
con la decencia é independencia propias de ministros encargados de la 
fe pública, no tardó en hacerse necesaria una reforma; y ésta se hizo eu 
el supremo decreto de ro de octubre de 1867, Dispuso este decreto que 
ios expresados conservadores de comercio independientes serían en lo 
sucesivo también notarios públicos, con la misma fe y facultades de todo 
notario; que para esto rindieran ante las respectivas Cortes la informa- 
ción, examen y fianza correspondientes que no habían rendido; que los que 
no lo hiciesen ó no fuesen calificados de competentes cesarían en el de 
sempefto de sus cargos, y que los registros de los que fallecieren, renun- 
ciaren ó fueren destituidos se uniesen á Iqs conservatorios de bienes 
raices, sin adquirir por eso el cartícter de notarios, si no lo tenían. Con 
esta naedida quedaron algunos conservadores que, á la fecha en que se 
dictó la Ley Orgánica, gozaban de muy escasos emolumentos, pero que, 
debiendo ser respetados en sus puestos, hicieron necesario esperar que 
cesasen en su desempeño de una manera natural, para ir aplicándoles, pau- 
latinamente y sin violación de derechos adquiridos, las disposiciones que 
mandan unir los conservadores á los notarios, ó nombrar abogados espe- 
ciales para ambos registros de bienes raices y del de comercio, que se con- 
tienen en los artículos 372, 373, 374 y 375. Podemos creer que en la 
actual fecha estos artículos están en plena observancia. 
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TITULO XX- 

De los Archiveros. 



Art. 378. 



Los archiveros son ministros de fe pública encargadas de 
la custodia de los documentos expresados en el artículo 384 de 
esta ley y de dar á las partes interesadas los testimonios que 
de ellos pidieren. 

Art. 379. 

Sólo habrá, por ahora, archivero en el departamento de San- 
tiago y en el de Valparaíso. 

El Presidente de la República, con previo informe de la 
respectiva Corte de Apelaciones, determinará, cuando lo esti- 
me necesario, los demás departamentos en que también haya 
de haberlos. 

Art. 380. 

Es aplicable á los archiveros lo dispuesto respecto de los 
secretarios de los juzgados de letras por los artículos 337, 338, 
339 y 343- 
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Art, 381, 

Antes de entrar en el ejercicio de sus funciones prestarán 
los archiveros juramento de desempeñar fielmente los deberes 
de taK ante el presidente de la Corte de Apelaciones respectiva. I 



Art» 382. 

Es aplicable á los archiveros y á sus oficiales subalternos 
todo lo dispuesto por el artículo 344- 

Art. 383. 

Cuando el archivero estuviere implicado 6 se imposibilitare 
por cualquier causa para el ejercicio de sus funciones, será 
reemplazado por los notarios del departamento, conforme al 
orden de su antigüedad, 

Art, 384. 

Corresponde á los archiveros la custodia de los documen- 
tos que en seguida se expresan: 

i,** Los procesos afinados que se hubieren iniciado ante los 
jueces de letras del departamento, ó ante la Corte de Apela- 
Clones ó ante la Corte Suprema, si el archivero lo fuere del 
departamento en que estos tribunales tienen su asiento; 

2.'' Los procesos afinados que se hubieren seguido dentro 
del departamento ante jueces arbitros; 

3," Los libros copiadores de sentencias de los tribunales 
expresados en el número 1° anterior, y los de los jueces de dis- 
trito y de los jueces de subdelegación; 

4.^ Los protocolos de escrituras públicas otorgadas en el 
departamento; 

5." Los repertorios y registros de los conservadores del 
mismo departamento. 
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Art. 385. 

Son obligaciones de los archiveros: 

I .* Guardar los procesos, libros de sentencias, protocolos y 
demás papeles de su ofícina en la forma prevenida por el nú- 
mero 5."* del artículo 346; 

2/ Dar á las partes interesadas, con arreglo á la ley, los tes- 
timonios que pidieren de los documentos que existieren en su 
archivo; 

3/ Facilitar á cualquier persona que lo solicite, el examen 
de los procesos, libros 6 protocolos de su archivo; 

4.* Asistir diariamente á su oficina y mantenerla abierta 
para el servicio público desde las diez de la mañana hasta las 
cuatro de la tarde; 

5.* Formar y publicar, dentro del término que el Presiden- 
te de la República señale en cada caso, los índices de los pro- 
cesos y escrituras con que se instale la oficina; y en los meses 
de marzo y abril, después de instalada, los correspondientes al 
último año. 

Estos índices serán formados con arreglo á las instruccio- 
nes que den las respectivas Cortes de Apelaciones. 

Art. 386. 

Las funciones de los archiveros, en cuanto ministros "de fe, 
se limitan á dar, conforme á derecho, los testimonios y certifi- 
cados que se les pidan; y á poner» á petición de parte, las res* 
pectivas notas marginales en las escrituras públicas, 

Art. 387. 

Es aplicable á los archiveros, en los términos del artículo 
360, lo dispuesto respecto de los secretarios de los juzgados de 
letras por los incisos i.** y 3.^ del artículo 347. 
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Sin embargo, durante el feriado de vacaciones deberán 
abrir su oficina, por lo menos, un día en cada semana, 

Art. 388, 

Rigen también respecto de los archiveros las prohibiciones 
impuestas á los jueces por los artículos 150 y 24S. 

COMENTARIO. 
Cenlralhación de los insirumentos publicas en los ai'ckiveros. 

SUMARIO.— 493. Primer archivo general ordenado por la ley española. — 494. Ar- 
chivo general ordenado por la ley de 1847 y decreto de 1349. —495. Decreto 
de 1872 que lo establece en Santiago y Valparaíso. — 496, Archiveros esta- 
blecidos por la Ley Orgánica en toda la República. — 497. Motivos influyen- 
tes para estable ce ríos. — 498. Se deben establecer paulatinamente. — 499, Pun- 
tos de asimüacióa con los secretarios y nota ríos. ^5 00. Obligaciones proi>ia5 
de losa rch i veros . — 5 o r . Sus emol u mentos. 

493- El primer paso que encontramos en la legislación que nof> 
rige, con el fin de formar un archivo más general que el llevado por cada 
uno de los ministros de fe, es el contenido en el bando del Consejo Ge- 
neral de España^ publicado en Madrid en 27 de septiembre de i/GSi que 
figura como nota 2.^ á la ley 12 título 23 libro 10 Novísima Recopilación. 
En él se manda, conforme á lo prevenido sobre creación de archivo gene- 
ral de los protocolos y demás papeles de escribanos, que todas las per- 
sonas y funcionarios que tengan en su poder esa clase de documentos los 
pasen á los expresados archivos, bajo ciertos plazos y apremios y con 
deter m inadas i nd ivád u al izac ione s . 

494 > Bajo nuestro gobierno nacional aparece por primera ve^ esa 
misma idea, con miras mucho más generales, en la ley de creación de la 
Oficina de Estadística, de septiembre 17 de 1S47, que en su artículo i,^ 
le señala como objeto el de adquirir, ordenar y publicar noticias circun.s- 
tauciadas y puntuales sobre cuantos objetos pueden interesar á una bue- 
na y progresiva administración. En el artículo 2P ordena se establezca 
un archivo general anexo á la oficina expresada, en el cual se depositen, 
entre los demás documentos, copias autorizadas de los testamentos, con- 
tratos, escrituras y demás documentos que se extiendan en las eacriba- 
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nías de toda la República, y de todas las sentencias pronunciadas en 
última instancia por los tribunales, que tengan más de ocho años de 
fecha. 

Sólo en abril de 1849 vino á dictarse, para realizar esa creación de 
un archivo general, el supremo decreto que designó el i .^ de septiembre, 
de ese año, como principio del deber de remitir los escribanos los dupli- 
cados autorizados de sus registros y de todos los instrumentos ante ellos 
autorizados, en libros encuadernados, con índice al fin de cada uno, á 
costa de los interesados ó partes. 

495. Todavía se demoró la realización ordenada en el decreto 
expresado, pues que en 4 de abril de 1872 vino á dictarse el supremo 
decreto que creó un archivo general de las escribanías y secretarías de 
los tribunales y juzgados de Santiago, que debía reunir los protocolos de 
escrituras, los procesos afinados en materia civil, los libros copiadores de 
sentencias y el archivo de la Real Audiencia. Se funda en la utilidad de 
salvarlos de un siniestro, en el edificio contra incendios construido ya por 
disposición suprema: y lo pone á cargo de un Twtario archivero^ señalán- 
dole plazos para formar índices que faciliten el servicio del público, y 
dándole facultad de dar copias y certificados conforme á las disposicio- 
nes legales relativas á los escribanos, y con los emolumentos señalados 
en el arancel vigente. En su artículo 6.® y en el decreto explicativo de 
diciembre 23 del mismo año, obliga á los notarios públicos de Santiago 
á remitirles sus protocolos después de cerrados con el certificado de fin 
de año y de pasada la visita de archivo por el ministro visitador. 

En S de marzo del año 1873 se estableció, por análogos fundamen- 
tos, otro archivo general de las escribanías y secretarías de los juzgados 
de Valparaíso, sujeto á las mismas reglas del decreto de 4 de abril de 
1872 que estableció el de Santiago. 

496. Sobre estos antecedentes nuestra Ley Orgánica estableció, en 
el art. 378, los ministros de fe pública llamados archiveros^ encargándo- 
les la custodia de los documentos expresados en el artículo 384 y el der 
á las partes mteresadas los testimonios que de ellos pidieren. E^os do- 
cumentos son: 

\,^ y 2.0 Los procesos afinados é iniciados ante los jueces de letras 
y ante los jueces arbitros del departamento en que funcionan, y además 
los de las Cortes Suprema y de Apelaciones, si fueren archiveros de aquel 
en que tienen éstas su asiento; 

3.0 Los libros copiadores de sentencias de los tribunales Supremo, 
Superiores y de letras, y de los jueces de subdelegación y de distrito; 

4.° y 5-® Los protocolos de escrituras públicas, los repertorios y re- 
gistros conservatorios otorgados ó llevados en el departamento. 
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497* Sin embargo, la adopción de este archív^o absorbente, digá- 
moslo así, de todos los documentos de un departamento, no dejaba de 
presentar serios inconvenientes para generalizarlo en toda la República. 
Si abogan por !a adopción la conveniencia de hacer más fácil á los inte- 
resados el buscar y obtener los documentos con toda oportunidad y la 
necesidad de ponerlos a cubierto de los siniestros provenientes del fuego, 
de la humedad y de otros accidentes, tampoco puede negarse que esas 
causas apenas son aplicables, y no siempre, á departamentos en que sóJo 
hay una, dos ó tres oficinas y que^ por otra parte, hay en los jefes de és- 
tos cierto derecho á los emolumentos de los testimonios y certificaciones 
relativos á los procesos é instrumentos por ellos formados y ordenad os h 
Sin duda que estos motivos, juntamente con la pusibilidad de un sinies- 
tro ocurrido en el archivo único, que traería pérdidas y perjuicios mucho 
más generales, habrán influido en la demora que la realización de un 
archivo general ha tenido, á pesar de estar ordenado desde la ley de i S47. 

498- Ello es que nuestra Ley Orgánica lo manda establecer paula- 
tinamente, ordenando en el artículo 379 que por ahora sólo habrá archi- 
vero en los departamentos de Santiago y Val paraíso ^ donde, como se ha 
visto, habíanse ya establecido en edificios adecuados; pero autorizando 
al mismo tiempo aí Presidente de la República para establecerlos en los 
departamentos á medida que, con previo informe de la respectiva Corte 
de Apelaciones, lo estime necesario. 

Hasta ahora sólo sabemos que se han establecido en los departa- 
mentos de Concepción y Talca. 

499- La ley establece varios puntos de asimilación de los archive- 
ros con los secretarios de juzgados de letras, que lo son también con los 
notarios, por cuanto en esos mismos ha asimilado á éstos con dichos se- 
cretarios, Y son: 

i.*^ En los requisitos para obtener el cargo y en las formalidades 
con que deben ser nombrados (art, 380 refiriéndose á los arts. 357, 338 

y 339)- 

2,0 En el juramento y la fianza que deben rendir para su instalación 
(art. 380 refiriéndose al art. 343 y art. 381). Sobre la fianza no sabemos 
que hasta hoy se haya dictado el supremo decreto que debe fijar su 
cuantía. 

$.^ En la supervigilancia de la Corte, ó juzgado de letras en su ca- 
30» sobre su oficina y oficiales que la sirven (art. 383 refiriéndose al 344)- 

4.*' En la manera de obtener sus licencias de los jueces de letras, 
donde no hay Corte; aunque difieren de los secretarios en que durante 
el feriado de vacaciones deben abrir su oficina un día por lo menos en 
cada semana {art. 387 con referencia al 347 inc, i.^ y 3.°). 
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5.<> En la prohibición de abogar y procurar y en la de intervenir 
sobre asuntos en que tengan motivos de implicancia (art. 38S con refe- 
rencia á los arts. 150, 248, 350 y 331), 

6.^ En la manera de ser reemplazados en los casos de enfermedad, 
implicancia ü otro motivo de imposibilidad para ejercer sus funciones; 
debiendo serlo por los notarios del departamento, conforme al orden de 
su antigüedad (art. 383). 

Acerca de esto encontramos analogía con los secretarios en cuanto 
á éstos debe subrogarlos otro ministro de fe, siempre que lo haya. Y en 
cuanto á que deba designarlos el juez letrado, aunque el artículo ^8¡ no 
lo diga, creemos que puede darse por entendido que así deba hacerse. 

Nos remitimos á lo dicho en los nüms, 434, 463 y 464. 

7.0 Atendida la colocación que les da la Ley Orgánica entre los fun- 
cionarios judiciales, como que en efecto los archiveros coadyuvan tam- 
bién á los tribunales de justicia, custodiando y suministrando los docu- 
mentos de prueba preconstituida que se hacen valer y deben ser aprecia- 
dos en los juicios, sus servicios, si son abogados, les valen para el cómputo 
de los años de ejercicio de la profesión requeridos para los puestos judiciales 
(art. i,^ de la ley de 19 de enero de 1889). 

600- Las obligaciones de los archiveros, refundidas en los artículos 
385 y 386, son las siguientes: 

I. a Guardar todos los procesos, libros, protocolos y registros cuya 
custodia les encarga el artículo 384, con la posible seguridad y orden, 
conforme á las prescripciones é instrucciones que reciban de la Corte ó 
juzgado de letras respectivos; 

2.a Dar á las partes interesadas los testimonios y certificados que 
les pidan, de los documentos que están á su cargo, poniendo las respec- 
tivas notas marginales en las escrituras públicas. Como al dar las copias 
deben ajustarse á los preceptos legales, el supremo decreto de 25 dé oc- 
tubre de 1877 ha declarado que sólo podrán hacerlo sin mandato judicial 
en los casos en que los notarios que han autorizado las escrituras pudie- 
ran hacerlo sin ese requisito, nüms. 478- lO.» 

3.a Facilitar á cualquiera persona que lo solicite el examen de los 
procesos, libros ó protocolos de su archivo. En lo cual entendemos com- 
prendidos los registros y demás documentos; 

4.a Asistir diariamente á su oficina y mantenerla abierta para d 
servicio público desde la diez de la mañana hasta las cuatro de la tarde; 

5.a Formar y publicar los índices de los procesos, escrituras y libros 
con que se instale su oficina, en el término posterior á su instalación que el 
Presidente de la República señale, y. después de instalada, seguirá hacien- 
do otro tanto respecto de los correspondientes al último año, en los meses 
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de marzo y abril; arreglándolos conforme á las instrucciones de la res- 
pectiva Corte de Apelaciones. 

601. Aunque la Ley Orgánica no habla de los emolumentos con 
que deben ser retribuidos sus servicios, este silencio está suplido por el 
artículo 34 de ía Ley de Aranceles judiciales, de 21 de diciembre de 
1865, el cual establece que los derechos en él asignados tá los respec- 
tivos funcionarios serán cobrados por toda persona que desempeñe el 
cargo por.,, el ministerio de la ley*. Con lo cual les corresponden á los 
archiveros los emolumentos asignados á los secretarios y á los notarios 
en los artículos S.^ y 9.^ de dicha ley por las copias autorizadas, certifi- 
caciones y certificados que dieren. 



i 



-^*"M- 




Digitized by 



Google 



TITULO XXL 



De los Froenradores y especialmente de los Procuradores del Kámero. 



Art. 389. 



Los procuradores del número son oficiales de la administra- 
ción de justicia encargados de representar enjuicio á las partes, 

Art. 390. 

Habrá para cada departamento los procuradores del número 
que el Presidente de la República determine, previo informe de 
la Corte de Apelaciones respectiva. 

Art. 391. 

Para poder ser procurador del número se requieren las cua- 
lidades necesarias para poder ser receptor de mayor cuantía y 
siempre la edad de veinticinco años. 

Art.^ 392. 

Los procuradores del número serán nombrados por el Pre- 
sidente de la República, previa oposición ante la Corte de Ape- 
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laciones respectiva, en la forma expresada para los relatores 
por el artículo 320, 

Art. 393. 

Todo procurador de númerOi antes de comenzar á ejercer 
sus funciones, prestará juramento de desempeñar fielmente los 
deberes de tal ante el presidente de la Corte de Apelaciones 
respectiva, 

Art. 394. 

El acto por el cual una parte encomienda á un procurador 
la representación de sus derechos en juicio, es un mandato que 
se regirá por las reglas establecidas en el Código Civil para los 
contratos de esta clase, salvo las modificaciones contenidas en 
los artículos siguientes. *" 

Art. 395. 

La constitución de poder judicial no puede hacerse sino por 
escritura páblica, ó por una declaración escrita hecha por el 
mandante y autorizada por el secretario del tribunal que conozca 
del negocio para el cual se nombrare el procurador, 

Art. 396. 

Además de la recta ejecución del mandato, son obligaciones 
de los procuradores del número: 

1,^ Asistir diariamente á la secretaría de los tribunales á 
instruirse de lo que les concierne en el despacho de los negocios; 

2,^ Dar los avisos convenientes sobre el estado de los asun- 
tos que tuvieren á su cargo, ó sobre las providencias ó resolu- 
ciones que en ellos se libraren, á los abogados á quienes estu- 
viere encomendada la defensa de los mismos asuntos; 

3.* Servir gratuitamente á los pobres, con arreglo á lo dis- 
puesto por los artículos 42 y 72, 
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Art. 397» 

No termina por la muerte del mandante el mandato para 
negocios judiciales. 

Art. 398. 

Lo prevenido respecto de los secretarios por los incisos i." 
y 3.*^ del artículo 347 se aplica también á los procuradores del 
número en la forma expresada por los incisos 2.** y 3*'' del ar- 
tículo 360. 

Art. 399. 

El trabajo de los procuradores del número será remunerado 
por sus mandantes con arreglo á arancel, 

Art. 400. 

En la Corte Suprema y en las Cortes de Apelaciones no 
podrá ninguna parte presentarse en juicio, sino por sí misma ó 
por medio de un procurador del número. 

En los juzgados de letras cada parte podrá presentarse y 
obrar por sí misma ó representada por otra persona. 

Pueden los tribunales compeler á cualquiera de las partes á 
nombrar un procurador que la represente enjuicio, siempre que 
así lo considere conveniente para la marcha pronta y expedita 
del asunto de que estuvieren conociendo. 
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COMENTARIO. 

%mm PriiHera. 

Instiincion y nombramienio de ¿os procuradores del número. 

SUMARIO. ^502, Denominación lega! de los procuradores.— ^^-^^ Necesidad de 
los procuradores Judiciaies ,-^^0^. Y de que tengan el carácter de oficiülei 
públicos,— 505, Cuáles son los proaitaáores del número,— ^o^. Qué cualida- 
des se requieren para ser nombrados. ^507. Ei Presidente de la República 
hace el nombramiento. — 50S, Se instalan prestando* juramento. 

502. Procurador, según la ley 1.^, tÍL 5. ^'j Partida 3.^, es el que 
anministra algunas cosas ó pleitos ajenos, por mandato ó encargo del 
dueño, y se denomina también persanero, porque en juicio, ó fuera de él, 
está en lugar de la persona de otro. Esa misma idea nos sugiere la eti- 
mología de la palabra latina procurator, de curare pro, esto es, cuidar ó 
administrar en provecho de otro. 

Es también la misma que se contiene en el artículo 2 1 1 6 del Código 
Civil al definir el contrato de mandato ^ diciendo que la persona á quien 
se confiere el encargo de gestionar algún negocio de otro se llama procu- 
rador ó apoderado ó mandaiariú. 

503. Por lo que hace á los negocios judiciales, que necesitan venti- 
larse ante los tribunales de justicia, no sólo son útiles sino necesarios los 
procuradores. Siempre y en todos los países se ha reconocido como uno 
de los más perfectos derechos el que tiene todo litigante, ó persona que 
necesita ventilar algún negocio en juicio, para personarse ante el tribunal 
á quien recurre, sea como actor^ sea como demandado, por medio de al- 
guna otra persona de su confianza > No siempre le es posible ó conve^' 
niente comparecer por sí misma, ya por inconvenientes de salud ó de 
ocupaciones de mayor exigencia, ya por imposibilidades nacidas de la 
posición social, del sexo^ de la edad, del puesto que se ocupa. En todos 
esos casos es aceptable, ya que no indispensable, hacerse representar por 
un procurador, llamado judicial, por cuanto su mandato debe ser desem- 
peinado enjuicio. 

504, Esta clase de procuradores necesitan por su parte cierta pericia 
y práctica en las reglas de procedimientos judiciales^ que les dan aptitu- 
des especiales para ser, no sólo buenos mandatarios de sus comitentes, 
sino también verdaderos auxiliares de los jueces i tribunales ante quienes 
funcionan. Por lo tanto, se ha hecho necesario que existan algunos de 
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ellos en cada asiento de juzgado ó tribunal superior, y á éstos los consi- 
deran las leyes, y entre ellas nuestro artículo 389, como oficiales de la ad- 
ministración de justicia^ ya que al encargarse de representar en juicio á 
las partes, deben cooperar también con su buen desempeño á la mayor 
regularidad y expedición del procedimiento de los jueces. 

505. Mas, una vez que han de ser aceptados como oficiales auxilia, 
res del buen servicio judicial, ya no es posible que su número sea ilimi. 
tado, porque, si lo fuera, sería más que difícil someterlos á una razonada 
reglamentación y la exigüedad de sus emolumentos podría llegar á un 
extremo incompatible con la independencia y rectitud de sus actos públi- 
cos y privados. De ahí la necesidad de establecerlos en número limitado, 
en proporción á la población y á las necesidades de cada asiento de tri- 
bunal ó juzgado, como también la facultad de establecerlos en número 
limitado, que el artículo 390 concede al Presidente de la República. Esto 
mismo es lo que ha dado la denominación de procuradores del numero á 
los que son nombrados dentro de esta limitada designación. 

508. Las cualidades requeridas en el artículo 391 para ser nombrado 
procurador del número son las mismas que el artículo 355 declara nece- 
sarias para ser receptor de mayor cuantía, esto es, las «requeridas para 
poder ejercer el derecho de sufragio en las elecciones populares y acre- 
ditar la aptitud necesaria para desempeñar el cargo,» y, además, la edad 
de veinticinco años. En cuanto á la edad, nuestro artículo modifica el 25 
de la Ley de Elecciones, que sólo exige la de veintiún años. En el ar- 
tículo 26 de dicha ley, modificada por la de 18 de febrero de 1896, pue- 
den verse los motivos que inhabilitan para ejercer el derecho de sufragio 
en las elecciones populares. 

507. Su nombramieno debe hacerse por el Presidente de la Repú- 
blica, á propuesta en terna de la respectiva Corte de Apelaciones (ar- 
tículo 392). La manera de formarse esa terna es la misma que se observa 
para los nombramientos de relatores, determinada en el artículo 320, al 
cual éste se remite, y la refundimos en lo siguiente: La Corte convoca 
un concurso público, examina las aptitudes y mérito de los opositores, 
de ellos propone los tres que conceptúa más dignos, y uno de ellos debe 
ser el nombrado. En esa propuesta el voto del presidente de la Corte 
prevalece en caso de empate de votos. 

508- También se les considera como empleados públicos para ins- 
talarse en sus cargos, pues, según el artículo 393, antes de comenzar á 
ejercer sus funciones, deben jurar, ante el presidente de la Corte de 
Apelaciones, desempeñar fielmente los deberes de su cargo. 
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COMENTARIO. 

Seecíóa Segumk. 

Funciones de ios procuradores del numera. 

SUMARIO,— 509. Los procuradores judiciales son mandatarios.— 510- Carácter 
especial de su mandato^ — su. El maudato judicial debe constituirse por ins- 
trumeiUo público.— 513. Deberes de los procuradores dd número. -sí|- 
Otros deberes propios de la ejecuciou del mandato, — 514, Deberes de resi 
dencia y de asistencia diaria.— 515. Excepción relativa á la muerte del man* 
danle.— 516. Son retribuidos con arreglo á arancel. Observaciones.— 517, 
Cuándo es obligatorio valerse de procuradores. 

509. Contrato de tnandaio es el que medía entre un procurador del 
número y el comitente que le confía la gestión de su negocio. Las rela- 
ciones entre ambos deben regirse por las reglas establecidas para dicho 
contrato en el título XXIX del Código Civil. Así lo declara nuestro ar- 
tículo 394^ dejando á salvo las modificaciones contenidas en los artículos 
siguientes, 

510. Aqui conviene caracterizar con la posible precisión la especia- 
lidad de las funciones que desempeña el procurador judicial, y consi- 
guientemente el de número, con relación á su comitente ó mandante. En 
el 389 se dice que los procuradores del número son «encargados de 
representar en juicio á las partes, 1? y en el 394 se repite la misma idea 
en estas palabras: ^El acto por el cual una parte encomienda á un pro- 
curador ia represeníacíón de sus dtnrkús en juicio. < Así, pues» lo que 
caracteriza, lo que especializa las funciones del procurador en juicio, es la 
represi^ntaáón de ia persona y hs derechos úe ^M mandante ó comitente. 
Aunque el papel del abogado tenga en e^ juicio, como mandatario tam- 
bién de su cliente, según luego veremos, algo de mayor importancia é 
influencia en el éxito de sus gestiones, el procurador no debe olvidar que 
si él representa la persona y los derechos de su mandante, quiere decir 
que lo que él diga en su nombre, lo que asevere ó niegue en el juicio, 
perjudica ó aprovecha á su mandante como si este mismo lo dijera, lo 
aseverara ó negara; porque, como dice la ley de Partidas que citamos al 
principio, el procurador es personerú de su comitente, llamado así porque 
representa la misma persona de éste en el juicio. 

611. El primer punto en que difiere el procurador judicial de los 
demás mandatarios es la manera de constituirse su mandato. El Código 
Civil acepta para la fjcneraüdad de los encargos que son objeto del 
mandato, en su articulo 2123, todos los medios conocidos de manifesta- 
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ción de la voluntad de los contratantes, cuales son: ^por escritura pub)i> 
ca ó privada, por cartas, verbalmente ó de cualquiera otro medio inteli- 
gible, y aun por la aquiescencia tácita de una persona á la gestión de sus 
negocios por otra.» Pero nuestro artículo 393 solo permite que pueda 
constituirse el procurador judicial «por escritura publica, ó por una de- 
claración escrita hecha por el mandante y autorizada por el secretario 
del tribunal que conozca del negocio para el cual se nombrare el procu- 
rador». Aunque la claridad de esta prescripción restrictiva no necesita 
esplicación, todavía pudiera dudarse si cuando se trata de conferir poder 
para que sirva ante un tribunal de alzada, el secretario que deba autori- 
zar válidamente la declaración escrita que lo confiera habrá de ser el de! 
tribunal expresado ó el del tribunal de primera instancia que conoce ya 
del negocio. Las palabras del artículo se prestan á las dos interpretacio- 
nes; pero hemos visto decidir el caso en el sentido de la segunda, preva- 
leciendo la idea de no considerar que haya entrado en la mente de la 
ley hacer más difícil la constitución del poder á los litigantes que residen 
distantes del asiento de las Cortes. 

612. Las obligaciones especiales de los procuradores del número se 
determinan en el artículo 396. Invertiremos el orden en que éste las 
menciona por considerar que la segunda es medio necesario para cum- 
plir con la primera. Ellas son: 

I .* Dar á los abogados encargados de la defensa de los asuntos que 
tuvieren á su cargo los avisos oportunos y convenientes sobre ¡as provi- 
dencias, resoluciones y cualquiera hecho nuevo que se dicte ú ocurra y 
que pueda hacer variar el estado en que se hallan dichos asuntos. Siendo 
los abogados los que dirigen la defensa, no podrán desempeñar debida- 
I mente su cometido si no se les mantiene al corriente de todo lo que ocu* 

1 rre de nuevo en el asunto y puede dar materia para los recursos y peti- 

I dones diversas que la buena defensa y el buen éxito requieren. Tal es el 

I fundamento de este deber del procurador. 

' 2.a Asistir diariamente á la secretaría de los tribunales á tomar co- 

] nocimiento de lo que les concierna en el despacho de los negocios de 

• que están encargados. Sin esto no podrán instruirse á su debido tiempo 

I de los hechos ó providencias ó resoluciones que deben comunicar opor- 

I tunamente á los abogados para el objeto que queda expuesto. 

I 3.* Servir gratuitamente á los pobres con arreglo á lo dispuesto por 

los artículos 42 y 72. Bien podrá ser ésta una verdadera contribución de 

^ servicios. Pero no debe olvidarse que ella es necesaria para que sea efec- 

. tiva la tuición que la ley impone á los jueces en favor de las personas 

desvalidas, y que, por otra parte, está en cierto modo retribuida con el 

privilegio de que gozan estos procuradores en el hecho de excluir de las 
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ventajas que trae consigno el ejercicio de su cargo oficial á muchas otras 
personas. 

513^ Mas no son éstas las únicas obligaciones de los procuradores 
del número. AI imponerlas cuida el artículo 396 de decir que ellas son ade- 
más de las que lleva consigo «la recta ejecución del mandatos. Mientras 
no se dicte la Ley de Procedimientos, en que todas ellas deben detallar- 
se, deberán estos funcionarios atenerse, como ya se ha dicho, á las reglas 
establecidas en el título XXiX del Código Civil y en el 31 libro V de la 
Novísima Recopilación. Recordaremos, no obstante, una que conviene 
tener presente con especialidad, atendido el perjuicio que puede ocasio- 
nar su inobservancia, y es la que impone la ley III título 22 parte 3.* 
para apelar de la sentencia contraria, aunque el personero no tenga poder 
especial para hacerlo, y de dar el oportuno aviso al dueño del pleito para 
que provea sobre seguir ó no la apelación. 

614. La aplicación que el artículo 398 hace del 347 á los procura- 
dores del número les impone estas otras obligaciones- 
Residir en el asiento de los tribunales ante quienes funcionan; 

Asistir diariamente á las secretarías de dichos tribunales ó juzgados. 
En las Cortes tienen el deber de asistir diariamente á la audiencia pública; 

Esas residencia y asistencia cesan en los mismos casos en que cesan 
para los jueces expresados, y 

Para dejar de asistir en otros casos deben obtener licencia, que pue- 
de extenderse hasta por un mes, del respectivo juez de letras, y si resi- 
den donde funciona Corte de Apelaciones, del presidente de ésta. 

Excediendo de un mes la licencia, sólo puede concederla el Presiden- 
te de la República; con el bien entendido que, si excediere de un año, la 
plaza se declarará vacante y deberá proveerse en la forma legal, 

515* Aun cuando todo mandato termina por la muerte del mandante, 
según el artículo 2163 del Código Civil, una vez que de ella se tiene 
conocimiento, no sucede lo mismo con el mandato para negocios judicia- 
les. No contento el artículo 397 con dejarlo continuar, como aquél dis- 
pone, solamente hasta que se finalice la gestión principiada, ha dispuesto 
esta excepción á favor de la no interrupción del juicio, haciéndolo conti- 
nuar con el mismo mandatario, hasta que los herederos ó sucesores del 
mandante fallecido se hagan representar por otro distinto, si así les con- 
viniere. Mientras no lo hagan, presume la ley que desean serlo por el 
que tenía nombrado su antecesor. 

516- El otro punto en que el mandato judicial se aparta de las regías 
generales es el de la manera de ser retribuido. Aun cuando el artículo 
2159 del Código Civil establece que e! mandante es obligado á pagar á 
su procurador la remuneración d honorario^ estipulado ó usual, el artículo 
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399 de la Ley Orgánica dispone que sea remunerado por su mandante 
con arreglo á arancel. Pues bien, lo que la Ley de Aranceles Judiciales 
de 21 de diciembre de 1865 dispone para los procuradores en su artículo 
20, es que «ganarán por su trabajo en cada asunto que se les encomien- 
de treinta y seis pesos anuales; pero» por poco que dure su trabajo, en 
ningún caso ganarán menos del honorario correspondiente á dos meses». 
Y si ha habido paraUzación ó retardo en el juicio, los jueces podrán, i 
petición de parte, negar ó moderar esos derechos. 

Por muy fundada que pueda ser esta regla restrictiva de la ley, tam- 
poco podrán negarse tres observaciones, á saber: i ,a no todos los asun- 
tos requieren igual celo, pericia y actividad^ y si la retribución ha de ser 
proporcionada al trabajo, parece que una misma para todos los casos no 
ha de ser la que conduzca á lo más justo; 2.^ ya que para el abuso posi" 
ble del procurador se hace intervenir el criterio moderador del juez de la 
causa, no sería ajeno á los principios de justicia someterle también la 
fijación proporcionada al trabajo efectivamente empleado, si así lo pidie- 
re el procurador, y 3.^ no debe olvidarse que entre la fecha de la ley de 
aranceles y la actual el valor de la moneda ha experimentado una dimi- 
nución tan considerable, que hoy no puede menos de ser retribución exi- 
gua la que antes pudo calificarse como suficiente. 

517. La medida en que más manifiestamente se ve la utilidad de las 
funciones oficiales de los procuradores del número, es la que dispone el 
artículo 400. En ella se reconoce el derecho perfecto de todo litigante 
para presentarse por sí mismo ante todos los jueces y tribunales. Mas, 
■ para presentarse por medio de otra persona, ese derecho se limita á no 
poder hacerlo sino por medio de procuradores de número, si ía presenta- 
ción ha de ser ante las Cortes Suprema ó las de Apelaciones. 

Esa limitación no rige para ante los juzgados de letras. Pero, éstos 
tienen facultad para exigir la representación por medio de procurador, 
siempre que así lo consideren conveniente para la marcha pronta y expe- 
dita del asunto de que estuvieren conociendo. 

La exigencia de procurador del número ante las Cortes sólo excluye 
á otros procuradores judiciales que no sean de los examinados debida- 
mente, y se justifica por la necesidad de mantener por medio de ellos la 
expedición y regularidad en el despacho, y por la obligación que se les 
impone de asistir diariamente á imponerse y á firmar los actos diversos 
que la marcha oportuna de los asuntos requiere. 

En cuanto á la facultad concedida á los jueces de letras, ni ella es 
meramente arbitraria, ni deja de ser justificada toda vez que la dirección 
irregular ó abusiva de algún negocio la requiere en provecho de los mis- 
mos litigantes. 
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TÍTULO XXIL 



Oe los Abogados. 



Art. 401, 



Los abogados son personas revestidas por la autoridad 
competente de la facultad de defender ante los tribunales de 
justicia los derechos de las partes litigantes. 

Akt. 402, 

Para poder ser abogado se requiere: 

1.^ Tener veinte años de edad; 

2,° Tener el título de licenciado en la facultad de leyes y 
ciencias políticas de la Universidad de Chile; 

S,*" No haber sido condenado ni estar actualmente proce- 
sado por delito que merezca pena corporal, salvo la excepción 
establecida por el último inciso del articulo 41, 

Akt. 403. 

El título de abogado se expedirá por la Corte Suprema» 
previos la comprobación de los requisitos enumerados en el 
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artículo anterior, el examen que la misma Corte hará de las 
aptitudes del aspirante, y el juramento de desempeñar lealmente 
sus funciones que el mismo aspirante deberá hacer ante el 
presidente del tribunal. 

Art. 404, 

El acto por el cual una persona encomienda á un abogado 
la defensa de sus derechos en juicio, es un mandato que se ha- 
lla sujeto á las reglas establecidas en el Código Civil sobre los 
contratos de esta clase, salvo la modificación establecida en el 
artículo siguiente. 

Art, 405, 

No termina por la muerte del mandante el mandato de los 
abogados. 

Art. 406. 

Sólo los abogados podrán hacer defensas judiciales por otra 
persona ante la Corte Suprema y las Cortes de Apelaciones. 

En los negocios que se ventilen ante los demás tribunales 
no será necesaria la intervención de abogado* 

Los jueces de letras, sin embargo, podrán obligar á cual- 
quiera de las partes á que encomiende la defensa de sus dere- 
chos á un abogado, siempre que en concepto de los mismos 
jueces lo exigiere así la marcha regalar y expedita del juicio 
pendiente. 

Art. 407. 

Es obligación de los abogados defender gratuitamente las 
causas de pobres que se les encoiníenden con arreglo á lo dis- 
puesto por los artículos 42 y 72. 

No se extiende esta obligación á las causas seguidas ante 
los jueces de distrito ó de subdelegación. 
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Art. 408, 

Están exentos de la obligación establecida por el artículo 
precedente: 

I.** Los abogados que se hallaren en actual ejercicio de 
algún cargo concejil. 

2.° Los que estuvieren nombrados por el Presidente de la 
Repáblica para integrar la Corte Suprema y las Cortes de Ape- 
laciones con arreglo á lo dispuesto por el artículo 130, 






COMENTARIO. 
Iníervenctán de ios Abog^ados en ¿as Juicios. 

SUMARIO.— 518 Necesanü interve;icíón'de;ios abogados en lo?; juicios— 519, Ella 
es autorizada por U ley. — 520. Requisitos para ser admitido al ejercicio de 
la profesión. — 5 21. In portan cía de esti profesión. — 522. Diferencia caracte- 
rística entíc el mandato de loj^ abollados y el de los procuradores.— 523. No 
termina por la muerte del mandante,— 524, Casos en que es obligatorio de- 
fenderse por medio de abog^ados,— 525 Casos de servicio gratuito de los 
abogados. 526, Excepción ante los jneces inferiores, —537. Segunda excep- 
ción. Los que desempeñan cargos concejiles.— 5 aS, Tercera, los integrantes 
en las Cortes. 

518. El Código de las Partidas, al comenzar su título relativo á los 
abogados, dice que su intervención en los juicios es doblemente útili para 
las partes y para los jueces. Lo es para los dueños de los pleitos, porque 
éstos muchas veces no aciertan á fundar y demostrar suficientemente sus 
peticiones, ya por temor, por vergüen^ía, por falta de versación, y se ex- 
ponen á perder sus derechos. Lo es asimismo para los jueces; porque 
cuando ellos proceden bien y lealmente, los ilustran y encaminan á la más 
acertada decisión de loi^ pleitos. 

La derivación de la palabra abogado^ y de su sinónima bocera, parece 
venir de advocaitts^ por cuanto son llamados a defender, y de que su en 
cargo lo desempeñan no sólo por escrito, sino también de viva voz. 

La importancia reconocida de esta doble profesión hizo exigir á 
los que debían ejercerla, tanto en dicho Código, como en la Novísima 
Recopilación, los estudios jurídicos y el tiempo de práctica necesarios 
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para su buen desempeño, antes de admitirlos at examen de comprobadón 
en que debían obtener su título. 

519. Estas mismas ideas se revelan en el articulo 401 de nuestra 
Ley Orgánica, al establecer que los abogados reciben de la autoridad 
competente la facultad de defender ante ios tribunales de justicia los de 
rechos que ante ellos ventilan las partes litigantes. Son, pues, no sóIj 
auxiliares necesarios de los particulares que litigan, sino también coopu 
radores autorizados oficialmente de los jueces encargados de adminiütrar 
justicia. 

520. Conforme á lo expuesto, la Ley Orgánica exige» para que una 
persona pueda ser admitida á ejercer ante los tribunales la profesión de 
abogado: 

1 .0 Que tenga título de tal expedido por la Excma. Corte Suprema 

2.0 Que dicha Corte, antes de expedirle dicho título, se cerciore (k 
que tiene los siguientes requisitos: 

3.0 Veinte años de edad; 

4.0 El título de licenciado en la facultad de leyes y ciencias políti- 
cas de la Universidad de Chile; 

5.0 Que no haya sido condenado ni esté procesado por delito qíie 
merezca pena corporal, no siendo de los llamados delitos políticos; 

6.0 Y el juramento de desempeñar lealmente sus funciones» prestadd 
ante el presidente del expresado tribunal (arts. 402 y 403). 

521. No puede tacharse de muy exigente la ley que se ha conte:i 
tado con estos requisitos para e! ejercicio de una profesión de tanta ini 
portancia. Porque, en efecto, ella no sólo habilita para las funciones ver 
daderamente cooperadoras de la buena administración de justidaj siiir 
que también prepara para ocupar y desempeñar todos los puestos de h 
magistratura judicial: y todavía más, mediante el estudio y Ja versacióí] 
que impone en todos los ramos de las ciencias de Derecho y de la Pc'i 
tica, prepara también los hombres públicos que el país necesita para qut 
lo desempeñen, ya como legisladores, ya como diplomáticos, ya en los di 
versos ramos de la administración del Estado, 

522. Las relaciones que ligan a los abogados con sus clientes, segi^n 
el artículo 404, son las del contrato de mandato y se rijen por las regla.^ 
que acerca de él establece el Código Civil, 

Ya que en esto tienen analogía con los procuradores del númern 
conviene deslindar la diferencia que caracteriza sustancial mente a unofi y 
otros. Si los procuradores, como hemos visto (510), r^pr es^n f an áhs p;tr 
tes, los abogados las defienden, según las palabras empleadas en los -m 
tículos 401 y 404; pues que dicen; ^la facultad de defender ante los In 
bunales de justicia hs derechos de ¿as partes litigantes» » y «el acto po^ 
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el cual una persona encomienda á un abogado la defensa de sus derechos 
enjuicio*. Según osJío, lo que incumbe al abogado es la dínccion cien- 
tífica, iécnica, diremos así, del procedimiento requerido por la defensaj y 
al procurador !a gesiión práctica^ activa^ de ese procedimiento bajo la 
dirección del abogado. Este, para ayudar é ilustrar con sus alegaciones, 
expondrá ordenadamente los hechos, con las acciones y derechos pro- 
cedentes, demostrará sus fundamentos con las leyes, autoridades y doc* 
trinas que conduzcan á las más justas conclusiones, iodo en encerradas ra- 
zones^ conforme á la feliz expresión de la ley, y sin jamás herir ü ofender, 
ni aun indirectamente, á nadie. El procurador, porsuparte» no presentará 
sin que lo autorice el abogado, más que ios escritos llamados vulgar- 
mente de cajón, que nos abstenemos de enumerar por ser ellos propios de 
la Ley de Enjuiciamiento. 

523- Tampoco termina por el solo hecho de ocurrir la muerte del 
mandante el encargo conferido al abogado. Excepción que el artículo 405 
hace a las reglas generales del mandato, por análoga razón á lo que deci- 
mos, de los procuradores. 

5S4. ;Pero hay úbligaciim por parte de los litigantes de encomendar 
la defensa de sus derechos en juicio á los abogados? La ley no la impone 
como regla general para todos los casos, sino que el artículo 406 señala 
solamente dos. El primero es limitado á los asuntos en que conocen las 
Cortes Suprema y de Apelaciones para el caso en que las partes no quie- 
ran defenderse por sí mismas sino por otra persona, y el segundo es 
cuando en concepto de los jueces la marcha regular y expedita del juicio 
pendiente exigiere la dirección de abogado, en el cual aun los jueces de 
letras pueden obligar á cualquiera de las partes á que confíe á alguno de 
ellos su defensa. 

No necesitamos agregar nada en apoyo de estas dos limitaciones 
impuestas al derecho de defenderse cada uno por sí mismo, atendida su 
conformidad con las razones que hacen necesaria la institución de los 
abogados; pero sí recordaremos que el exigir en determinados casos su 
intervención entra en las atribuciones disciplinarias de todos los tribuna- 
les, indispensables para corregir los abusos é inconveniencias que suelen 
embarazar !a marcha correcta de los juicios- 

525- A las obligaciones propias de los abogados como mandatarios 
de sus clientes, et artículo 407 agrega la de defender gratuitamente las 
causas de los pobres, en los turnos que se les señalen á este efecto con- 
forme á los artículos 42 y 72. Se funda en las razones que exponemos, 
núm, 512, hablando de los procuradores. Pero se impone con tres excep- 
ciones. 

536. La primera es que no rige, según el 2.^ inciso del citado artículo. 
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con las causas en que conocen los jueces de distrito y de subdelegacióo; 
la cual no tuvo para qué expresarla respecto de los procuradores del nú- 
mero, puesto que éstos no funcionan ante dichos jueces. 

527. La segunda excepción es en favor de los abogados que actual- 
mente desempeñaren algún cargo concejil. 

De esta clase de cargos dice el artículo 121 (130} de la Constitución 
que nadie puede excusarse sin tener causa señalada por la ley, y á eUas 
pertenecen, según el mismo Código, todos los empleos municipales, A 
pesar de que la generalidad de estas palabras pudiera hacer comprender, 
no solamente los empleos municipales establecidos por la misma Consti- 
tución, que se desempeñan á virtud de elección popular, sin ninguna re 
muneración, cuales son los de alcaldes y regidores, sino también los que 
son requeridos por el asiduo y múltiple servicio de la corporación muni 
cipal, para cuya dotación ésta tiene autorización conferida por la ley, no- 
sotros creemos que el artículo constitucional habla sólo de los primeros^ 
como opina también el publicista señor Huneeus al comentar este mismo 
artículo, y no los de secretarios, tesoreros» procuradores y otros analogía. 
También lo son los de jueces de distrito y de subdelegación, según el arti- 
culo 20 de la Ley Orgánica, la cual designa en el artículo 2r las únicas 
causas legales que excusan de desempeñarlos. Lo son igualmente los de 
subdelegados é inspectores, según el artículo 25 de la ley de 22 de di- 
ciembre de 1885 sobre Régimen Interior, que también designa en su ar- 
tículo 26 las causas de excusa, ün cuanto á los de Senadores y Diputados, 
aunque les encontramos como punto de analogía la gratuidad del servi- 
cio, no creemos que tengan los demás caracteres comprendidos en la 
significación propia de la palabra ni en la expresión usada en el artículo 
oonstitucional. 

528. La tercera excepción la establece el artículo 408, en su número 
2.0, en favor de los abogados nombrados por el Presidente de la República 
para integrar las Cortes Suprema y de Apelaciones, conforme al articu- 
lo 130. No sería justo imponerles conjuntamente dos verdaderas contri- 
buciones de servicio; tanto más, cuanto que para defender pobres se ha 
acostumbrado generalmente designar á los abogados que comienzan i 
ejercer la profesión, por lo cual es seguro que ese servicio ha sido pres^ 
tado ya por los designados para integrar en las Cortes, que deben ser 
abogados de reconocido crédito y experiencia. 
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TITULO FINAL. 



De la observancia de estíi ley» 



Artículo Final. 

Desde la vigencia de esta ley, quedan abolidos los recur* 
sos de fuerza, y derogadas, aun en la parte que no fueren con- 
trarias á ella, las preexistentes sobre todas las materias que en 
la misma se tratan. 

Sin embargo, las disposiciones del Código de Comercio y 
las relativas á la confección de instrumentos públicos y deberes 
de los ministros de fe* sólo se entenderán derogadas en lo que 
sean contrarias i las de esta ley. 



COMENTAKIO. 

SURf AR[0*— 529. Desde cuándo úg^ esta ley.— 530^ Abolición expresa de los re- 
cursos de fuerza, sus motivos.— 531. Dos clases de derogación contenidas en 
este articulo. Ejemplos. 

529* En la redacción de este artículo final han presidido los mismos 
principios que en el del Código Civil. Las únicas diferencias que se notan 
eDtre ellos no tienen importancia. Consiste una de ellas en que el del 
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Código fija la fecha precisa en que comenzará á regir, i.^ de enero de 
1857; pero esa circunstancia está salvada en la ley de 13 de octubre de 
1875, que aprobó la presente Ley de Organización y Atribuciones de los 
Tribunales, diciendo en su artículo único que t comenzará á regir el i.o 
de marzo de 1876». 

630. La otra diferencia está en que nuestro artículo deroga expresa, 
mente los recursos de fuerza y como consecuencia todas las leyes que les 
daban ó reconocían existencia, al decir t quedan abolidos los recursos de 
fuerza 1. 

Al paso que el del Código Civil no emplea esa expresión relativa- 
mente á ninguna institución ó recurso legal con designación expresa y 
nominal. 

Para comprender el motivo que el legislador tuvo para preceptuar 
esta abolición expresa de los recursos de fuerza, conviene recordar lo que 
en nuestros números 9, 10 y 11 dejamos dicho, explicando la primera li- 
mitación de la jurisdicción temporal, que lo es la jurisdicción espiritual. 
Habiéndose obtenido la aquiescencia de la Santa Sede para que el fuero 
privilegiado de los clérigos, ó sea el fuero eclesiástico, quedase abolido 
en las causas meramente temporales, con tal que se suprimiese el recurso 
de fuerza, el Legislador Chileno tuvo cuidado especial de redactar los 
artículos 5. o, 255 y final de la Ley Orgánica, de manera que recibiesen 
cumplimiento explícito, tanto la condición expresada, como el deslinda- 
miento natural de las dos jurisdicciones, temporal y espiritual, para evi- 
tar que en lo sucesivo ninguna de ellas invadiese el terreno correspon- 
diente á la otra. Con este propósito^ á más de la abolición expresa de 
dichos recursos contenida en el artículo final, se expresó en el 5.<^, incisos 
I. o, iQO y 1 1©^ que la jurisdicción temporal abrazaba todos los asuntos re- 
lativos á ese orden y todas las personas que no quedasen expresamente 
exceptuadas, y además, para el evento de ocarrir una resolución de com. 
petencia contradictoria entre un tribunal civil y otro eclesiástico, se pres- 
cribió en el 255 que sólo produciría efectos civiles la pronunciada pord 
primero. 

631. Por lo demás, en el uno y en la otra se declaran dos especies de 
derogación de las leyes preexistentes. Las relativas á las materias de 
que trata la Ley Orgánica quedan derogadas en todo, aun en aquello que 
no sea contrario á lo que ella dispone. Pero en lo relativo á las materias 
que no son objeto de la Organización de los tribunales y de las Atribuciones 
que les correspondan, que es de lo que en ella se trata, las preexistentes 
sólo se entenderán derogadas en lo que lé sean contrarias; quedando con- 
siguientemente con vigor en todas las disposiciones que no pugnan con 
las en ella contenidas. En este segundo caso dice el mismo artículo que 
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se hailati el Código Civil» el de Comercio y las leyes relativas á la con- 
fección de instrumentos públicos y deberes délos ministros de fe. 

Ejemplo de la primera derogación, que parece corresponder á la que 
llama expresa el articulo 52 del Código Civil, será toda la parte destinada 
en el Reglamento de Administración de Justicia á designar las Atribucio- 
oes de las Cortes y juzgados y funcionarios judiciales, puesto que es la 
materia de que trata la Ley Orgánica. Y así, los jueces prácticos, con sus 
facultades» estatuidos en aquel Reglamento, han quedado sin existencia 
legal, y podremos decir derogados, desde que no los autoriza ni recono- 
ce ninguna disposición de la Ley Orgánica, siendo que trata de todos los 
funcionarios que constituyen el personal de todos los tribunales de justicia. 
Otro tanto puede decirse de la ley de 2 de febrero de 1837, que trata de 
ías implicancias y recusaciones. En cuanto ésta designa las causales que 
inhiben de conocer en los juicios á los jueces y otros funcionarios judi- 
ciales, ésta ha quedado derogada por el § Vil Líb, XII de la Ley Orgá- 
nica, donde también se trata este punto, aun en lo que pudieran conci- 
liarse ambas ieyes. 

Al contrario, tas disposiciones de mero procedimiento de los juicios 
ó de las dichas implicancias y recusaciones, contenidas en dicho regla- 
mento y dicha ley de 2 de febrero, en cuanto no pugnen con las prescrip- 
tas en ia Ley Orgánica, como propias de su objeto, en todo eso no es- 
tarán derogadas, sino en vigor mientras no se dicte la de Procedimientos. 
Lo mismo decimos del Código de Minería, aunque no lo dice nuestro 
artículo fina!, por hallarse en el mismo caso de los que éste menciona 
en su segundo inciso, y por ser esa la regla que da sobre la derogación 
tácita el artículo 53 del Código Civil. 
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Da los Abogados. 

Artículos 401 hasta 408 ^,, , 7^- 

I Comentario al Título XX fl. 

Inten^ención de los abogadas en hsjmcios. ' 

Núm. 51S. Necesaria intervención de los abogados en los juicios 347 

9 51Q, Ella es autorizada por la ley 348 

» 520. Requisitos para ser admitidos al ejercicio de la profesión, 348 

* 52L Importancia de esta profesión 348 

» 532. Diferencia característica entre el mandato de los abogados 

y el de los procuradores 34ÍS 

» 523, No termina por muerte del mandante 34Q 

1 534. Casos en que es obligatorio defenderse por medio de abo- 
gados». , 349 
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Núm. $2^. Caaos de servicio gratuito de los abogados * 54í> 

> 52b, Excepción ante los jueces inferiores „ 349 

* 527. Segunda excepción. Los que desempeñan cargos conce- 
jiles 350 

1 528. Tercera, los integrantes de las Cortes - .„•« 350 



TITULO FINAL. 
De la observancia de esta Ley. 

Artículo final * > ^^i 



Comentario al Título Final* 

Núm, 529. Desde cuándo rige esta ley ...-. 351 

1 550. Abolición expresa de los recursos de fuerza, sus motivos, 352 
» 53 r. Dos clases de derogación contenidas en este artículo. 

Ejemplos.. - - 35^ 
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Abogados. Se requiere ser abogado para eer juez, art, 122 174 y fig, 

— También para ser oficiales del Ministerio público, ar- 

tículo 278 Se7 j Hig. 

— También para defenaores públicos, art. 307 -.,, 3D2 y b¡^, 

— ídem para relator, art. SIO. ,.. ¿06 7 eíg. 

ídem para Becretuno, art. 3S7 ..., 42S 

— ídem para notario, art. 303*.. 45g 

— Idera para conservador, art. 375 ,.. ,„, 4J5g 

— ídem para archivero, arL 380 .....,„ ,.. 49^ 

-^ Son obligados á dtftíndtír á lo.s pobres^ art, ■4tJ7,. 52^ 

— Cuándo cesa eíía obligación, art. 408 fj^tí y 527 

— Pneden ser corregidos diacip]ínarÍMmentp,urU. 44 y 74. 7í) y llB 

— Ctiáüdo puede exigirse sn intervención, art* 40G 524 

— lütetrraiites para saplir en las Cortea, art. 130 y slg... 192 y ejg. 
Su juramento como integrante^ art, ¡41.. , 210 

— El defender conao tal es motivo de implicaDclft^ art, 248 320 

— También lo ea de recnaaciórij art, 250..... 318 y aíg, 

— Ptiedcu reemplazar al ministerio público, art, 27:3.... S64 y fiíg, 

— Pero gratuitamente, art, 276.. , 36$ 

*— Pueden reemplazar á los defensores público?, arts. 303 

^^^^' — ^ *■■ SSO y sfg. 

— Qué es nn abogado, art. 401 51§ ¿ 522 

— Iiüportancfa de su profesión 521 
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Abogados. Requisitos para eerlo, arL 402*..,,..-. , 520 

— Aotorídad j formdídüilea pura conferirles en tftato, 

art, 403 • 520 

■^^ 3tia actos ee rigen por el contrato de inaadato, artícu- 
lo 404 , 523 

— Ei3te no termina por la muerte del maadante, art. 405 523 
AoGlÓa. La de reapon^bÜidad judíoial tiene coatra restricciones, 

art«. 163 i eig... 23a á 2$ñ 

— El ser mueble 6 inmueble inflame eti la competencia, arta, 

199yBÍg 276 y aíg- 

AotOS no contenciosos que requiercD intervención del juez, at, 2 7 
AouerdoS. Eegka para oelebrarlog en los tríbunalea colegiados, ar- 
tículos 84 y iig - .».--. 130 j Big. 

Albaoea, El de una sucesión no pnede ser juez sobre bus a^anto^, 

art. 248 314 

Alcaldes. Hacían las Toces de jueces de letrap, arts. 52 y sig...*.. 89 i 93 
— Su servicio es excusa para el cargo de juez inferior, ar- 
tículo 21 y 36 60 

^ Como j necea no prestan juramento^ art. 138 210 

Alimentos. No son materia de juicio arbitral, art. 178 240 

Amistad. Ea motivo de recusación, art, 250 > 318 á 320 

Amonestación. Medida correccional que pueden aplioar los jueces 

de distrito, art. 2B *. ., .. 55 y 56 

-^ También loa de subdelegacíón, art. 84 55 y 56 

^— i ídem loa jaeces de letrae, art. 43 77 á 75 

«^ ídem las Oortes de Apelaciones, arta, 70 á 76 ......... l'^O y sig. 

•** ídem el Ministro Tisitador, art. 78 .-.. .p 122 y stg. 

H.^^ ídem ta Corte Snprema, arta, 108 á 110 ,... 151 y 152 

Análoga jurisdicción, art. 237 * 307 y SOa 

Antigüedad. Ella decide el orden de loe turnos de jaecea, art« 89 It 

— Tambiéu la precedencia en loa miembros de las 

Cortea- arta. 56 y 64 * 107 

«^a^ También k precedencia en loa de la Corte Suprema, 

art, 102, , 168 

^F^ También influye en la subrogación de loa j necea de 

letras, art. 128, ISé 

*— Tambiéa influye en b de íoe archiveroe por los no- 

taríoe, art. 383, 
^^ Es motivo de preferencia para el despacbo de loa 

asuntos, art. 152 .,.. 218 

Apelaoión. Conocido el tribunal de primera instancia, lo ei 

también el de apelación, art. ]9i>.. ^71 

..-« Do loa eentencias de jaeces arbitros, arta. 187 y 258,,. 262 á 264 
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Apelación. Vé-ise Únka tmtanria, 

AperolblmiantO- Puede irapoaerie por lofl JaeccB de letra?, ar- 
tículo 44 * 79 

Apertura de dUcealÓn. Inñuje d lagar en rjiie m 7eriñcaeQ la 

oorapetencía del juez, arL 221 .- - , 291 

Árbltrofl. Qué aou arbitro», arbitros de d'^reeho y arbitradorea, 

arte, 172 y 173 244 7 2ib 

— Qaíénea pueden serlo, qniécies no, arta. 174 y 175 246 y 247 

— Qíiíéaen los nombran, art^, 180 á 182.» 2i>2 y 253 

— Requisitos del nombramíeato, art, 183 y 181 254 á 257 

— Cómo ae acepta el eocargo, art, 185 258 y 269 

— TermÍDacíóii del compromiso, art. 188 á 190 265 y 26í> 

— Ouándo pueden ser recusados, art, 191 267 

— AsuDtos que deben, qne puedea y que no paedeu some- 

te ráeles, a rts. 176 4 178 248 á 251 

Arreato. Puedeu imponerlo los jueoes de distrito y de subddegn- 

, ción,arts, 23y S4-.-.,. 55 y 56 

También los jueces de letras y tos ministros vieitadores 

arta. 46 y 78... 78 y 122 

— Tarabiéu las Cortes de Apelaciones, arts. 73 y 76 118 y 121 

— [dam ia Corte Snpremn^ art. 110-.*.-- - -*- 152 

Arzobispo. De sus asuntos juclíciaies conoce la Corte de Ápeía- 

cjoues, art. 67.-.. -. 112 

Aaistenoia diaria. Oblí^ á tmlos los juece?, excepto en los días 

feriados, arts. 148 y 149 ...„.,..., , 211 y 216 

— Está limitada re^ipecto de jueces inferiores, art?, 28 y 36 %% j 2lt 
Obliga también á los relatores y secretario^ , arts, 325 

y 346 »- 414 y 424 

— Cesa para ellof/cuando cesa para los jueces edta obli- 

gación, arts. 326 y 347 414 y 434 

— Cómo compreode á loa receptores y los procuradores, 

arte. 360 y 39G 445 y 512 

— Obliga asimismo á los notarios y k tos couseivadores, 

art*, 366 y 376 464 y 491 

— Obliga á los archiveros, art 385....* 499 

Audienoia pública. Deben tenería diariamente las Cortes de 

ApelacioD^ y la Suprema, arts. 82 y 114 , 128 y 162 

Auaenola. La del lu^r del juicio hace cesar las funcionas del ar- 
bitro, art, 188 -.... 265 

Ausente. El juez de su último domicilio es el competente para 

darle curador, art, 224 , 291 

Autorizar. Los secretarios Autorizáis loa actos de lo^ tribunales, 

arts. 336 y 346,. .,... 422 
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Autorizar. Los ootarioe 7 loa conaarvadores antorízan Iqb inatru- 

meutoe otorgados por las partes, arta, 361 y 376-. 449 j 48J) 
Auxilio de fuerza. Todas ka auboridadee deben prestarlo á la^ 

tribunales, art. 10 - ,.,...,.,, 4 y 5 

Aviso. Loe jaeces inferiores deben darlo sobre ios díaa y lügíir ea 

que deepaóbaD, arbSp 29 y 96 6S 

ATOcamieutO. Cuándo pueden los jueces avocarse caneas que 

penden ante otros, art. 7--.* 28 

— Ená diapueflto eobre las caUBaa segnidaa ante los 

alcaldes, art, 54... 9S y 98 



Buques. Competencia para juzgar delitoa cometidos á bordo de 
ellos art. 2Z2 - , 



299 



O 

Capital de Xa Re pública. En ella debe residir la Corte 3apre- 

roa- Y íJcuál ea eila? art. 106.*.. 148 

Cárceles. TiRitas que deben paaar loa juecea de letras semanal- 

mente, arts, 50 y 51 — '. 82 y sig. 

— Medidas que con este motilo pueden tomar las Cortea 

Superiorea y Suprema, arte. 81 y 109 127 y 151 

Carg^O concejil. Lo eü el de juez de di.itrito y el de subdelega- 

ciÓD^art. 20 - 59 

— Eiime á los abogados de la defeo»a de pobres, art< 408,.., 627 

Casa de benefleenoia. El ser admiuistradorde atguua exime d^ 

íeríir juzgados inferioresi art. 21 - ..- 60 

Casación. Conoce de e^te recurso el juez de subdelegacíón aobre 

sentencia del de distrito, arL 33 5^ 

— Conoce el juez de letras sobre aentencía del jneí desub- 

delegación, art. 37..*-, - - €6 

— Conoce la Corte de Apelaciones sobre la sentencia del 

juez de letras, art» 67,... .• 110 

—* Conoce la Suprema sobre sent**ncía de Corte de Apela- 

cionea ó de Cuentas, art. 107 -. 149 

— 3e oye al ministerio público acerca de este recurso, ar* 

tiento 263. 339 
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Causas olTlles. Núcaero de jaeces neoesario para deS oírlas en las 

Cortes, art. 86 131 

— ídem. Cómo se determina au cuíintía, arL 198 j bi^.. 27S y sig. 

— orimlüales. Corresponde en conocimiento á loa j necea 

letrados, art, 37 - -■"- -. G6 

— Idem.Continúan tramitándose en loBferíadoBíatts. 83 y 149. 129 y 21C 

— Ídem, Número de j necea neoeBario para deñnirlaa en laa 

Cortee, art 86 • 131 

^ ídem. Cómo se estima bq cuantía, arts. 197 y 211 281 j 282 

— ídem. En ellas debe oírse al ministerio público, art, 263,,* 337 

— de Comercio, Corresponde Híi conocimiento ¿los jneces 

de letras, art, 37... - -..».. 66 y 70 

— de Minas. Corr^ponde bü conoctra tentó á lo« jueceB de 

letras, art. 37 66 y 70 

Censos. Eaas cnestioDcs bc reputan de mayor cuantía, art. 2X0 280 

— Y también son apelablea, art. 245 811 

Censura por escrito. A quiéüc^ pueden imponerla laa Cortea 

de Apelaciones, art. 70 y sig * 118 y aig. 

— A qniéoes el ministro víáitaílor, art, 78 125 

— A quiénes la Corte Suprema, arta, 109 y 110..*.. 151 y 152 

Ceremonias públioas- CorreBponde bu lugar á lo9 juec^^ ar- 
tículo 156 „.»...,..„. 22i 

— Corresponde su lugar á loa relatores y aecretarloSj 

art. 334 »,.. 419 

Certifloados finales. Con ellos cierrau BíiB protocolofl los nota- 

rioF, art 369... , ,.» 478 

Ciegos* Son inhábiles para j necea inferiores, arts, JG y 36 58 

— Tiimbicn para j necea de letras y de Cortes de Apelaoio- 

Dos, artículoB 41 y 59**.* 76 y 109 

— También para miembros de la Corte Suprema, art, 103.... 146 

— ídem para fiacalee y defensores piiblicoB, arts, 277 y 307-.. 368 y 393 

— ídem para relatores, arL 319 - 406 

Ciudadanía. Se requiere para ser jtiez de letraa ó de Corte, ar- 
tículos 40 y 58 , 73 y 108 

•'^-* También para serlo de la Suprema, art. 103..... 145 

'''^ ídem para fiacales y defensores públicos, artículos 

278 y 307 - 367 y 393 

— ídem para relator, art, 319 406 

Cohecho, Hace criminal meíite responsable al juez, art, 159 228 

Oomandante General de Armas y de Marina. De sua 

causas conoce el juez de letra?, ari. 37 67 

Competencia. Su definición, art, 192 268 
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Oompetenoia* Caatro priDcípíos generatea de competeacii, ar<* 

tiüQloa 193 á 196 2tí9 & 273 

^i-w RegiaH qne la determitiaQ por la cuantía del ne- 
gocio, arta. 197 á 2U.-. 274 á 2Sf 

*-^ ReglaB para eotre tribunales civiles de igoal je- 
rarquía, srt8*212á226 , 283 ¿ ¡in 

*i-! Keglaa para determinarla en materias crimínale?, 

artfl. 227 á 234 .« 294 á 301 

T^ Reglas relativas ú la prórroga de jariadicción, ar- 

tícnloa 235 á 241 » 302 á 308 

^^ Cuándo la hay para fallar en ona sola instancia, 

arte, 242 á 246 309 á 313 

^-^ Beglaa relativas á las implioanciaa j racasaciones, 

arts. 247^253 314 á 324 

-t^' Quiénes deciden las cneationes de corapeteDciSí de 

implicancias y recusaciones, art. 244 á 261~ 325 á 330 

CJÓmpllceS. Loa juzga el tribunal del reo principal, art. 233 30O 

Compra de las oosas que se lltlgran. Ea prohibida á loa jue- 
ces y (jecretarios, arts. 154 y 346 221 y 435 

^^ La mismo queá los receptores, art. 360* 415 

*iw* ídem que á los fiscales y defensores pdblícop, atts. 284 y 

311 374 y 398 

OomprOmlSO* Véas^ Arturos . 

OoilOUrsos. Conoce sobre ellos el juez del domicilio del deudor^ 

arL 226 287 

— Se reputan asuntos de mayor cnautía y apelablea, ar- 
tículos 210 y 245.. 280 y 3L1 

Concurso público "Véase Oposición, 

Condenados por delito ó crimen. No pneden ser jueces de 

letras ni de Cortes, arts. 41 y 103 .^..- 75 y 146 

"^ No pueden ser relaborea, ni aun abogados^ arta. 319 

y 402 406 J 520 

— Tampoco fiscales ni defensorea pdbUoop, arta, 277 y 

307 , 368 y 393 

Consejo de Estado. Ejerce potestad judicial en ciertas canaas, 

art, 5 < 14 

— 8a atribución para proponer ternas judiciales, arte, 12í 

y 123 :-. 174 á 181 

Conservadores de bienes raíces y de comercio. Todo lo 

concerniente ú elloe, art. 371 á 377 — 481 á 492 

Cónsules. i>e sua causaa conoce el juez de letra*, art. 37,.- C7 

-^ Caso en que coDoce el del lugar en qne es aprehendido, 

art, 232 Í99 
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Oorporaolón de der&oho público. De sas cauifis conoce el 

jaez de letrap, brb 37. -■•-.. 07 

— Y en e@as eansaa debe oírse al ministerio público^ 

art 263 < 337 

Oortes de Apelaolooes. Su or^Amzsimón y número de \m eata* 

btecidas, art 55ft 66>'. - 94 á 109 

— SoB atribuciones, arta. 67 á 83 .„ 110 á 129 

— Heglaa para celebrar eu9 acaerdoa, arta. 84 ¡i 98 IBO á 133 

— ► Átribaoionea de8TiBprea¡dentes,art, 99 á 101 134 á 142 

Corte MarclaL Ea la de Apelacionea en sala eapecíal 114 

Corte Suprema. Su organizacióo, artg. 10^ á 106 143 á 148 

— Sua atribacionea, arta. 107 á 117 149 á 167 

— Sn juriadiccióa propia de Corte de Apelacioüea lU 

Costas (pago de) Paedea imponerlo laa Cortea de Apelacioaes co- 

correccional mente á loa jaecen de tetrae y á sua mioiatros, 

arta. 70 y 75 120 y 121 

— A loa fanoíonarioe anbalterooíí, art. 7t> 121 

— Paeden imponerlo loa miuiatroa viaitaJorea, art, 78 1Í2 

— También la Corte 8aprema., arta. 109 y 110 152 

Cuantía da las materias judiciales. H^glaa para determi- 

oarla, arta. 197 á 211 274 á 282 

Cuasidelito. Hace civilmente reepoüeables á Jos jaecen. Escepuíónf 

artó. 161 é, 167 ».. - 231 y 232 

Cuenta diarla. Deben darla loa relatores ¿las Oortes para el dea- 
pacho, arte. 325 y 324. 413 y 414 

— Lo míamo los secrebarioa de im solicitudes, art. 34G 424 

Cuentas. Bon cueationeit propias de jueces arbitros, art. 17ü *. 243 

Custodia. Corresponde la de todoa ba documentos y papelee á [q% 

aecretarioa, art. 336 424 

— A los notarios la de los ínatromeatoa que autorizan, ar- 

tículos 8G1 y 360..*... -... 440 y 455 

— También á lo? conaervadore?, arta. 371 y 376... .-, 486 y 489 

— ^ ídem á loa archiveroa, 384 y 385...-. -* 496 y 500 



ID 

Defensores públicos. Cuándo deben y cuando pueden ser oidoa, 

arts. 295 4 298 382 á »86 

— Se tes denomina defensores de menores, de anaentea y 

deobraa píaf, arts, 300 y 302..... -.*.. 387 y 388 

^i— Feraonaa a quienea representan dentro y f ñera de San- 
tiago. •„ 300 y 302 
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Defensores pÚbliOOS. Cómo se reemplazan cnando están impedi- 
dos, art. 303 á 806 389 y 391 

— Bas analogías oon los jaeces, arU. 307 á 317 392 á 402 

— Sas emolnmentos, art. 318 403 

Delitos. Cometidos en la sala de despacho ó fnera de ella, qué fa- 
cultad pueden ejercer los jaeces de distrito, arts. 24 y 36, 56 

— ídem los de subdelegación, arts. 25 y 36 58 

— Besponsabilidad resultante de ellos en los jaeces, art. 160 

y 162 231 

Denegación de Justicia. Deber de los jueces una vez solicita- 
da sa intervención, art. 9 29 

— Hace criminalmente responsables á los jaeces, ar- 

tículo 159 228 á 230 

Departamento. £s el territorio jurisdiccional del juez de letras, 

art. 38 65 

— Lo es también para las funciones de los notarios 

y conservadores, arts. 362 y 372 457 y 489 

Dependiente. £1 serlo es causal de recusación, art. 250 318 

DerecllO internacional. Se aplica en causas de fuero especial, 

art. 117 167 

Desaparecido. £1 juez de su último domicilio debe juzgar sus 

asuntos, art. 223 292 

Despacho judicial. Días y horas en que obliga á los jueces in- 
feriores, arts. 28 y 29 63 

— Debe hacerse por orden de antigüedad de los asuntos, 

art. 152 218 

— Las Cortes pueden activar el de los jueces de letras, ar- 

tículo 81 127 

Deudor. El serlo es causal de recusación, art. 250 318 

Dictamen. Cuándo debe oirae el de la Corte Suprema, art. 111... 154 y 156 

— £1 haberlo dado es causal de recusación, art. 250 318 

— Los tribunales pueden pedirlo al ministerio público, 

art. 264 338 

Diligencias judiciales. Cuáles se encargan á los receptores, 

art. 352 439 y 440 

Diplomáticos. De sus causas conocen las Cortes de Apelaciones, 

art. 67 110 y 112 

— Sus empleos no inhabilitan para los judiciales, ar- 
tículo 169 ^ 239 

Diputado. El serlo inhabilita para ser juez, art. 169 239 

Disciplina judicial. Véase Jurisdicción disciplimria. 

Discordia. Véase Tercero en discordia. 

Distrito judicial. Limita la jurisdicción 4e los tribunales, art. 6. 26 y 27 
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Distrito JudiClaL Cuál corresponde á loa jnecea ¡aferiores, mr- 

tículos 13 y 33,„.. .„ „ 45 j 61 

— ídem á los jueces de letras» art. 38 56 

— IdeíXi ú. lae Cortes di^ Apelacíoa^, ftTt. 55 95 á 101 

DoCUmentoa estadístioos. Los jueces de tetras los remiten á 

Ibs Cortes, art, 61 84 y 85 

— Las Cortea de Ápelacionea los examinao, art, 81.-.. 127 

Domiolllo. El del demandado detertuiaa ú tnbuual coto peten te^ 

art. 212 Ui 

— Reglas que modiñcaii este principio, arts. 213 á 226.** 285 á 293 



Edad. La requerida para ser jaei de districto j de Bubdelegacido, 

arta. U y 36 57 

— ídem para juez de letras y de Corte, arte, 40 y 58 -...-. 73 y 108 

— ídem pitra miembro de la Supiema, art. 103* ..-, 146 

— ídem para juez lirbítrQ y receptor de menor cnaotfa, arts. 174 

y 356... 24fi y 443 

ídem para procnrador deí número y abogado, artícaloa 891 

y 402 50C y 520 

Empate. Ocurriendo en causa criminal, hay sentencia» art, 87* 131 

Empleo. El admÍQJatrati?o inhabilita para aer juez, ait. 169 239 

Enoubrldor, Es juz^do por el juez del delincuente principal, ar- 

tícnlo ¿33 300 

Enfermedad. La de un con juez suspende el acuerdo, art, 91 131 

— La del arbitro puede terminar sns funciones, artícu- 
lo 188 ...-. 265 

Escritos, Correctivo Cfintra laa faltfia en eiloa cometidas, art. 44.. 79 

Escritura pública* Si es eíign'díi para constituir el arbitraje, 

art, 183, • 257 

— E'i necesaria para nombrar procurador judicial, art, 395. 511 , 

Excusas. Las que eximen del carga de jue^ inferior, art. 21* .**».« 60 

— Quién decide sobre bu aceptabilidad, art, 22 61 

Expiración de los caraos judiciales* Causas que [a produ- 
cen, arta. 169 y 170.. --.- 239 á 241 

Establecimiento. Siendo de educación ó beneficencia, excuaa á 

su director para ser juez inferior, art* 21... 60 

Estado OlviL Sus cuestiones no pueden someterse á arbitros, ar- 
tículo 179 249 

— Ellas se reputan siempre de menor cuantía y apel&bled, ar- 

ticuloa 209 y 245 * — 280 y SU 
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SúméTm 

Estado OlvlL Sobre ellas debe oi rae al mÍQÍsterío público, arL 26S. 337 

ExtradlOiÓiL. Eí miteria de f aero eepecí «Kart, 117. 167 

Examen. El de abogado se riude a-:te la Corte Sapreraa, art. 40B> 520 

ídem relator y secretario aate la Corte respectiva, artícu- 
los S20 7 338 ...-v .-. 410 y 428 

ídem receptor y notario lo mismo, arta. 355 y 363 443 y 458 

— Ídem coQservador, artft. 373 y 375 487 y 488 

— ídem archivero y e! de procarador del número, arta, 380 

y 392 , 499 y 507 



Faltas. Del juicio crimina! sobre ellas conocen el juez de letras ó 

el de aubdelegación, arta. 33 y 37 53 y 66 

FalJeoimlentO. El de qq conjaez obliga á nueva ?ÍHta de la caq- 

sft, art. 90- : 131 

Fallidos. No paeden ser jueces de letraa ni relatorea, arte. 41 y 319. 75 y 421 

— Tampoco miembroe de las Cortea de Apelacíoüea ni de 

la Snprema, artB. 59 y 103..... -..- 109 j US 

— ídem íiscafea ni defensores públicos, arta. 277 y 307.... 368 y 393 
Feriados* En ellos solo obliga la aaiatencia diaria á los j necea ea 

lo criminal, arta. 83 y 149 129 

' — Cuálesson eaoa días, art. 149 , * 216 

Fianza* Deben rendirla los secretario*! y loa notarios, arte. 343 

y 363 423 y 459 

— También loa receptorea de mayor y de menor cuantía, ar- 

ticnloa 357y 358 444 

— También loa conaervadorea y los archiveros, arte. 376 y 380, 489 y 499 

Firma* La de los jueces inferiores en ana sentencias, art, 26 - 63 

Fiscales. Funcionan en ka Cortee Soprema y de Apelaciones, 

arts, 269y270 357 y 358 

— Sps promoíores funcionan en loa j cagados de letraa, arta, 

270 y 271 359 y 360 

— Cuándo deben y cuándo pueden aer oídos, arta. 263 y 264, 337 y 344 

— Su manera de intervenir y dictaminar, arta. 265 á 268.. 345 á 356 

— Cómo aon reemplazados, arte. 273 á 276 362 Á 365 

— Doce puntos en que son asimilados ¿ loe jueces, arta. 277 

á293,..»- ..-. - 367 á 380 

— El Gobierno paede requerir su intervención, art, 294,.,, 381 
Frutos, Cuándo influyen loa devengados en la cuantía, art, 207 .- 279 
Fuero. Nociones relativas á eate punto 37 á 42 
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N Limero» 

Paero eolegiástioo. Qtiedó abolido tn el órdeo temporal, art, 5.^ 8 i 12 

— espacial. Ku muterraa de comercio, minas j badend&f 

conoce el jaeas de Ietm§, art. 37 ^ ,., (SO y fiü 

-^ Ea canaaa de oiertoa fancionarios conocen las Cortea de 

Apelacionea, arts. 67 .... * ..,.- 112 

— militar. Caso* en qae conocen loa tribonalea militareFí 

art, 5"...*.,,. „„ 16 

Fuerza pÚÍJlica, Deben kn autoridades facilitarla ¡i la judicial, 

Hix, 10 .„. ...*„.,.* 4 j 5 

Funoiones. Deben ce&irse los jueces á las fucultadee qne les oon* 

cede ia lej^ art, 4.* .*., „. ,., 2'¿ 

Ptindacionea de derecho público ó de beneflcencia. De 

sus cansua eoaaeea lo« jueces de letras, art, '¿7.., , 67 



C3- 



Qaoeta de los Tribunales, En ella deben publicarse los votos 

de las gentencías, art, í]5 * ,,. 131 y 132 

General en jefe. De bus causas conoce el jmz de letrae. art. 37, 67 
Gobernador. Nombra lo^ jueces de diatríto y de aubdelegación, 

arts. 18 y 35 61 

— Y conoce de aue incapacidades y excusas, art, 22,. 61 

— 8a cargo incapacita para Ioíj judicialea, art. 41 75 

-^ De BUS cansas conoce la Corte d*i Apelacionea» ar- 
tículo 67 110 y 112 

— Nombra los receptores de menor cuantía, art, 356, 4 45 
Guardia naoional* De su aervicio catán eiimidoa Eos jueces^ ax- 

tículo 157 *.- .,.,„„ 226 

— T.inibién loa ílscalea y defensores públicos^ art^ 287 226 



Heredero, El aerlo es cansa) de recusación, art, 250 318 á 320 

Herencia. A título de tal puede adquirirse la cosa litígioAaf ar- 
tículo 154 , 221 

— La petición de herencia es asunto de mayor cuantía y 

apelable, arta, 209 y 245 .m 280 y SU 

— Y debe conocer el juez del íngar en qne m abrió la an- 

ceeión, art, 221 ..— ,. 291 
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?f ti meros 

H0BOT6B de los jueoea. Sa tratamiento y exencioneB^ irtg, 155 

y 157.-... - - ^ 2¿* i ^27 

— Su Ingar en lae ceremoDiaa públicas, art, 166 224 ¿ 227 



■X 

Implloancla- Ella obliga á subrogar á loa jneceíí. Manera de ha- 
cerlo, arta. 125 á 136 .,. l^^ » 200 

m^m EMa hace perder su competencia li los jaecen, ar- 

tíanlo 247. --... «I* á 817 

^mi Causales que ppoduceti implicaDcía, arts, 2á8y25l 314 á 317 

.,^ Si ella obliga al juez á abstenerse de conocer, ar- 
tículo 249.- ^15 

,^^^ Tribunales que deciden las implicancias, arts^ 256 

y 257 * 331 

^m Cuál en segunda instancia si se trata de juez arbi- 
tro, art. 258 ..-. 3Sl 

Coándo es apelable esa decisidn, art. 260 334 

— Es aplicable á Ic^ oficiales del ministerio pdWico, 

art. 286...... 375 

*- También á los defenaores públicos, art. 314 .-p 404 

ídem á los relatores y gecretarioSj arte. 331 y :350, 421 y 437 

ídem á los receptores y á loa archiveros, arta. 360 

y 388 415 y 449 

Inamovllldad judloial. Hige con todos los jaeces, inclaaoa loa 

ioferioreg, art. 120....... - ^.* 171 

— También rií^e con los fiacales, art. 282 372 

Inoapaoldades. Para ser jnez de distrito á de aubdelegación, rf* 

tículoa 16 y 36 .— .W 

.Mi* Si sobrevienen) ponen fin al curgo, art, 17 'W"- 

-^- Conoce sobre ellas el gobernador, art. 22 $t 

*^ Para ser juez de letrae^ art. 41 fftv 

— Si aobrevienen, hacen expirar el cargo, art. ] 69. 24 L 
Inoidenoias. Conoce sobre ellas el juez del asunto principal, ar- 

ticplo 195..»., • 27^ 

ImoompatiblUdad. líu tre dos miembros de una misma Corte, 

arts, 60 y 103 - 109 y 146 

Entre miembros de la Suprema y una Corte 

Superior, art, 169 240 

— Entre los cargos admioiatratÍTos y los paes- 

toa judicíaleSj art. 169 240 
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íí usa ero» 

Incompatibilidad. Hi sobreviene, es caiisft de eipimcíón det 

cargo, arU 170.»..-.- ....- 240 

— Rige con loa oñciales del nimiáterio públi- 

co, arte. ¿79 y 280... 380 

— Y también laa cauaag de eipiración y gus- 

pengiói], art. 2d¿ ..-.. S80 

— También ae apitcan á [oí defemorea públi- 

co?, arta. 308 y 300 », 40i 

— Entre eecretario y abogado ó proco rador, ar- 

ticulo 348 - 435 

Independencia del poder judicial. Respecto de los demá^ 

poderes^ art. 11 6 

*-** La qae existe entre loa jueoee y los ñecales, ar- 
tículo 267 ». 352 á 3Q^ 

índice. Qae deben formar lo^ notarios y archivero*, arta, 366 y 385, 480 y 500 

Informes en derechOp Debe cotejarlos elrelator^ art. 325 414 y 419 

Inliabilltaolón. Impnedta como pena hace expirar el cargo, ar- 
tículo 169 » 239 

Injuria. La que el arbitro recibe lo exime del cargo, art. 188 265 

Inspectorp Inhabilita para ser juez inferior, arta. IB y 30 -.. 58 

— El haberlo sido puede excusar para dicho cargo, art. 21, 60 

— Sus antiguas funciones de ministro de fe son boy del 

jnez de diatríto, art. 32 62 

Inspector General de la Guardia NaoionaL De sus oau- 

saa conoce el juea de letras, art. 37 67 

Inspector General del Sy óroitO- De sus causas conoce el jue^ 

de letras, art. 87 -» -.., 67 

InStalaoióü de los jueces, La de loa inferiores se hace sin ju- 
ramento, art. 137 - 201 á 204 

La de loe alcaldes iin ninguna solemnidad, art. 1S8.. 201 á 204 

— La de todos los demáí jueces se verifica con juramen- 

to, arta. 139 á 146 .*. .„ :'06 á 209 

Instancia de parte. Ei necesaria para ejercer su ministerio los 

jaeces, art, 9 .*,„„ 29 y 30 

— Obliga al juez Á declarar au implicancia, art. 249, ,., 31 d 
Instrucción pública. 3i sus empleos son compatiblea ooo los 

judiciales , 223 

Instrumentos pÚbllOOS. Deberes de loa notarios respecto de 

ellos, arte. 361 y 36C 450 á 458 

M» Laa leyea anteriores sobre ellos no quedan dero- 
gadas por esta ley, art. final , ,.-., 531 

Intendente* Es incompatible su cargo con el de juez, art. 169.... 239 

— De BUS causas conoce la Corte de Apelaciones, art* 67 110 
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Uámtné 

ínter dioolón. Cuándo inhabilita para Berjuez inferior, arti. 16 j 3B. 5B 

— Y pira sef juez de letraSj afL 41 , 75 

^^ y para minístroi de Cortea Superiores y Suprema, 

arts.59y 103. , 109 y U5 

— Y para físcaleB y defensores pubKcos, arts, 277 y S07. ZñS y 404 
IUtarllLO. Qné es jueziDteriDO» SI BuDÍnamoTÍbieStarts. 118y 120. 168 á 171 

— Límite tegal del ínteriDato, art. 121, 179 

—^ Cómo Be nombra juez i Dteri no, arU lá8 180 y 181 

— Cómo sí son j necea inferiores, art- 126.,,, , 182 

Inventarlo. El juez del lugar donde ^e abrió la fluceflióa es el 

competente, art 221 , 291 



) 



Jabilaolón. Ocurriendo en nn conjaez ¿continúa el acuerdo? ar- 

tículo 92 ..„. ni 

— Honores y prerrogativa* de los jueces y fiecaJei que 

la obtienen, arts. 158 y 287 

— Ee califa de expiración del cargo, art. 169... 2S9 

Jueces, Son propietarios, interinos ó suplentes, art. 118-- 169 

— inferiores. Se crean para las Hubdelegacionea y distritos, 

arts. ISy 83. - , 51 

— Sü jamdiceióo ciril, arta. 13 y 33*. 52 y M 

— Sn jurisdicción criminal, arts. 25 y 36 ,,,.. 5S 

— Sa jurtadtcción disciplinaria, art«. ?S y 31... ^ 55 y 56 

— Reqnísi tos para ser nombradoa, arts. 14 y 36 ,. 57 

— Sus incapacidades, art8. 16 y 36..... ,,. 58 

— Bus cargos son gratuitos y cansas ijue pueden excasaHoa, 

arts, 20 y 21 ,, ^^ y 60 

— Quién los nombra y decide sobre sus excusafl, art. Id y ajg. 61 

— Casof! en que son ministros de fe, arta. 31 y S2..... 6i 

*— Sus obligaciones, art 27 y sig *.,...*. 73 

— Como se tnatulan, art. 136 .- 64 

Jueces de letras, ^^e establecen para tos departamentos, art. 38. 65 

— Su juríadiocíón contenciosa y no contenciosa, rrt. 37........ 66 y 67 

Conocen en primera ó en única instancia, art. 37,.. 68 

— 8u jurisdicción privilegiada, art, 87... > 69 

— Disposiciones sobre las cansas de comercio, art. 37.......... 70 

^ Ídem sobre jefes militares, arL 37 71 

— Distribución del despacho donde haya más de nn jaez, art, 39 72 

— Requisitos para ser nombrados^ art. 40 73 
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Némeiot 

Jueces, Empleo» qoe leseatáa asimilados 74 

— Incapacidades para BÉrlo, art. 41 , ... fi|t 

— Su iDriadicciÓD tuíti?a, art 42 - 76 

Juicios práQÜeos. Batán abolidos, art. ñaal 531 

Jurados (jaicioa por). Son uaa excepción á la gonerítlidad de la 

juriadíccidn, art< 5.. , , 4$ 

Juramento. Magístradoe obtigadoB á preetarlo para iaetalarse, ar- 

iÍculo3 lS7ál4i ., 206 

— Aatoridad qtie lo recibe, arta. 137 á 144 207 

-^ 3a fórmula y garantía, art. 145 ,. 208 

"^ Efecto j oonetancia de ál, art* 9S 20!) 

-^ El qne prestan los jaeces arbitros y los archiveros, ar- 
tículos 185 y 381 258 y 499 

— También lo prestan loa fiscales, 281 j 283 371 

*-* ídem los defensores páblicos, arts, 281 y 310 397 

<** ídem \m relatores y secretarios, art, 3^2 y 342 411 y 429 

-^ ídem loa receptores, arta. 357 y 358 444 

«^ ídem los notarios y conservadores, art. 363 y 376.... 459 y 489 

— ídem los procuradorea y abogados, art. 393 y 403..*. 508 y 520 
Jurisdicción. Su definición y sus especies, arts. 1 á 3 6 y 7 

— Sus limitaciones; 1.* el orden eapiritaali art, 5 8 á li 

-*^ 2^ limi tacidn : las facultades de otros poderes, art. 4 22 á 25 
^f-* 8,* y 4.* limitaciones: el territorio y los negocios 

propíoa, arta. 6 y 7. .- 26 á 29 

--• Cuándo es forzoaa, art. 9 30 á 82 

— Oirás varias etpecies de jurisdicción 36 

Juzgado de letras* Hay establecidos para todoa loe departamen- 
tos, art. 38.., ....,*.-.,. , 18 y 65 

— Téaae Jmces dé L^trm, 



Ley. La falta de ley no excusa de ejercerla autoridad, art, 9 29 á 3^ 

Ley Orgánica de Tribunales. Obedece á nn precepto conati- 

tQcional BU promulgación..,. 1 

— Fecha en que empezó á regir, art. final 529 

— Sn fnerza derogatoria, art, final 530 y 531 

LlbrOB> El de sentencias que deben Hevar los jaeces inferiores, ar- 
tículos 26 y 36 ^ ..< 63 

— El de los jaeces de letraa para loa pasajes abusivos, arts, 44 

y 49 , 79 y 81 
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Númerot 

Libros. El de las visitas de cároeles, art. 50 82 

— Los qae deben llevarse en las Cortes, arts. 95 y 98 ^. 182 

— Los de sentencias qae deben llevar los secretarios 426 

Lioenolas. La de ano de los conjaeces suspende el aonerdo, art. 98 181 

— Ellas suspenden el ejercicio de la jarísdioción, art. 171. .. 242 

— ídem las funciones de los defensores públicos, art. 812. 899 

— Quién las concede á los secretarios j receptores, artícu- 

los 847 y 860 884 y 845 

— Quién a los notarios y archiveros, arts. 867 y 887 464 y 499 

•— Y á los procuradores del número, art. 898 514 

Liquldaolón. La de sociedades y de cuentas se hace por arbi- 
tros, art. 176 248 

Listas. Que se forman para nombramientos judiciales, art. 122 174 á 181 

Local. En que han de funcionar los jueces inferiores, art. 27 68 



liA. 



Mandato. Lo hay entre el abogado y su cliente, art. 404 522 

— También entre el procurador y su representado, art. 894. 509 á 511 

— ídem en las funciones del arbitro, arts. 185 y 189 258 y 259 

Matllmonio. Es asunto en que debe enrse al ministerio público, 

art. 268 887 

— Los juicios á él relativos son del orden espiritual, 

art. 5.0 ^... 8 á 12 

Mayoría (de votos). Es necesaria para formar sentencia, arts. 87 

y 115 181 y 168 

Médico. Está excusado de ser juez inferior, arts. 21 y 86 .... 60 

Medidas disciplinarias. Pueden emplearlas Io9 jueces infe- 
riores, arts. 28 y 84 55 

— Guales pueden emplear los jueces de letras, arts. 44 y 49. 79 á 81 
-* Cuáles las Cortes de Apelaciones, arts. 70 y 71 118 á 121 

— ídem mientras ejarcen sus funciones, art. 78 : 118 

— ídem el ministro visitador, arts. 77 y 80 122 y 12S 

— Véase Fisüas extraordinarias. 

Miembros de Oortes de Apelaciones. De sus causas conoce 

el juez de letras, art. 87 67 

— Su parentesco con el juez de letras produce inhabili- 

dad, art. 169 240 

— Lo mismo el de dos miembros entre sí. arts. 60 y 170. 109 y 240 

— Ejercen por turno la presidencia, art. 56 102 

— Requisitos para serlo, art. 58 108 
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Miembros de Cortes de Apelaciones* Qaiénes no pueden 

eerlOf &tL 59 109 

— Los juicios sobre bq responsabilidad tienea tribntiftl 

especial, art U7 ...,*.* 167 

— So número eo la de Santiago, art. 56 108 

— ídem ea las de ConoepcJón y la Serena, art» 61.... 104 

^ ídem en laa de Iqoíqne, Talca y Valparaíso 105 

HiembrOS de la OOPte Suprema, Son siete, que se turnan 

ea la presidencia, art. 102 « .„ 144 

— Reqniat tos para ser nombrados, art. 10^,,*****, 145 

— Quiénes no pueden serlo según arL 103, art, 59 y 60.. 146 

— Sa parentesco con ministro inferior lo inhabilita, ar- 

tículo 160 „......, 240 

— De sus causas conoce el juez de letras, art. 87 ►• 67 

— Pero las relativas á bu responsabilidad tienen tribunal 

especial, art. 116 164 

— Y no les alean sau dos causas de responsabilidad, ar- 

tículo 159 280 

Militares, Eñiá subsistente el fuero de esta materia, art. 5.^ 16 

Minad. Conoce el jue^ de letras de todas las causas de esta mate* 

ria, art, S7 , <• 69 y 70 

Ministerio de ios defensores públicos. Téaae Dñfmmrm 
públicos. 

Ministerio público. Véase Ft^caiés. 

Ministro de laa Cortes. Vát*se Mkmhroñ ék ¡m Cortes Suprema 
y de Ap€¡acÍQ7ies, 

Ministros de la Suprema. Casos en que uno sdlo forma tribu- 
nal de primera instancia, art. 117...,....^ 167 

Ministros de Estado. Dg sus causas conocen laa Cortes de Ape- 
laciones, art. 67 * 110 y 112 

Ministros de fe. Lo son loa secretarios y receptores, arts. 3^6 

y 352... , 422 y 489 

— También loa notarioa y conservadores» art, 861 y 37L* iid y 486 

— ídem los archiveros, art. 378.» 496 

— Si lo son los relatores 410 

— También en ciertos casos los jueces de distrito y eub- 

(lelegacién, arts, 31, 3'2 y 85 .» 62 

Mudos. 3oa inhábiles para jaeces inferiores y de letras, arts. 16, 

86 y 41 58 y 75 

También para miembros de Cortes Superiores y Suprema, 

artB, 59 y 103 ...,..,-. 109 y 146 

— TambiénparafiscaleBydefeDeores públicos, arts, 27 7 y 307. 868 y 395 

— ídem para relatores, ait 319 ,,... 406 
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Ihímerot 

Muerte. Si es causa de terminación del arbitraje, art. 190 266 

— No pone término ai mandato del abogado ni del procu- 

rador, arta. 897 y 405 515 7 528 

Multa. La qae pueden imponer los jueces inferiores, arts. 2% y 84. 55 

— Pueden imponerla los jueces de letras, arts. 43 j 44 79 á 81 

— Las que pueden imponer las Cortes de Apelaciones, artícu- 

los 70 á 76 118 á 128 

— ídem el ministro constituido en visita, arta. 78 j 80 122 y 128 

— ídem la Corte Suprema, arts. 109 y 110 151 á 158 

Municipalidad. El que es miembro de ella no puede ser jues, ar- 
tículo 169 289 



3^ 

Nombramientos judiciales. Los jueces inferiores y sus re- 
ceptores los nombra el gobernador á propuesta 
del juez de letras, arte. 18, 86 y 856 61 y 448 

— Todos los demás los nombra el Presidente de 

la República 

•— Los de jueces de letras, previa terna del Con- 
sejo de Bstado y lista de propuestos por la 
Corte de Apelaciones, art. 122..... •• 174 y síg. 

— Los ministros de Cortes, previa igual terna y 

lista de propuestos por la Corte Suprema, 

art. 122 174 y sig. 

— Los jueces letrados suplentes é interinos, pre- 

via terna del Consejo de Bstado, art. 128... 180 y 181 

— Los fiscales y promotores y los defensores pú- 

blicos, lo mismo que á los jueces de la Corte 

ó juzgado en que funcionan, arts. 281 y 810. 871 y 404 

— Los relatores y secretarios, previa terna de la 

respectiva Corte, arts. 820 y 888 410 y 428 

— Los receptores de mayor cuantía y los notarios 

en la misma forma, arts. 855 y 868 448 y 458 

— « Los conservadores los nombra la misma autori- 
dad, arts. 375 487 y 488 

— ídem los archiveros y los procuradores del nú- 

mero, 880 y 892 499 y 507 

Notarloa Qué son y qué eran antes, art. 861 • 446 á 449 

— Sus obligaciones, art. 866 450 á 456 

— Limitación de ellas, arts. 862 y 869 457 y 467 
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NúméfoB 

KotaTÍO&» FJAnza qne deben rendir y bus emolDmentoB, art. 86d. 459 j 460 
i«ü^ Gómpato de sus aeT7ÍC!0S y personal de sna oficitiaa, ar- 
tículo SC4 , 461 y 4C2 

^— * Modo de reerapkzarlos y de concederles licencia, artion- 

108 865 y ft67.-... ...,. 463 y 464 

i-¡* Se les prohibe abogar y procurar en juicio, art. 368--,.- 465 

— Cómo deben cerrar y custodiar sus protocolos^ art 369< 466 

■^^ Reunión ó separación de Iob oficios, art- 370 ,.- 468 y 472 

«* Actos notariadoB de otroB fancionarioa 469 á 471 

í— Saa fuDoioneE faera de oficina 478 

&-* Inspección directiva de laB Oortea aobre sus actos „ 474 á 477 

^ Catorce rtiglíia reeültantes .», 478 á 480 

Notlfloaolones. Correepoude hacerlas á Iob secretarios, art. 846,. 425 

1^^ ídem á log receptorea fuera de ta oñcina, articu- 

Jo 852 440 



Obispos. De BOB asuntos jadioialeB conocen las Cortes de ApeJa- 

cioiiep^ art. 67 ..,. • 110 y 112 

Ofloiales del Ministerio püblloo. Véase Fiscales, 
Oflolales subalternos. Los de laa secretarías: m dependencia, 

art, 344,. ., iSl 

— Se observa igual arreglo en las notarías, art. 364 462 

Oflolales de Sala. Su número y faucioueB en Itis Cortea de Ape- 

laoiones, art- 62 - 108 á 105 

ídem en la Corte Suprema, art. lOñ.,,.,, 147 

OpOSlOlón. Coacurso de opoaitores par* nombrar relator. Cómo ge 

hace^ art. 820 410 

^ Se aplica á los nombrsniientos de aecretarioe j reoep* 

tores, artB- 388y 355.. 428 y 448 

— También á !oa notarios y conservadores, arta, 863 y 

876 .»..- 458 

— ídem á los archiveros y procaradores del número, ar- 

tícalofiSSOy 892.,.. - 40? y 507 

Ordenes eoleslástloas mayores. Expira el cargo del jues que 

laa recibe, art. 169 * 239 



I'aillaffiíado* El serlo es causal de recusación, art, 250 818 y S19 
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Námaroi 

FarenteSOO. Oaál es causal de implicancia, arU. 248 7 251 814 á 8¿1 

— Oaál lo eci de recasaoión, art». 250 7 251 818 á 821 

— Inhabilita á los jaecea para sa cargo, arta. 169 7 170. 289 7 240 

— ídem á los fiscales 7 á loa defensores públicos, arttea- 

108 279 7 808 875 7 400 

Parte. El ser parte en el jaicio cansa implicancia para ser juez, ar- 
tículo 248 814 

— Guando el qae lo es puede alegar la recusación, arts. 252 7 

258 822 7 823 

— Oómo intervienen los fiscales cuando obran como parte prin- 

cipal, art. 266 845 7 846 

Partiolón de bienes. Debe efectuarse por arbitros, art. 176.... 248 
*- Debe provocarse ante el juez del lugar en que se abre la 

sucesión, art. 221 291 

Párrocos. De sus causas conocen loa jueces de letras, art. 87 67 

— No pueden ser jueces, art. 169 289 

— Ni fiscales ni defensores públicos, arts. 277 7 809 • 868 

Pena espiritual. No deja de serlo aunque produzca efecto tem- 
poral, art. 5.. 11 

Pensiones. Juez competente para el juicio en que se cobran, ar- 
tículo 205 278 

Peritos. Por ellos se puede fijar la cuantía, art. 201 276 

— Sisón recusables 824 

Piratería. El juez del lugar de la aprensión del reo juzga este 

delito, art. 282 299 

Pobreza. Las Oortes 7 jueces de letras ejercen tuición sobre los 

pobres, arts. 42 7 72 76 7 117 

— Deben servirlos gratuitamente los receptores 7 procura- 

dores, arts. 859 7 896 440 7 512 

— Del mismo modo los abogado?, art. 407« 525 7 526 

Poder judicial. Es el que administra justicia, art. 1 1 á 7 

— Sus facultades comprenden la jurisdicción 7 el imperio, ar- 

tículos 1, 2 7 8 1 á 7 

— No debe mezclarse en atribuciones de otros poderes, art. 4... 22 7 28 

— Yes independiente, art. 11 6 

Precedencia. En las Cortes se rige por la antigüedad de sus 

miembros, arts. 64 7 102 107 7 144 

-^ Los relatores preceden á los secretarios, art. 834... 419 
Presas. Los juicios sobre ellas se juzgan por un ministro de la Su- 
prema, art. 117 167 

Prescripción. Es de seis meses la de la acción de responsabilidad 

judicial, art. 168 288 
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Presidentes de Oortes. Los ministrofl ejercen este cargo por 

tamo anual, arts. 56 y 102 102 y 144 

— Faltando, ae suplen por el ministro más antiguo, ar- 

tículo 100 140 

— Ellos reciben los juramentos. YéAeejurammto. 

— Ellos califican las fianzas. Yéaseyían^a. 

^ En caso de empate su voto es decisivo en las temas 

que pasan, art. 820 «... 410 

— Ellos conceden licencias á sus snbaltemos. Véase 

licenciasy art. 847 < 484 

— Sus diversas atribuciones, arts. 99 á 101 180 á 188 

^ Aplicables á la Suprema y 4 la de Cuentas, art. 115. 184 á 142 

— El de la de Apelaciones de Santiago juzga á los miem- 

bros de la Suprema, art. 116 •• 164 

Presidente de la República. De sus causas conocen las Cor- 
tes de Apelaciones, art. 67 110 y 112 

— Puede decretar visitas á los juzgados de letras, art. 77 124 á 126 

— ídem pedir informes á la Oorte Suprema, arb. 112.... 157 

— Hace los nombramientos de jueces, arts. 122 y 128... 174 á 181 

— ídem de abogados integrantes en las Oortes, art. 180. 192 á 195 

— ídem de todos los funcionarios judiciales: fiscales y de- 

fensores públicos, arts. 281 y 810 871 y 896 

-< ídem de los relatores y secretarios, arts. 820 y 888.... 410 y 428 

— ídem de los receptores de mayor cuantía y notarios, ar- 

tículos 855 y 868 448 y 458 

— ídem de conservadores, art. 876 487 y 488 

— ídem á los archiveros y procuradores, arts. 880 y 892. 499 y 507 
Presunción. Se presume aceptada la cuantía ó el valor litigado, 

art. 200 276 

— La hay para prorrogar tácitamente la jurisdicción, 

art. 241 808 

Prevenir. Se dice del juez que primero conoce en un asunto, ar- 
tículo 196 278 

Proceder de OfldO. Intervenir el juez sin petición de parte, art. 9 29 

Procesados. No pueden ser jueces inferiores, arts. 16 y 86 58 

— Ni de letras ni de Oortes de Apelaciones, arts. 41 y 59. 75 y 109 

— Ni de la Suprema ni abogados, arts. 108 y 402 146 y 520 

— Debe visitárseles semanahnente, art. 50 82 

— Siéndolo el juez, se le suspende, art. 169 248 

Procesos. Su arralo y custodia por los secretarios y archiveros, 

arts. 846 y 884 , 424 y 600 

Procurador. Tiene implicancia para ser juez, art. 248 814 á 817 
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Procurador. No pueden serlo en jaido Iob joeoes ni bus eeoreta- 

rioB, arta. 150, 84ÍÍ 219 y 4S5 

— Tampoco los receptores ynotaríos, arts. 460 y 3$8... 445 y 465 

— Id. los archiveros, art. 388 • 499 

— Especialidad en la oonstitnción y terminación del 

mandato judicial, arts. 895, 897 511 y 515 

— En loe juzgados de letras puede serlo cualquiera 

persona, art. 400 517 

Procuradores del número. Su carácter oficial i su denomi- . 

nación, arts. 889 y 390 582 á 505 

— Requisitos para serlo y su nombramiento, artícu- 

los 891 y 892 506 y 507 

— Son mandatarios y prestan jaramente para ins- 

Ulaise, arts. 398 y 894 508 á 510 

— Especialidad en la constitución y terminación de 

su mandato, arts. 895 y 897 511 y 515 

— Sus tres obligaciones principales y su remunera- 

ción, arts. 896 y 899 512 y 516 

— Están bajo la vigilancia de los jueces letrados y 

de las Cortes, arts. 49 y 76 81 y 121 

— Licencias que dichas autoridades pueden conce- 

derles, art. 898 514 

— Guando es obligatorio el valerse de ellos, art 400. 517 
Profesión de abogado. Para los años de ejercicio de ella, re- 
queridos para los puestos judiciales. Véase Abogado. 

ProMbiolones. Lascuatroimpuestasálos jueces, arts. 150 ál54. 219 á 228 

— Se aplican al ministerio públioo, arts. 284 á 286. 874 y 825 

— Tambiénálosdefensorespúb]icos,arts.811 á814. 898 y 40Q 

— Las impue8tas.á los relatores, arts. 829 á 881 415 y 416 

— Se aplican á los secretarios y receptores, 848 y 

860 485 y 445 

— Id. á los notarios 868 465 

Promoolén. Es cansa de expiración del cargo, art. 169 289 

Promotor fiscal. Véase Fiscales. 

Propietario. El nombrado en propiedad, arts. 118 y 119 168 y 169 

Prórroga de jurisdioción. Quéies y en qué negocios procede, 

arts. 285 y 286 , 802 y 806 

— La hay expresa y tácita, arts. 240 y 241 808 

— Quiénes pueden prorrogarla y con qué efecto, articuloa 

288y 289 804 y 80$ 

— Negocios y tribunales en que procede, arts. 286 y 287.. 805 á 808 
Protecoión. Sobre esos asuntos se oye á la Corte Suprema, ari. 

111 154 y 156 
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Protocolos. Loa forman loa notarioa. Véase Notarios^ art. 269... 453 y síg. 

— También los custodian los archÍ7ero8, art. 385 500 

PrOYidenoias. Despacho de las de mera sastanciacíón, arts. 85 

y 114 131 y 189 

Publicidad. Es propia de loe actos de los tribunales, art. 8 35 



Quejas. Las dirigidas contra los jueces inferiores ante los jueces 

de letras, arts. 46 y 47 80 y 85 

— Las dirigidas contra los jueces de letras ante las Cortes, ar- 

tículos 69 y 71 119 y 121 

— Las que puede oir el Ministro Visitador, arts. 79 y 80 122 á 127 

— Pueden oírse en la audiencia pública ante las Cortes, artícu- 

los 82 y 114 128 y 162 

— Puede la Corte Suprema resolverlas por sí, art. 109 151 

Quiebras. Estas cuestiones son siempre de mayor cuantía y apela- 
bles, arts. 210 y 245 280 y 811 

— De estas cuestiones conoce el juez del domicilio del fa- 

llido, art. 226.... 287 

Quorum. Necesario para resolver las Cortes de Apelaciones, artícu- 
los 84 á 86 130 y 131 

— El necesario en la Corte Suprema, art. 113 130 y 131 



Raspaduras. No son admisibles 478 

Receptores. Necesidad de estos ministros de fe fuera de las se- 
cretarias, art. 352 439 

— Sus dos categorías. Especialidad de una de ellas, ar- 

tículo 353 441 

— Sus obligaciones, art. 359 440 

— El Presidente de la República los nombra y deter- 

mina su número, arts. 354 y 355 442 y 443 

— Su instalación con juramento y fiania, arts. 357 y 

358 444 

— Puntos en que se asimilan á los secretarios, art. 360 445 
Reconvención. Su influencia en la cuantía del juicio, arts. 195 

y 203 272 y 277 

Recursos de fuerza. Su derogación, art. 5 y final 11 y 580 

Recusación. Causales de recusación, art. 250 318 
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Recusación. Tñbnnalea qae conocen de ellas, art. 259 881 á 883 

— Se Ma en única instancia, art. 261 • 884 

Rejistroa Yéase Frotoeolos. 

Relatores. Qaiénes pueden serlo en las Cortes, art. 819 406 

— Importancia de sa servicio 407 

— Número de ellos en las diversas Cortes. 408 j 409 

— Su nombramiento ó instalación, arts. 820 á 822 410 y 411 

— Manera de subrogarlos, arts. 828 y 424 412 j 413 

— Sus obligaciones, art. 825 414 

— SuB prohibiciones é implicancias, arts. 829 j 880 415 y 416 

— Sus recusaciones, art. 882 417 

— Sus emolumentos, art 888 418 

— Sus preeminencias. Son ministros de fe, art. 834 419 

— Causas de e^tpiración y suspensión de su cargo, artícu* 

lo 885 420 

— Sus analojías con los jueces 421 

Renunoia. Es causa de expiración del cargo, art. 169 289 

^ La del con juez no siempre suspende el acuerdo, art. 98. 181 
Representante legral. Sus causas no se someten á arbitros, ar- 
tículo 179 249 

— Es hábil para prorrogar jurisdicción, art. 288... 804 

— Está implicado para juzgar á su representado, 

artículo 248 814 á 817 

— Cases en que puede también ser recusado, artí- 

culo 250 818 y 819 

— En sus asuntos se oye á los defensores públicos, 

art. 295 885 

— Y pueden éstos representar al incapaz, art. 296... 884 
Residenoia. Es requisito para ser juez de distrito y subdelega- 

ción, art 18 57 

— Es obligación para todos los jueces, art. Ii7 211 y 212 

— No lo es en loe dias feriados, art. 149 216 

— También obliga á los fiscales y defensores públicos, 

arts. 284 y 811 878 y 404 

— Td. á los relatores y notarios, arts. 825 y 867 421 y 464 

— Id. á los secretarios y receptores, arts. 847 y 860 484 y 445 

— Id. á los archiveros y procuradores del número, ar- 

tícíulos887y 398 499 y 514 

Responsabilidad Judicial. Es constitucional y es de ley, ar- 
tículo 159 228 y 229 

— Se extiende también á lo civil, arts. 160 á 162. 280 y 281 

— Excepciones, arts. 159 y 167 282 

— Tiene cuatro limitaciones, arts. 168 á 168.... 288 á 288 
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Salas de Oortes. Las tienen :las de Apelaciones de Santiago j 

Oonoepción, arta. 63 7 65 102 y 104 

Secretarios judiciales. Son ministros de fe pública, art 836. 422 y 423 

— Cinco pnntos de comparación con los relatores, ar« 

tículo846 424 

— Sus obligaciones, art. 846 424 j 425 

— • Deben llevar libro de sentencias 426 

— Secretario en la Oorte de Cuentas 427 

— Requisitos 7 manera de ser nombrados^ arts. 837 á 

841 428 

— Jaramente j fianza para instalarse, arts, 842 7 843.. 429 

— Eeglas para subrogarlos accidentalmente, art. 345... 430 

— Organización de bus oficinas, art. 844 481 

— Personal actual de las de Cortes 7 Juzgados 482 7 483 

— Los tienen también los juzgados de letras especiales. 86 

— Especialidades sobre sus licencias, art. 847 434 

— Sns prohibiciones 7 sn remuneración, arts. 848 7 849. 485 7 486 

— Sus implicancias 7 recusaciones, arts. 850 7 851.... 487 7 488 
Senado. Forma tribunal especial para determinados juicios, artícu- 
los 5.S1.» 18 

Sentenoias. Libros para escribirlas 7 firmarlas los jueces infe- 
riores, arts. 267 80 63 

— Las de las Cortes deben expresar los votos disidentes, 

art. 95 182 

— Las Cortes 7 juzgados deben llevar libro copiador de 

ellas, art. 98 182 7 426 

— La sentencia firme es inalterable, aun cuando haga 

responsable al juez, art. 166 

Separación de bienes. No es materia de arbitraje, art; 178.... 249 

— Es siempre de ma7or cuantía 7 apelable, art. 209 

7245 280 7 811 

Servicio JudiclaL Tiempo requerido para ser promovido. Yéase 

Nombramientos^ Ji4scé$ 7 Ministros. 

Sindico. Está implicado para juzgar á su representado, art. 248... 814 á 817 

Sirviente. El serlo es causal de recusación, art. 250 818 7 819 

Sociedades. Sus asuntos deben juzgarse por arbitros, art. 176.... 248 

— £1 ser socio es causal de recnsación, art. 250 818 7 819 

Sordos. Son incapaces para jueces inferiores, arts. 16 7 36 58 

— También para jueces de letras 7 de Cortes de Apelaciones, 

arts. 41 7 59 ^ ^ 75 7 109 
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Sordos. También para miembros de la Suprema y fiscales, arts. IOS 

y 277 146 y 868 

— También para defensores públicos y relatores, art. 807 

y 819 404 y 406 

Subdelegrados. Son incapaces para joeees inferiores, arts. 16 y 86. 58 

^ El haberlo sido excasa para dichos cargos, art. 21. 60 

— Fanciones qne han pasado á los jaeces de sabde- 

legación, art. 85 62 

Subrogación de los jueces. Sobre la de los inferiores, art. 125 

y 126 188 á 186 

— Reglas Telatiyas á las de los jaeces de letras, artíca- 

losl27ál29 187 á 191 

— Reglas relativas á los ministros de Cortes, arts. 180 

ál86 192 á 200 

Suplentes. Los jueces qne lo son también participan de la inamo- 

vilidad, arts. 118 y 120 169 y 171 

— Nombramiento de jaeces sapientes, inferiores y de le- 

tras, ai ts. 128 y 126 180 ¿ 182 

Suspensión. Paeden imponerla á los abogados los jaeces de letras 

y las Cortes, arts. 44 y 74 79 y 118 

— También los ministros visitadores y la Corte Supre- 

ma, arts. 78 y 110 122 y 152 

— Caasas qae saspenden las fanciones de los jaeces y 

fiscales, arts. 171 y 292 248 y 880 

— Se aplican á los defensores públicos y á los relatores, 

arts. 816 y 885 404 y 420 



T 

Tabla. La qae fija el ordea para verse los asuntos incumbe á los 

presidentes, arts. 99 y 115 186 y 168 

Tasación. La de bienes de herencia corresponde al lugar en qae 

se abre la suoesión, arts. 221 „... 291 

Terceros. Como tales paeden obrar los fiscales y entonces son re- 
cusables, arts. 265 y 298 845 y 876 

Tercero én discordia. Pueden nombrarse en loe juicios de ar- 
bitros, art. 182 252 

— Cómo se dicta con él la sentencia, art. 186 260 

Territorio de la República. A él se limita la jurísdiccióa de 

los tribunales, art. 5.* 8 

— Casos en que conocen por delitos cometidos fuera de 

é), art. 282 299 
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Territorio. Véase Departamento j Distritos fudidales. 
Testamento. Los asnntoa á ellos relativos son de mayor caantía 

7 siempre apelables, art. 209 j 245 280 y 311 

— Y debea seguirse donde se abrió la sucesión, artíca- 

lo 221 291 

Testigos. Ante los jaeces inferiores suplen la falta de ministros 

de fe, art. 25. 58 

Testimonios. Las copias fíeles que deben dar los notarios, artícu- 
lo 866 455 

— Deben darlos también los archiveros, arts. 885 y 

386 500 

Tratamiento. El que corresponde á las Cortes j jueces letra- 
dos, art. 155 

— Es aplicable á los oficiales del Ministerio Páblico, 

art. 287 378 

Tribunales. No hay otros en el orden temporal que los reconoci- 
dos por la ley, art. 6.® 8 

Tribunales de excepción. Son los reconocidos como ya existen- 
tes, art. 5.* 13 á 21 

Tribunal de presidentes. Funcionó para formar las listas de 

los abogados, art. 122 178 

Tribunal eclesiástico. Su jurisdicción no es prorrogable, ar- 
tículo 237 307 

— En caso de competencia con tribunal civil, cuál decide 

con efectos civiles, art. 255 327 y 328 

Tribunales militares. Dos casos en que subsisten dentro de lo 

temporal, art. 5.^ 16 

— Ejercen fuero atractivo sobre los cómplices, art. 233.. 300 

— Su jurisdicción no es prorrogable, art. 237 807 

— Véase Corte Marcial 
Tuición. Véase Pobreza. 

Tumo. Fija el orden de servicio en jueces del mismo fuero, art. 39. 72 

— ídem á los abogados, procuradores y receptores para servir 

á los pobres, art. 42 y 72 76 y 117 

— ídem á los jueces de letras para sos visitas, y á los minis- 

tros, arts. 48 y 49 80 y 81 

— Orden en que los ministros de las Cortes ejercen la presi- 

dencia, arts. 56 y 102 102 y 144 

— ídem en que los de las Cortes de Apelaciones funcionan en 

los feriados, art. 83 129 

— Sirve también para reemplazarse los jueces de letras, artícu- 

lo 127 187 y 189 
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Universidad de Olllle. Expide el títaio que habilita para obte- 
ner el de abogado, art. 402 520 

XTsurpaolón de atribuciones. Es prohibida á los tribonales, 

art. 4.0 22^ 



vicarios. De 808 cansas conocen las Oortes de Apelaoione?, art. 67. 110 j 112' 
Vlce-párrocos. De sns cansas conocen los jueces de letras, artícn- 

lo37 67 

Visitas de cárceles. Deben pasarlas semanalmente los jneces de 

letras, art. 50 *•... 82 

~- Y remitir copia del acta á las Cortes de Apelaciones, arti- 
culo 51 ^ 84 

Visita de oficios públicos. Los j.ueces de letras deben pasarlas 

bimestralmente, art. 49 81 

— Y remitir copia del acta á la Corte de Apelaciones, art. 51.. 84 

— Donde hay Corte de Apelaciones, ésta las pasa, art. 49 81 

Visitas judiciales. Deben pasarlas los jueces de letras á los juz- 
gados inferiores, art. 46 80- 

-— Y fallar en ellas las causas promovidas ó por promover, ar- 
tículos 47y áS 80- 

— Las Cortea de Apelaciones deben visitar los juzgados de le- 

tras, art. 77 122 

— Dicta medidas disciplinarias el ministro visitador, art. 78.. 122^ 

— Y da cuenta á la Corte de lo que observare, art. 79 y 80... 1 23- 
Visitas extraordinarias. Casos y objetos en que se decretan, 

art. 77 v 124 

Vista de la causa. Solo entra en el acuerdo el juez que concurre 

ala visita, art. 88 181 

— Y el que ha concurrido á ella no puede dejar de entrar en el 

acuerdo, art. 89 131 

— Comenzada, sólo puede suspenderse por acaerdo común IdS 

— Sin eso, debe continuar en el día siguiente 188 

Votos. La mayoría uniforme constituye acuerdo, art. 87 131 

— £nlo criminal, lo forman los más favorables, li hay empa- 

te, art. 87.. 131 

— Se les da publicidad, fundándose los disidentes, art. 95 131 

— Orden en que se emiten en las Cortes, art. 96 132 
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NOTAS ADICIONALES 

A LOS COMENTARIOS SOBRE LA LEY ORGÁNICA DE LOS TRIBUNALES 
DE CHILE, ORDENADOS POR CARLOS RISOPATRÓN. 



Destinada la indicada obra á servir de auxiliar á ios funcionarios y 
á los abogados que necesitan conocer de pronto las disposiciones de una 

Íley de tan frecuente aplicación, como es la que motiva estos Comenta- 
rios, nos ha parecido indispensable llenar dos vacíos que liemos podido 
notarle en los meses transcurridos desde su publicación. Por una parte, dos 
leyes nuevas han producido algunas alteraciones en lo que estaba vigente, 
y ya que han hecho necesario hacerlas notar, tanto en el texto de los 
artículos de la Ley Orgánica, como en los números que á ellos se refieren 
8i I en los Comentarios, creemos oportuno agregar en unos y otros algunas 
I indicaciones que antes habíamos omitido. Además, en la nueva revisión 
34 1 del libro hemos encontrado erratas é imperfecciones de dicción que se 
nos habían escapado; y aun cuando muchas de ellas pueden ser fácil- 
mente conocidas, ó aún suplidas, por el lector estudioso, hemos preferido 
indicarlas en una nueva/? ¿le erratas, en obsequio á la mayor corrección 



84 
i y exactitud, que son propias de obras de e^ta clase. 

Numero $o de los Comentarios, 



Nos parece muy conducente agregar, .en seguida de este acápite y 
como núm. 50 bis, una noción histórica, siquiera sea brevísima, de nues- 
tro sistema judicial. 

tíl La irregularidad en que hemos vivido, consistente en que funcioná- 

is? nos del orden gubernativo ejerciesen atribuciones judiciales, juzgando los 
j^^ delitos llamados leves y los de policía, á pesar de la independencia de los 
poderes públicos estatuida en el art. 99 de la Constitución, hoy podemos 
,^ decir que ha cesado enteramente. Pero conviene recordar los diversos 
pasos que han venido dándose Hasta. llegar á este resultado. 
j El primero se dio con el Juzgado de Letras llamado Sumariante y 

^^ j de Policía Correccional, creado para Santiago por la ley de 25 de noviem- 
bre de 1 847, con la atribución de juzgar todos los delitos de policía, de 
131 ; los cuales estaba conociendo el Intendente de la provincia, y los delitos 
Jtó I llamados leves de que conocían los Subdelegados y con la de formar los 
\%% \ sumarios de los procesos criminales en que debía conocer el Juez del Cri- 
men. Este remedio sólo se aplicó en Santiago, dejándose subsistente la 
irregularidad antedicha en todo el resto del país. 

-^ Dio el segundo paso la Ley Orgánica de las Municipalidades, dicta- 
da en 8 de noviembre de 1854, la cual di&puso en sus aits. 37 á 52, que 
los Alcaldes ejerciesen las facultades de Jueces de Policía local, y juzga- 
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sen todas las faltas ó delitos de policía. Con esto quedaron excluidos de 
esta atribución, verdaderamente judicial, todos los Intendentes i Gober- 
nadores (arts. 6o y 62 id.); pero se dejó subsistente en los Subdelegados 
é Inspectores su carácter de jueces, junto con su cargo gubernativo, pro- 
pio del Poder Ejecutivo. 

El tercer paso se dio con la Ley Orgánica de los Tribunales, al 
establecer los Jueces de Distrito y de Subdelegación; con lo cual se dejó 
separados á los Subdelegados é Inspectores, como lo estaban ya los 
Intendentes y Gobernadores, de toda ingerencia en lo judicial. Mas, toda- 
vía los Alcaldes, á pesar de ser funcionarios del orden Administrativo, 
continuaron siendo jueces de policía, al mismo tiempo que jueces trami- 
tadores de los procesos judiciales, en lugar de los jueces letrados, en los 
departamentos donde éstos no existían. 

Este doble carácter de los Alcaldes desapareció de hecho con el cuarto 
paso, dado por la ley de 31 de enero de 1888, que dotó de Jueces de 
Letras á todos los departamentos, y por la de 2 de febrero de 1895, que 
quitó á los primeros la atribución de suplir á los segundos, que les daba 
todavía el art. 129 de la Ley Orgánica de los Tribunales. 

Finalmente, puede considerarse como el quinto y último paso dado 
en este sentido, la derogación de los arts. 52, 53 y 54 de dicha Ley 
Orgánica por la de i.<> de mayo de 1^1, que ha tenido por objeto pro- 
veer á las subrogaciones de los jueces letrados y de los inferiores á éstos, 
sin dejar la menor ingerencia á los expresados Alcaldes: modificación 
sustancial del art. 1 29 de la ya expresada Ley Orgánica, que conviene 
exponer en su texto íntegro, como lo hacemos más adelante, al referir- 
nos á dicho artículo. 

Numero 57 de los Comentarios. 

Para dar á este número una expresión más conforme con la mente 
de los arts. 14, 15 y 16 de la Ley convendría redactarlo de esta manera: 

67. «Para ser nombrado juez de distrito ó de subdelegación sola- 
mente se requiere: 

I. o Residir dentro del respectivo distrito ó subdelegación, y 

2.0 Haber obtenido el título de alguna profesión liberal. 

Para los que carecen de dicho título, se requiere: 

I. o La indicada residencia; 

2.0 Tener veinticinco años de edad, y 

3.<^ Saber leer y escribir. 

El requisito que íiguraba con el^.^ 3.0 en el art. 14 de la L. O. 
quedó suprimido con el hecho de haberse suprimido también el art. 7.0 
antes 8.0) de la Constitución, en la reforma de ésta hecha por la ley de 
10 de agosto de 1888.» 

Numero 84. de los Comentarios, 

Puede quedar más completo agregándole otros dos números, que 
serían: 
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«5° La ley de 4 de julio de 1893 eti su art. 6.<^^ refiriéndose á las 
vLsitas de los jueces de letras especiales de apelaciones donde los hay, y 
donde no, á las que practican los demás jueces de letras, les inipone expre- 
ivo^pií^ sámente el deber de dar cuenta de su visita á la respectiva Corte de 

Apelaciones, y 

*6,o Se ha ag^regado otra obligación más en la ley de i .0 de mayo de 
1901, que puede figurar con el número 4.» de las que impone á los jue- 
ces de letras el art. 51 de la Ley Orgánica, y que hacemos notar más 
adelante con motivo de Ja reforma de los arts. 126 y 129. Ella consiste 
en que deben remitir en el mes de noviembre de cada año una nómina 
ordenada é infonnativa de los abogados que ejercen la profesión, a la 
Corte de quien dependen, para el efecto de ser nombrados como subro- 
I gantes de dichos jueces.» 
íl cuarto #* 

f^^ Regla 24 de la página loi^ 

595, que ¿> T r i> t 

^^ Conviene agregarle este inciso: «Para integrar la Corte de Cuentas, 

en los casos de empate ó dispersión, se llamarán Ministros de la Corte de 
so dadü Apelaciones de Santiago, por orden de antigüedad, según dispone el 

hale} artículo 35 de la ley de 20 de enero de 1888.» 

etopro- I 

^ ^^í^ Nüfnero I7g de los Comentarios. 

ficacior i 

onviene Puede agregársele este 4.^ inciso: 

referir , ^^En cuanto al nombramiento de los Ministros y Presidente de la 

Corte de Cuentas, la ley de 20 de enero de 1888 artículo 5.0 N.^ XV y 

artículo 26, dispone que se hará por el Presidente de la República á 

propuesta del Consejo de Estado, en terna compuesta de entre nueve 

personas de la última lista que la misma Corte debe presentarle en 

menteí diciembre de cada año. Sobre el Fiscal de dicha Corte nos referimos 

nanera: ! á lo dicho más adelante (N.o 367). Y en casos de licencia, el nombra- 

^ ^\^ miento de suplente se hace por el misnío supremo magistrado, sin 

tema del Consejo, pero eligiendo de la última lista expresada, según el 

artículo 33.» 

Artiados 126 y I2g de la Ley Orgánica. 

La ley núm. 1468, de i.<^ de mayo de 1901, dictada con el objeto 
de proveer á la subrogación de los jueces de letras, de subdelegación y 
r Q de distrito, ha modificado sustancialmente los artículos 126 y 129, de 

manera que ha hecho necesario que desde luego se dé á conocer la redac- 
ción que deben tener, en lugar de la que tenían en el texto de la Ley 
Orgánica, á fin de que puedan resolverse acertadamente los casos que 
no pueden menos de ocurrir. Según ella, quedan como sigue: 



irt. 7-^ 
ley d« 



,que 



«Art. 126. En los demás casos en que faltare un juez de distrito ó 
de subdelegación, se nombrará un propietario, suplente ó interino en la 
forma prescrita por los artículos 18 y 36, y entre tanto conocerá de los 
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juicios pendientes ó que nuevamente se iniciaren, el juez que debe subro- 
garlo en conformidad al artículo precedente.» 

iArt. 129. Si en el departamento no hubiere más que un juez y 
no pudiere tener lugar lo dispuesto en los artículos precedentes, la falta 
del juez de letras será suplida, en primer lugar, por el abogado que 
desempeñe el cargo de promotor fiscal; en segundo lugar, por el funcio- 
nario que ejerza el ministerio de los defensores públicos, y en tercer 
lugar, por alguno de los abogados que anualmente designare para este 
efecto la Corte de Apelaciones respectiva. No se podrá exigir retribución 
por este servicio. 

>Á falta de todos los designados en el precedente inciso, el conoci- 
miento de la causa pasará aUjuez del departamento más inmediato de la 
misma provincia, ó sea, de aquel con cuya ciudad cabecera sean más fáci- 
les y rápidas las comunicaciones. 

>En el mes de noviembre de cada año los jueces letrados de depar- 
tamentos en que sólo existe un Juzgado de Letras, elevarán á la Corte 
de Apelaciones respectiva una nómina de los abogados que ejerzan la 
profesión en la cabecera del departamento, con indicación de su antigüe- 
dad y con las observaciones que creyeren oportunas. 

»En el mes de diciembre la Corte de Apelaciones formará una terna 
de los abogados que en cada uno de estos departamentos deben reem- 
plazar al juez letrado en el caso previsto en el primer inciso de este 
artículo. No se podrá ocurrir al segundo abogado designado en la tema 
sino en el caso de faltar ó estar inhabilitado el primero, ni al tercero sino 
cuando falten ó estén inhabilitados los dos anteriores. 

> Quedan derogados los artículos 52, 53 y 54 de la Ley de Organi- 
zación y Atribuciones de los Tribunales y la ley núm. 260, de 2 de febrero 
de 1895.» 

Las modificaciones que introduce ó que hace necesario anotar la 
reforma de estos dos artículos, á más del cambio indispensable de su 
respectiva redacción, son las siguientes: 

1.^ Quedan suprimidos, como derogados, los artículos 52, 53 y 54 
de la Ley Orgánica; 

2.a Se establece una nueva obligación, que puede agregarse con el 
núm. 4.^ á las tres que el artículo 5 1 de dicha ley impone á los jueces 
letrados de departamentos en que hay uno solo, de pasar en cada mes 
de noviembre la nómina de abogados en ella referida; 

3.* Se impone también una nueva obligación á las Cortes de Ape- 
laciones, que debe figurar como 4.0 inciso del artículo 81 de la Ley Or- 
gániea, y como agregación al núm. 127 de los Comentarios, por ser una 
nueva atribución len ejercicio de la jurisdicción económica de las Cortes 
referidas; 
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4.^ Con la derogación de los artículos 52, 53 y 54» que conservaban 

en los alcaldes el resto de ingerencia que tenían en las funciones judicia- 
les, se ha dado el último paso en el sentido de hacer efectiva la separa- 
ción é independencia entre los poderes gubernativo y judicial, como ya 
lo dejamos observado al principio de este apéndice; 

$A Carece ya de objeto la observación hecha en nuestro núm. 186, 
inciso 2,^, por haberse rectificado It redacción del artículo 136; y 

6,^ Deja también de ser aplicable lo dicho en el primer inciso de la 
pajina 141, por disponerse la subrogación de una manera diferente en la 
nueva forma dada al artículo 129, esto es, que el subrogante sea: 1.*^ el 
promotor fiscal; 2 °, el defensor público, y 3 '^ uno de los abogados desig- 
nados anualmente por la Corte de Apelaciones. 



^/^ Nüniero 216 de los Co^nentarios. 

"ici- 

La nueva disposición dictada posteriormente por la ley núm: 1,479, 
par en 16 de septiembre de 1901, hace necesario agregar á este número el 

inciso siguiente: 

fPara la Caja del Crédito Hipotecario y los Bancos hay días espe- 
, cialmente designados en dicha ley como los únicos feriados en que f>odrán 
cerrar sus oficinas, que son: lunes, martes y miércoles de Ceniza; jueves, 
viernes y sábado de la Semana Santa; dieciocho, diecinueve y veinte de 
septiembre, y el primero de julio de cada año; postergándose el pago de 
las obligaciones que vencieren en esos días para el siguiente. Además 
podrán cerrarse esas oficinas á las dos de la tarde en los días sábados 
de cada semana.» 



Artículos /jj y 757 de la Ley Orgánica. 

£1 tratamiento en este artículo dispuesto, de Excelencia á la Corte 
^ Suprema y de Señoría Ilustrísima á las de Apelaciones, lo estaba también 
I en el título 74 artículo 3.0 de la Ordenanza General del Ejército. Con- 

viene aquí agregar que el artículo 41 de la ley de 20 de enero de 1880 
hace estensivos á la Corte de Cuentas el tratamiento y demás prerroga- 
tivas de las Cortes de Apelaciones, como también la inamovilidad de los 
tribunales ordinarios, y aún la incompatibilidad nacida de haber desem- 
peñado cargo gubernativo, dispuesta en el artículo 3.0 de la ley de 3 1 
de agosto de 1880. 

Además, dicho Código Militar, en el título 48 artículo 18, dispone 
que á los miembros de la Suprema, cuando vaya en cuerpo, se les hagan 
los mismos honores que al general de división, y á los de las de Apela- 
ciones, en igual caso, los señalados para el general de brigada. 

Después, la ley de Reclutas y Reemplazos del Ejército y Armada, 
de 5 de septiembre de 1900, en su artículo 3.0, exime del servicio militar 
á clos funcionarios del orden judicial», sin hacer ninguna excepción, con 
tal que desempeñen el empleo desde seis meses antes de ser llamados 
al servicio. 
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Numero 344 de los Comentarios, 

Agregar á su segundo inciso: «Y según los artículos 27 y 34 de la 
ley sobre Matrimonio Civil, se le oye en los juicios de divorcio ó de nuli- 
dad de matrimonio». 

Número 75/ de los Comentarios. 

Agregarle al fin: «La ley de 20 de enero de 1888 impone á los pro- 
motores fiscales de fuera de Santiago el deber dé exigir la ejecución de 
las sentencias pronunciadas por el Tribunal de Cuentas y el cumplimiento 
de las disposiciones que este mismo dictare relativas á los actos de ins- 
trucción y que requieran el auxilio de la fuerza pública. 

Núfnero 367 de los Comentarios, 

Agregar al segundo inciso: cLa ley de 20 de enero de 1888, artículo 
,26 inciso 3.0, dispone que el fiscal de la Corte de Cuentas sea nombrado 
en conformidad al artículo 122 de la Ley de Organización y Atribucio- 
nes de los Tribunales, considerándolo, para este efecto, como ministro 
de una Corte de Apelaciones». 

Número J78 de los Cofnentarios. 

Agregar al inciso 2P\ cY en estarlo también del servicio militar, 
siempre que desempeñen el empleo en propiedad, desde seis meses antes 
de ser llamados á prestarlo, según el artículo 3.0 de la ley de 5 de sep- 
tiembre de 1900 sobre Reclutas y Reemplazos». 

Número 4.04 de los Comentarios. 

Agregar al último inciso: cComo los exime también del servicio 
militar el artículo 3.<> de la ley de 5 de septiembre de 1900 sobre Reclu- 
tas y Reemplazos». 

Número 43J de los Cofnentarios. 

Agregarle este otro inciso: «433 bis. También tienen secretarw pro- 
pio los Juzgados de Letras especiales de apelación^ el cual debe ser nom- 
brado, según el artículo 2.0 del supremo decreto de 22 de febrero de 
1876, por el gobernador del departamento, á propuesta en terna del juez 
de letras especial. Prestan juramento y rinden fianza conforme al artículo 
358 de la Ley Orgánica, y en lo demás rigen sobre ellos, en cuanto les 
sean aplicables, las disposiciones del título XVI de la misma, relativas á 
los secretarios». 

Archiveros. 

Las indicaciones que les conciernen, ya que fueron omitidas en el 
índice alfabético, véanse en el índice general, página 384. 
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SEGUNDA FE DE ERRATllS Y CORRECCIOIES. 



SE RECOMIENDA CORREGIRLAS CON ANTICIPACIÓN. 



PÁG. 


LÍNEA 


DICE 


12 


14 


Artículo 12 


37 


4 


letrado 


37 


10 


verbal inmediata 


39 


6y7 


ministro 


SO 


21 


de provincia 


5^ 


29 


por 


57 


8 


verbal inmediata 


59 


12 y 13 


sujetos 


59 


26727 


habido dolo 


69 


13 


provincias de 


78 


14 


turno anual 


80 


26 


haciendo 


96 


28 


celebrare 


98 


6 


según el art. 115 


IOS 


4 


Á los demás 


116 


17 


104 


I2T 


21 


que se trate 


125 


II 


perpetuamente 



DÍGASE 



126 



y no son temporales 



127 


20 


efectos de 


146 


4 


prestará 


J62 


12 


en ella 


172 


14 


comandita 


174 . 


4 


arbitros 


176 


23 


quien 


181 


II 


los designados 


193 


18 


uno 



Artículo 12 (hoy art. 10) 

de letras 

verbal é inmediata 

ministros 

de la provincia 

para 

verbal é inmediata 

sujetas 

habido en ella dolo 

provincias del 

tumo mensual 

haciéndoles 

celebre 

según el art. 1 1 5, y también á 
la Corte de Cuentas, según el 
art. 25 de la ley de 20 de ene- 
ro de 1888 

Á los procuradores del número 
y demás 

108 

que no se trate 

perpetuamente ó por el perío- 
do legal 

y son temporales tanto los in- 
terinos ó suplentes como los 
propietarios de período de- 
terminado 

efectos del 

prestará este 

de ella 

comandita comercial 

arbitro 

quienes 

los tres puntos designados 

una 
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FE DE ERRATAS 


píg. 


LÍNEA 


DICE 


DÍGASE 


196 


13 


en 


por 


197 


5 


en 


por 


198 


II 


ó del 


y del 


198 


28 y 29 


su cargo 


sus cargos 


202 


26 


donde se 


donde lo 


203 


24 


fuere de 


fuere el de 


205 


20 


estas 


esta 


231 


32 


284 


295 


235 


40 


según la ley 


según el art. 8.*, núm. I de la 


239 


29 


la Corte 


las Cortes 


240 


22 


artículos 


incisos 


246 


2 


259 


150 


247 


20 


79 


70 


261 


í3 


recomendados 


últimamente recomendados 


262 


23 


del 


de un 


269 


15 


241 


41 


271 


28 


inciso 


inciso 2.« 


284 


21 


aquellos 


los asuntos 


293 


7 


media 


media h'>ra 


298 


21 


defendiendo ó represen- 
tando 


ni representar 


307 


19 


proveer 


proveerse 


314 


21 

/ 


defender como abogado 


ejercer la abogacía 


334 


29' 


el supremo decreto 


la ley 


338 


20 


considere 


consideren 


343 


II 


parte 


Part. 


351 


8 


del Código de Comercio 


del Código Civil, Is^ del Có- 
digo de Comercio 


353 


15 


Lib. 


Tít. 



>^4 
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FE DE ERRATAS- 



5E RECOMIENDA CORREJIRLAS AL EMPRENDER LA LECTURA 



PÁGS* 



LÍNBAS 



DICE 



jJlAbb 



kt 


32 


todos sujetos 


todas sujetas 


mi 


37 


JO 


10.» 


K5 


II 


conocen 


conoce 


kS 


27 


resuelven 


resuelve 


fas 


31 


deciden 


decide 


E^ 


14 


La Corte Suprema 


las Cortes de Apelaciones 


■ 


2 


vigente 


vigente por la ley de 
enero 10 de 1895. 


m^' 


19 


siguientes 


130 y siguientes 


W^ 


é 


de las que 


á más de las que 


lis 


í.» 


los juzgados 


lo juzgado 


3ÍI 


28 


244 


245 


327 


10 


3^0 


3z8 


352 


I? 


aplican 


aplica 


^»7i 


aS 


inciso 


inciso 2° 


'^9r 


33 


410 


413 


303 


20 


34^ 


359 


344 


27 


las Cortes 


la Corte 


347 


31 


doble 


noble 


353 


sobre las lineas 


XVI 


ñnal 


3S2 


36 


340 


316 



^^^.^^ 
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